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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 30 de agosto de 2019 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 3 de setiembre, a las 09:30, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 

Orden del día 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1. por el que se establecen normas en materia de trán- 
sito y seguridad vial; 
Carp. n.* 1209/2018 - rep. n.* 916/19 


2.) por el que se establecen normas que regulan la li- 
bertad vigilada; 
Carp. n.* 1379/2019 - rep. n.* 930/19 y anexo I 


3.) por el que se declaran de carácter obligatorio los 
debates entre candidatos a la presidencia de la república; 
Carp. n* 1384/2019 - rep. n.* 929/19 


4.) por el que se establecen medidas para mejorar las 
actividades de control y tratamiento de la diabetes y otras 
enfermedades no trasmisibles; 

Carp. n* 1347/2019 - rep. n.* 904/19 


5) por el que se modifica el apartado 1) del literal B) 
del artículo 8.” de la Ley n.” 17844, Regulación del Fondo 
de Reconstrucción y Fomento de la Granja (FRFG), de 21 
de octubre de 2004; 

Carp. n.* 1374/2019 - rep. n.* 921/19 


6.) por el que se aprueban normas relacionadas con 
el domicilio legal del Instituto Nacional de Colonización; 
Carp. n- 1066/2018 - rep. n.* 923/19 


7.2) por el que se aprueban las modificaciones al conve- 
nio que establece la Organización Mundial de la Propiedad 
Intelectual, adoptadas por unanimidad el 24 de setiembre 
de 1999 y el 1.” de octubre de 2003 por la conferencia de 
la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y las 
asambleas competentes de ciertas uniones administradas 
por esa organización; 

Carp. n* 1363/2019 - rep. n.* 917/19 


8.) por el que se designa Obelisco-Batalla de las Pie- 
dras el Liceo n. 3 de la ciudad de Las Piedras, departa- 
mento de Canelones, dependiente del Consejo de Educa- 
ción Secundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública; 

Carp. n* 1388/2019 - rep. n.* 920/19 


9.2) por el que se designa Enriqueta Compte y Riqué el 
Jardín de Infantes n.? 115 del barrio Delta del Tigre, Ciu- 
dad del Plata, departamento de San José, dependiente del 
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Consejo de Educación Inicial y Primaria, Administración 
Nacional de Educación Pública; 
Carp. n.* 832/2017 - rep. n.* 924/19 


10) por el que se designa Romario de la Rosa Méndez 
la Escuela n.* 104 de Tres Puentes, ubicada en el kilóme- 
tro 62 de la ruta nacional n.” 27, departamento de Rivera, 
dependiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública; 

Carp. n* 1118/2018 - rep. n.* 928/19 


11) por el que se designa Profesora Nilda Irazoqui el 
Liceo n. 2 de Santa Lucía, departamento de Canelones, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública; 

Carp. n* 1338/2019 - rep. n.* 927/19 


12) por el que se designa Carmen Descoins la Escuela 
n. 63 de Pueblo Nuevo, departamento de San José, depen- 
diente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública; 

Carp. n* 1362/2019 - rep. n.* 926/19 


13) por el que se designa Ramón da Rosa Echebarne 
la Escuela n.* 131 de la localidad de Tierras Coloradas, 
departamento de Tacuarembó, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública; 

Carp. n* 1370/2019 - rep. n.* 925/19 


14) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita la 
venia correspondiente a los efectos de destituir de su cargo 
a una funcionaria del Ministerio de Educación y Cultura, 
Fiscalía General de la Nación. (Se incluye en el orden del 
día por vencimiento del plazo reglamentario). (Plazo cons- 
titucional vence el 1. de octubre de 2019). 

Carp. n- 1361/2019 - rep. n.* 931/19 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Amorín, Aristimuño, 
Aviaga, Ayala, Baráibar, Besozzi, Bianchi, Bordaberry, 
Camy, Cardoso, Carrera, Castaingdebat, Castillo, 
Coutinho, Da Silva, Draper, Gallicchio, García 
(Graciela), Garín, Iturralde, Lazo, López Villalba, 
Mieres, Moreira, Otheguy, Passada, Saravia, Tourné, 
Vassallo y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Alonso, 
De León, Delgado, García (Javier), Heber, Larrañaga, 
Martínez Huelmo y Michelini. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:35). 


(Se incorpora la nómina de asuntos entrados remiti- 
dos al Cuerpo de Taquigrafos por parte de la Secretaría 
del Senado). 


«El Poder Ejecutivo remite mensajes por los que co- 
munica la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se deroga el inciso segundo del artículo 
único de la Ley n.? 19154, de 24 de octubre de 2013, habi- 
litándose la compatibilidad sin restricciones entre el des- 
empeño de actividades amparadas por la Ley n.* 18384, de 
17 de octubre de 2008, Aprobación del Estatuto del Artista 
y Oficios Conexos, y la percepción de jubilación; 


+ por el que se designa Maestro Eduardo Mario Hen- 
derson Hernández la Escuela n.? 38 del departamento de 
Colonia, dependiente del Consejo de Educación Inicial y 
Primaria, Administración Nacional de Educación Pública; 


+ por el que se regula el otorgamiento y uso de viáticos 
a los funcionarios públicos; 


* por el que se autoriza la elaboración de productos 
cárnicos embutidos artesanales a las carnicerías de corte, 
en todo el territorio nacional; 


+ por el que se designa Eduardo Galeano el Liceo n.* 8 
del departamento de Rivera, dependiente del Consejo de 
Educación Secundaria, Administración Nacional de Edu- 
cación Pública; 


* por el que se establece la cotitularidad en la adjudi- 
cación de tierras por parte del Instituto Nacional de Colo- 
nización; 


+ por el que se aprueba el Convenio Constitutivo del 
Fondo Multilateral de Inversiones MI (Convenio del Fo- 
mín III) y el Convenio de Administración del Fondo Mul- 
tilateral de Inversiones III (Convenio de Administración 
Fomín III) y sus anexos. 

AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


Asimismo, remite un mensaje por el que solicita, 
de conformidad con lo establecido en el numeral 13 del 
artículo 168 de la Constitución de la república, la venia co- 
rrespondiente a fin de designar en el cargo de fiscal letrado 
departamental, escalafón N, a la doctora Andrea Silvana 
Mastroianni Casanova. 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
VOS. 
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La Comisión de Asuntos Administrativos eleva, por 
vencimiento del plazo reglamentario, una solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo a los efectos de destituir de su 
cargo a una funcionaria del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva in- 
formados los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueban normas relacionadas con el 
domicilio legal del Instituto Nacional de Colonización; 


+ por el que se declaran de carácter obligatorio los de- 
bates entre candidatos a la presidencia de la república; 


+ por el que se establecen normas tendientes a la regu- 
lación del instituto de la libertad vigilada. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva informados 
los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se designa Ramón da Rosa Echebarne la 
Escuela n.? 131 de la localidad de Tierras Coloradas, de- 
partamento de Tacuarembó, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública; 


+ por el que se designa Romario de la Rosa Méndez 
la Escuela n.? 104 de Tres Puentes, ubicada en el kilóme- 
tro 62 de la ruta nacional n.? 27, departamento de Rivera, 
dependiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública; 


+ por el que se designa Profesora Nilda Irazoqui el 
Liceo n.? 2 de Santa Lucía, departamento de Canelones, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria, Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública; 


+ por el que se designa Carmen Descoins la Escuela 
n.” 63 de Pueblo Nuevo, departamento de San José, de- 
pendiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública; 


+ por el que se designa Enriqueta Compte y Riqué el 
Jardín de Infantes n.?* 115 del barrio Delta del Tigre, Ciu- 
dad del Plata, departamento de San José, dependiente del 
Consejo de Educación Inicial y Primaria, Administración 
Nacional de Educación Pública. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca eleva 
informado un proyecto de ley por el que se modifica el 
apartado 1) del literal B) del artículo 8.* de la Ley n.* 17844, 
Regulación del Fondo de Reconstrucción y Fomento de la 
Granja (FREFG), de 21 de octubre de 2004. 

HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Junta Departamental de Durazno remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
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señor edil Felipe Algorta, relacionada con una solicitud de 
designación de un espacio público con el nombre Misiones 
de Paz. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA COMI- 
SIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


La Junta Departamental de Maldonado remite un ofi- 
cio por el que comunica la designación de las nuevas auto- 
ridades para el período 2019-2020. 


La señora Beatriz Argimón presenta nota por la que 
comunica su renuncia al cargo de suplente en el Senado 
de la república, con motivo de su proclamación a la candi- 
datura a la vicepresidencia de la república por parte de la 
Convención Nacional del Partido Nacional en su fórmula 
presidencial. 

TÉNGANSE PRESENTES. 


El Ministerio de Desarrollo Social remite respuesta a 
un pedido de informes solicitado por la señora senadora 
Graciela Matiaude, de fecha 28 de mayo del corriente, 
relacionado con el suministro y control de la medicación 
psicotrópica en los centros del Instituto Nacional de Inclu- 
sión Social Adolescente. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA SEÑO- 
RA LEGISLADORA MATIAUDE. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente remite respuesta a un pedido de informes 
solicitado por el señor senador Pedro Bordaberry, relacio- 
nado con el plan de urbanización que se proyecta llevar a 
cabo en el área protegida de la laguna Garzón. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR BORDABERRY. 


El señor senador Javier García solicita, de conformi- 
dad con lo dispuesto en el artículo 3.* de la Ley n.* 17673, 
de 21 de julio de 2003, la reiteración de un pedido de in- 
formes con destino al Ministerio de Desarrollo Social y, 
por su intermedio, al Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, a los efectos de que el Cuerpo lo haga suyo, re- 
lacionado con los clubes de niños y centros juveniles de 
todo el país. 

SE VA A VOTAR». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


(Pedidos de informes consignados en la nómina de 
asuntos entrados). 


«La señora senadora Carol Aviaga solicita, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la república, se curse un pedido de informes con 
destino al Ministerio de Industria, Energía y Minería, re- 
lacionado con el funcionamiento de la Comisión Nacional 
de Evaluación Científica y Técnica. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 21 de agosto de 2019 


Sra. Presidente de la 
Cámara de Senadores 


Lucía Topolansky 


De mi consideración: 


De acuerdo con el artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito a Ud. elevar el presente pedido de 


informes al Ministerio de Industria Energía y Minería. 


De acuerdo a la ley N* 19585 (publicada en enero de 2018) se prohíbe por 
un período de cuatro años el uso del procedimiento de fractura hidráulica 


(Fracking) para la explotación de hidrocarburos no convencionales. 


En su artículo segundo dicha ley crea la 
Comisión Nacional de Evaluación Científica y Técnica (CNECT) en la órbita 
del Ministerio de Industria Energía y Minería, en base a ello solicito me 


brinden la siguiente información: 


1) Nombre y fecha de designación de las personas designadas para 
integrar la CNECT. 

2) ¿Cuántas veces y con qué frecuencia se reúne la CNECT? 

3) ¿Qué información ha solicitado la CNECT a públicos o privados para 
cumplir con su cometido y en ejercicio de las facultades del artículo 


62 de la ley? 
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4) ¿Qué estudios de campo o de laboratorio ha realizado la CNECT o 
requerido de terceros en cumplimiento de su cometido y en ejercicio 
de las facultades del artículo 6? de la ley? 

5) ¿Qué recursos humanos y materiales le fueron suministrados a la 
CNECT por parte del MIEM? 

6) ¿Existen conclusiones o avances parciales del trabajo realizado por la 


CNECT? 


Sin otro particular, agradeciendo una pronta respuesta, saluda 


paa 


atentamente, 
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«El señor senador Pedro Bordaberry solicita, de confor- destino al Ministerio de Salud Pública, relacionado con acti- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- vidades en el Centro Uruguayo de Imagenología Molecular. 
ción de la república, se curse un pedido de informes con OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 2 de setiembre de 2019 


Señora 

Presidenta de la Cámara de Senadores 
Senadora Lucía Topolansky 

Presente.- 


De ml mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 118” de la Constitución de la 
República, solicito tenga a bien remitir el siguiente pedido de informes al Ministerio de 
Salud Pública, a efectos que se sirva informar: 


1. Antecedentes: 


1. El Centro Uruguayo de Imagenología Molecular (CUDIM), creado por el artículo 230 
de la Ley N* 18.172, es una persona jurídica de derecho público no estatal, que se 
comunica con el Poder Ejecutivo a través del M.S.P. 


Para el cumplimiento de sus cometidos, se financia, entre otros, con fondos públicos y 
con los ingresos que obtiene por la venta de servicios. 


Anualmente debe publicar sus balances auditados externamente y con el dictamen del 
Tribunal de Cuentas. 


2. Ha tomado estado público, el cese del Dr. Henry Engler quien había ocupado la 
Dirección Ejecutiva del Centro y, últimamente, estaría ocupando funciones de 
Investigador y Asesor. Según un comunicado del CUDIM, el despido se habría debido a 
“irregularidad contractual en el vínculo del profesional”. 


3. Asimismo, se ha dado a conocer que tanto el Dr. Engler como el Coordinador General 
Asdrúbal López haciendo uso de tarjetas corporativas, gastaron U$S 13.000 y U$S 
34.300, en bienes de diversa naturaleza, por fuera de las propias reglas fijadas por el 
Instituto, 
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Pedido de informes: 

Se solicita al Ministerio de Salud Pública la remisión de la siguiente información y 
documentación, referida al período comprendido entre el inicio de actividades del 
CUDIM hasta el día de hoy: 

1. Balances anuales auditados externamente, con dictamen del Tribunal de Cuentas; 

2. Estados de Resultados analíticos, con apertura de los principales gastos; 

3. Cuadro resumen de costo de inversiones en activo fijo; 

4. Copia de los procedimientos de contratación de: 

a. Los principales equipos utilizados por el CUDIM 

b. Las obras y refacciones 

En cada uno de los casos se deberá indicar el costo final incurrido por todo concepto. 

5. Cuadro de Remuneraciones anuales, por cargo o función, cualquiera sea el vínculo 
contractual existente, detallando el número de empleados, asesores, consultores, 


investigadores, etc.; 


6. Se detallen los diferentes servicios que contrata el CUDIM, agregando copia de los 
contratos respectivos; 


7. Con respecto a los vínculos del Dr. Engler con el CUDIM, se sirva detallar: 
a. Cargos o funciones ocupadas, indicando período, remuneración y carga horaria; 


b. Fundamentos del Cese del Dr. Engler a la Dirección y a su cargo de Investigador 
Asesor. 


8. Se indique cuantas tarjetas corporativas tiene la Institución, quienes son los usuarios 
de las mismas, acompañando copia de los estados de cuenta y de los Reglamentos de 
uso de las tarjetas correspondientes. 


9. Si informe si se han detectado irregularidades en el uso de las tarjetas corporativas y, 
en caso afirmativo, qué medidas se han adoptado. 


10. Se especifique si ante el cambio operado en la Dirección del CUDIM, el nuevo 
Director identificó irregularidades o dispuso la realización de investigaciones o 
auditorias. En caso afirmativo, se remita la copia de la documentación respaldante. 
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11. Se manifieste si el Centro, el propio Ministerio de Salud Pública o la Auditoría Interna 
de la Nación han realizado auditorias o investigaciones de la gestión del centro o sobre 
la ocurrencia de cualquier otra irregularidad relacionada con el manejo de los fondos de 
la Institución, contrataciones, designaciones, etc. En caso afirmativo, se agreguen las 
copias de las actuaciones correspondientes. 


12. Se remita copia del dictamen del Dr. Carlos Delpiazzo que se alude en diversos 
artículos de prensa, así como de otros dictámenes o asesoramientos jurídicos o 
contables referidos al Centro. 

13. Se remita copia de las actas del Consejo Honorario del CUDIM, 


Sin otro particular, lo saluda atte., 


Pedro Bordaberry 
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«El señor senador Carlos Camy solicita, de conformi- y Trasmisiones Eléctricas, relacionado con la facturación 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- del ente a la Intendencia de San José por concepto de con- 
ción de la república, se curse un pedido de informes con 
destino al Ministerio de Industria, Energía y Minería y, 
por su intermedio, a la Administración Nacional de Usinas OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


sumos de energía eléctrica. 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 20 de agosto de 2019 


Señora Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Sra. Lucia Topolansky 
Presente, 


Al amparo del artículo 118 de la Constitución de la República solicito información 
referente a la Facturación de los servicios de energía eléctrica por parte de UTE y el 
cobro por cuenta y orden de la intendencia de San José de la tasa de Alumbrado 
Público vigente a partir del 1* de enero de 2017. 


Según el inciso final del artículo 579 de la Loy N* 19,355 de 19 de diciembre de 2015 
(Presupuesto Nacional 2015 — 2019), que derogó el artículo 12 de la Ley N* 
18.860 de 23 de diciembre de 2011 se establece: 


arios realice, por 

: E [ ental y conjuntamente con la facturación, el 
cobro de > predio =7 tributo, que , deberá guardar razonable equivalencia con los 
egresos que deba realizar el Gobierno Departamental por consumos de energía del 
alumbrado público, mantenimiento y extensión del servicio, en los plazos que se 
establezcan en los compromisos de gestión previstos en la presente ley”. 


Pettorio 


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito a usted elevar el presente pedido de informes al Directorio de la Administración 
Nacional de Usinas y Trasmislones Eléctricas — U.T, E. — a efectos de suministrar la 
información solicitada en los siguientes numerales: 


1. CONSUMO DE ENERGIA ELECTRICA. 


1.1. Paralos i 17 y 2018 se solicita indicar cuál fue la facturación de 
U.T.E. a la Intendencia Departamental de San José por consumo de 
energía eléctrica, discriminada de la siguiente forma: 


+ Montos totales por mes 

+ Consumos mensuales de servicios eléctricos de Oficinas y 
Dependencias 

+ Consumos mensuales por concepto de servicios de Alumbrado Público, 


y dentro de este concepto indicar cuánto corresponde a energía por 
Conteo, energía Reactiva y energía Medida. 
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1.2. 


2. 


2. 
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2.3. 


2.4. 


2.5. 
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Para el Ejercicio 2019 indicar la misma información solicitada en el numeral 
1.1. a agosto 2019. 


COBROS POR UTE. DE CONSUMOS ELÉCTRICOS POR CUENTA Y 
ORDEN DELA INTENDENCIA DEPARTAMENTAL DE SAN JOSE, 


En el marco del acuerdo firmado por la Intendencia Departamental de San José 
y U.T.E. según lo dispuesto en el Inciso final del artículo 679 de la Ley N* 
19.355 de 19 de diciembre de 2015 se solicita indicar lo siguiente: 


Cantidad de Medidores de consumo de Energía que tiene registrados UTE 
en el Departamento de San José a la fecha del presente pedido de 
información (agosto 2019). 

Cantidad de Medidores de consumo de Energía - a agosto 2019 - que 
tienen asociado el cobro de la Tasa de Alumbrado Público creada por el 
Decreto Departamental N* 3136 de 29 de agosto de 2016 


Discriminar dentro de los medidores que tienen asociado el cobro de la 
Tasa de Alumbrado, cual es el valor de la tasa asociado. 


Montos mensuales recaudados por U.T.E de Enero a Diciembre inclusive 

po los Ejercicios 2017 y 2018, por cuenta y orden de la Intendencia de San 
osé. 

Montos transferidos por U.T.E. a la Intendencia de San José por concepto 

de la Tasa de Alumbrado Público en el marco de lo establecido en la 

cláusula séptima (Ajuste de saldos) del contrato suscrito entre ambas 

instituciones. 


3. COSTO DEL SERVICIO DE COBRO REALIZADO POR U,T.E, 


Sin otro particular, lo saludo cordialmente. 


Indicar para los jos 2017 cuánto fue el costo de los servicios de 
cobro de la tasa de alumbrado de cargo de la intendencia de San José y que 
fuera percibido por U.T.E. 


Senador de la República 
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«El señor senador Sebastián da Silva solicita, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución de la república, se curse un pedido de informes, de 
fecha 20 de agosto del corriente, con destino a los minis- 
terios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Industria, 


Energía y Minería y, por su intermedio, a la Administra- 
ción Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland, re- 
lacionado con la demora en la salida de un embarque de 
ganado en pie con destino a la República Popular China. 
OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


16-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 20 de agosto de 2019 


Presidente de la Cámara de Senadores 
Sra. Lucia Topolansky 
Presente 


De acuerdo al artículo 118 de la Constitución de la República, solicito a usted dar 
curso al siguiente pedido de informes al Ministerio de Industria, Energía y Minería y por 
su intermedio a ANCAP y al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca- MGAP 


Desde el pasado 19 de agosto está en nuestro puerto de Montevideo un barco 
detenido, cargado con ganado en ple con destino a la República Popular de China. 


El molivo de que permanezca detenido seria que ANCAP no puede abaslecerlo de 
combustible por medidas gremiales. 


Ante este episodio preguntamos: 


1) ¿Cuáles fueron las gestiones realizadas por el señor Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, Ing. Enzo Benech? 


2) ¿Cuáles fueron las medidas realizadas por el Directorio de la Administración 
Nacional de Combustibles Alcohol y Portland para poder abast este buque 
con carga viva? 


Sin otro particular, saluda atentamente 


Lic. Da Siiva 
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5) PROYECTO PRESENTADO 


(Proyecto de resolución consignado en la nómina de 


asuntos entrados). 


CÁMARA DE SENADORES 


17-C.S. 


«La señora presidente del Senado presenta, con expo- 
sición de motivos, un proyecto de resolución por el que se 
establecen modificaciones al Estatuto del Funcionario de 
la Cámara de Senadores». 


ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS». 
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(Texto del proyecto de resolución presentado). 


Presidencia del Senado 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


En virtud de haberse padecido un error en la redacción del inciso 8 del 
artículo 98 del Estatuto del Funcionario del Senado, se presenta esta propuesta 
de modificación por la que se establece que para el cargo de Director de Área 
del Escalafón "C" — Secretaría — Financiero Contable, podrán concursar los 
funcionarios que hayan egresado de una Facultad de Ciencias Económicas de 
una carrera no menor a cuatro años. 


Cabe destacar que esta modificación es imprescindible a fin de 
mantener la coherencia en la norma estatutaria, 


Lcd 
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Artículo sustitutivo 


Sustitúyese el artículo 98 del Estatuto del Funcionario de la Cámara de 
Senadores por el siguiente: 


Artículo 98.- Requisitos. 


Las vacantes que se produzcan serán provistas mediante concurso de 
oposición y méritos entre funcionarios que ocupen grados inferiores dentro del 
respectivo escalafón de la vacante a proveer, salvo disposición especial 
aprobada por resolución de la Cámara de Senadores, debiendo cumplir con 
todos los requisitos del llamado al momento de la inscripción del concurso. 


La Administración, previo a los concursos, brindará la bibliografía 
necesaria a los aspirantes inscriptos y podrá impulsar cursos, con el objetivo de 
ayudar a la preparación de los funcionarios que aspiren a presentarse a los 
llamados. 


Podrán participar en los concursos todos los funcionarios del grado 
inmediato inferior, con una antigdedad mínima de un año en el mismo, 
Solamente en el caso en que se declare desierto o que no se hayan completado 
en su totalidad las vacantes existentes, la convocatoria se ampliará a los dos 
grados inmediatamente inferiores a la vacante, sin perjuicio de lo establecido en 
el inciso siguiente. 


Aquellos escalafones que tengan dos o más grados sin supervisión 
podrán concursar todos los funcionarios del escalafón correspondiente que 
ocupen los grados inferiores hasta el cargo de Jefe de Departamento o su 
equivalente inclusive. 


Dentro del escalafón “C* Secretaría se concursará por grados y cargos 
dependiendo de las vacantes existentes, pudiendo la administración según el 
perfil del funcionario asignarle las funciones que considere necesarias. 


Para el cargo de Director General Escalafón *C”- Secretaría, podrán 
concursar los funcionarios del escalafón y los funcionarios pertenecientes a los 
Escalafones "A" — Personal Técnico Profesional y "B" — Técnico Profesional, 


Para los cargos de Director de Área del Escalafón "C” - Secretaría, podrán 
concursar los funcionarios pertenecientes a dicho Escalafón. 
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Para el cargo de Director de Área del Escalafón "C”- Secretaría - 
Financiero Contable, podrán concursar los funcionarios que hayayegresado de 
una Facultad de Ciencias Económicas de una carrera no menor a cuatro años. 


Para el cargo de Director General Escalafón "D" - Serie Taquigrafía podrán 
concursar los funcionarios pertenecientes a dicha Serie. 


Para el cargo de Director de Área de los Escalafones "F” Intendencia y "E" 
Locomoción, podrán concursar los funcionarios de dichos escalafones; para el 
mismo cargo en el Área Apoyo Legislativo podrán concursar los funcionarios de 
los Escalafones “R" Sala y Barra y *D" Electrónica e Imprenta. 


Para los concursos para cargos de los Escalafones “A” — Personal Técnico 
Profesional y "B" - Técnico Profesional podrán concursar todos los funcionarios 
de todos los Escalafones, que reúnan las condiciones profesionales y técnicas 
requeridas. 


Cuando se generen vacantes en el último grado de los escalafones de la 
Cámara de Senadores, se podrá realizar un primer llamado a concurso de 
carácter interno, entre los funcionarios de todos los escalafones. Una vez 
realizado el mismo, no habiéndolo superado ningún funcionario o siendo 
declarado desierto, la Administración llamará a concurso externo según las 
condiciones que estime convenientes. 


Se exigirán las siguientes antigdedades en la Cámara de Senadores para 
poder concursar: 


- Director General quince años. 
- Director de Área diez años. 
- Director de División o 
su equivalente siete años. 
- Jefe de Departamento o 
su equivalente cinco años. 


Toda capacitación establecida en las bases particulares de un llamado y 
que haya sido brindada por la Administración a todos los funcionarios aptos para 
dicho llamado y habiendo sido aprobada por estos, podrá ser un requisito 
obligatorio a los efectos de concursar. 
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6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 49 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- A la 
sesión extraordinaria del 20 de agosto faltaron con aviso 
los señores senadores Bianchi, Cardoso, Gallicchio y La- 
morte. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos del 8 de agosto faltó con aviso el señor sena- 
dor Heber. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 15 de agosto faltaron con aviso los señores senadores 
Iturralde y Mieres. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación del 21 de agosto faltó con aviso el señor sena- 
dor Heber. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional del 12 
de agosto faltó con aviso el señor senador Coutinho. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
14 de agosto faltó con aviso el señor senador Cardoso; y, 
sin aviso, la señora senadora Olano. Y a la sesión del 21 de 
agosto faltó con aviso el señor senador Amorín. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca del 8 de agosto faltaron con aviso los señores 
senadores Aristimuño, Delgado, Gandini y Xavier. Y a la 
sesión del 15 de agosto faltó con aviso el señor senador 
Gandini. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 15 de agos- 
to faltaron con aviso los señores senadores Camy y Mo- 
reira. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda del 13 de agosto faltó con aviso la señora se- 
nadora Alonso. Y a la sesión del 16 de agosto faltaron con 
aviso los señores senadores Alonso, Aviaga, Bordaberry, 
Delgado y Heber. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 13 de 
agosto faltó con aviso el señor senador Gandini. 


A la sesión de la Comisión Especial de Seguridad Pú- 
blica y Convivencia del 13 de agosto faltó con aviso el se- 
ñor senador Gallicchio. 
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7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

Presente 

De mi consideración: 

Por este medio tengo a bien solicitar licencia, por mo- 
tivos personales, el día martes 3 de setiembre del corriente 
año, durante todo el desarrollo de la sesión del Senado, 
de acuerdo con el artículo 1. de la Ley n.” 17827, dejando 
constancia de que concurriré a la Comisión Especial de 
Deporte, convocada para el mismo día a las 16:30. 

Saludo a Ud. atentamente. 


Rubén Martínez Huelmo. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se comunica que el señor Lauro Meléndez ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Graciela García, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 3 de setiembre de 2019 


Presidenta de la Cámara de Senadores 
Sra. Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia por motivos personales 
el día martes 3 de setiembre del corriente año. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Javier García Duchini. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 
(Se vota). 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Sebastián da Silva, a quien 


ya se ha tomado la promesa de estilo. 
Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 3 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 


Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo con la Ley n.” 17827, de 
fecha 14 de setiembre de 2004, solicito a Ud. se me conce- 
da licencia, por motivos personales, el día de la fecha, 3 de 
setiembre de 2019. 


Sin otro particular, saludo a Ud. atentamente. 
Rafael Michelini. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 


la licencia solicitada. 
(Se vota). 
—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Antonio Gallicchio, a quien ya 


se ha tomado la promesa de estilo. 
Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de setiembre de 2019 


Sra. Lucía Topolansky 


Presidenta de la Cámara de Senadores 


Nos dirigimos a la señora presidenta con el fin de soli- 
citar al Cuerpo que preside licencia por motivos persona- 


les el día martes 3 de setiembre. 
Saludamos atentamente. 
Luis Alberto Heber. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 


la licencia solicitada. 
(Se vota). 
—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Julio Silveira y Alexan- 
dra Inzaurralde han presentado nota de desistimiento in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Armando Castaingdebat, a quien ya se ha tomado la pro- 


mesa de estilo. 
Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 


Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.- 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por razones personales, los días 
3 y 4 de setiembre de 2019. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 


Leonardo de León. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 


la licencia solicitada. 
(Se vota). 
—17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Julio Calzada, Beatriz 
Ramírez, Felipe Carballo y Cristina Lustemberg han pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Saúl Aristimuño, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «2 de 
setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 


Lucía Topolansky 
De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito al Cuerpo se me otorguen tres 
días de licencia por motivos personales a partir del día 3 
de setiembre. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Jorge Larrañaga. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 


la licencia solicitada. 
(Se vota). 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Eber da Rosa, Jorge Gan- 
dini, Ana Lía Piñeyrúa, Omar Lafluf, Adriana Peña y Da- 
niel Peña han presentado nota de desistimiento informan- 
do que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar 
el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Daniel Ló- 
pez Villalba, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia los días martes 10, 
miércoles 11 y jueves 12 de setiembre de 2019, por moti- 
vos personales. 


Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 3 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
28 de setiembre de 2004, por motivos personales, los días 
3, 4 y 5 de setiembre del corriente. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 


—19 en 21. Afirmativa. 
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Queda convocado el señor Alejandro Draper, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de setiembre del 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito a usted licencia por motivos 
personales, los días 3, 4 y 5 de setiembre del corriente. 


Sin otro particular, la saludo con la más alta estima. 


Atentamente. 
Verónica Alonso. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Daniel Peña, Daniel Ló- 
pez Villalba, Daniella Pena, Eber da Rosa, Jorge Gandini, 
Ana Lía Piñeyrúa, Omar Lafluf y Adriana Peña han pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Pablo Iturralde, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de Setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, los días 
5 y 12 de setiembre del presente. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Patricia Ayala. Senadora». 
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SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—21 en 23. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Julio Baráibar, Ricardo 
Alcorta, Lilián Galán, Lucía Etcheverry, Zulimar Ferrei- 
ra y Susana Pereyra han presentado nota de desistimiento 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Lauro Meléndez, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


8) REITERACIÓN DE PEDIDO DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Corresponde votar si el Se- 
nado hace suyo y reitera el pedido de informes solicitado 
por el señor senador Javier García, relacionado con los 
clubes de niños y centros juveniles de todo el país. 


(Se vota). 


24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) RENUNCIA DEFINITIVA DEL INGENIERO 
AGRÓNOMO ANDRÉS BERTERRECHE A SU 
CARGO DE SENADOR DE LA REPÚBLICA 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase la solicitud de re- 
nuncia definitiva al cargo de senador de la república pre- 
sentada por el señor Andrés Berterreche. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 28 de agosto de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente quiero hacerle llegar mi renuncia al 
cargo de senador de la república a partir de la fecha de su 
consideración. 


Quiero expresarle además el alto orgullo y honor que 
se me ha conferido en ocupar este sitial de altísima respon- 
sabilidad y del mismo modo el hecho de haber trabajado 
con el resto de los integrantes de ese Cuerpo. 


Aprovecho la ocasión para hacerle llegar mis más cor- 
diales saludos. 
Andrés Berterreche. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar la solicitud 
de renuncia presentada por el señor senador Berterreche. 


(Se vota). 


22 en 24. Afirmativa. 


10) DOCTOR HENRY ENGLER Y CENTRO 
URUGUAYO DE IMAGENOLOGÍA MOLECULAR 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la me- 
dia hora previa. 


Tiene la palabra el señor senador Cardoso. 
SEÑOR CARDOSO.- Buenos días. 


Como es de público conocimiento, con el doctor 
Engler hemos mantenido correspondencia a raíz de infor- 
maciones relativas a su pasado en la clandestinidad, a sus 
actividades y acciones fuera de la ley y haciendo justicia 
por mano propia. 


Notoriamente, estamos en posiciones ideológicas dia- 
metralmente opuestas, como lo estoy con muchos actores 
del partido de gobierno. No obstante, he podido mantener 
un respetuoso debate de ideas, sin caer en descalificacio- 
nes personales, cosa que ha hecho el doctor Engler en esos 
intercambios epistolares, acusándome de vocero de la Dic- 
tadura. Debo recordar que en la Dictadura yo estaba en el 
liceo, y él estaba preso. 


Creo en la democracia y, por tanto, en la ley como úni- 
ca vara que mide a todos por igual; no hay nada por enci- 
ma de la ley, ni siquiera la política. La democracia exige 
que las autoridades que tienen responsabilidades públicas 
en la conducción de las instituciones, aun en las paraes- 
tatales, como es el caso del Cudim —Centro Uruguayo de 
Imagenología Molecular—, rindan cuentas al soberano, o 
sea al pueblo, que es el que, a través de los impuestos, 
sostiene las arcas públicas y paga sus sueldos. Ninguna au- 
toridad, ni siquiera la más ilustre personalidad del mundo 
científico, puede arrogarse para sí la discrecionalidad de 
decidir qué informar al pueblo y al Parlamento, que es su 
más genuino representante. 


Rechazo totalmente la tibieza con que las autoridades 
están tratando este asunto generado a partir del vínculo 
entre el doctor Engler y el Cudim, y la aparente intención 
de bajar intensidad al asunto. 


Recordemos que, tal como lo establece el literal C) 
del artículo 5.* de la Ley 18211, compete al Ministerio de 
Salud Pública controlar la gestión sanitaria, contable y 
económico-financiera de las entidades. 


El doctor Engler será una autoridad en materia científi- 
ca, pero eso no exime al Gobierno de dar las explicaciones 
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que este Parlamento demanda como, por ejemplo, conocer 
la génesis del Cudim; saber por qué el Gobierno decidió 
que hubiera un solo centro de esta naturaleza; qué partici- 
pación o influencia tuvo el doctor Engler en esa decisión y 
qué relación tenía con la empresa General Electric. Estos 
son cabos que quedaron sueltos, que el Gobierno fue di- 
luyendo mientras se desviaba la atención hacia otras no- 
ticias. 


Es un asunto muy delicado que cobra gran relevancia 
política. No es porque estemos a pocas semanas de las 
elecciones que este asunto cobra tanta relevancia política, 
sino porque una vez más vuelve a reiterarse la posibilidad 
de que se esté incurriendo en irregularidades y falta de 
transparencia, como ya aconteció con otras instituciones 
estatales y paraestatales durante estos tres períodos de go- 
bierno. 


No podemos permanecer callados ante esta situación y 
el vínculo del doctor Engler con el Cudim, y es necesario 
que se conozca todo al detalle: los estados contables de la 
institución desde su comienzo, el uso de las tarjetas cor- 
porativas, si hubo observaciones del Tribunal de Cuentas, 
los informes de auditoría y la situación contractual de todo 
el personal. 


Estamos en conocimiento de que un señor senador ha 
cursado un pedido de informes y que comparecerán las 
autoridades correspondientes a la Cámara de Represen- 
tantes. Estaremos atentos a esos resultados; nos sumamos 
a ese legítimo derecho de estar informados. No obstante, 
solicitaré que sean convocados al Senado el señor ministro 
de Salud Pública, el Directorio del BPS, el Directorio del 
Cudim y los integrantes de la Junta Nacional de Salud. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio de Salud Pública, al Directorio del 
BPS, al Directorio del Cudim, a la Secretaría de la Presi- 
dencia de la República, al Directorio de ASSE, a la Junta 
Nacional de Salud, a los Consejos Consultivos y Asesores 
del Sistema Nacional Integrado de Salud y a todas las jun- 
tas departamentales y municipios del país. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 
11) 150 AÑOS DE LA SOCIEDAD ITALIANA DE 
SAN JOSÉ 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Camy. 
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SEÑOR CAMY.- En la sesión del Senado del día de 
hoy quiero referirme a un hecho que, por puntual y de 
apariencia comarcal, no deja de tener importancia ni de 
revestir transcendencia. Me refiero al significado que tie- 
ne, en un país joven como es Uruguay, el hecho de que una 
institución cumpla 150 años de vida. 


Me estoy refiriendo concretamente a los 150 años de 
la Sociedad Italiana de San José. Como reza el eslogan 
que define la celebración, son 150 años «de fructífera e 
ininterrumpida trayectoria tan italiana como maragata y 
tan maragata como italiana». Precisamente, radica en lo 
italiano y en lo comarcal la explicación de la trayectoria 
histórica de esta organización. Durante un siglo y medio, 
esta institución ha sido testigo y protagonista principal 
del crecimiento y desarrollo de la sociedad de San José 
de Mayo. 


Tal como sucedió en el resto del país, San José tuvo 
una gran corriente inmigratoria, que desembarcó en el 
Río de la Plata en el siglo xIx, proveniente de esta región 
del mundo: Italia. La corriente migratoria itálica anterior 
y posterior a la unificación total de Italia que arribó al 
departamento de San José se fue reuniendo, asociando y 
organizando —como era costumbre entonces— en función 
de diversos criterios e intereses que identificaban zonas, 
regiones de procedencia, oficios o actividades. Segura- 
mente la nostalgia que provocan la distancia, el desarrai- 
go, el desapego familiar, encontró en el socorro mutuo, 
en la unión, en la solidaridad, sentimientos que hicieron 
llevadero afrontar los desafíos que implicaba vivir en una 
nueva tierra. 


Es así que la Societá Italiana di Mutuo Soccorso, fun- 
dada el 29 de agosto 1869, que sumó después, con el deve- 
nir de los años, otras como el Circolo Napoletano o la Fra- 
tellanza Italiana, constituyó una base fundamental en el 
crecimiento sostenido que ha tenido la ciudad de San José 
de Mayo. En ese entonces, estas instituciones desempeña- 
ban además un rol fundamental que el Estado no cumplía; 
hablamos de lo que tiene que ver con los goces básicos de 
la solidaridad social, la asistencia médica, la cobertura de 
las expensas fúnebres, los subsidios por enfermedad y de 
otro orden. Todo eso dio sustancia a la organización en 
este tipo de instituciones que, de alguna manera, fueron 
un implante, en el país y en América, de lo que era una 
tradición cultural europea muy distintiva. 


Desde el 13 de enero de 1901, San José conserva orgu- 
llosamente la sede de la Sociedad Italiana como una gran 
obra arquitectónica y como patrimonio cultural de la capi- 
tal del departamento. 


Al día de hoy son básicamente tres los aspectos que 
regulan el objeto social de esta organización que cumple 
150 años: la divulgación de la cultura italiana en todas sus 
manifestaciones, la contribución a elevar el nivel cultural 
general, literario y artístico en todas sus expresiones, y la 
realización de actividades deportivas y culturales. 
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San José tiene una muy fuerte impronta italiana 
marcada en la producción —fundamentalmente en la 
vitivinicola—, en la industria y en la cultura. Hay apellidos 
referentes de nuestra identidad que se expresan en lugares 
y en actividades muy significativas: el teatro Macció 
—referente singular y distintivo de la ciudad de San 
José—, el parque Rodó —un espacio recreativo principal 
del departamento que fue obra y residencia del doctor 
Francisco Giampietro—, y el Centro Comercial Industrial 
de San José —un edificio centenario, referencia de la 
colonia italiana en el departamento, que fuera residencia 
del doctor Angelo Polini, construida por él-, por citar 
algunos ejemplos. 


Por estos 150 años dedicados a mantener viva la cul- 
tura y tradición italiana en un departamento del interior, 
nos parecía importante y trascendente destacar la contri- 
bución que ha hecho esta organización al departamento 
de San José. 


Queremos hacer llegar a la Comisión Directiva de la 
Sociedad Italiana de San José, en la persona de su presi- 
dente, el escribano Miguel Senatore, y en la de todos sus 
asociados, el reconocimiento a esta institución que duran- 
te 150 años de trayectoria ha amalgamado el ADN italiano 
y el amor por lo local. Y lo ha honrado abriendo sus puer- 
tas a todas las inquietudes sociales, culturales y cívicas, 
con sentido tolerante y plural. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Sociedad Italiana de San José. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) RÉGIMEN DE TRABAJO DE LAS COMISIONES 
DEL CUERPO DURANTE EL RECESO 
PARLAMENTARIO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una moción llegada 
a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 
cionamos para que, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 157 del Reglamento del Senado, se autorice a 
todas las comisiones del Senado a reunirse durante el re- 
ceso parlamentario». (Firman los señores senadores Sara- 
via y Bordaberry, y la señora senadora Moreira). 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se au- 
toriza a las comisiones del Cuerpo a sesionar durante el 
receso parlamentario. 


(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SENORA PRESIDENTE.- Corresponde que el Sena- 
do ingrese a la consideración del orden del día. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA MOREIRA. Señora presidenta: tengo dos 
mociones de orden que deberán ser votadas separadamen- 
te, pero que voy a presentar juntas. 


Propongo considerar en primer lugar el punto cuarto 
del orden del día, referido a las medidas para mejorar las 
actividades de control y tratamiento de la diabetes y otras 
enfermedades no transmisibles, carpeta n.* 1347/2019, 


La segunda moción es que el tercer punto del orden 
de día, proyecto de ley por el que se declaran de carácter 
obligatorio los debates entre candidatos a la presidencia 
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de la república, carpeta n.* 1384/2019, pase para la sesión 
ordinaria del miércoles 11. 


Estas serían las dos mociones. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar, en primer 
término, que el punto cuarto del orden del día sea conside- 
rado en primer lugar. 


(Se vota). 
23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


A continuación, se va a votar que el tercer punto del 
orden del día sea pasado para la sesión del miércoles 11 
del corriente. 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) DIABETES Y OTRAS ENFERMEDADES NO 
TRANSMISIBLES 


SEÑORA PRESIDENTE.- De acuerdo con lo resuel- 
to, corresponde que el Senado ingrese al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en cuarto tér- 
mino: «Proyecto de ley por el que se establecen medidas 
para mejorar las actividades de control y tratamiento de 
la diabetes y otras enfermedades no transmisibles. (Carp. 
n. 1347/2019 - rep. n.* 904/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1347/2019 - rep. n.? 904/19 
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Artículo 1*.- Establécense en el Sistema Nacional Integrado de Salud las medidas 
destinadas a la mejora de las actividades de control y tratamiento de las Enfermedades 
No Trasmisibles, el acceso al cuidado y a la atención integral de la población de acuerdo 
a lo que establezca la reglamentación en cada caso, en el marco de lo dispuesto por el 
artículo 45 de la Ley N* 18.211, de 5 de diciembre de 2007 y el artículo 10 de la Ley 
N* 18.335, de 15 de agosto de 2008, con énfasis en las personas que padecen diabetes. 


Artículo 2” - Corresponde a los prestadores integrales del Sistema Nacional 
Integrado de Salud la captación, educación, el tratamiento y el control sanitario de la 
diabetes y otras enfermedades no trasmisibles. Entre las actividades definidas para el 
abordaje integral de las personas en el primer nivel de atención establecido en el 
artículo 35 de la Ley N” 18.211, de 5 de diciembre de 2007 desarrollarán las actividades 
de promoción en salud, prevención de factores de riesgo, diagnóstico gratuito, atención, 
tratamiento y la derivación a niveles de atención de mayor complejidad de la diabetes y 
demás enfermedades no trasmisibles de corresponder. 


Artículo 3”.- Los prestadores integrales de salud deberán asegurar la continuidad, la 
calidad y actualización continua del proceso asistencial, contando con la Historia Clínica 
Electrónica Nacional (HCEN), como instrumento de control de la calidad de dicho proceso 
asistencial. Para ello deberán contar con equipos interdisciplinarios que permitan abordar 
integralmente la salud de las personas con diabetes y demás enfermedades no 
trasmisibles. 
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Artículo 4”.- Las personas con diabetes en situación de vulnerabilidad social y 
económica accederán a una alimentación saludable a través del Instituto Nacional de 
Alimentación. 


Artículo 5*.- Corresponde al Ministerio de Salud Pública, a través de sus áreas 
técnicas y programáticas, con la participación de los movimientos de usuarios, las 
sociedades cientificas y las instituciones académicas, elaborar y actualizar en forma 
permanente las políticas de salud e investigación orientadas a las personas con 
enfermedades crónicas no trasmisibles. A estos efectos se constituirá la Comisión 
Honoraria de Enfermedades Crónicas No Trasmisibles integrada por miembros de los 
grupos antedichos, además de miembros representantes de la Unidad Nacional de 
Seguridad y Educación Vial del Uruguay, de la Comisión Honoraria de Salud 
Cardiovascular, de la Comisión Honoraria de Lucha contra el Cáncer y de la Comisión 
Nacional de Contralor de la Atención en Salud Mental, que funcionará en el ámbito del 
Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 6*.- La diabetes no constituirá por sí sola causal de inhabilitación para el 
ingreso o desempeño de actividad laboral o educativa alguna en el ámbito público o 
privado, como para el desempeño de actividades deportivas; sin perjuicio de la obtención 
de la documentación habilitante para el desarrollo de actividades laborales o deportivas 
de conformidad con la normativa vigente, debiendo ser esta emitida por el médico tratante 
integrante del equipo de salud, estableciendo si existe riesgo laboral por la tarea a 
desempeñar que afecte la salud del trabajador o de terceros, así como la aptitud laboral 
para el desempeño de la misma. 


Artículo 7*.- Se deberá permitir a las personas con diabetes, atender durante la 
jornada de trabajo, estudio o deporte, sus necesidades alimentarias, de control o 
administración de medicación, de acuerdo a las indicaciones del médico de referencia, 
médico tratante o del médico del servicio de salud laboral del lugar donde se desempeña. 


Artículo _8”.- El Instituto Nacional de Rehabilitación implementará las medidas 
apropiadas para que las personas con diabetes, privadas de libertad, reciban educación 
sobre su patología, asi como los elementos necesarios para el tratamiento y autocontrol 
de la misma, además de brindarles una alimentación adecuada teniendo en cuenta lo 


indicado por el equipo de salud. 
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Artículo 9”.- Derógase la Ley N* 14.032, de 8 de octubre de 1971, así como 
cualquier otra norma que se oponga a lo dispuesto en los artículos anteriores. 


Artículo 10.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el plazo de ciento 
ochenta días. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 12 de junio de 
2019. 


MARÍA CECILIA BOTTINO 
Presidenta 


IRGINIA ORTIZ 
Secretaria 
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COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA 
Y ASISTENCIA SOCIAL 


INFORME 


Señores Representantes: 


Por el presente, y de forma unánime la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social, informa al Plenario, positivamente acerca de la conveniencia 
de aprobar el proyecto de ley sobre Diabetes, que pone foco en las Enfermedades No 
Trasmisibles. 


En efecto, los miembros de la Comisión entienden que el texto 

« sobre el cual se informa, perfecciona la protección especial a la diabetes que otorga 

nuestro Derecho positivo vigente, desde el año 1971, proponiéndola ahora en el encuadre 

de las Enfermedades No Trasmisibles y de sus especiales tratamientos a ofrecer por el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, vigente en nuestro país desde el año 2007. 


Los números que llegan a esta Comisión para su análisis y 
estudio, revelan la trascendencia que tienen en estas enfermedades, un diagnóstico 
precoz y su control adecuado. La diabetes, las enfermedades cardiovasculares, el cáncer, 
las enfermedades respiratorias crónicas (EPOC y asma) y los trastornos mentales definen 
un muy sensible objeto de atención médica, como positivamente lo trata el Ministerio de 
Salud Pública, en el diseño de los Objetivos Sanitarios Nacionales 2020 y en la medición 
de Metas Asistenciales. 


Es en este marco que la Comisión entendió pertinente la 
aprobación del texto elevado al Plenario, donde el legislador mandata al Poder Ejecutivo, 
para que, a través de la respectiva reglamentación, especialmente incluya en los 
programas integrales obligatorios a cargo de los prestadores integrales de salud y en el 
Formulario Terapéutico de Medicamentos, las necesarias actividades de control y 
tratamiento de las Enfermedades No Trasmisibles, con énfasis en las personas que 
padecen diabetes. 


Es con este rango normativo de ley nacional que se prevé la 
planificación de la ineludible educación que estas enfermedades requieren; educación en 
captación de pacientes, tratamiento y control sanitario, actividades que el legislador 
ordena asegurar con calidad y actualización continua, y dispone prever la existencia 
obligatoria en cada uno de ellos de equipos interdisciplinarios, hoy, absolutamente 
indispensables en una correcta atención de estas enfermedades. 


Un aspecto sensible en la vida de todos los pacientes diabéticos, 
es la necesidad de no sufrir discriminación al momento de buscar empleo o proyectar una 
carrera laboral, al participar en actividades educativas y en la práctica de deportes. La 
aptitud laboral, educativa y deportiva, será según opinión o consideración del médico 
tratante, integrante del equipo interdisciplinario, quien la debe definir de acuerdo a su 
experiencia e inmediatez con el paciente. 

Otro requisito sensible en la rutina y cotidianeidad de los 


pacientes con Diabetes, es la alimentación adecuada en tiempo y dosis correctas. Para 
ello se asegura su provisión gratuita a través del Instituto Nacional de Alimentación 
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(INDA), así como la facilitación de contextos adecuados para ello en el ámbito laboral, 
educativo o deportivo. En especial en los establecimientos de reclusión donde está 
vedada la libertad ambulatoria de la persona, se ordena la implementación de medidas 
apropiadas, para el tratamiento y autocontrol de la afección. 


Por todo lo expresado, es que esta Comisión entiende oportuno y correcto el texto 
elevado a consideración del Plenario de esta Cámara de Representantes, aconsejando su 
votación afirmativa. 


Sala de la Comisión, 7 de mayo de 2019 


LUIS GALLO CANTERA 
MIEMBRO INFORMANTE 
WALTER DE LEÓN 
NIBIA REISCH 
OSCAR VIERA 


3 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 33-C.S. 


Proyecto de ley con exposición de motivos presentado 
por la señora Representante Nacional Nibia Reisch, y los 
señores Representantes Nacionales Walter De León, Luis 

Gallo, Martín Lema y José Quintín 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Establécense en el Sistema Nacional Integrado de Salud las medidas 
destinadas a la mejora de las actividades de control y tratamiento de las Enfermedades 
No Trasmisibles, el acceso al cuidado y a la atención integral de la población de acuerdo a 
lo que establezca la reglamentación en cada caso, en el marco de lo dispuesto por el 
artículo 45 de la Ley N* 18.211, de 5 de diciembre de 2007 y el artículo 10 de la Ley 
N* 18,335, de 15 de agosto de 2008, con énfasis en las personas que padecen diabetes. 


Artículo 2*.- Corresponde a los prestadores integrales del Sistema Nacional 
Integrado de Salud (SNIS) la captación, educación, el tratamiento y el control sanitario de 
la diabetes y otras enfermedades no trasmisibles. Entre las actividades definidas para el 
abordaje integral de las personas en el Primer Nivel de Atención establecido en el artículo 
35 de la Ley N” 18.211, de 5 de diciembre de 2007 desarrollarán las actividades de 
promoción en salud, prevención de factores de riesgo, diagnóstico gratuito, atención, 
tratamiento y la derivación a niveles de atención de mayor complejidad de la diabetes y 
demás enfermedades no trasmisibles de corresponder. 


Artículo 3”.- Los prestadores integrales de salud deberán asegurar la continuidad, la 
calidad y actualización continua del proceso asistencial, contando con la Historia Clínica 
Electrónica Nacional (HCEN), como instrumento de contro! de la calidad de dicho proceso 
asistencial. Para ello deberán contar con equipos interdisciplinarios que permitan abordar 
integralmente la salud de las personas con diabetes y demás enfermedades no 
trasmisibles., 


Artículo 4* - Las personas con diabetes en situación de vulnerabilidad social y 
económica accederán a una alimentación saludable a través del Instituto Nacional de 


Alimentación, 


Artículo 5%. - Corresponde al Ministerio de Salud Pública, a través de sus áreas 
técnicas y programáticas, con la participación de los movimientos de usuarios, las 
sociedades científicas y las instituciones académicas, elaborar y actualizar en forma 
permanente las políticas de salud e investigación orientadas a las personas con 
enfermedades crónicas no trasmisibles. A estos efectos se constituirá la Comisión 
Honoraria de Enfermedades Crónicas No Trasmisibles integrada por miembros de los 
grupos antedichos, además de miembros representantes de la Unidad Nacional de 
Seguridad y Educación Vial del Uruguay, de la Comisión Honoraria de Salud 
Cardiovascular, de la Comisión Honoraria de Lucha contra el Cáncer y de la Comisión 
Nacional de Contralor de la Atención en Salud Mental, que funcionará en el ámbito del 
Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 6*.- La diabetes no constituirá por sí sola causal de inhabilitación para el 
ingreso o desempeño de actividad laboral o educativa alguna en el ámbito público o 
privado, como para el desempeño de actividades deportivas; sin perjuicio de la obtención 
de la documentación habilitante para el desarrollo de actividades laborales o deportivas de 
conformidad con la normativa vigente, debiendo ser esta emitida por el médico tratante 
integrante del equipo de salud, estableciendo si existe riesgo laboral por la tarea a 
desempeñar que afecte la salud del trabajador o de terceros, asi como la aptitud laboral 
para el desempeño de la misma. 


Artículo 7*.- Se deberá permitir a las personas con diabetes, atender durante la 
jornada de trabajo, estudio o deporte, sus necesidades alimentarias, de control o 
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administración de medicación, de acuerdo a las indicaciones del médico de referencia, 
médico tratante o del médico del servicio de salud laboral del lugar donde se desempeña. 


Artículo 8*.- El Instituto Nacional de Rehabilitación implementará las medidas 
apropiadas para que las personas con diabetes privadas de libertad obtengan los 
elementos necesarios para el tratamiento, autocontrol de su afección y educación, así 
como proporcionarles una alimentación adecuada teniendo en cuenta lo indicado por el 
equipo de salud. 


Artículo 9” - Deróguense la Ley N* 14,032, de 8 de octubre de 1971, así como 
cualquier otra norma que se oponga a lo dispuesto en los artículos anteriores. 


.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el plazo de 180 
(ciento ochenta) días. 


Sala de la Comisión, 7 de mayo de 2019 


LUIS GALLO CANTERA 
MIEMBRO INFORMANTE 
WALTER DE LEÓN 
NIBIA REISCH 
OSCAR VIERA 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley pretende actualizar la normativa vigente en nuestro país 
referida a las personas con Diabetes. Modifica sustancialmente la Ley N* 14.032, de B de 
octubre de 1971 en la cual figuran un conjunto de medidas sanitarias, sociales y laborales. 
Las mismas, por el paso del tiempo en los cuales se han generado una serie de cambios 
vinculados al encare del conjunto de las ENT, a los cambios en el proceso asistencial 
operados a partir de la entrada en vigencia del Sistema Nacional Integrado de Salud 
(SNIS), por los cambios en el mundo del trabajo y por el avance en los derechos humanos 
operados en nuestra sociedad, requieren ser revisadas para el pleno ejercicio de los 
derechos por parte de las personas con diabetes. 


A nivel mundial, en 2014, el 8,5% de los adultos (18 años o mayores) tenía diabetes. 
En 2015 fallecieron 1,6 millones de personas como consecuencia directa de la diabetes y 
los niveles altos de glucemia fueron la causa de otros 2,2 millones de muertes en 2012.* 


El Informe mundial sobre la diabetes de la OMS ofrece una visión general de la 
carga de la enfermedad y de las intervenciones disponibles para prevenirla y tratarla, así 
como recomendaciones para los gobiernos, las personas, la sociedad civil y el sector 
privado. 

La labor de la OMS en materia de diabetes se complementa con la Estrategia 
Mundial OMS sobre Régimen Alimentario, Actividad Física y Salud , cuyo centro de 
atención son las medidas poblacionales para fomentar la dieta saludable y la actividad 
física regular, reduciendo asi el creciente problema del sobrepeso y la obesidad a escala 
mundial. 


La diabetes es una enfermedad crónica que aparece cuando el páncreas no produce 
insulina suficiente o cuando el organismo no utiliza eficazmente la insulina que produce. 
La insulina es una hormona que regula el azúcar en la sangre. El efecto de la diabetes no 
controlada es la hiperglucemia (aumento del azúcar en la sangre), que con el tiempo daña 
gravemente muchos órganos y sistemas, especialmente los nervios y los vasos 
sanguíneos. ' 


Existen distintos tipos de Diabetes, entre las que se destacan por su frecuencia las 
siguientes: 1) Diabetes mellitus tipo 1 (DM1), también llamada insulinodependiente, se 
caracteriza por una producción deficiente de insulina y requiere la administración diaria de 
esta hormona. Se desconoce aún la causa desencadenante de la diabetes de tipo 1 y no 
se puede prevenir con el conocimiento actual. 2) Diabetes mellitus tipo 2 (DM2), también 
llamada no insulinodependiente o de inicio, se debe a una utilización ineficaz de la 
insulina. Este tipo representa la mayoría de los casos mundiales y se debe en gran 
medida a un peso corporal excesivo y a la inactividad física. Hasta hace poco, este tipo de 
diabetes solo se observaba en adultos, pero en la actualidad también se está 
manifestando en niños.' 


Con el tiempo, la diabetes puede dañar el corazón, los vasos sanguíneos, ojos, 
riñones y nervios. 


Lom c15 de nodembre 2017), Hoja descipliva Diebeles Recuperado el 1 de junio de 2018, de 
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+ Los adultos con diabetes tienen un riesgo 2 a 3 veces mayor de infarto de 
miocardio y accidente cerebrovascular.? 


«La neuropatiía de los pies combinada con la reducción del flujo sanguíneo 
incrementan el riesgo de úlceras de los pies, infección y, en última instancia, amputación. 


+ La retinopatía diabética es una causa importante de ceguera y es la consecuencia 
del daño de los pequeños vasos sanguíneos de la retina que se va acumulando a lo largo 
del tiempo. El 2,6% de los casos mundiales de ceguera es consecuencia de la diabetes. 


+ La diabetes se encuentra entre las principales causas de insuficiencia renal. 


Se ha demostrado que medidas simples relacionadas con el estilo de vida son 
eficaces para prevenir la DM2 o retrasar su aparición. Para ayudar a prevenir la DM2 y 
sus complicaciones se debe: 


» alcanzar y mantener un peso corporal saludable. 


+ mantenerse activo fisicamente: al menos 30 minutos de actividad regular de 
intensidad moderada la mayoría de los dias de la semana; para controlar el peso puede 
ser necesaria una actividad más intensa. 


* consumir una dieta saludable, que evite el azúcar y las grasas saturadas. 


+ evitar el consumo de tabaco, puesto que aumenta el riesgo de sufrir diabetes y 
enfermedades cardiovasculares. 


El diagnóstico se puede establecer tempranamente con análisis de sangre 
relativamente de bajo costo. 


El tratamiento de la diabetes requiere asumir hábitos de vida saludable y tratamiento 
farmacológico. 


Entre las intervenciones que son factibles y económicas en los países en desarrollo 
se encuentran: 


+ el autocontrol glucémico, en particular en las personas insulino-requirientes; 

+ el control de la tensión arterial; y 

* los cuidados podológicos. 

Otras intervenciones son: 

* las pruebas de detección de retinopatía (causa de ceguera). 

+ el control de los lípidos de la sangre (regulación de la concentración de colesterol). 
* la detección de los signos tempranos de nefropatía relacionada con la diabetes. 


De acuerdo a lo que surgió de la Il Encuesta de Enfermedades No Trasmisibles 
realizada en el año 2016 en nuestro país: 


AAA Prio 
LPR ra Lancet Global Health 2013:1; 0339-0349 


report: Epi 


United States Renal > System. National incio of Health National Insttute "] Diabetes and Digestive and Kidney 
Diseases, Bethesda, MD, 2014:188-210, 
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+ La prevalencia de diabetes en adultos (25 a 64 años) es de 7,6% (6,4- 8,9)". 

» Se estima que 9 de cada 10 diabéticos tienen DM2. 

+ La prevalencia de diabetes en jóvenes (15 a 24 años) es de 0,8% (0,0-1,8)*. 

+ Aproximadamente la mitad de los diabéticos no están diagnosticados o tratados”, 


+ La prevalencia de sobrepeso/obesidad en adultos (25 a 64 años) es de 64,9% 
(62,3-67,5). Ha habido un aumento significativo en relación a mediciones anteriores”. 


Otros estudios también muestran aumento de la prevalencia de sobrepeso y 
obesidad en otros grupos etarios, lo cual explica el aumento que se observa de DM2 en 
edades más tempranas. 


La diabetes, junto con las enfermedades cardiovasculares, el cáncer, las 
enfermedades respiratorias crónicas (EPOC y asma) y los trastornos mentales integran el 
grupo de las Enfermedades Nó Transmisibles (ENT). Por esta razón y siguiendo los 
lineamientos de la OMS, su prevención y control se enmarcan dentro de la estrategia de 
prevención y control de las ENT y sus factores de riesgo. 


Debido a la importancia de las ENT en la morbimortalidad del país (están 
comprendidas dentro de los 15 problemas prioritarios de salud), las acciones 
relacionadas con la prevención de sus factores de riesgo, detección precoz y control 
adecuado, son abordados en los Objetivos Sanitarios Nacionales 2020", 


El MSP ha abordado esta problemática con diversas acciones en los últimos años 
incluyendo la importancia del conjunto de las ENT en los Objetos Sanitarios Nacionales 
2020. Incorporó en las Metas Asistenciales 2017-2019 indicadores relacionados con la 
diabetes de modo de involucrar a los prestadores en el diagnóstico precoz y seguimiento 
a través de estímulos en el financiamiento. Asimismo elaboró una guía de práctica clínica 
de diabetes mellitus tipo 2 para la atención en el primer nivel de atención”, en la medida 
que esta patología debe abordarse integralmente por todo el equipo de salud. 


A través del Decreto N” 562/005 se facilitó el acceso a medicamentos y a tirillas de 
control? siguiendo la evidencia científica y consolidando los criterios de equidad y 
sustentabilidad del SNIS. 


Otro aspecto fundamental que contempla este proyecto de ley es lo referido al 
desempeño laboral de las personas con diabetes. El solo hecho de que un trabajador 
padezca diabetes no implica ninguna disminución de su capacidad funcional o su 
desempeño laboral, ni debe suponer por ello un motivo de discriminación laboral, ya que 
una persona con diabetes es capaz de desempeñar la mayoría de los trabajos, 
independientemente de que en determinadas circunstancias se deba evaluar si existe 
alguna restricción particular o personal que le impida su desempeño. No obstante, no 
existe justificación para la existencia de restricciones laborales generalizadas por este 
motivo o por otros similares. 


En el mundo del trabajo en ocasiones surge la duda si un trabajador con diabetes 
presenta algún tipo de limitación a la hora de desempeñar su tarea, y si su situación de 


5 ASP, 2013. 2a Encuesta Nacional de Factores de Riesgo de Enfermedades No Transmisibles (ENFRENT) 
% MSP, 2016. Objetivos Sanitarios Nacionales 2020. 
7 MSP, 2016. Guía de práctica clínica de diabetes mellitus tipo 2 para la atención en el ámbito ambulatorio, 
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salud podría condicionar una disminución de su rendimiento, eficacia y/o seguridad en el 
trabajo. 


En estos casos, es conveniente individualizar caso a caso a la hora de dar una 
respuesta ante esta situación, sin basarse en generalidades, prejuicios, estereotipos, o 
prohibiciones absolutas al momento de decidir si una persona concreta, con diabetes o sin 
ella, es apta y se encuentra capacitada o no para el desempeño de un puesto de trabajo 
específico, teniendo en cuenta no sus limitaciones sino sus capacidades, habilidades y 
competencias. 


La normativa laboral existente relacionada con los controles de salud, tiene el 
objetivo de garantizar el acceso a una atención integral y continua de la población, en la 
cual el equipo de salud y el médico de referencia en el primer nivel de atención sean 
figuras esenciales en la atención sanitaria. Asimismo, el Decreto N” 127/014 que regula 
los Servicios de Salud en el Trabajo, tiene como objeto promover la seguridad y salud de 
los trabajadores en los lugares de trabajo. 


Para minimizar el riesgo de que una descompensación aguda acarree alguna 
consecuencia negativa, es necesario contar con condiciones laborales para que el 
trabajador se realice los autoanálisis de glucemia precisos, permitir la administración de 
insulina para su autocontrol habitual, facilitar el acceso a sus alimentos o bebidas en su 
puesto de trabajo o cercano a él, permitiendo la ingesta de pequeñas colaciones en caso 
de hipoglucemia sin que repercuta en la seguridad ni eficiencia en su trabajo. 


En cuanto a las complicaciones crónicas de la diabetes, si un trabajador las padece 
debe evaluarse individualmente si las mismas limitan o no el desempeño de una tarea 
determinada, al igual que ante cualquier afección que padezca el trabajador, sea esta de 
carácter agudo o crónico. Se debe evaluar si la aptitud es total o parcial, temporal o 
permanente, 


Es de suma importancia seguir el tratamiento farmacológico durante la jornada 
laboral, La ingesta de fármacos, la administración de insulina o la determinación del nivel 
de glucosa sólo llevan unos segundos, por lo que el grado de interferencia con la actividad 
laboral es minimo. 


El empleador debe facilitar que el trabajador pueda realizar estas paradas para 
medirse la glucosa, inyectarse la insulina y/o tomar carbohidratos. Estos altos no suelen 
suponer más de una o dos veces por jornada laboral y de apenas unos minutos. 


Teniendo en cuenta la prevalencia de las personas con diabetes entre la población 
activa y el tiempo que la mayoría de las personas pasan en el trabajo, el ámbito laboral 
presenta un espacio privilegiado para influir en la forma en que los trabajadores manejan y 
cuidan su diabetes y su salud en general. 


Todo trabajador tiene derecho a ser valorado por personal de salud. La aptitud 
laboral es la valoración de la relación entre las demandas del trabajo y la salud del 
individuo que lo va a realizar. El certificado de aptitud psicofisica es el documento a través 
del cual se da por cierto que quien lo solicita presenta la aptitud, es decir, la suficiencia e 
idoneidad para el desempeño de la tarea evaluada, al momento de la evaluación, no 
siendo posible otorgar una aptitud genérica. En caso de presentarse alguna complicación 
crónica derivada de la diabetes y que le impida trabajar, se realizará una evaluación por 
parte de su médico tratante y un especialista de salud ocupacional, 


Quienes proponemos este proyecto de ley estamos convencidos que de lograrse su 
aprobación se avanzará sustancialmente el ejercicio del Derecho a la Salud por parte de 
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las personas con diabetes, lo que impactará positivamente en toda nuestra sociedad. 


Respecto al articulado propuesto, este se compone de 11 articulos, donde el 
mandato principal del legislador tiene centro en la prevención y control de las 
Enfermedades No Trasmisibles, como paradigma consolidado de nuestra Salud Publica. 
En efecto, su artículo primero refiere al encuadre que ese control y tratamiento de ENT 
tendrá dentro del SNIS, poniendo énfasis en las personas que padecen diabetes. 


Se detallan actividades específicas que los prestadores integrales deberán cumplir 
para conjugar ese "abordaje integral" en el sagrado Primer Nivel de Atención establecido 
en la Ley de creación del SNIS, poniendo especial atención y mandato, en la calidad y 
actualización del proceso asistencial, donde hoy los protocolos involucrados no han 
logrado mantener dichas condiciones. 


Es para esta actualización en políticas de salud e investigación, que en expreso 
artículo se ordena la creación en el ámbito del MSP, de una Comisión Honoraria de 
Enfermedades Crónicas No Trasmisibles. 


Sensibilidad especial es abordada por el articulo 6%, que son la buscada no 
discriminación laboral de personas enfermas de Diabetes, apoyándose la definición de 
esta capacidad en el dictamen que haga el médico tratante de los pacientes 
comprometidos, con la específica tarea laboral que se trate. 


Asimismo con rango de ley se impone el mandato de la autorización en ámbitos 
laborales, educativos y deportivos, para cubrir las necesidades de control y administración 
de medicación, así como de alimentación especial, incluso ordenando en lugares donde 
hay privación de libertad individual ambulatoria, Cárceles, la de asegurar condiciones para 
el tratamiento y autocontrol de la afección. 


Montevideo, 10 de abril de 2019 


LUIS GALLO CANTERA 
REPRESENTANTE POR CANELONES 
JOSÉ QUINTÍN OLANO 
REPRESENTANTE POR TREINTA Y TRES 
NIBIA REISCH 
REPRESENTANTE POR COLONIA 
MARTÍN LEMA PERRETA 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO 
WALTER DE LEÓN 
REPRESENTANTE POR SAN JOSÉ 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 14.032, de 8 de octubre de 1971 


DIABETES 


SE DICTAN NORMAS ESTRUCTURANDO MEDIDAS SANITARIAS, 
SOCIALES Y LABORALES, CON RESPECTO A LOS ENFERMOS. 


Artículo 1*.En función de la incidencia de la diabetes sobre la población y su 
repercusión sanitaria, económica y social, se determinan las siguientes medidas 
destinadas a contemplar la situación de las personas que padezcan esta 
afección. 


Medidas Sanitarias 


Artículo 2”.El Ministerio de Salud Pública creará servicios especializados de 
diabetes en los hospitales de Montevideo y en los Centros Departamentales de 
Salud Pública del interior del país que puedan requerirlo. 


Artículo 3*.Esos servicios tendrán a su cargo: 


A) Realizar el diagnóstico clinico-humoral en forma gratuita. 

B) Realizar tratamiento y control de la enfermedad en los diabéticos que 
carezcan de recursos o que paguen los aranceles que en forma especial 
y reducida, se fijen. 

C)Suministrar instrucción dietética y los elementos y conocimientos 
adecuados para el manejo de la insulina y reactivos, por los pacientes. 
D)PPrestar asistencia social a los diabéticos. 


Artículo 4”. El Ministerio de Salud Pública si no dispone de suficientes médicos 
diabetólogos podrá transformar cargos vacantes en número necesario para 
atender los servicios hospitalarios. 


Artículo 5*.Los servicios de diabetes contarán con personal auxiliar capacitado: 
dietistas, enfermeras y asistentes sociales. 


Artículo 6”.El Ministerio de Salud Pública dotará a la Comisión Honoraria 
Asesora de Diabetes del Ministerio de Salud Pública, de los elementos 
necesarios para la detección de la diabetes en todo el país y para el estudio de 
su prevalencia por medio de encuestas o censos. 
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Disposiciones Sociales y Laborales 


Artículo 7”. La diabetes no constituirá, por sí sola, causal de inhabilitación para 
el ingreso o desempeño de tareas en organismos estatales, paraestatales o 
privados, salvo el caso de que se presenten complicaciones graves que afecten 
la capacidad laboral. 


Artículo 8”. El Ministerio de Salud Pública reglamentará los trabajos que no 
podrán ser realizados por diabéticos. 


Las Oficinas del Carnet de Salud de dicha Secretaria de Estado, expedirán la 
correspondiente constancia, cuando se den las circunstancias señaladas 
anteriormente. 


Artículo 9”. Las personas diabéticas que han sido declaradas aptas para 
trabajar, no serán confirmadas en el cargo hasta dos años después de su 
designación. Se someterán al tratamiento indicado por su médico tratante, 
debiendo acreditar esa circunstancia en la forma y condiciones que se 
establezcan en la reglamentación. 


Artículo 10. A los efectos de usufructuar de los beneficios que establece la 
presente ley, la persona diabética deberá comprobar su calidad de tal, por 
intermedio del Carnet de Diabético expedido por el Ministerio de Salud Pública y 
sujeto en su forma y datos a lo que disponga la reglamentación pertinente. 


Artículo 11. El Instituto Nacional de Alimentación habilitará, en sus comedores, 
sectores para personas diabéticas con dietas especiales. 


Artículo 12. Las sociedades médicas de asistencia colectivizada, reglamentadas 
en su funcionamiento por el decreto ley N.o 10.384, de 13 de febrero de 1943, 
no podrá desafiliar a enfermos de diabetes, cualquiera sea la gravedad de su 
afección y ellos deberán gozar de todos los que brindan esas sociedades. A los 
efectos del contralor de lo dispuesto y de las sanciones por su incumplimiento, 
se estará a lo que disponen los articulos 5”, 6*, 7”, y 8” concordantes del decreto- 
ley antes mencionado. 


Artículo 13. Durante los periodos de racionamiento, veda, escasez o carencia 
de alimentos considerados indispensables en el régimen dietético de los 
enfermos de diabetes, según informe del Ministerio de Salud Pública tendrán 
prioridad en la adquisición de los mismos ante los organismos oficiales 
destinados a proporcionarlos, previa presentación, del Carnet a que se hace 
referencia en el artículo 10 de la presente ley. 


Artículo 14. El Ministerio de Salud Pública apoyará la labor de la "Asociación de 
Diabéticos del Uruguay" y coordinará con ella la difusión de conocimientos y las 
medidas de lucha contra la diabetes. 
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Artículo 15. El Ministerio de Salud Pública, con sus recursos propios contribuirá 
a los gastos que demande el funcionamiento de la Comisión Honoraria Asesora 
de Diabetes. 


Artículo 16. La reglamentación de esta ley será hecha por el Ministerio de Salud 
Pública, con el asesoramiento de la Comisión Honoraria Asesora de Diabetes, 
dependiente de dicha Secretaría de Estado. 


Artículo 17.Comuniquese, etc. 


3 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 43-C.S. 


Ley N* 18.211, de 5 de diciembre de 2007 


SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


NORMATIVA REFERENTE A SU CREACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y 
FINANCIACIÓN 


CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- La presente ley reglamenta el derecho a la protección de la 
salud que tienen todos los habitantes residentes en el país y establece las 
modalidades para su acceso a servicios integrales de salud. Sus disposiciones 
son de orden público e interés social. 


Artículo 2*.- Compete al Ministerio de Salud Pública la implementación del 
Sistema Nacional Integrado de Salud que articulará a prestadores públicos y 
privados de atención integral a la salud determinados en el artículo 265 de la Ley 
N? 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


Dicho sistema asegurará el acceso a servicios integrales de salud a todos 
los habitantes residentes en el país. 


Artículo 3*.- Son principios rectores del Sistema Nacional Integrado de 
Salud: 


A) La promoción de la salud con énfasis en los factores 
determinantes del entorno y los estilos de vida de la población. 


B) La intersectorialidad de las políticas de salud respecto del 
conjunto de las políticas encaminadas a mejorar la calidad de vida de 
la población. 


C) La cobertura universal, la accesibilidad y la sustentabilidad de los 
servicios de salud. 


D) La equidad, continuidad y oportunidad de las prestaciones. 


E) La orientación preventiva, integral y de contenido humanista. 
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F) La calidad integral de la atención que, de acuerdo a normas 
técnicas y protocolos de actuación, respete los principios de la bioética 
y los derechos humanos de los usuarios. 


G) El respeto al derecho de los usuarios a la decisión informada 
sobre su situación de salud. 


H) La elección informada de prestadores de servicios de salud por 
parte de los usuarios. 


1) La participación social de trabajadores y usuarios. 
y) La solidaridad en el financiamiento general. 
K) La eficacia y eficiencia en términos económicos y sociales. 
L) La sustentabilidad en la asignación de recursos para la atención 


integral de la salud. 


Artículo 4*.- El Sistema Nacional Integrado de Salud tiene los siguientes 
objetivos: 


A) Alcanzar el más alto nivel posible de salud de la población 
mediante el desarrollo integrado de actividades dirigidas a las 
personas y al medio ambiente que promuevan hábitos saludables de 
vida, y la participación en todas aquellas que contribuyan al 
mejoramiento de la calidad de vida de la población. 


B) Implementar un modelo de atención integral basado en una 
estrategia sanitaria común, políticas de salud articuladas, programas 
integrales y acciones de promoción, protección, diagnóstico precoz, 
tratamiento oportuno, recuperación y rehabilitación de la salud de sus 
usuarios, incluyendo los cuidados paliativos. 


C) Impulsar la descentralización de la ejecución en el marco de la 
centralización normativa, promoviendo la coordinación entre 
dependencias nacionales y departamentales. 


D) Organizar la prestación de los servicios según niveles de 
complejidad definidos y áreas territoriales. 


E) Lograr el aprovechamiento racional de los recursos humanos, 
materiales, financieros y de la capacidad sanitaria instalada y a 
instalarse. 
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F) Promover el desarrollo profesional continuo de los recursos 
humanos para la salud, el trabajo en equipos interdisciplinarios y la 
investigación científica, 


G) Fomentar la participación activa de trabajadores y usuarios. 
H) Establecer un financiamiento equitativo para la atención integral 
de la salud. 


Artículo 5*.- A efectos de lo dispuesto en el artículo 2” de la presente ley, 
compete al Ministerio de Salud Pública: 


A) Elaborar las políticas y normas conforme a las cuales se 
organizará y funcionará el Sistema Nacional Integrado de Salud, y 
ejercer el contralor general de su observancia. 


B) Registrar y habilitar a los prestadores de servicios integrales de 
salud que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud y a los 
prestadores parciales con quienes contraten. 


C) Controlar la gestión sanitaria, contable y económico-financiera de 
las entidades, en los términos de las disposiciones aplicables. 


D) Fiscalizar la articulación entre prestadores en el marco del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. 


E) Aprobar los programas de prestaciones integrales de salud que 
deberán brindar a sus usuarios los prestadores públicos y privados que 
integren el Sistema Nacional Integrado de Salud, y mantenerlos 
actualizados de conformidad con los avances científicos y la realidad 
epidemiológica de la población. 


F) instrumentar y mantener actualizado un sistema nacional de 
información y vigilancia en salud. 


G) Regular y desarrollar políticas de tecnología médica y de 
medicamentos, y controlar su aplicación. 


H) Diseñar una política de promoción de salud que se desarrollará 
conforme a programas cuyas acciones llevarán a cabo los servicios de 
salud públicos y privados. 


1) Promover, en coordinación con otros organismos competentes, 
la investigación científica en salud y la adopción de medidas que 
contribuyan a mejorar la calidad de vida de la población. 
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y) Las demás atribuciones que le otorga la presente ley, la Ley 
N” 9.202 "Orgánica de Salud Pública", de 12 de enero de 1934, y otras 
disposiciones aplicables. 


Artículo 6*.- El Ministerio de Salud Pública creará un registro obligatorio de 
recursos de tecnología de diagnóstico y terapéutica de alto porte de los servicios 
de salud. 


La reglamentación determinará los contenidos de la información que deban 
proporcionar las instituciones, su periodicidad y las sanciones en caso de 
incumplimiento. Toda nueva incorporación de tecnología deberá ser aprobada 
por el Ministerio de Salud Pública teniendo en cuenta la información científica 
disponible, la necesidad de su utilización y la racionalidad de su ubicación y 
funcionamiento. 


Artículo 7*.-La política nacional de medicamentos tendrá por objetivo 
promover su uso racional y sustentable. El Ministerio de Salud Pública aprobará 
un formulario terapéutico único de medicamentos que contemple los niveles de 
atención médica y establecerá la obligatoriedad de su prescripción por 
denominación común internacional según sus principios activos; racionalizará y 
optimizará los procesos de registro de medicamentos y fortalecerá las 
actividades de inspección y fiscalización de empresas farmacéuticas y la 
fármaco vigilancia. 


Artículo 8*.- El control de la calidad integral de la atención en salud a cargo 
del Ministerio de Salud Pública tomará en cuenta el respeto a principios de la 
bioética y a los derechos humanos de los usuarios. 


Dicha modalidad será aplicable a la incorporación y uso de tecnologías y 
medicamentos. 


Artículo 9*.- El Ministerio de Salud Pública, en coordinación con otros 
organismos competentes, promoverá y evaluará que el desarrollo profesional 
continuo de los recursos humanos de las entidades que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud responda a los principios rectores del mismo. 


Artículo 10.- El Ministerio de Salud Pública promoverá la armonización de 
los parámetros de calidad de los bienes, servicios y factores productivos del área 
de salud y los mecanismos de control sanitario de los Estados Parte del 
MERCOSUR, en el marco del proceso de integración regional. 

CAPÍTULO Il 
INTEGRACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


Artículo 11.- Podrán integrar el Sistema Nacional Integrado de Salud: 
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A) Los servicios de salud a cargo de personas jurídicas públicas, 
estatales y no estatales. 


B) Las entidades a que refiere el artículo 265 de la Ley N” 17.930, 
de 19 de diciembre de 2005. 


Artículo 12.- Para integrar el Sistema Nacional Integrado de Salud es 
preceptivo que las entidades públicas y privadas cuenten con órganos asesores 
y consultivos representativos de sus trabajadores y usuarios. La reglamentación 
determinará la naturaleza y forma de los mismos, según el tipo de entidades de 
que se trate. 


Artículo 13.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud, además de sus órganos de gobierno, deberán contar con un Director 
Técnico como autoridad responsable ejecutiva en el plano técnico ante la propia 
entidad, la Junta Nacional de Salud que se crea en el artículo 23 de la presente 
ley y el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 14.- Para autorizar como integrantes del Sistema Nacional 
Integrado de Salud a las entidades referidas en el artículo 11 de la presente ley, 
la Junta Nacional de Salud evaluará, además de los requisitos establecidos en 
el literal B) del articulo 5? y en los artículos 12 y 13 de la presente ley, su caudal 
de usuarios, los recursos humanos, la planta fisica, el equipamiento, los 
programas de atención a la salud, la tecnología, el funcionamiento 
organizacional y el estado económico-financiero, según criterios que fije la 
reglamentación. 


La integración al Sistema Nacional Integrado de Salud tendrá carácter 
funcional, no modificando la titularidad de las entidades ni su autonomía 
administrativa. 


Artículo 15.- La Junta Nacional de Salud suscribirá un contrato de gestión 
con cada uno de los prestadores que se integre al Sistema Nacional Integrado 
de Salud, con el objeto de facilitar el contralor del cumplimiento de las 
obligaciones que impone a éstos la presente ley. La reglamentación determinará 
el contenido de dichos contratos. 


Artículo 16.- Las entidades que se integren al Sistema Nacional Integrado 
de Salud ajustarán su actuación a las normas técnicas que dicte el Ministerio de 
Salud Pública y quedarán sujetas a su contralor. 


Artículo 17.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud deberán recabar, con fundamentos debidamente documentados, 
autorización del Ministerio de Salud Pública, quien oirá en todos los casos a la 
Junta Nacional de Salud, para: 


A) Crear, clausurar o suspender servicios de atención médica. 
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B) Construir, reformar o ampliar plantas fisicas destinadas a la 
atención médica. 
C) Adquirir, enajenar, ceder y constituir otros derechos reales 


sobre bienes inmuebles y equipos sanitarios. 


Artículo 18.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud no podrán realizar afiliaciones de carácter vitalicio, sin perjuicio de respetar 
los derechos adquiridos al amparo de normativas anteriores a la presente ley. 
En estos casos, las prestaciones que supongan no darán derecho a la entidad al 
cobro de cuotas salud. 


Artículo 19.- Las prestaciones incluidas en los programas integrales que 
apruebe el Ministerio de Salud Pública podrán requerir el pago de tasas 
moderadoras, que autorizará el Poder Ejecutivo, fijando también sus montos 
máximos. 


El Poder Ejecutivo promoverá la progresiva reducción del monto de las 
tasas moderadoras, priorizando las enfermedades crónicas de mayor 
prevalencia en la población. 


Artículo 20.- Los profesionales y entidades que presten servicios de salud 
podrán realizar publicidad mediante cualquier modalidad de difusión siempre que 
limiten las menciones a sus datos identificatorios, títulos que posean y 
especialidades que desarrollen, los que deberán estar debidamente registrados 
ante el Ministerio de Salud Pública. 


Cuando dichos profesionales o entidades se propongan ampliar el alcance 
de su publicidad, deberán recabar previamente autorización al Ministerio de 
Salud Pública, en los términos de la reglamentación aplicable. 


Las personas o entidades que infrinjan estas normas se harán pasibles de 
sanciones entre 30 UR (treinta unidades reajustables) y 500 UR (quinientas 
unidades reajustables) que aplicará el citado Ministerio, sin perjuicio de la 
inmediata suspensión de la publicidad que le será notificada a los responsables 
de los medios utilizados para su difusión. Si la orden no fuere efectivizada, a los 
medios se les aplicarán iguales sanciones económicas. 


Artículo 21.- Las entidades de atención a la salud privadas que no se 
incorporen al Sistema Nacional Integrado de Salud podrán seguir prestando 
servicios a sus usuarios mediante el régimen de libre contratación, siempre que 
hayan sido habilitadas a tal efecto por el Ministerio de Salud Pública y se sujeten 
a su contro! en lo sanitario. 


Artículo 22.- Los seguros integrales a que refiere el artículo 265 de la Ley 
N? 17.930, de 19 de diciembre de 2005, podrán seguir prestando servicios a sus 
usuarios mediante el régimen de libre contratación, siempre que hayan sido 
habilitados por el Ministerio de Salud Pública y se sujeten a su control en lo 
sanitario. 
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Los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud que contraten con 
dichas entidades deberán comunicar su decisión a la Administración del Fondo 
Nacional de Salud. 


Estos usuarios aportarán al Fondo Nacional de Salud creado por la Ley 
N* 18.131, de 18 de mayo de 2007, de acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo VII 
de la presente ley y gozarán de los mismos derechos asistenciales que quienes 
se inscriban en los padrones de las demás entidades que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


La Administración del Fondo Nacional de Salud pagará a los seguros 
integrales las cuotas salud que correspondan a dichos usuarios siempre que se 
cumplan acumulativamente los siguientes requisitos: 


1) Que otorguen a los mismos las prestaciones incluidas en los programas 
integrales aprobados por el Ministerio de Salud Pública, sin perjuicio del 
régimen previsto en el inciso primero de este artículo, y 


2) aporten al Ministerio de Salud Pública y a la Junta Nacional de Salud la 
información asistencial y económico-financiera que les sea requerida a 
efectos del contralor de sus obligaciones respecto a los usuarios del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. En caso de incumplimiento de las 
mismas, será aplicable el régimen sancionatorio previsto en el literal E) 
del artículo 28 de la presente ley. 


En ningún caso la Administración del Fondo Nacional de Salud pagará a 
los Seguros Integrales un monto superior a la suma de los aportes personales 
patronales y anticipos realizados por el contribuyente. 


En el caso de quienes obtengan ingresos originados en la prestación de 
servicios personales fuera de la relación de dependencia, se deberá mantener 
una cuenta corriente desde el inicio de cada año civil que compare, mes a mes 
y en forma acumulada, la referida suma con los pagos efectuados por el Fondo 
Nacional de Salud a los prestadores de salud y al Fondo Nacional de Recursos, 
correspondientes al beneficiario y a las personas a quienes este concede el 
amparo, de forma de asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso que 
antecede. 


La reglamentación de la presente ley determinará la distribución del pago a 
los Seguros Integrales, considerando las cuotas salud y los aportes que deba 
transferir al Fondo Nacional de Recursos según la estructura del núcleo familiar 
del usuario. (*) 
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Los seguros integrales verterán a! Fondo Nacional de Salud el 6% (seis por 
ciento) de los ingresos recibidos del propio Fondo por concepto de costos de 
administración el que se destinará al financiamiento del Seguro Nacional de 
Salud. 


("Notas: 
Inciso 5%) redacción dada por. Ley N* 18.922 de 06/07/2012 artículo 15, 
JUNTA NACIONAL DE SALUD 
Artículo 23.- Créase la Junta Nacional de Salud como organismo 
desconcentrado dependiente del Ministerio de Salud Pública con los cometidos 


que le atribuye la presente ley. 


Artículo 24.- Son cometidos de la Junta Nacional de Salud: 


A) Administrar el Seguro Nacional! de Salud que crea la presente ley, 
con arreglo a sus disposiciones y a la reglamentación respectiva. 


B) Velar por la observancia de los principios rectores y objetivos del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Artículo 25.- La Junta Nacional de Salud tendrá carácter honorario, sus 
miembros serán designados por el Poder Ejecutivo y estará compuesta por: 


A) Dos miembros representantes del Ministerio de Salud Pública, 
uno de los cuales la presidirá. 


B) Un miembro representante del Ministerio de Economia y 
Finanzas. 

C) Un miembro representante del Banco de Previsión Social. 

D) Un miembro representante de los prestadores que integren el 


Sistema Nacional Integrado de Salud. 


E) Un miembro representante de los trabajadores de los prestadores 
que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


F) Un miembro representante de los usuarios del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 


En todos los casos, por cada titular se designará un alterno. 


Todos los integrantes de la Junta Nacional de Salud deberán formular una 
declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título, a la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado, de acuerdo con lo dispuesto por el 
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Capítulo V de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, en lo que resulte 
pertinente. 


Artículo 26.- La reglamentación de la presente ley determinará la forma de 
integración de los representantes sociales a que refieren los literales D), E) y F) 
del artículo 25 de la presente ley, garantizando mecanismos de selección 
democrática de los mismos. Su mandato tendrá una duración máxima de dos 
años. 


Los representantes de prestadores y trabajadores que se integren a la 
primera Junta serán propuestos por sus organizaciones representativas. 


Artículo 27.- La Junta Nacional de Salud contará con Consejos Asesores 
Honorarios Departamentales y Locales, que se integrarán en la forma que 
determine la reglamentación de la presente ley, observando que en los mismos 
estén representados los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado 
de Salud, sus trabajadores y sus usuarios. 


Estos Consejos tendrán funciones de asesoramiento, proposición y 
evaluación en sus respectivas jurisdicciones, pero sus informes y propuestas 
no tendrán carácter vinculante, 


Artículo 28.- Compete a la Junta Nacional de Salud: 


A) Suscribir con los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado 
de Salud los contratos de gestión a que refiere el artículo 15 de la 
presente ley. 


B) Aplicar los mecanismos de financiamiento de la atención integral a la 
salud que corresponda a los usuarios del Sistema Nacional Integrado 
de Salud y fiscalizar la efectiva integración de los aportes al Fondo 
Nacional de Salud que se determinan en el Capítulo VII de la presente 
ley. 


C) Disponer el pago de cuotas salud a los prestadores que integren el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, de acuerdo a sus padrones de 
usuarios y previa verificación del cumplimiento de las obligaciones a su 
cargo. 


D) Controlar las relaciones entre los prestadores que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud y entre éstos y terceros. 


E) Disponer la observación así como las sanciones de suspensión temporal 
o definitiva, total o parcial, del pago de cuotas de salud en caso de 
incumplimiento de las obligaciones a cargo de los prestadores. 


Las sanciones serán por incumplimientos menores, mayores o 
graves, lo que será reglamentado por el Poder Ejecutivo. 
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Cuando la suspensión sea definitiva, o cuando se trate de suspensión 
temporal relativa a sanción por incumplimiento mayor o grave, las 
mismas se determinarán por acto administrativo firme. (*) 


F) Elaborar el proyecto de su reglamento interno de funcionamiento que 
elevará al Poder Ejecutivo para su aprobación, dentro de los ciento 
ochenta días de su constitución. 


G) Las demás que le asigne la presente ley. 
(")Notas: 


Literal E) redacción dada por: Ley N* 19,278 de 19/09/2014 artículo 1. 
Artículo 29.- Compete al Presidente de la Junta Nacional de Salud: 


A) Presidir sus sesiones y ejercer la Dirección General de la unidad 
ejecutora "Junta Nacional de Salud". (*) 


B) Ejecutar las resoluciones de la Junta. 


C) Adoptar las medidas urgentes que entienda necesarias para el 
cumplimiento de los cometidos de la Junta Nacional de Salud, dando 
cuenta de ellas a la misma en la primera sesión posterior y estando a 
lo que ésta resuelva. Para modificar las decisiones adoptadas en el 
ejercicio de esta potestad será necesario el voto de por lo menos cinco 
de los miembros de la Junta. Mientras no se integren a él los 
representantes sociales, a estos efectos se requerirá el voto de tres de 
sus miembros. 


D) Representar al organismo y suscribir todos los actos, contratos y 
convenios en que intervenga el mismo. 


E) Las demás tareas que le sean encargadas por la Junta. 
("JNotas: 
Literal A) redacción dada por: Ley N* 19.355 de 19/12/2015 artículo 450. 


Artículo 30.- Para sesionar, el Directorio de la Junta Nacional de Salud 
requerirá la presencia de cuatro de sus miembros. Las decisiones se tomarán 
por mayoría simple de votos de integrantes del cuerpo. 


En caso de empate el voto del Presidente del Directorio se computará 
doble. 


Artículo 31.- Créase dentro del Inciso 12 "Ministerio de Salud Pública" el 
Programa "Administración del Seguro Nacional de Salud” dentro del cual se 
constituye la Junta Nacional de Salud como su unidad ejecutora. 
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Artículo 32.- Facúltase al Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de 
Salud Pública, a adecuar sus programas y redistribuir los créditos 
presupuestales a los efectos de atender los costos de funcionamiento de la Junta 
Nacional de Salud. 


Artículo 33.- La Junta Nacional de Salud deberá elevar al Poder Ejecutivo, 
al 31 de mayo de cada año, una rendición de cuentas de la administración del 
Seguro Nacional de Salud.(*) 


Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud 
publicarán anualmente los estados de situación y balance de resultados de su 
gestión. Estas entidades deberán poseer sistemas de información contable 
ajustados a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes y proporcionar a 
la Junta Nacional de Salud toda la documentación que ésta le solicite. 


("Notas: 


Inciso 1%) redacción dada por. Ley N* 19.438 de 14/10/2016 artículo 84. 
CAPÍTULO IV 
RED DE ATENCIÓN EN SALUD 


Artículo 34.- El Sistema Nacional Integrado de Salud se organizará en 
redes por niveles de atención según las necesidades de los usuarios y la 
complejidad de las prestaciones. Tendrá como estrategia la atención primaria en 
salud y priorizará el primer nivel de atención. 


Artículo 35.- La Junta Nacional de Salud, de acuerdo a las normas que dicte 
el Ministerio de Salud Pública, establecerá y asegurará los mecanismos de 
referencia y contra referencia entre los distintos niveles de atención. 


Artículo 36.- El primer nivel de atención está constituido por el conjunto 
sistematizado de actividades sectoriales dirigido a la persona, la familia, la 
comunidad y el medio ambiente, tendiente a satisfacer con adecuada 
resolutividad las necesidades básicas de salud y el mejoramiento de la calidad 
de vida, desarrolladas con la participación del núcleo humano involucrado y en 
contacto directo con su hábitat natural y social. Las acciones de atención integral 
a la salud serán practicadas por equipos interdisciplinarios con infraestructura y 
tecnologías adecuadas para la atención ambulatoria, domiciliaria, urgencia y 
emergencia. 


Se priorizará la coordinación local, departamental o regional entre servicios 
de salud del primer nivel nacionales, departamentales y comunitarios. 


Artículo 37.- El segundo nivel de atención está constituido por el conjunto 
de actividades para la atención integral de carácter clínico, quirúrgico u 
obstétrico, en régimen de hospitalización de breve o mediana estancia, 
hospitalización de día o de carácter crónico. Está orientado a satisfacer 
necesidades de baja, mediana o alta complejidad con recursos humanos, 
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tecnológicos e infraestructura de diversos niveles de complejidad. En él se 
asientan la cobertura más frecuente de las atenciones de emergencia. 


Artículo 38.- El tercer nivel de atención está destinado a la atención de 
patologías que demanden tecnología diagnóstica y de tratamiento de alta 
especialización. Los recursos humanos, tecnológicos e infraestructura estarán 
adecuados a esas necesidades. 


Artículo 39.- La Junta Nacional de Salud fomentará el establecimiento de 
redes de atención en salud. Las entidades integrantes del Sistema Nacional 
Integrado de Salud podrán coordinar acciones dentro de un marco territorial 
definido, para brindar una adecuada asistencia y racionalizar los recursos. 


Artículo 40.- Las redes territoriales de atención en salud podrán articular su 
labor con los centros educativos en cada zona así como con las políticas sociales 
existentes y el conjunto de las políticas dirigidas a mejorar la calidad de vida de 
la población, desarrollando una perspectiva intersectorial. 


Artículo 41.- Las entidades públicas y privadas que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud podrán contratar entre sí y con terceros las 
prestaciones incluidas en los programas integrales de atención a la salud que 
apruebe el Ministerio de Salud Pública. 


Dichos contratos deberán ser sometidos a la autorización de la Junta 
Nacional de Salud, la que controlará todo lo referente a la habilitación de los 
prestadores y su infraestructura, capacidad asistencial, relación entre el volumen 
de prestaciones a contratar y el número de usuarios del prestador contratante, 
plazos de los contratos y la estabilidad de las condiciones de relacionamiento. 


La Junta Nacional de Salud verificará que las entidades contratantes no 
mantengan deudas vencidas con quienes pretenden contratar, en cuyo caso 
deberán cancelarlas o refinanciarlas antes de la firma de un nuevo contrato. 


Si la Junta Nacional de Salud no formula observaciones ni deniega la 
autorización dentro de los treinta días de presentada la solicitud, el respectivo 
contrato se considerará autorizado. 


En situaciones de caso fortuito, fuerza mayor y otras razones de urgencia, 
los prestadores podrán contratar notificando de inmediato a la Junta Nacional de 
Salud. Ésta concederá un plazo prudencial para la presentación de la 
documentación contractual y acreditante de las circunstancias excepcionales 
que motivaron la contratación. En caso de incumplimiento, se aplicará el régimen 
sancionatorio previsto en el literal E) del artículo 28 de la presente ley. 


Artículo 42.- Las farmacias registradas y habilitadas por el Ministerio de 
Salud Pública podrán dispensar medicamentos a los usuarios de los prestadores 
de salud que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud, en los términos 
de los contratos que celebren con los mismos. 
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A dichos contratos les será aplicable, en lo que corresponda, lo dispuesto 
en el artículo 41 de la presente ley. 


Artículo 43.- Los precios de referencia para las contrataciones a que 
refieren los artículos 41 y 42 de la presente ley, podrán ser determinados por el 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 44.- Es incompatible el ejercicio de la dirección y el gerenciamiento 
de las entidades integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud que 
demanden servicios a terceros con la provisión de los mismos, salvo cuando se 
formalicen alianzas estratégicas entre prestadores o cuando uno de ellos asuma 
el gerenciamiento del otro. En ambos casos se requerirá autorización de la Junta 
Nacional de Salud. 


La incompatibilidad incluye a las personas que ejerzan la función, sus 
socios, cónyuges o concubinos, ascendientes y descendientes hasta el segundo 
grado de consanguinidad. 


Los contratos que se formalicen violando esta disposición serán nulos a 
partir del momento en que se verifique dicha incompatibilidad. 


CAPÍTULO V 
COBERTURA DE ATENCIÓN MÉDICA 


Artículo 45.- Las entidades públicas y privadas que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud deberán suministrar a su población usuaria los 
programas integrales de prestaciones que apruebe el Ministerio de Salud 
Pública, con recursos propios o contratados con otros prestadores integrales o 
parciales públicos o privados. 


Los programas integrales de prestaciones incluirán: 


A) Actividades de promoción y protección de salud dirigidas a las 
personas. 


B) Diagnóstico precoz y tratamiento adecuado y oportuno de los 
problemas de salud-enfermedad detectados. 


C) Acciones de recuperación, rehabilitación y cuidados paliativos, 
según corresponda. 


D) Acceso a medicamentos y recursos tecnológicos suficientes. 


La reglamentación de la presente ley definirá taxativamente las 
prestaciones incluidas, que serán descriptas en términos de sus componentes y 
contarán con indicadores de calidad de los procesos y resultados, conforme a 
los cuales la Junta Nacional de Salud auditará la atención brindada a los efectos 
de autorizar el pago de cuota salud a los prestadores. 
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Artículo 46.- Las entidades que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud deberán ofrecer a su población usuaria prestaciones de emergencia 
médica incluidas en los programas integrales que apruebe el Ministerio de Salud 
Pública. La reglamentación definirá las modalidades y fecha de aplicación de 
esta disposición. 


La afiliación a las entidades prestadoras de los referidos servicios de 
emergencia se realizará, por parte de los usuarios amparados por el Seguro 
Nacional de Salud, entre aquéllas que se encuentren habilitadas por el Ministerio 
de Salud Pública para la prestación establecida en el inciso precedente y 
acepten las condiciones correspondientes. 


El Poder Ejecutivo, con intervención del Ministerio de Salud Pública y del 
Ministerio de Economía y Finanzas, oyendo a la Junta Nacional de Salud, fijará 
el importe que las entidades integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud 
abonarán a los prestadores de los servicios de referencia, así como los plazos 
en que el mismo deberá ser vertido. 


Artículo 47.- Las prestaciones no incluidas en los programas integrales de 
observancia obligatoria, que ofrezcan a sus usuarios las instituciones que 
integren el Sistema Nacional Integrado de Salud, serán convenidas entre 
prestadores y usuarios, en régimen de libre contratación. Cuando se trate de 
prestaciones sanitarias, el Ministerio de Salud Pública las controlará en sus 
aspectos técnicos. 


Artículo 48.- Las prestaciones económicas correspondientes a 
enfermedad, maternidad, accidentes de trabajo y otras contingencias 
relacionadas con la salud, continuarán siendo brindadas por los organismos 
públicos y las entidades privadas competentes, de conformidad con las 
disposiciones en vigor. Los prestadores que integren el Sistema Nacional 
Integrado de Salud realizarán, para sus respectivos usuarios, las pericias 
técnicas que correspondan. 


Los servicios complementarios de asistencia médica a que refiere el 
literal A) del artículo 7” del Decreto N* 7/976, de 8 de enero de 1976, que abona 
el Banco de Previsión Social, alcanzan exclusivamente a las personas 
comprendidas en el artículo 8 del Decreto-Ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975, 
modificado por el artículo 1? de la Ley N* 15.953, de 6 de junio de 1988, incluidas 
en el literal A) del artículo 2? de la Ley N* 18.131, de 18 de mayo de 2007. 


CAPÍTULO VI 
USUARIOS DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


Artículo 49.- Son usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud todas 
las personas que residan en el territorio nacional y se registren en forma 
espontánea o a solicitud de la Junta Nacional de Salud, en una de las entidades 
prestadoras de servicios de salud que lo integren. La reglamentación de la 
presente ley establecerá los términos y condiciones de dicho registro. 
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Artículo 50.- La elección de prestador es libre. Una vez formalizado el 


registro ante una de las entidades integrantes del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, podrá modificarse en los términos que fije la reglamentación. 


No se admitirá la doble cobertura de atención médica integral a cargo del 


Sistema, debiendo los usuarios optar por una de las que eventualmente les 
correspondiera. 


Artículo 51.- Los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud tienen 


los siguientes derechos respecto de los prestadores integrados al mismo: 


A) A recibir información completa y actualizada sobre los servicios 
a que pueden acceder y sobre los requisitos para hacer uso de los 
mismos. 


B) A recibir, en igualdad de condiciones, las prestaciones incluidas 
en los programas integrales a que refiere el artículo 45 de la presente 


ley. 
C) Al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad. 


D) A la confidencialidad de toda la información relacionada con su 
proceso y con su estancia en las entidades que presten servicio de 
salud, sin perjuicio del requerimiento fundado de la Junta Nacional de 
Salud, del Ministerio de Salud Pública y del Fondo Nacional de 
Recursos cuando se trate de actos médicos financiados por el mismo, 
siempre conservándose la condición de confidencialidad respecto a 


terceras personas. 

E) A conocer los resultados asistenciales y económico-financieros 
de la entidad. 

F) A recibir información sobre las políticas de salud y los programas 
de atención integral que se implementen en el Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 

G) Los demás que establezca la reglamentación y otras 
disposiciones aplicables. 


Artículo 52.- Son obligaciones de los usuarios del Sistema Nacional 


Integrado de Salud: 


A) Responsabilizarse del uso adecuado de las prestaciones a que 
tienen derecho. 
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B) Dar cumplimiento a las formalidades que se requieran para 
acceder a los servicios de salud. 


C) Respetar los estatutos de las entidades prestadoras de servicios. 


D) Cumplir con las disposiciones de naturaleza sanitaria de 
observancia general y con las específicas que determinen las 
entidades prestadoras cuando estén utilizando sus servicios. 


E) Cuidar las instalaciones y colaborar en el mantenimiento de la 
habitabilidad de las mismas. 


F) Las demás que establezca la reglamentación y otras 
disposiciones aplicables. 


El incumplimiento de las obligaciones antes referidas acarreará las 
consecuencias previstas en los estatutos de las entidades prestadoras. 


Artículo 53.- Los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud tendrán 
el derecho a participar en los órganos a que refiere el artículo 12 de la presente 
ley, en los términos que determine su reglamentación. 


Artículo 54.- La Junta Nacional de Salud podrá establecer un sistema de 
recepción de quejas y denuncias de usuarios del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, así como mecanismos de solución de diferendos entre éstos y los 
prestadores, sin perjuicio de los recursos administrativos y judiciales 
correspondientes. 


CAPÍTULO VII 
FINANCIAMIENTO DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE SALUD 


Artículo 55.- Las prestaciones que, conforme a la presente ley y su 
reglamentación, deben brindar obligatoriamente a los usuarios incorporados al 
Seguro Nacional de Salud los prestadores públicos y privados que integren el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, darán derecho a éstos al cobro de cuota 
salud según el número de personas inscriptas en sus padrones. 


La cuota salud, cuyo valor será igual para prestadores públicos y privados, 
será fijada por el Poder Ejecutivo, con intervención del Ministerio de Economia y 
Finanzas y del Ministerio de Salud Pública, oyendo a la Junta Nacional de Salud. 
Dicha cuota tendrá en cuenta costos diferenciales según grupos poblacionales 
determinados y cumplimiento de metas asistenciales. 


El Poder Ejecutivo también determinará el costo promedio equivalente 
para el Seguro Nacional de Salud de las prestaciones de salud durante toda la 
vida de sus beneficiarios, teniendo en cuenta las cuotas salud definidas en el 
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inciso anterior, las expectativas de vida de la población, las cuotas del Fondo 
Nacional de Recursos y el costo de administración de dicho seguro. 


La cuota salud y el costo promedio equivalente se actualizarán con la 
periodicidad que determinen las autoridades competentes, tomando en 
consideración costos asociados a sus componentes e incorporación de nuevos 
programas de atención a la salud. 


El ajuste del monto de la cuota salud, la incorporación de nuevas 
prestaciones y la reducción de las tasas moderadoras, se efectuará teniendo en 
cuenta la existencia de economías derivadas de mejoras en la eficiencia del 
sistema y de la incorporación de nuevos usuarios a los padrones de los 
prestadores. (*) 


("Notas: 


Redacción dada por: Ley N* 18.731 de 07/01/2011 articulo 9. 


Artículo 56.-La Administración de los Servicios de Salud del Estado 
adecuará las prestaciones de salud a las exigidas a las restantes entidades 
integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud, en forma progresiva, no 
pudiendo exceder este periodo de adecuación el 31 de diciembre de 2009. 


Artículo 57.- Créase el Seguro Nacional de Salud, el que será financiado 
por el Fondo Nacional de Salud creado por el artículo 1* de la Ley N* 18,131, de 
18 de mayo de 2007, con cargo al cual se pagarán las cuotas salud que 
correspondan a los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


El Fondo Nacional de Salud se constituirá en el Banco de Previsión Social 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1% de la Ley N* 18.131, de 18 de 
mayo de 2007. Ello sin perjuicio de las competencias de la Junta Nacional de 
Salud como administradora del Seguro Nacional de Salud y consiguientemente 
titular y destinataria del Fondo que constituye su patrimonio. 


El Banco de Previsión Social recepcionará los aportes a que refieren los 
artículos siguientes de la presente ley y efectivizará el pago de cuota salud a los 
prestadores, de conformidad con las órdenes de pago que emita la Junta 
Nacional de Salud. 


En el ejercicio de los cometidos de administración tributaria a que refiere el 
inciso segundo, el Banco de Previsión Social actuará como sujeto activo de las 
contribuciones especiales de seguridad social que constituyen los recursos del 
Fondo conforme lo dispuesto por el artículo 60 de la presente ley. 


En dicha calidad estará plenamente facultado para el cumplimiento ntegral 
de los procesos y procedimientos sustanciales implicados en la gestión tributaria 
de tales aportes incluyendo recaudación, fiscalización, determinación tributaria, 
agotamiento de la vía administrativa, defensa contencioso anulatoria y gestión 
coactiva. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, en los casos que lo 
determine el Poder Ejecutivo, la Dirección General Impositiva colaborará en la 
recaudación y fiscalización de los aportes al Fondo Nacional de Salud. (*) 


("JNotas: 

Inciso 6%) agregado/s por: Ley N* 18,731 de 07/01/2011 artículo 10, 

Artículo 58.- Los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado 

de Salud no podrán rechazar a ningún usuario amparado por el Seguro Nacional 


de Salud ni limitarle las prestaciones incluidas en los programas integrales de 
salud aprobados por el Ministerio de Salud Pública. 


Articulo 59.- Derogado por: Ley N” 19.438 de 14/10/2016 artículo 130. 


Artículo 60.- Serán recursos del Fondo Nacional de Salud el ciento por 
ciento de los provenientes de: 


A) Aportes obligatorios de trabajadores y empresas del sector 
privado. 
B) Aportes obligatorios de los trabajadores del sector público 


incorporados al Seguro Nacional de Salud. 


C) Aportes del Estado y de las personas públicas no estatales 
sobre la masa salarial que abonen a sus dependientes incorporados 
al Seguro Nacional de Salud. 


D) Aportes obligatorios de pasivos. 


E) Aportes obligatorios de personas fisicas que no queden 
incluidas en los literales anteriores. 


F) El porcentaje previsto en el artículo 22 de la presente ley. 


G) Otros que pudieran corresponderle por aplicación de 
disposiciones legales o reglamentarias. 


H) Las rentas generadas por sus activos, de acuerdo a lo que 
establezca la reglamentación. 


Autorizase al Poder Ejecutivo en acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas a atender las insuficiencias financieras del Fondo Nacional de Salud 
debidamente justificadas. 


Artículo 61.- El Estado, las personas públicas no estatales y las empresas 
privadas aportarán al Fondo Nacional de Salud un 5% (cinco por ciento) del total 
de las retribuciones sujetas a montepío que paguen a sus trabajadores 
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amparados por el Seguro Nacional de Salud y los complementos de cuota salud 
que correspondan por aplicación del artículo 337 y siguientes de la Ley 
N? 16.320, de 1? de noviembre de 1992, y sus modificativas, manteniéndose -a 
los efectos de este artículo- las exoneraciones previstas en los literales A) y B) 
del artículo 90 de la Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006. 


Los aportes patronales básicos y complementarios a que refiere el inciso 
anterior se aplicarán respecto de todos los colectivos incorporados al Seguro 
Nacional de Salud por la presente ley y por la Ley N* 18.131, de 18 de mayo de 
2007, en los plazos que las mismas establecen. 


Las empresas rurales comprendidas en la Ley N* 15.852, de 24 de 
diciembre de 1986, seguirán aportando en base a la superficie explotada en un 
todo de acuerdo a dicha norma. 


Los patronos y empresas unipersonales rurales mantendrán el régimen de 
aportaciones previsto en las Leyes N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, y N* 
16.883, de 10 de noviembre de 1997. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los unipersonales rurales 
optantes por la cobertura de salud bonificada de conformidad con la 
Ley N* 16.883, de 10 de noviembre de 1997, aportarán los siguientes 
porcentajes del valor de la cuota mutual determinada de acuerdo a lo previsto 
por el artículo 337 de la Ley N” 16.320, de 1? de noviembre de 1992: 


45% (cuarenta y cinco por ciento) si no se encuentran en la situación a 
que refiere el artículo 64 de la presente ley. 


60% (sesenta por ciento) si se encuentran en la situación referida en el 
literal anterior. 


20% (veinte por ciento) adicional a los aportes previstos en los literales 

A) y B), si tienen cónyuge o concubino en condiciones de ingresar al 
Seguro Nacional de Salud de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
66 de la presente ley y su reglamentación. (*) 


Los empresarios unipersonales rurales y los empresarios unipersonales 
monotributistas mantendrán el carácter opcional de su afiliación al Seguro de 
Salud, conforme con las disposiciones legales vigentes (Ley N” 16.883, de 10 de 
noviembre de 1997, y Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006). 


Los trabajadores públicos y privados aportarán un porcentaje de sus 
retribuciones dentro de las que se computarán los aportes ya previstos en el 
decreto-ley N* 14,407, de 22 de julio de 1975, y en la Ley N* 18.131, de 18 de 
mayo de 2007, de acuerdo al siguiente detalle: 


A) 6% (seis por ciento) si las retribuciones superan 2,5 BPC (dos con cinco 
bases de prestaciones y contribuciones) mensuales y tienen a cargo 
hijos menores de 18 años o mayores de esa edad con discapacidad, 
incluyendo a los del cónyuge o del concubino. 
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B) 4,5% (cuatro con cinco por ciento) si las retribuciones superan 2,5 BPC 
(dos con cinco bases de prestaciones y contribuciones) mensuales y no 
tienen a cargo hijos menores de 18 años ni mayores de esa edad con 
discapacidad, incluyendo a los del cónyuge o del concubino. 


C) 3% (tres por ciento) si las retribuciones no superan 2,5 BPC (dos con 
cinco bases de prestaciones y contribuciones) mensuales, con 
independencia de que tengan o no a cargo hijos menores de 18 años o 
mayores de esa edad con discapacidad, incluyendo a los del cónyuge o 
del concubino. 


Para el caso de los trabajadores públicos y otros dependientes del Estado, 
incorporados al Seguro Nacional de Salud por aplicación del artículo 2? de la Ley 
N* 18.131, de 18 de mayo de 2007, regirá lo dispuesto por el artículo 4* de la 
misma ley, debiendo aportar un porcentaje adicional de sus retribuciones cuando 
sus ingresos superen 2,5 BPC (dos con cinco bases de prestaciones y 
contribuciones) mensuales, de acuerdo al siguiente detalle: 


A) 3% (tres por ciento) si tienen a cargo hijos menores de 18 años o 
mayores de esa edad con discapacidad, incluyendo los del cónyuge o 
del concubino. 


B) 1,5% (uno con cinco por ciento) si no tienen a cargo hijos menores de 
18 años ni mayores de esa edad con discapacidad, incluyendo los del 
cónyuge o del concubino. 


No se considerará hijo a cargo, a los efectos de esta ley, cuando el menor 
de 18 años o mayor de esa edad con discapacidad genere por sí mismo el 
derecho a integrarse como trabajador al Seguro Nacional de Salud. 


Al 31 de diciembre de cada año, se deberá comparar la suma del costo 
promedio equivalente para el Seguro Nacional de Salud a que refiere el inciso 
tercero del artículo 55 de la presente ley, correspondiente al beneficiario de dicho 
seguro, sus hijos y su cónyuge o concubino a quienes conceda el mismo amparo, 
incrementada en un 25% (veinticinco por ciento), con los aportes personales al 
Fondo Nacional! de Salud realizados en el año civil. En caso que dichos aportes 
sean superiores, el excedente será devuelto a los contribuyentes en las 
condiciones que determine el Poder Ejecutivo, el que podrá establecer 
regímenes especiales cuando los cónyuges o concubinos sean simultáneamente 
contribuyentes al Fondo Nacional de Salud. En el marco de convenios colectivos 
suscriptos de acuerdo a lo establecido en la Ley N* 18.566, de 11 de setiembre 
de 2009, los contribuyentes podrán destinar dicho excedente, en forma total o 
parcial, al financiamiento de las cajas de auxilio o seguros convencionales, en 
los términos previstos en dicho convenio. (*) 


Las contribuciones personales al Fondo Nacional de Salud realizadas por 
los propietarios de empresas unipersonales comprendidas en el Decreto-Ley 
N? 14,407, de 22 de julio de 1975, se adicionarán a los aportes personales a los 
efectos de lo dispuesto en el inciso anterior. (*) 
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Lo dispuesto en los dos incisos anteriores del presente artículo regirá a 
partir del 1* de enero de 2011. (*) 


("Notas: 
Inciso 5% redacción dada por: Ley N* 18.731 de 07/01/2011 artículo 16. 


Incisos 10), 11) y 12) agregado/s por: Ley N* 18.731 de 07/01/2011 artículo 11. 


Artículo 62.- Los trabajadores dependientes y no dependientes 
incorporados al Seguro Nacional de Salud que se acojan al beneficio de la 
jubilación, continuarán amparados por el mismo y realizando los aportes sobre 
el total de haberes jubilatorios por los cuales se jubila, determinados en los 
articulos 61 y 66 de la presente ley, según corresponda a la estructura de su 
núcleo familiar. 


El usufructo del derecho previsto en el inciso anterior será optativo para 
quienes justifiquen el acceso, por otros medios, a cobertura de salud de un nivel 
similar a la que brinda el Sistema Nacional Integrado de Salud, no quedando 
exonerados de realizar los aportes correspondientes. 


Se consideran usuarios del Seguro Nacional de Salud creado por la 
presente ley, los trabajadores que cumplen un mínimo de trece jornadas de 
trabajo en el mes o perciben el equivalente a 1,25 veces de la Base de 
Prestaciones y Contribuciones. No obstante lo dispuesto precedentemente, los 
patronos que asuman la financiación patronal complementaria a que refiere el 
artículo 61 de la presente ley, podrán atribuir la respectiva condición de usuario 
del seguro al trabajador, cualquiera fuera el tiempo de trabajo o su nivel de 
ingreso. 


Artículo 63.- Los jubilados que se desempeñaron como no dependientes en 
actividades amparadas por el Banco de Previsión Social, cuyo haber jubilatorio 
total no supere la suma de 2,5 BPC (dos con cinco bases de prestaciones y 
contribuciones) mensuales y que además integren hogares donde el promedio 
de ingresos por todo concepto, por integrante no supere la suma de 2,5 BPC 
(dos con cinco bases de prestaciones y contribuciones) mensuales podrán optar 
por ingresar en el Seguro Nacional de Salud aportando un 3% (tres por ciento) 
de su pasividad a partir del 1? de enero de 2008. 


Artículo 64.- Los aportes a que hacen referencia los artículos 61, 62, 70 y 
71 de la presente ley darán derecho a los hijos menores de 18 años o mayores 
de esa edad con discapacidad, incluyendo los del cónyuge o del concubino a 
cargo de los usuarios amparados por el Seguro Nacional de Salud, a recibir 
atención integral en salud a través de los prestadores que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


Los asegurados mencionados en el inciso primero podrán optar por incluir 
a sus hijos desde los 18 y hasta cumplir los 21 años de edad, amparándolos por 
el Seguro Nacional de Salud, aportando al Fondo Nacional de Salud el valor de 
la cuota salud y la correspondiente al Fondo Nacional de Recursos. La 
reglamentación establecerá las condiciones de pago de esta opción. 
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Los padres elegirán para ellos el prestador público o privado que estimen 
conveniente, en acuerdo con el artículo 50 de la presente ley e 
independientemente de aquél al que ellos estén incorporados. En caso de 
fallecimiento de los progenitores o de disolución de la pareja parental por 
separación o divorcio, realizará la elección de la entidad quien, teniendo la 
condición de trabajador o pasivo amparado por el Seguro Nacional de Salud, 
tenga la guarda. Para los que estén sujetos a tutela o curatela, los tutores o 
curadores que tengan la condición de trabajadores o pasivos amparados por el 
Seguro Nacional de Salud elegirán la entidad atendiendo a las necesidades 
particulares de los mismos. 


El concepto de hijo a cargo y los derechos que la presente ley otorga a los 
concubinos y a sus hijos menores de 18 años o mayores de esa edad con 
discapacidad se aplicarán en los términos de la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 65.- Todas las personas que dejen de cumplir las condiciones para 
ampararse en el Seguro Nacional de Salud podrán optar por continuar inscriptos 
en los padrones de los mismos prestadores, pagando directamente por los 
servicios de atención integral de salud que reciban, no pudiendo ser rechazados 
por ellos. 


Artículo 66.- Los trabajadores públicos y privados y las personas 
amparadas por el Seguro Nacional de Salud a que refieren los artículos 62, 70 y 
71 de la presente ley que tengan cónyuge o concubino a cargo, aportarán un 2% 
(dos por ciento) adicional de sus retribuciones para incorporar a los mismos a 
dicho seguro, lo que les dará derecho a recibir atención integral en salud a través 
de los prestadores que integren el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


La incorporación de cónyuges y concubinos y el inicio del aporte previsto 
en el inciso precedente se realizarán teniendo en cuenta el número de hijos 
menores a cargo, de acuerdo al siguiente cronograma: 


Antes del 31 de diciembre de 2010: cónyuge o concubino del aportante con 
3 o más hijos menores de 18 años a cargo. 


Antes del 31 de diciembre de 2011: cónyuge o concubino del aportante con 
2 hijos menores de 18 años a cargo. 


Antes del 31 de diciembre de 2012: cónyuge o concubino del aportante con 
1 hijo menor de 18 años a cargo. 


Antes del 31 de diciembre de 2013: cónyuge o concubino del aportante sin 
hijos menores de 18 años a cargo. 


Artículo 67.- Estarán exceptuados de realizar los aportes determinados en 
el artículo 61 de la presente ley, las personas a que se refiere el artículo 18 de la 
presente ley, en tanto permanezcan en la misma entidad. Si tuvieren a cargo 
hijos menores de 18 años o mayores de esa edad con discapacidad, incluyendo 
los del cónyuge o del concubino, aportarán el 3% (tres por ciento) de sus 
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retribuciones. De tener cónyuge o concubino a cargo, aportarán 2% (dos por 
ciento) de sus retribuciones, de acuerdo al cronograma previsto en el artículo 66 
de la presente ley. 


Artículo 68.- Quedarán incorporados al Seguro Nacional de Salud a partir 
del 1% de enero de 2008 -además de los comprendidos en lo dispuesto en el 
artículo 2? de la Ley N* 18.131, de 18 de mayo de 2007- los funcionarios del 
Inciso 12 "Ministerio de Salud Pública", del Inciso 16 "Poder Judicial", del 
Inciso 25 "Administración Nacional de Educación Pública", del Inciso 26 
"Universidad de la República", del Inciso "Administración de los Servicios de 
Salud del Estado", del Poder Legislativo, incluyendo a los legisladores, y los 
funcionarios de los organismos públicos nacionales, con excepción del Inciso 03 
"Ministerio de Defensa Nacional” e Inciso 04 "Ministerio del Interior”. Asimismo, 
quedarán incorporados a partir de dicha fecha, los beneficiarios del subsidio 
transitorio por incapacidad parcial establecido en el artículo 22 de la Ley 
N? 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


Los créditos presupuestales habilitados a la Administración Central y a los 
organismos del artículo 220 de la Constitución de la República, para financiar 
regímenes propios de cobertura médica a quienes resulten beneficiarios del 
Seguro Nacional de Salud por aplicación del inciso precedente, financiarán los 
aportes establecidos en la presente ley, de acuerdo a lo que determine la 
reglamentación. 


Los funcionarios públicos y otros dependientes del Estado que tengan 
regímenes propios de cobertura médica aprobados por ley o aun por normas que 
no sean leyes, los mantendrán hasta que los mismos sean modificados por las 
autoridades competentes. 


Lo dispuesto en el inciso anterior no exonera a los mismos de aportar al 
Fondo Nacional de Salud, según corresponda por aplicación de las disposiciones 
de la presente ley. 


Artículo 69.- Los trabajadores comprendidos en el régimen de Cajas de 
Auxilio o Seguros Convencionales que funcionen al amparo del artículo 41 del 
Decreto-Ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975, así como los afiliados a la Caja 
Notarial de Seguridad Social a que refieren los literales B), C), D) y E) del 
artículo 43 de la Ley N* 17.437, de 20 de diciembre de 2001, y los amparados 
en lo dispuesto por los articulos 337 a 342 de la Ley N” 13.318, de 28 de 
diciembre de 1964, y sus modificativas (CHASSFOSE), que aseguren a sus 
beneficiarios cobertura integral de salud en un nivel no inferior al establecido por 
la presente ley, se incorporarán al Seguro Nacional de Salud no más allá del 1% 
de enero de 2011. Hasta el momento de su incorporación al Seguro Nacional de 
Salud, dichas entidades continuarán recibiendo los aportes y rigiéndose por las 
disposiciones legales y reglamentarias que les son aplicables. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a dar el mismo tratamiento a los trabajadores 
que cuenten con regímenes acordados con los empleadores privados mediante 
convenios colectivos o acuerdos similares que hayan estado vigentes al menos 
desde un año antes de la promulgación de la presente ley. 
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Artículo 70.- Quienes obtengan ingresos originados en la prestación de 
servicios personales fuera de la relación de dependencia, realizarán los aportes 
al Fondo Nacional de Salud aplicando la tasa que corresponda a la diferencia 
entre el total de los ingresos originados en dichos servicios y el porcentaje a que 
refiere el artículo 34 del Título 7 del Texto Ordenado 1996. 


En caso que los sujetos a que refiere el inciso anterior se hallen incluidos 
en el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE), las referidas 
alícuotas se aplicarán sobre la base imponible de dicho tributo. Para quienes 
obtengan ingresos por prestación de servicios personales conjuntamente con 
otros ingresos, el monto imponible se determinará en la proporción 
correspondiente a los ingresos por prestación de servicios personales respecto 
de los ingresos totales. 


Cuando la prestación de los servicios referidos se realice a través de 
entidades comprendidas en el artículo 7” del Título 7 del Texto Ordenado 1996, 
los ingresos provenientes de dicha actividad se atribuirán a los socios o 
integrantes, según las normas o contratos aplicables a cada caso; si la entidad 
hubiera optado por liquidar el IRAE, la atribución se realizará por la base 
imponible de dicho tributo de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior. En caso 
de no existir prueba fehaciente a juicio de la Administración, los ingresos se 
atribuirán en partes iguales. 


Los sujetos referidos en el primer inciso realizarán anticipos mensuales a 
cuenta de los aportes anuales al Fondo Nacional de Salud, aplicando la tasa que 
corresponda al 70% (setenta por ciento) de los ingresos mensuales gravados. 


Los sujetos referidos en el inciso segundo del presente artículo realizarán 
anticipos mensuales a cuenta del aporte anual al Fondo Nacional de Salud. A 
tales efectos aplicarán a los ingresos mensuales referidos en el inciso primero, 
la relación derivada de aplicar la alícuota correspondiente al monto imponible, 
respecto de tales ingresos anuales. Si a la fecha en que debe efectuarse el pago 
del anticipo no se hubiera obtenido la relación indicada por no haber vencido el 
plazo de presentación de la correspondiente declaración jurada, deberá 
calcularse ese anticipo en base a la relación utilizada para el último anticipo del 
ejercicio anterior. 


Las contribuciones personales efectuadas al Fondo Nacional de Salud 
correspondientes a trabajadores dependientes que además se encuentren 
comprendidos en el presente artículo, se computarán como anticipos a los 
efectos de lo dispuesto en el inciso siguiente. También se computarán como 
anticipos las contribuciones personales efectuadas al Fondo Nacional de Salud 
en carácter de propietarios de empresas unipersonales comprendidas en el 
Decreto-Ley N” 14,407, de 22 de julio de 1975. 


Al cierre del ejercicio fiscal del contribuyente, según corresponda, se 
deberá comparar la suma del costo promedio equivalente para el Seguro 
Nacional de Salud, establecido en el inciso tercero del artículo 55 de la presente 
ley, correspondiente al beneficiario de dicho seguro, sus hijos y su cónyuge o 
concubino a quienes atribuya el mismo amparo, incrementada en un 25% 
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(veinticinco por ciento), con los anticipos realizados en el ejercicio. En caso que 
la suma de los anticipos sea superior, el excedente será devuelto a los 
contribuyentes en las condiciones que determine el Poder Ejecutivo, el que podrá 
establecer regimenes especiales cuando los cónyuges o concubinos sean 
simultáneamente contribuyentes del Fondo Nacional de Salud. 


Las alícuotas referidas precedentemente se aplicarán de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 61 y 66 de la presente ley, a excepción de las 
dispuestas para el aporte patronal básico. Para los sujetos que perciben 
exclusivamente ingresos por la prestación de servicios personales fuera de la 
relación de dependencia, o que obteniendo otros ingresos estos no les generen 
cobertura del Seguro Nacional de Salud, se les adicionará a los anticipos 
resultantes un complemento, hasta la concurrencia con el costo promedio 
equivalente para el Seguro Nacional de Salud, establecido en el inciso tercero 
del artículo 55 de la presente ley. (*) 


Los sujetos referidos en el presente artículo, que en el curso del ejercicio 
fiscal obtengan exclusivamente ingresos por prestación de servicios personales 
fuera de la relación de dependencia que no superen las 30 BPC (treinta bases 
de prestaciones y contribuciones), dejarán de recibir los beneficios del Seguro 
Nacional de Salud a partir del ejercicio fiscal siguiente. A partir del momento que 
superen la referida cifra volverán a quedar comprendidos en el Seguro Nacional 
de Salud, debiendo en tal caso realizar el aporte tomando en consideración los 
ingresos acumulados desde el inicio del ejercicio. 


La obligación de aportar al Fondo Nacional de Salud, así como la 
incorporación de los respectivos usuarios al Seguro Nacional de Salud cuando 
no fueren beneficiarios del mismo, regirá a partir del 1? de julio de 2011, y se 
realizará en la forma que determine la reglamentación. (*) 


(Notas: 
Redacción dada por: Ley N* 18.731 de 07/01/2011 artículo 12. 


Inciso 8% redacción dada por: Ley N* 18.922 de 06/07/2012 artículo 2. 


Artículo 71.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, a partir 
de la vigencia de la presente ley los propietarios de empresas unipersonales con 
actividades comprendidas en el Decreto-Ley N” 14.407, de 22 de julio de 1975, 
que no tengan más de un trabajador subordinado y estén al día con sus aportes 
al sistema de la seguridad social, realizarán solamente los aportes personales y 
patronales al Fondo Nacional de Salud, aplicando las tasas establecidas en los 
artículos 61 y 66 de la presente ley, sobre un ficto de 6,5 BPC (seis con cinco 
bases de prestaciones y contribuciones). Del mismo modo, aquellos que no 
tengan más de 5 trabajadores subordinados y estén al día con sus aportes al 
sistema de la seguridad social, quedarán incorporados al Seguro Nacional de 
Salud a partir del 1* de julio de 2011, y realizarán solamente los aportes 
personales y patronales al Fondo Nacional de Salud, aplicando las tasas 
establecidas en los artículos 61 y 65 de la presente ley, sobre un ficto de 6,5 BPC 
(seis con cinco bases de prestaciones y contribuciones). 
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Para el caso de los propietarios de empresas unipersonales referidos en el 
inciso anterior, que presten total o parcialmente servicios personales fuera de la 
relación de dependencia, el régimen establecido en el presente articulo regirá 
hasta el 30 de junio de 2011, por la parte correspondiente a dichos servicios; a 
partir del 1* de julio de 2011, pasarán a regirse por lo dispuesto en el artículo 70 
de la presente ley. 


Por la parte correspondiente a otros ingresos, continuarán rigiéndose por 
lo dispuesto en el inciso anterior. (*) 


(")Notas: 


Redacción dada por: Ley N* 18.731 de 07/01/2011 artículo 15. 


Artículo 72.- Facúltase al Poder Ejecutivo a postergar las fechas de ingreso 
establecidas en la presente ley, siempre que fuera necesario para asegurar la 
sostenibilidad de las cuentas públicas. El Poder Ejecutivo deberá informar de ello 
al Poder Legislativo con una antelación mínima de ciento veinte días previos al 
1% de enero de cada uno de dichos años. 


Artículo 73.- El Fondo Nacional de Recursos mantendrá su autonomía 
administrativa en los términos de la Ley N* 16.343, de 24 de diciembre de 1992, 
y demás disposiciones aplicables. Los aportes a que refieren los literales A), B) 
y C) del artículo 3% de la Ley N* 16,343, de 24 de diciembre de 1992, serán 
sustituidos por una cuota única por cada beneficiario del Seguro Nacional de 
Salud que la Junta Nacional de Salud le reembolsará. 


Artículo 74.- Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir en el régimen de la 
presente ley a los funcionarios de los Gobiernos Departamentales, quienes 
realizarán los aportes previstos en los artículos 61 y 66 de la presente ley. 


CAPÍTULO VIII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 75.- Los beneficiarios del Sistema Nacional Integrado de Salud no 
incluidos en el régimen de la presente ley seguirán abonando directamente a sus 
respectivos prestadores por los servicios de salud que reciban. 


Artículo 76.- Hasta la instalación de la Junta Nacional de Salud, las 
funciones que se le atribuyen a la misma serán ejercidas por el Ministerio de 
Salud Pública y el Banco de Previsión Social, según corresponda. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a dictar las normas reglamentarias necesarias 
que viabilicen la transición hacia el sistema que regirá a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley. 


Artículo 77.- La presente ley regirá a partir del 1? de enero de 2008. 
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Ley N* 18.335, de 15 de agosto de 2008 


PACIENTES Y USUARIOS DE LOS SERVICIOS DE SALUD 


SE ESTABLECEN SUS DERECHOS Y OBLIGACIONES 


CAPÍTULO Ill 
DE LOS DERECHOS 


Artículo 6?.- Toda persona tiene derecho a acceder a una atención integral que 
comprenda todas aquellas acciones destinadas a la promoción, protección, 
recuperación, rehabilitación de la salud y cuidados paliativos, de acuerdo a las 
definiciones que establezca el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 7*.- Todo paciente tiene derecho a una atención en salud de calidad, 
con trabajadores de salud debidamente capacitados y habilitados por las 
autoridades competentes para el ejercicio de sus tareas o funciones. 


Todo paciente tiene el derecho a acceder a medicamentos de calidad, 
debidamente autorizados por el Ministerio de Salud Pública e incluidos por éste 
en el formulario terapéutico de medicamentos, y a conocer los posibles efectos 
colaterales derivados de su utilización. 


Todo paciente tiene el derecho a que sus exámenes diagnósticos, estudios de 
laboratorio y los equipos utilizados para tal fin cuenten con el debido control de 
calidad. Asimismo tiene el derecho de acceso a los resultados cuando lo solicite. 


Artículo 8*.- El Estado, por intermedio del Ministerio de Salud Pública, será 
responsable de controlar la propaganda destinada a estimular tratamientos o al 
consumo de medicamentos. La promoción engañosa se determinará de acuerdo 
con lo prescripto en la Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000, y, en particular, 
en el Capitulo IX de ese texto. 


Artículo 9*.- El Estado, por intermedio del Ministerio de Salud Pública, está 
obligado a informar públicamente y en forma regular sobre las condiciones 
sanitarias en el territorio nacional. 


Artículo 10.- El Estado garantizará en todos los casos el acceso a los 
medicamentos incluidos en el formulario terapéutico de medicamentos. 


Todas las patologías, agudas o crónicas, transmisibles o no, deben ser 
tratadas, sin ningún tipo de limitación, mediante modalidades asistenciales 
cientificamente válidas que comprendan el suministro de medicamentos y todas 
aquellas prestaciones que componen los programas integrales definidos por el 
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Ministerio de Salud Pública de acuerdo con lo establecido por el artículo 45 de la 
Ley N* 18.211, de 5 de diciembre de 2007. 


Los servicios de salud serán responsables de las omisiones en el cumplimiento 
de estas exigencias. 


Artículo 11.- Todo procedimiento de atención médica será acordado entre el 
paciente o su representante -luego de recibir información adecuada, suficiente y 
continua- y el profesional de salud. El consentimiento informado del paciente a 
someterse a procedimientos diagnósticos o terapéuticos estará consignado en 
la historia clínica en forma expresa. Éste puede ser revocado en cualquier 
momento. 


El paciente tiene derecho a negarse a recibir atención médica y a que se le 
expliquen las consecuencias de la negativa para su salud. 


Cuando mediaren razones de urgencia o emergencia, o de notoria fuerza 
mayor que imposibiliten el acuerdo requerido, o cuando las circunstancias no 
permitan demora por existir riesgo grave para la salud del paciente, o cuando se 
esté frente a patologías que impliquen riesgo cierto para la sociedad que integra, 
se podrán llevar adelante los procedimientos, de todo lo cual se dejará precisa 
constancia en la historia clínica. 


En la atención de enfermos siquiátricos se aplicarán los criterios dispuestos en 
la Ley N* 9.581, de 8 de agosto de 1936, y las reglamentaciones que en materia 
de atención a la salud mental dicte el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 12.- Todo procedimiento de investigación médica deberá ser 
expresamente autorizado por el paciente sujeto de investigación, en forma libre, 
luego de recibir toda la información en forma clara sobre los objetivos y la 
metodología de la misma y una vez que la Comisión de Bioética de la institución 
de asistencia autorice el protocolo respectivo. En todos los casos se deberá 
comunicar preceptivamente a la Comisión de Bioética y Calidad de Atención del 
Ministerio de Salud Pública. La información debe incluir el derecho a la 
revocación voluntaria del consentimiento, en cualquier etapa de la investigación. 
La Comisión se integrará y funcionará según reglamentación del Ministerio de 
Salud Pública y se asesorará con los profesionales cuya capacitación en la 
materia los constituya en referentes del tema a investigar. 


Artículo 13.- Toda persona tiene el derecho de elección del sistema asistencial 
más adecuado de acuerdo con lo establecido por el artículo 50 de la Ley 
N* 18.211, de 5 de diciembre de 2007. 


En caso de que una persona cambie de institución o de sistema de cobertura 
asistencial, la nueva institución o sistema deberá recabar de la o del de origen la 
historia clínica completa del usuario. El costo de dicha gestión será de cargo de 
la institución solicitante y la misma deberá contar previamente con autorización 
expresa del usuario. 
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Artículo 14.- La docencia de las diferentes actividades profesionales en el 
ámbito de la salud podrá ser realizada en cualquier servicio de salud. 


72-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Xavier. 


SEÑORA XAVIER. .- Gracias, señora presidenta. 


La Comisión de Salud Pública trae a consideración del 
plenario un proyecto de ley presentado por la señora repre- 
sentante Nibia Reisch y los señores representantes Walter 
de León, Martín Lema, José Quintín y Luis Gallo, que 
fuera aprobado por la Cámara de Representantes en sesión 
del 12 de junio de 2019, 


El proyecto pretende actualizar la normativa vigente 
en nuestro país —y cuya promulgación data de unos cin- 
cuenta años— referida a las personas con diabetes. 


En efecto, la nueva normativa proyectada modifica 
sustancialmente la Ley n.” 14032, del 8 de octubre de 
1971, en la cual figura un conjunto de medidas sanitarias, 
sociales y laborales relacionadas con esta problemática. 
Conforme al paso del tiempo, se ha generado una serie de 
cambios vinculados al encare del conjunto de las enfer- 
medades no transmisibles, al proceso asistencial operado 
por el Sistema Nacional Integrado de Salud, al mundo del 
trabajo y al avance de los derechos humanos operado en 
nuestra sociedad. Esto ha hecho que las medidas mencio- 
nadas hayan sido revisadas y adaptadas a estas nuevas 
realidades. 


Según un informe de la OMS, a nivel mundial, en el 
2014, el 8,5 % de los adultos padecía diabetes. En 2015 
fallecieron 1:600.000 personas como consecuencia directa 
de la diabetes, y los niveles altos de glicemia fueron la 
causa de otros 2:200.000 de muertes en el 2012. 


Según nuevos datos de la OMS, la diabetes continúa 
en aumento, indicando que actualmente 422:000.000 de 
adultos padecen dicha enfermedad, y que se producen 
3:700.000 muertes anuales provocadas por la diabetes y la 
glicemia elevada. 


Sin duda, son cifras que nos han preocupado y que he- 
mos comentado en otros informes de trámites legislativos, 
pero este proyecto que estamos por aprobar significa re- 
visar y tomar conciencia como cuerpo legislativo de esta 
problemática y también difundir información sobre ella en 
la sociedad porque, sin duda, hay muchas cosas que pode- 
mos hacer en ese sentido. 


La diabetes es una enfermedad crónica que se ma- 
nifiesta cuando el páncreas no produce insulina sufi- 
ciente o cuando el organismo no utiliza eficazmente la 
insulina que genera. Esa hormona regula el azúcar en 
la sangre, y sin duda que cuando falla, el control de la 
glicemia deja de existir y con el tiempo se dañan varios 
órganos, en particular el sistema nervioso y los vasos 
sanguíneos. 
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Hay diferentes tipos de diabetes. No vamos a entrar en 
ellos, pero es bueno saber que este proyecto las contempla 
a todas: la diabetes tipo 1, también llamada insulinode- 
pendiente; la diabetes tipo 2, no insulinodependiente, y la 
diabetes gestacional, que es una condición temporal mien- 
tras dura el embarazo. 


Al ocuparnos de este tema —inicialmente nos focaliza- 
mos en la problemática de la diabetes—, pudimos ver, en la 
evolución del debate, que las enfermedades no transmisi- 
bles vienen aumentando notoriamente en distintos países, 
y en particular en el nuestro, que tiene un grado importan- 
te de expectativa de vida y, por tanto, de envejecimiento, 
y que era bueno hacer énfasis en esta enfermedad pero sin 
desvincularla del resto de las no transmisibles. 


Haciendo una breve síntesis, diré que con el tiempo la 
diabetes puede dañar el corazón, los vasos sanguíneos, los 
ojos, los riñones y los nervios. Los adultos que padecen 
diabetes tienen un riesgo dos o tres veces mayor de sufrir 
un infarto de miocardio o un accidente cerebrovascular. 
La neuropatía de los pies combinada con la reducción del 
flujo sanguíneo incrementa el riesgo de úlceras de los pies, 
de infección y, en última instancia, de amputación. La 
retinopatía diabética —que es el daño de pequeños vasos 
sanguíneos en la retina— es una causa muy importante de 
ceguera. Provoca un 2,6 % de los casos mundiales de ce- 
guera. Este es un dato escalofriante, ¿verdad? 


La diabetes se encuentra entre las principales causas 
de insuficiencia renal. 


Queda claro que, con medidas simples relacionadas 
con el estilo de vida, muchas de estas cosas se pueden dete- 
ner, retrasar e, incluso, evitar que aparezcan, en particular 
las complicaciones. Esas medidas tienen que ver con tener 
un peso corporal adecuado, mantenerse activo físicamen- 
te —al menos treinta minutos diarios de actividad física 
regular moderada—, seguir una dieta saludable que evite 
los azúcares y las grasas saturadas, y evitar el consumo 
de tabaco porque, junto con la diabetes, provoca un efec- 
to muy dañino sobre los vasos arteriales. El tratamiento, 
entonces, tiene un fuerte componente en el estilo de vida, 
pero también en el control que las personas deben reali- 
zarse, por ejemplo, del nivel de glucemia, de la tensión 
arterial y del cuidado de los pies, puesto que puede haber 
allí, como decíamos, consecuencias nefastas. 


Queremos decir que, de acuerdo con la 2.* Encues- 
ta Nacional de Factores de Riesgo de Enfermedades No 
Transmisibles, realizada por el Ministerio de Salud Públi- 
ca en el año 2016, en nuestro país la prevalencia de dia- 
betes en adultos de entre veinticinco y sesenta y cuatro 
años de edad es de 7,6 %. Nueve de cada diez diabéticos 
padecen la diabetes de tipo 2. La prevalencia en jóvenes 
de entre quince y veinticuatro años —como hemos visto, 
muchas de estas cosas empiezan a ocurrir a edades más 
tempranas— es de 0,8 %. La mitad de los diabéticos no 
están diagnosticados o tratados. 
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Otro de los temas a los que hemos hecho referencia en 
más de una oportunidad es el de la prevalencia del sobre- 
peso y de la obesidad en adultos en nuestro país: entre los 
veinticinco y los sesenta y cuatro años es de 64,9 %. Ha 
venido en aumento significativo con relación a mediciones 
anteriores. 


La diabetes, junto con las enfermedades cardiovasculares, 
el cáncer, las enfermedades respiratorias crónicas —el 
EPOC y el asma— y los trastornos mentales integran el 
grupo de las enfermedades no transmisibles. Debido a 
la importancia de las enfermedades no transmisibles, en 
la morbimortalidad del país están comprendidas dentro 
de los quince problemas prioritarios de salud que ha de- 
terminado el Ministerio de Salud Pública. Las acciones 
relacionadas con la prevención de sus factores de riesgo, 
detección precoz y control adecuado son abordadas en los 
Objetivos Sanitarios Nacionales 2020 definidos por ese 
ministerio. 


El Ministerio de Salud Pública ha abordado esta pro- 
blemática con diversas acciones en los últimos años, inclu- 
yendo la importancia del conjunto de las enfermedades no 
transmisibles en los Objetivos Sanitarios Nacionales 2020. 
Incorporó a las Metas Asistenciales 2017-2019 indicadores 
relacionados con la diabetes, de modo de involucrar a los 
prestadores en el diagnóstico precoz y el seguimiento, a 
través de estímulos en el financiamiento. 


Asimismo, hay una guía de práctica clínica de diabetes 
tipo 2, para encararla en el primer nivel de atención, en la 
medida en que esta patología debe abordarse integralmen- 
te por todo el equipo de salud. 


A través del Decreto n.* 562/005, de 26 de diciembre 
de 2005, se facilitó el acceso a medicamentos y tirillas de 
control, siguiendo la evidencia científica y consolidando 
los criterios de equidad y de sustentabilidad del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. 


Otro aspecto fundamental que contempla este pro- 
yecto de ley refiere al desempeño laboral de las personas 
con diabetes. El solo hecho de que un trabajador padezca 
diabetes no implica ninguna disminución de su capacidad 
funcional o de su desempeño laboral, ni debe suponer por 
ello un motivo de discriminación laboral. Una persona con 
diabetes es capaz de desempeñar la mayoría de los trabajos, 
independientemente de que en determinadas circunstan- 
cias deba evaluarse si existe alguna restricción particular 
O personal que le impida su desempeño. En ocasiones, en 
el mundo laboral surge la duda de si un trabajador con 
diabetes presenta algún tipo de limitación a la hora de rea- 
lizar su tarea y de si su situación de salud podría condicio- 
nar la disminución de su rendimiento, eficacia o seguridad 
en el trabajo. Es conveniente individualizar caso a caso a 
la hora de dar una respuesta ante esta situación, sin ba- 
sarse en generalidades, prejuicios, estereotipos o prohibi- 
ciones absolutas al momento de decidir si una persona en 
concreto, con diabetes o sin ella, es apta y se encuentra 
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capacitada o no para el desempeño de un puesto de trabajo 
específico, teniendo en cuenta no sus limitaciones sino sus 
capacidades, habilidades y competencias. 


La normativa laboral vigente relacionada con los con- 
troles de salud tiene el objetivo de garantizar el acceso a 
una atención integral y continua de la población, en la que 
el equipo de salud y el médico de referencia en el primer 
nivel de atención sean figuras esenciales en la atención sa- 
nitaria. El Decreto n.” 127/014, de 13 de mayo de 2014, 
que regula los servicios de salud en el trabajo, tiene como 
objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores 
en sus lugares de trabajo. 


Para minimizar el riesgo de que una descompensación 
aguda genere alguna consecuencia negativa, es necesario 
contar con condiciones laborales para que el trabajador se 
realice los autoanálisis de glucemia precisos, permitir la 
administración de insulina para su autocontrol habitual, 
facilitar el acceso a sus alimentos o bebidas en su puesto 
de trabajo o cercano a él, y permitir la ingesta de pequeñas 
colaciones en caso de hipoglucemia, sin que ello repercuta 
en la seguridad y eficiencia en su trabajo. 


En cuanto a las complicaciones crónicas de la diabetes, 
si un trabajador las padece, debe evaluarse individualmen- 
te si limitan el desempeño de una tarea determinada, al 
igual que ante cualquier afección que sufra, sea esta de 
carácter agudo o crónico. Debe evaluarse si la aptitud es 
total o parcial, temporal o permanente. 


El proyecto de ley que estamos considerando avan- 
za sustancialmente en el ejercicio del derecho a la salud 
por parte de las personas con diabetes, lo que impactará 
positivamente en toda nuestra sociedad. Propone que se 
incluyan en los programas integrales obligatorios a cargo 
de los prestadores integrales de salud y en el Formulario 
Terapéutico de Medicamentos las necesarias actividades 
de control y tratamiento de las enfermedades no transmi- 
sibles, con énfasis en las personas que padecen diabetes. 


La nueva disposición prevé la planificación que estas 
enfermedades requieren, como ser educación en la capta- 
ción de pacientes, tratamiento y control sanitario, y que los 
prestadores integrales de salud aseguren la continuidad, 
calidad y actualización continua del proceso asistencial. 


Establece, además, la obligación para los prestadores 
asistenciales de contar con equipos interdisciplinarios que 
permitan abordar integralmente la salud de las personas 
con diabetes y demás enfermedades no transmisibles. 


Se consagra el derecho fundamental al acceso a una 
alimentación saludable, a través del Instituto Nacional de 
Alimentación, para las personas con diabetes en situación 
de vulnerabilidad social y económica. 


La nueva normativa obliga al Instituto Nacional de Re- 
habilitación a implementar medidas apropiadas para que 
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personas diabéticas privadas de libertad reciban educa- 
ción sobre su patología, así como los elementos necesarios 
para el tratamiento y el autocontrol de la enfermedad, ade- 
más de brindarles una alimentación adecuada. 


El proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes fue aprobado en la Comisión de Salud Pública 
del Senado en los mismos términos, por lo que a partir de 
ahora completaría su trámite legislativo. 


En su articulado se establece que el Sistema Nacional 
Integrado de Salud tiene medidas destinadas a la mejora 
de las actividades de control y tratamiento de las enferme- 
dades no transmisibles; el acceso al cuidado y a la aten- 
ción integral de la población, conforme lo disponga la re- 
glamentación y en el marco de lo dispuesto por el artículo 
45 de la Ley n” 18211, de 5 de diciembre de 2007, y el 
artículo 10 de la Ley n.” 18335, de 15 de agosto de 2008, 
con énfasis en las personas que padecen diabetes. 


El artículo 2.* prevé que «Corresponde a los prestado- 
res integrales del Sistema Nacional Integrado de Salud la 
captación, educación, el tratamiento y el control sanita- 
rio de la diabetes y otras enfermedades no trasmisibles». 
Establece, además: «Entre las actividades definidas para 
el abordaje integral de las personas en el primer nivel de 
atención, [...] desarrollarán las actividades de promoción 
en salud, prevención de factores de riesgo, diagnóstico 
gratuito, atención, tratamiento y la derivación a niveles de 
atención de mayor complejidad de la diabetes y demás en- 
fermedades no trasmisibles de corresponder». 


El artículo 3. consagra el deber, para los prestadores 
integrales de salud, de «... asegurar la continuidad, la 
calidad y actualización continua del proceso asistencial, 
contando con la Historia Clínica Electrónica Nacional 
(HCEN), como instrumento de control de la calidad de 
dicho proceso asistencial. ..». Asimismo, establece la obli- 
gación de contar para ello con equipos interdisciplinarios 
que permitan abordar integralmente la salud de las perso- 
nas con estas enfermedades. 


El artículo 4.” consagra el derecho al acceso a una ali- 
mentación saludable, a través del Instituto Nacional de 
Alimentación, para las personas con diabetes en situación 
de vulnerabilidad social y económica. 


El artículo 5.” prevé la participación de los movimientos 
de usuarios, de las sociedades científicas y de las institu- 
ciones académicas en la elaboración de políticas de salud e 
investigación orientadas a las personas con enfermedades 
crónicas no trasmisibles. A estos efectos se constituirá una 
Comisión Honoraria de Enfermedades Crónicas No Tras- 
misibles, que funcionará en el ámbito del Ministerio de 
Salud Pública, integrada por los movimientos de usuarios, 
las sociedades científicas, las instituciones académicas y 
los representantes de la Unidad Nacional de Seguridad y 
Educación Vial del Uruguay —Unasev—, de la Comisión 
Honoraria de Salud Cardiovascular, de la Comisión Hono- 
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raria de Lucha contra el Cáncer y de la Comisión Nacional 
de Contralor de la Atención en Salud Mental. 


Este es el único artículo de la iniciativa que viene vo- 
tado por mayoría, y la argumentación de quienes no lo 
acompañaron fue que estas comisiones son preexisten- 
tes. Efectivamente, es así: se ha legislado por patología, 
pero este proyecto de ley demuestra que en estos tiempos 
es más lógico legislar para el conjunto de patologías que 
constituyen las enfermedades crónicas no trasmisibles. 
Sin embargo, a quienes votamos el texto tal cual vino de 
la Cámara de Representantes nos pareció que la evolución 
dirá si esta comisión honoraria deberá sustituir a las comi- 
siones por enfermedad creadas anteriormente a través de 
la ley. Consideramos que, en función de la nueva realidad 
sanitaria, no era oportuno eliminar comisiones que han 
trabajado bien; el tiempo nos dará la pauta de cómo seguir 
en ese sentido. 


El artículo 6. indica: «La diabetes no constituirá por sí 
sola causal de inhabilitación para el ingreso o desempeño 
de actividad laboral o educativa alguna en el ámbito pú- 
blico o privado, como para el desempeño de actividades 
deportivas; sin perjuicio de la obtención de la documenta- 
ción habilitante para el desarrollo de actividades laborales 
o deportivas de conformidad con la normativa vigente. ..». 


El artículo 7.” establece la obligación de «... permitir 
a las personas con diabetes, atender durante la jornada de 
trabajo, estudio o deporte, sus necesidades alimentarias, 
de control o administración de medicación, de acuerdo a 
las indicaciones del médico de referencia, médico tratante 
o médico del servicio de salud laboral del lugar donde se 
desempeña». 


Tal como mencionamos anteriormente, el artículo 8.” 
obliga al Instituto Nacional de Rehabilitación a implemen- 
tar todas estas medidas para que las personas privadas de 
libertad reciban los cuidados necesarios a fin de estar en 
mejores condiciones con relación a su enfermedad. 


El artículo 9.* deroga en forma expresa la Ley n.” 14032, 
de 8 de octubre de 1971, referida a la diabetes. 


Y el artículo 10 prevé que la reglamentación deberá 
efectuarse en un plazo máximo de ciento ochenta días. 


Durante el debate de este proyecto de ley surgieron dos 
aspectos a los cuales les dimos trámite, no por la vía legal 
sino por la vía de consulta, y será otra legislatura la que 
deberá definir si es necesario realizar algún complemento 
legal. En particular, a los señores integrantes de la comi- 
sión les preocuparon dos temas. 


El primero refiere a lo que establece este proyecto de 
ley con respecto a conferir a los adultos, en el trabajo, en 
el deporte o en cualquier ámbito, el derecho a los contro- 
les, a la medicación y a la alimentación complementaria 
para mejorar los niveles y la estabilidad de su enfermedad. 
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¿Qué ocurre con los niños que padecen diabetes y deben 
tener esos mismos cuidados o cuidados similares? ¿A los 
padres se les confiere el derecho a retirarse temporalmente 
de cualquiera de los lugares a los que hacíamos referencia 
para brindarle esos cuidados a un hijo que padece diabe- 
tes? El proyecto de ley no da solución a este problema. 
Realizamos la consulta a la ANEP, pero hasta el día de 
ayer no había llegado una respuesta. Por lo tanto, queda 
pendiente y, una vez se sepa qué está dispuesto para esos 
niños, se verá si hay que complementar la ley con algún 
artículo específico que contemple a niños, niñas y adoles- 
centes. 


La otra preocupación —que también estuvo presente 
durante la discusión en la Cámara de Representantes— es 
que quienes padecen estas enfermedades quisieran contar 
con un elemento que permita —ante un evento en la vía pú- 
blica, por ejemplo—, identificar claramente esa situación. 
En más de una oportunidad se han sugerido e incluso se 
han utilizado las medallas o carnés que identifican la exis- 
tencia de una enfermedad de esta naturaleza, pero tanto 
los usuarios como la fundación de diabetes del Uruguay 
—que tiene algunas visiones matizadas con relación a este 
proyecto y que sugirió una serie de artículos alternativos, 
aunque entendimos que ya estaban reflejados en el texto 
que estamos considerando— manifestaron que no se trata 
de tener un carné, que muchas veces queda en una bille- 
tera o en un bolsillo y no es considerado, sino algo más 
adaptado a la realidad actual que permita identificar rá- 
pidamente. 


Luego de haber aprobado el proyecto de ley, en una se- 
sión de la comisión a la que compareció el ministro de Sa- 
lud Pública, transmitimos esta inquietud. Se nos dijo que 
se iba a considerar como algo voluntario, ya que algunas 
personas entienden que, en lugar de ser un elemento que 
ayuda a la identificación rápida, constituye un elemento 
de discriminación. Los avances tecnológicos hoy permi- 
ten contar, por ejemplo, con un código QR, con el que se 
puede conocer rápidamente, a través de un teléfono, la 
existencia de alguna de estas enfermedades. Incluso, ac- 
tualmente se puede tener la historia clínica en una pulsera, 
que se puede usar de manera permanente. 


Por lo tanto, a pesar de estos dos temas que nos siguen 
preocupando —es lógico que la sociedad y, en particular, 
este Cuerpo legislativo se preocupen por mejorar las con- 
diciones de vida y la salud de quienes padecen enferme- 
dades crónicas no transmisibles—, sugerimos al plenario la 
aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Nos visitan alumnos de 3." 
año de liceo del Colegio Seminario. ¡Sean bienvenidos! 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA - Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Muchas gracias, señora 
presidenta. 


Estamos en un todo de acuerdo con la exposición que 
ha realizado la señora senadora Xavier; simplemente, que- 
remos expresar un detalle que consideramos fundamental. 
Los costos de los alimentos sin azúcar o light para dia- 
béticos, así como de los alimentos para hipertensos, en 
muchos casos son más elevados que los de productos con 
grasas y demás. Creo que debería ser al revés: los precios 
de los productos para enfermedades como la diabetes y la 
hipertensión deberían ser controlados para que no estén 
por encima, como ocurre actualmente, de los de productos 
que sí generan —está demostrado— perjuicios; esos alimen- 
tos deberían tener un impuesto. Quería dejar esta reflexión 
para el futuro. 


En lo demás, vamos a dar el voto para la aprobación de 
este proyecto de ley. 


Muchas gracias, presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.*. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Formulo moción en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y se vote en 
bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 

—26 en 27. Afirmativa. 

En consideración el articulado. 

Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 


27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


(Aplausos en la barra). 


15) TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en primer término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se establecen normas en mate- 
ria de tránsito y seguridad vial. (Carp. n.” 1209/2018 - rep. 
n.> 916/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1209/2018 - rep. n.* 916/19 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 


PROYECTO DE LEY 
NACIONAL DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL 


Declaración de orden público 


Artículo 1*.- Declaración de orden público. Las disposiciones de la presente ley 
son de orden público. 


CAPÍTULO | 
De los elementos de seguridad pasiva y activa para los vehículos 


Artículo 2”.- Los vehículos cero kilómetro propulsados a motor de tres ruedas o 
menos que se nacionalicen en el país para las categorías que se establezcan en la 
reglamentación de la presente ley, deben contar con encendido automático de luces 
cortas o diurnas, sistema de frenos ABS o CBS, según cilindrada o potencia, 
neumáticos y espejos retrovisores certificados incorporados al vehículo. 


Artículo 3”.- Los vehículos cero kilómetro propulsados a motor de cuatro ruedas 
o más que se nacionalicen en el país para las categorías que se establezcan en la 
reglamentación de la presente ley, deben contar con control electrónico de estabilidad, 
dispositivo de alerta acústica y visual de colocación de cinturón de seguridad, 
encendido automático de luces cortas o diurnas, neumáticos y espejos retrovisores 
certificados incorporados al vehículo, limitador de velocidad, protección de los 
ocupantes en caso de impacto frontal y lateral, protección en los vehículos para 
atropello de peatones, sin perjuicio de otros elementos que disponga la 
reglamentación referida. 


Artículo 4”.- Los elementos de seguridad referidos en los artículos anteriores 
serán exigibles en cada caso a partir de la fecha que fije la reglamentación respectiva. 


Artículo 5”.- Los elementos de seguridad exigidos en la presente ley, deben 
cumplir con las reglamentaciones armonizadas por Naciones Unidas u otra norma 
técnica internacional reconocida, cuando corresponda, de acuerdo a lo que fije la 
reglamentación respectiva. 


Artículo _6”.- Toda máquina ferroviaria, tren, locomotora o vagón tendrá 
dispositivos lumínicos de conformidad con lo que fije la reglamentación respectiva. 
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CAPÍTULO Il 
Seguridad en la circulación de los usuarios vulnerables 


- Los peatones no podrán cruzar la calzada usando dispositivos 
electrónicos o de telefonía móvil, excepto aquellos de funcionamiento no manual. 


Artículo _8*.- Los ciclistas y motociclistas deben cumplir las normativas de 
tránsito vigentes que les sean aplicables y conducir con pleno dominio de sus 
facultades psicofisicas. 


Artículo 9”.- Todo ciclista o motociclista tiene derecho al pleno uso de un carril. 
Podrán circular en grupos de a dos en fondo, dentro del mismo carril. 


Artículo 10.- Los ciclistas y motociclistas deben circular por la calzada por el 
carril de la derecha, excepto que existan zonas en la calzada o en la acera 
debidamente señalizadas y habilitadas para el uso de ciclistas. 


Artículo 11. - Los ciclistas y motociclistas deben circular en línea recta dentro de 
su carril, excepto para adelantar algún obstáculo o vehículo, detenido o en marcha, 
respetando la distancia de seguridad y haciendo las señales correspondientes. 


Artículo 12.- Los conductores de bicicletas y los conductores y acompañantes 
de motocicletas: 


A) Deben ir correctamente sentados en sus asientos con pleno dominio de 
los mecanismos de conducción. 


B) Tienen prohibido asirse o sujetarse a otro vehículo que esté circulando. 


C) No pueden circular en zigzag o realizar maniobras de riesgo para sí y el 
resto de los usuarios de! tránsito. 


D) No pueden remolcar o transportar carga en bicicletas o motocicletas que 
no estén diseñadas para ello, o cuyo peso o volumen comprometan las 
condiciones de seguridad y maniobrabilidad en vía pública. 


E) Circular en grupos que obstruyan la circulación general, salvo autorización 
expresa de la autoridad competente. 


F) No pueden usar elementos que disminuyan o impidan la audición o la 
visión. 


Artículo 13.- La autoridad competente, bajo determinadas condiciones, podrá 
reservar un área específica de la calzada o de la acera, para la circulación de ciclistas. 
Dicha área deberá estar debidamente demarcada y no podrá ser invadida por otros 
vehículos o peatones. Los conductores de bicicletas tienen prohibido circular por los 
sitios destinados a peatones, salvo que esté autorizado. 


Artículo 14.- Los ciclistas deben utilizar las siguientes señales de advertencia 
en su circulación: 
A) Para girar a la izquierda, brazo extendido horizontalmente. 


B) Para girar a la derecha, brazo en ángulo recto hacia arriba, o extendido. 
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C) En caso de disminución de velocidad o detención, brazo en ángulo recto 
hacia abajo. 


.- Los ciclistas deben utilizar chaleco o campera o en su defecto 
bandas u otra vestimenta con elementos de retro-reflexión que cumplan con las 
exigencias técnicas que fije la reglamentación respectiva. 


Artículo 16.- Los ciclistas que se encuentren entrenando o en competencias 
deportivas deben utilizar protección ocular, de acuerdo a lo que fije la reglamentación. 


Artículo 17 - Se prohíbe a los ciclistas el cruce de rutas nacionales montado en 
bicicleta. Para realizar dicho cruce debe descender y cruzar a pie junto a la bicicleta, 
con la debida precaución. 


Para girar a la izquierda debe realizar la maniobra en tres etapas: 


A) Circular por el borde derecho de la calzada. 
B) Al llegar al punto de giro, descender del rodado. 
C) Cruzar la ruta a pie, caminando con la bicicleta a su lado. 


Los ciclistas en todos los casos en que deban detener su marcha, deben hacerlo 
en un lugar apartado de la senda de circulación. 


Artículo 18.- Los conductores de vehículos no pueden estacionar en las áreas 
afectadas para la circulación de ciclistas. Éstas serán demarcadas mediante 
señalización horizontal, vertical o ambas, de acuerdo a lo que fije la reglamentación. 


Artículo _19.- Los conductores de vehículos deben adoptar las máximas 
precauciones para cruzar las áreas afectadas y demarcadas para la circulación de 
ciclistas. 


Artículo 20.- Las definiciones y especificaciones para la realización de obras e 
infraestructura, señalización, información para los usuarios del tránsito y todos 
aquellos aspectos que tiendan a establecer criterios mínimos a regir en todo el 
territorio nacional para la circulación de ciclistas, se fijará a través de la reglamentación 


respectiva. 
CAPÍTULO lll 
De las infracciones, sanciones y aspectos administrativos 


Artículo 21.- Las infracciones se clasifican en leves, graves y gravísimas. Serán 
constatadas por los funcionarios públicos competentes en la materia, por los medios 
tecnológicos que se dispongan o por ambos, de acuerdo a lo que fije la reglamentación 
respectiva. 


Artículo 22.- Las sanciones previstas en esta ley se graduarán en atención a la 
gravedad del hecho por su incidencia en la siniestralidad vial, sus consecuencias en 
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caso de siniestros de tránsito, los antecedentes del infractor y su condición o no de 
reincidente, de acuerdo con lo que fije la reglamentación. 


Cuando el conductor sancionado no pudiere ser identificado o individualizado por 
las autoridades, la multa se aplica a quien figure inscripto en el registro vehicular 
departamental. 


Las sanciones a que dieran lugar las infracciones de tránsito, serán aplicadas 
por la autoridad competente en cuya jurisdicción se hubieran producido, 
independientemente del departamento de origen del vehículo. 


Artículo 23.- Permiso por Puntos: todo conductor habilitado, para conducir 
cualquier clase de vehículos, contará al momento de la renovación u otorgamiento del 
Permiso Unico Nacional de Conducir, con una asignación inicial de puntos. Dichos 
puntos se reducirán por cada sanción firme que se le imponga por la comisión de 
infracciones gravísimas, de acuerdo al tratamiento que disponga la reglamentación 
respectiva. Para la aplicación del Permiso por Puntos se deberá contar previamente 
con un registro de conductores, infracciones e infractores. 


Artículo 24.- El titular de un Permiso Único Nacional de Conducir, con riesgo de 
pérdida de vigencia del mismo, podrá recuperar puntos si aprueba el proceso de 
reinserción como conductor, de conformidad con los requisitos que fije la 
reglamentación. 


En los casos de pérdida de vigencia declarada por la autoridad judicial o 
administrativa derivada de la pérdida de puntos o no, el titular podrá recuperar su 
Permiso Único Nacional de Conducir cumpliendo con el proceso de reinserción de 
conformidad con lo que establezca la reglamentación para cada caso. 


Artículo 25.- Las sanciones administrativas aplicables por las infracciones de 
tránsito y seguridad vial previstas en las normas nacionales y departamentales son: 
A) Advertencia. 
B) Multa. 
C) Retiro de puntos. 


D) Suspensión del Permiso Único Nacional de Conducir e inhabilitación 
temporal del conductor. 


E) Cancelación del Permiso Único Nacional de Conducir con inhabilitación 
total del conductor, sin perjuicio del proceso de rehabilitación para 
conducir, de acuerdo a lo que fije la reglamentación. 


F) Retiro de placas de matrícula del vehículo. 
G) Inmovilización o retiro del vehículo de la circulación. 


Artículo 26.- El Poder Ejecutivo reglamentará los valores de las sanciones de 
todas las infracciones de tránsito, adoptando la propuesta realizada a la Unidad 
Nacional de Seguridad Vial por el Congreso de Intendentes. 
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Artículo 27.- Cuando el infractor no acredite su residencia legal en el territorio 
nacional, deberá abonar las infracciones de tránsito cometidas antes de abandonar el 
país mediante el mecanismo que se fije en la reglamentación respectiva. 


Artículo 28.- Se considera reincidencia, al hecho de cometer nuevamente la 
misma infracción dentro del término de doce meses y debe ser sancionada con el 
doble de la multa establecida. 


Artículo 29.- Se le suspenderá la habilitación para conducir por el plazo de un 
año a todo conductor que en un período de cinco años sea objeto de sanción firme en 
vía administrativa, como autor de dos infracciones gravísimas que lleven aparejada la 
suspensión del Permiso Único Nacional de Conducir, sin perjuicio de la normativa 
vigente. 


Artículo 30.- El uso del Permiso Único Nacional de Conducir durante el tiempo 
de suspensión, llevará aparejada además una nueva suspensión por un plazo de 
dieciocho meses de cometerse la primera infracción, y de veinticuatro meses, si se 
produjese una segunda o sucesivas infracciones, sin perjuicio del delito que se pueda 
configurar. 


Artículo 31.- Las infracciones detectadas y formuladas por los funcionarios con 
competencia en el control del tránsito en vía pública, siempre que sea posible serán 
notificadas en el acto, haciendo constar los datos en el documento del que se expedirá 
una copia para el infractor. 


Cuando por alguna circunstancia no fuera posible notificar en el acto al infractor, 
la infracción deberá ser notificada por los medios que cada gobierno departamental 
establezca en cumplimiento de la normativa vigente, al domicilio de la persona que 
figure como titular en el registro del Sistema Unico de Cobro de Ingresos Vehiculares. 


El mismo procedimiento se aplicará cuando la autoridad haya tenido 
conocimiento de los hechos a través de medios de captación y reproducción de 
imágenes que permitan la identificación del vehículo. 


Artículo 32.- Los titulares de permisos para conducir y los titulares o poseedores 
de vehículos están obligados a comunicar los cambios de domicilio. 


.- Las sanciones por infracciones de tránsito prescriben a los cinco 
años contados desde el momento en que se cometió la infracción. 


Artículo 34.- La interposición por el interesado de cualquier recurso 
administrativo o de acciones o recursos jurisdiccionales, suspenderá el curso de la 
prescripción hasta que se configure resolución definitiva ficta; se notifique la resolución 
definitiva expresa, o hasta que quede ejecutoriada la sentencia, en su caso. 


Artículo 35.- El término de prescripción de las infracciones se interrumpirá por, 
el otorgamiento de vista previa, la notificación de la resolución del organismo 
competente de la que resulte un crédito contra el sujeto pasivo; por el emplazamiento 
judicial y por todos los demás medios del derecho común. 
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Artículo 36.- Las sanciones derivadas de las infracciones de tránsito no poseen 
efecto suspensivo. 


Artículo 37.- Cuando se desplace por estrictas razones de servicio, el conductor 
de un vehículo autorizado de emergencia, podrá hacer uso de las excepciones que 
fije la reglamentación respectiva, bajo su responsabilidad y sujeto a las condiciones 
que se establezcan en la misma. 


Artículo 38.- Los gobiernos departamentales, en el marco de operativos, podrán 
realizar el control y fiscalización en vía pública en su territorio departamental, en rutas 
nacionales, como así también las prácticas de manejo para la obtención del Permiso 
Único Nacional de Conducir, sin perjuicio de las competencias vigentes de los 
organismos nacionales. 


CAPÍTULO IV 
De los conductores en relación con los vehículos 


Artículo 39.- Para circular por las vías públicas del territorio nacional con un 
vehículo automotor, se deberá contar con habilitación expedida por el gobierno 
departamental correspondiente al departamento donde se encuentre empadronado 
dicho vehículo, sin perjuicio del cumplimiento de las demás disposiciones nacionales 
y departamentales aplicables a los conductores y a los vehículos. Dicha habilitación 
se otorgará a quien se inscriba en el registro vehicular departamental acreditando 
poseer derechos sobre el vehículo respectivo. Los derechos admisibles para obtener 
la habilitación y la forma de acreditarlos se determinarán en forma unificada para todos 
los gobiernos departamentales por el Congreso de Intendentes en el plazo de ciento 
ochenta días luego de promulgada la presente ley. 


Artículo 40.- Cuando se detecte la infracción de circular con vehiculos que 
mantengan deudas tributarias vencidas, sin perjuicio de la aplicación de la multa que 
corresponda, si dichos adeudos refieren a cinco años o más de ejercicios fiscales 
acumulados, los servicios inspectivos de los gobiernos departamentales en cuya 
jurisdicción se constate la infracción, independientemente del departamento de 
empadronamiento del vehículo, estarán facultados para retirar las placas de matrícula 
del vehículo, quedando en consecuencia el mismo inhabilitado para circular hasta 
tanto no se regularice su adeudo. El vehículo será retirado de la vía pública y 
depositado en el lugar destinado al efecto y solo podrá ser retirado del depósito por 
quien esté inscripto en el registro vehicular departamental, una vez regularizada su 
situación tributaria y previo pago de la multa y de los gastos ocasionados que serán 
de su cargo. En los casos de que los vehículos no sean retirados por el inscripto en 
el registro departamental se aplicará la Ley N* 18.791, de 11 de agosto de 2011, en lo 
pertinente. El procedimiento de retiro y depósito será fijado en la reglamentación 
respectiva. 


Artículo _41.- La reglamentación del presente capítulo será propuesta en un 
plazo de ciento ochenta dias en forma unificada por todos los gobiernos 
departamentales a través del Congreso de Intendentes al Poder Ejecutivo. 
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Los gobiernos departamentales establecerán las multas por infracción al 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en este capítulo, sin perjuicio de las 
reglas generales establecidas en la Ley N*18.191, de 14 de noviembre de 2007 y en 
la presente ley, constituyendo título ejecutivo el testimonio de la resolución firme que 
imponga la sanción, siendo de aplicación en lo pertinente lo dispuesto por los artículos 
91 y 92 del Código Tributario. 


CAPÍTULO V 
Modificaciones legales 


Artículo 42 - Se modifica el numeral 2 del artículo 5” de la Ley N*18,191, de 14 
de noviembre de 2007, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


*2. Solo podrá restringirse o impedirse definitiva o temporalmente la circulación 
o conducción de un vehículo en los casos previstos en la presente ley y en 
las normas concordantes de interés público”. 


Artículo 43.- Sustitúyese el artículo 30 de la Ley N*”18.191, de 14 de noviembre 
de 2007, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 30.- Es obligatorio para todo vehículo automotor que circule dentro 
del ámbito de aplicación de la presente ley (artículo 4?), el uso de los proyectores 
de luz baja (luces cortas) encendidos en forma permanente. Los vehículos 
equipados en origen con el sistema de luces diurnas (DRL), podrán utilizarlas en 
vía pública para dicho fin en sustitución de las luces bajas (luces cortas)”. 


Artículo 44 - Sustitúyese el artículo 33 de la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre 
de 2007, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 33.- Es obligatorio el uso de casco protector certificado, 
debidamente abrochado, para los usuarios de motocicletas que circulen dentro 
del ámbito de aplicación de la presente ley”. 


.- Sustitúyese el literal E) del artículo 36 de la Ley N* 18.191, de 14 
de noviembre de 2007, por el siguiente: 


“E) Luz verde: permite adelantar, a quien la enfrenta, así como girar a la derecha. 
Si se circula por calle de un solo sentido de circulación, también permite girar 
a la izquierda. 


Se prohíbe girar a la izquierda en calles con semáforos de doble sentido de 
circulación, excepto autorización expresa mediante señalización 
correspondiente y resolución fundada por la autoridad competente.” 


Artículo 46 - Sustitúyese el artículo 42 de la Ley N” 18.191, de 14 de noviembre 
de 2007, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 42. Se define incidente de tránsito o incidente vial el hecho en el 
cual se produce daño a personas o bienes, en ocasión de la circulación en la vía 
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pública. 


Se define siniestro de tránsito a la colisión u otro tipo de impacto con implicación 
de al menos un vehículo en movimiento, que tenga lugar en una vía pública o 
privada a la que la población tenga derecho de acceso, y que tenga como 
consecuencia al menos una persona lesionada.” 


Artículo 47.- Sustitúyense en la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007, 
todas las expresiones contenidas en la misma que refiere a “accidentes” por la 
expresión "incidente vial”, según el alcance dado por la definición establecida en la 
nueva redacción del artículo precedente. 


Artículo 48.- Sustitúyese el artículo 53 de la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre 
de 2007, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 53.- Infracciones. Se considera infracción de tránsito el 
incumplimiento de cualquier disposición de la normativa vigente en materia de 
tránsito que deriven de la Ley N* 18,191, de 14 de noviembre de 2007, sus 
modificativas y complementarias, así como de sus decretos reglamentarios, de 
las normas departamentales o nacionales, sin perjuicio de que puedan constituir 
además delitos o faltas tipificadas como tales en nuestro ordenamiento jurídico”. 


Artículo 49.- Se modifican las siguientes definiciones del Anexo único de la Ley 
N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007, que refiere a DEFINICIONES: 


“CONDUCTOR: Toda persona que conduce un vehículo por la vía pública.” 


“LICENCIA DE CONDUCIR: Se denomina PERMISO ÚNICO NACIONAL DE 
CONDUCIR, a la autorización o permiso que la autoridad competente otorga a una 
persona que cumplió con los requisitos reglamentarios exigidos para conducir 
vehículos en la vía pública, en las condiciones y para los tipos de vehículos 
establecidos en las normas respectivas. Dicho permiso es personal, intransferible, 
revocable y otorgado de acuerdo a las normas vigentes”. 


Artículo 50.- Sustitúyese el artículo 8” de la Ley N* 18,791, de 11 de agosto de 
2011, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 8*.- Los vehículos retirados de la vía pública de acuerdo al 
procedimiento previsto, serán inspeccionados por un técnico del organismo 
actuante, quien determinará si por su estado material resultan recuperables y 
aptos para circular con seguridad. En caso que se determine que el vehículo es 
irrecuperable o no apto para circular, se podrá disponer su destrucción o 
enajenación como chatarra, sin realizar subasta, una vez dictado el acto 
administrativo que la disponga. 


Cada día de permanencia del vehículo incautado en el depósito habilitado podrá 
generar costos hasta el día que se realice el acto administrativo correspondiente, 
de acuerdo a lo que fije la reglamentación respectiva. 


Una vez realizado el acto administrativo, se comunicará a las Intendencias 
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Departamentales la fecha de incautación del vehículo, por medio del Congreso 
de Intendentes. A partir de dicha fecha no se generará deuda de patente y se 
dispondrá la baja del padrón del automotor por concepto de destrucción.” 


Artículo 51.- Sustitúyese el artículo 14 de la Ley N* 19.061, de 6 de enero de 
2013, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 14.- Se prohíbe el transporte de personas en la caja de cualquier 
tipo de vehículo que no haya sido diseñado para tal fin”. 


Artículo 52- Sustitúyese el artículo 47 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre 
de 2015, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 47.- Créase el Sistema del Permiso Único Nacional de Conducir con 
fines de información, análisis y evaluación bajo la coordinación del Congreso de 
Intendentes y la Unidad Nacional de Seguridad Vial, de acuerdo a los requisitos 
y con los alcances que fije la reglamentación, siendo de competencia de las 
Intendencias su gestión, otorgamiento, registro, contralor y decisión 
sancionatoria”. 


Artículo 53.- Para los vehículos cero kilómetro de fabricación extranjera se 
entiende por nacionalización la fecha de pago establecida en el documento único 
aduanero (DUA) tramitado para dicho vehículo. Para los vehículos cero kilómetro de 
fabricación nacional, se entiende por nacionalización la fecha de pago establecida en 
el documento único aduanero (DUA) tramitado para el kit de ensamble de dicho 
vehículo, de conformidad a las partidas NCM 8708.99.90.50 y 8708.99.90.60 para el 
ensamble parcial o completo, respectivamente. 


Artículo _54.- Las normas de tránsito vigentes en el territorio de cada 
departamento o en rutas nacionales, podrán contener disposiciones complementarias 
o no previstas en la presente ley, siempre que no sean contradictorias con ésta, de 
conformidad con nuestro ordenamiento jurídico en base a las normas constitucionales 
existentes. 


Artículo 55.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de 


ciento ochenta días a partir de su promulgación, sin perjuicio de la reglamentación del 
Capítulo IV de la presente ley. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, 13 de agosto de 2019 


Charles Carrera 
Miembro Informante 
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MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
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MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 


MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 1 5 OCT 2018 


Señora Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo, tiene el honor de poner a consideración de ese Cuerpo el adjunto 
proyecto de Ley, el que tiene por objeto distintas iniciativas en materia de tránsito y 


seguridad vial. 


Antecedentes.- Por Ley N* 18.113, de 18 de abril de 2007, se crea la Unidad Nacional 
de Seguridad Vial, y en la redacción dada por el artículo 44 de la N* Ley N* 19,355, de 
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19 de diciembre de 2015, establece dentro de sus objetivos: “A) Elaborar y proponer 
al Poder Ejecutivo la política nacional de seguridad vial a regir en el pais. B) Analizar las 
causas de los siniestros de tránsito y demás aspectos referidos a éstos y generar las 
propuestas y medidas para la contención y reducción de la siniestralidad vial en todo el 
territorio nacional, en tanto el numeral 7) del artículo 45 establece dentro de sus 


competencias: “Proponer los reglamentos relativos al tránsito y la seguridad vial”. 


La Ley N* 18.191, de fecha 14 de noviembre de 2007, inició el proceso de unificación 
de las normas en materia de tránsito y seguridad vial de todo el país, estableciendo un 
marco mínimo y posteriormente con la Ley N” 19.061, de 06 de enero de 2013, se 
aprobaron distintas disposiciones que profundizaron el tratamiento de los factores de 


riesgo recogiendo las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud. 


El presente proyecto es el resultado de un muy buen ámbito de trabajo en equipo, que 
fue elaborado activamente por parte de los representantes del Congreso de 
Intendentes, del Ministerio del Interior, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería, quienes analizaron y desarrollaron en 


sendos grupos de intercambio, definiendo por consenso las normas a incluir. 


El producto de ese proceso interinstitucional estuvo sujeto a la consideración e 
intercambio con otras instituciones públicas y privadas vinculadas a la seguridad vial 
del país, por ejemplo los colectivos de ciclistas, las Unidades Locales de Seguridad Vial 


(Ulosevs) de todo el país, fundaciones, personas fisicas, etc. 


El presente proyecto se elaboró en base a una concepción integral, tomando de 
referencias las recomendaciones realizadas en distintos informes de la Organización 
Mundial de la Salud, que expresando: “Es fundamental promulgar y hacer cumplir la 
legislación sobre diversos factores de riesgo de traumatismos y muerte por causa del 
tránsito para incidir en la exposición al riesgo, el número de siniestros, la gravedad de 


los traumatismos y las consecuencias de las lesiones con posterioridad al accidente. Ha 
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quedado demostrado que una legislación integral y clara, aplicada con sanciones 
apropicdas y acompañada de campañas de sensibilización del público, es un factor 
fundamental para reducir los traumatismos y las víctimas mortales por accidentes de 
trónsito ligados al velocidad, la conducción bajo los efectos del alcohol y la falta de uso 
de medidas de protección de los ocupantes (cascos, cinturones de seguridad y sistemas 
de retención para niños). Los resultados de la encuesta mundial sugirieron que en 
muchos países la legislación sobre estos factores de riesgo no es integral y que con 
frecuencia no se hace cumplir. (Página 18 del Informe de la situación mundial de la 


seguridad vial 2009). 


En esta concepción se enmarca el presente proyecto de ley, con la implicación de las 
distintas instituciones y sectores, profundizándose en lo que refiere a factores de 
riesgo con aspectos que permiten facilitar la aplicación de las normas de tránsito y 


seguridad vial. 


Ante la ausencia de regulación con alcance nacional fueron contemplados los usuarios 
vulnerables, sus derechos y deberes al momento de desplazarse en via pública, así 
como la incorporación de nuevos elementos de seguridad vial profundizando el camino 
iniciado con la Ley N* 19,061, de 06 de enero de 2013, así como otras propuestas que 
permiten la aplicación eficiente de las normas e incluyéndose por último correcciones 


de varias normas de distintos cuerpos normativos. 
SITUACIÓN ACTUAL: 


“El número de muertes por accidente de tránsito (1,25 millones en 2013) se está 
estabilizando, pese al aumento mundial de la población y del uso de vehículos de 
motor. Entre 2010 y 2013, la población ha aumentado en un 4% y los vehículos en un 
16%, lo cual indica que las intervenciones puestas en práctica en los últimos años para 
mejorar la seguridad vial en el mundo han salvado vidas humanas”. Informe sobre la 


situación mundial de la seguridad vial 2015 de la Organización Mundial de la Salud. 


90-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


3 de setiembre de 2019 


En el período comprendido desde el año 2011 al 2017 Uruguay ha reducido sus índices 


de siniestralidad, pasando de tener una tasa de mortalidad de 17 cada 100.000 


habitantes a una de 13,5; no obstante ello al presente informe, esta tasa tuvo un leve 


aumento (0,7 respecto 2016) y en relación a los meses que han transcurrido del año 


2018 se ha incrementado aún más, lo que nos alerta a seguir profundizando el trabajo 


en esta materia para sostener la reducción de la siniestralidad en el largo plazo. 


2010 


llustración 1: Objetivos del Decenio de Acción - Período 2011 - 2020 


2011 


2012 


9 Fallecidos «4 Obi0tivo del Decenio 
567 
. $38 
* 1 506 
. 
0 470 
515 y 445 p 
480 >”. 
hs » 
425 le 
e 
380 > 
a 
300 
2» 2 2 L£ 5 2 9 
A Po] 8 8 8 R Pa 


hb 


278 


2020 


Siguiendo las recomendaciones dadas en el primer informe del año 2004 de la 


Organización Mundial de la Salud, Uruguay incorpora el vocablo “Siniestro de 


tránsito”, en lugar de referirse a accidentes de tránsito, entendiendo que las lesiones 


causadas por el tránsito son predecibles y evitables, por lo que proponemos en la 


presente propuesta la modificación del término dado en el artículo 42 de la Ley N* 


18.191, de 14 de noviembre de 2007. 


CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY: 
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Orden público: Se propone que el presente proyecto de ley sea declarado de orden 
público, con los alcances que el término desde el punto de vista jurídico posee, en 
atención al fenómeno social creciente de la movilidad y seguridad vial, donde se 
expone al riesgo el primero de los derechos fundamentales que es el derecho a la vida 


y ala integridad física de los usuarios de la vía pública. 
CAPÍTULO 1 - De los elementos de seguridad pasiva y activa para los vehículos. 


En base al trabajo interinstitucional de la Unasev junto al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, asociaciones, 
importadores, fabricantes, comerciantes, etc. se propusieron los elementos de 
seguridad obligatorios para el ingreso de vehículos al país adecuado con las exigencias 
en la región, atendiendo a los países del Mercosur y tomándose en consideración las 
actualizaciones existentes a nivel de Naciones Unidas, según las recomendaciones del 


WP 29 donde Uruguay participa como observador. 


La propuesta de cada elemento de seguridad fue resultado del análisis, investigación, 
evidencia científica, derecho comparado, situación de la región y oportunidad de 
aplicación en Uruguay, realizada en un ámbito de intercambio continuo desde las 


autoridades legitimadas con todas las asociaciones y empresas asociadas en el país. 
CAPÍTULO II - Seguridad en la circulación de los usuarios vulnerables. 


“Cerca de la mitad de las personas que fallecen en las vías de trónsito del mundo son 
usuarias vulnerables de éstas”. “En la mayoría de los países de ingresos bajos y 
medianos, gran parte de los usuarios de las vías de tránsito son personas vulnerables: 
peatones, ciclistas y usuarios de vehículos de motor de dos o tres ruedas”. Estos 


usuarios corren un riesgo mayor que aquellos que utilizan otros vehículos. 


Del informe referido de la OMS surge que “Históricamente, muchas de las medidas 


estoblecidas para reducir las víctimas mortales y los traumatismos por accidentes de 
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tránsito están orientadas a proteger a los ocupantes de los vehículos. No obstante, 
como pone de manifiesto el presente informe, cerca de la mitad de las personas que 
fallecen cada año por accidentes de tránsito en el mundo son peatones, motoristas, 
ciclistas y pasajeros del transporte público, y esta cifra es aún mayor en los países y 
comunidades más pobres del mundo”. Prefacio página IV del Informe sobre la situación 


mundial de la seguridad vial 2009. 


En éste informe, se alerta sobre las necesidades de todos los usuarios de las vías de 
tránsito, y que como veremos a los datos que posee Uruguay requiere una política 


pública que contemple y regule a los grupos más vulnerables. 


En Uruguay los peatones, los ciclistas y los motociclistas y sus pasajeros representan el 
66.4 % de las víctimas mortales por siniestros de tránsito en Uruguay. Informe de 


siniestralidad vial 2017 UNASEV. 


Nustración 19: Participación de fallecidos según vehículo. 
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Peatones: En el año 2017 fallecieron 70 peatones, lo que representan el 14,9% del 


total de fallecidos en el año, teniendo mayor incidencia en las personas mayores de 70 
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años. La preocupación creciente a nivel mundial y a nivel país se asocia con el uso del 
celular por parte de los peatones, constituyendo un distractor de la atención de los 
usuarios de la vía pública. La propuesta realizada busca visibilizar y poner la atención 


en el riesgo que constituye el uso del celular abandonando la atención del entorno al 
momento de cruzar la calzada. 


Nustración 34: Participación de peatones fallecidos en siniestros de tránsito por edad y sexo, 
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Motociclistas: Los 219 motociclistas fallecidos en el año 2017, representan el 46,6 % 


de los fallecidos cuyo 52% (114 fallecidos) tienen entre 15 a 34 años de edad, según 
gráfico que se adjunta. 
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tiustración 32: Participación de Motocichstas fallecidos por franja etaría y sexo. 


Ciclistas: En el año 2017 fallecieron 23 ciclistas, lo que representa el 4,9 % del total de 
fallecidos involucrando a todas las edades. 


Mustración 37: Contitod de cbistus fallecidos por edad 
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En nuestro ordenamiento jurídico actual, la Ley Nacional de Tránsito y Seguridad Vial 
N* 18,191, de 14 de noviembre de 2007, no prevé un marco jurídico específico de 
normas de circulación de ciclistas y motociclistas. Hoy, con nuestro ordenamiento 
jurídico vigente, se armoniza integrando las normas de circulación que les sean 
aplicables, con las normas del Reglamento Nacional de Circulación Vial N* 118/984, de 
23 de marzo de 1984 y las normas de cada Gobierno Departamental del país, según la 
jurisdicción nacional o departamental que se considere la situación de circulación. De 
esta manera nos encontramos con diferencias en el tratamiento jurídico así como con 
legislaciones que requieren una adecuación y actualización a los conceptos de 


seguridad vial existentes hoy día. 


Pretendemos con la presente propuesta disponer de un marco mínimo único de 
circulación para ciclistas y motociclistas, y que con la reglamentación se Internalicen 
los parámetros mínimos vinculados a distintivos, señalización, obras, etc, que permitan 


avanzar en un mensaje único para dichos usuarios en todo el país. 
CAPÍTULO lll - De las infracciones, sanciones y aspectos administrativos 


Las normas propuestas en este capítulo, procuran dar respuesta a las ausencias y 
vacios normativos que determinan diferentes interpretaciones según el lugar de 
cometimiento de la infracción. El objetivo de brindar un marco jurídico único desde el 
punto de vista administrativo, facilita la aplicación práctica de todas las demás normas 
vigentes en materia de tránsito y seguridad vial. El sentido de éste capítulo es conteste 
con la recomendación dada en el “Informe sobre la situación mundial de la Seguridad 
Vial” de 2009, cuando expresa: “Esta legislación debe asegurar que se eviten lagunas 
jurídicas que podrían eximir de su cumplimiento a determinados usuarios de las vias de 


tránsito.” 


“Es fundamental promulgar y hacer cumplir la legislación sobre diversos factores de 


riesgo de traumatismos y muerte por causa del tránsito para incidir en la exposición al 
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riesgo, el número de siniestros, la gravedad de los traumatismos y las consecuencias de 
las lesiones con posterioridad al accidente.” “Los esfuerzos para hacer cumplir la 
legislación deben ser muy visibles, difundirse bien, sostenerse y aplicarse por medio del 
uso de medidas y sanciones apropiadas en caso de infracción.” (Informe sobre la 
situación mundial de la seguridad vial — OMS 2009). 


Esta propuesta es el resultado del trabajo realizado desde la Unasev con los 
representantes del Congreso de Intendentes y del Ministerio del Interior, 
proponiéndose entre otras normas el respaldo a la incorporación de tecnología en el 
proceso de captación de infracciones, así como solucionar con una mirada nacional 
algunos aspectos formales que derivan de la aplicación de la norma, establecer una 
clasificación de sanciones de carácter nacional, la posibilidad de reglamentar los 
valores únicos de multas, corregir aspectos vinculados a la impunidad en la comisión 


de infracciones, unificación de tiempos de prescripción, entre otras medidas. 


Cabe especial mención, la propuesta realizada por parte de los representantes del 
Congreso de Intendentes que solucionará aspectos vinculados a los operativos de 
tránsito y la toma de exámenes prácticos en jurisdicción nacional dentro del 


departamento. 


Se pretende por otro lado, establecer un sistema que ha dado en denominarse permiso 
de conducir por puntos que incide sobre las habilitaciones administrativas para 
conducir vehículos, combinando dos elementos esenciales. El carácter reeducador 
para modificar aquellos comportamientos que tipifican infracciones y que constituyen 
situaciones de riesgo para sí y para el resto de los usuarios del tránsito, mediante la 
realización de cursos de sensibilización. Y la reeducación vial de los conductores 
reincidentes, que se suma al cumplimiento de otros requisitos y pruebas que permitirá 
la recuperación parcial o total de puntos. Dichos puntos reflejan el nivel de confianza 


que la sociedad le otorga a un conductor en un momento dado y cuya pérdida o 
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disminución de puntos, indica como efecto punitivo el reproche que tales conductas 


merecen por la sociedad. 
CAPÍTULO IV- De los conductores en relación con los vehículos. 


Proponen los representantes del Congreso de Intendentes a la mesa de trabajo, 
normas que tienen por objeto brindar seguridad a la actuación administrativa, 
posibilitando a través de la inscripción en los registros departamentales el seguimiento 
de quienes poseen derechos sobre los vehículos sin tener el título registral, facilitando 


el contralor desde cada Gobierno Departamental. 


CAPÍTULO V- Modificaciones legales. Se plantean varias modificaciones de distintos 
cuerpos normativos que requieren su actualización y corrección normativa. Entre las 
propuestas más destacables se plantea la incorporación de la definición de siniestro de 
tránsito, así como aspectos administrativos vinculados a la ley de subasta y la 
transformación en chatarra, corrección de normas vinculadas a la circulación vial, la 
exigencia legal en relación al uso de casco abrochado, la participación conjunta del 
Congreso de Intendentes y de la Unasev en fijar los requisitos y alcances del Permiso 


Único Nacional de Conducir, entre otras normas. 
CONCLUSIONES: 


En definitiva, la presente propuesta tiene por objetivo profundizar las medidas y 
unificar el marco normativo en seguridad vial en todo el país, promoviendo aquéllas 
normas que fortalecen el sistema de prevención en vías de lograr la reducción de la 


siniestralidad vial en el país. 


Se destaca el trabajo en equipo realizado con los Ministerios y el Congreso de 
Intendentes que integran la Junta Nacional de Seguridad Vial, así como distintas 


instituciones públicas y privadas, fundaciones, asociaciones, empresas, ciudadanos en 
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general que colaboraron en la presente propuesta y son parte de la solución para 


transformar esta realidad. 


Saluda a la señora Presidente con su mayor consideración, 


oleo 
. TABARÉ VÁZQUEZ 


residente de la República 
Pestodo 2015 - 2020 
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PROYECTO DE LEY 
NACIONAL DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL 


Artículo 1.- Declaración de orden público. Las disposiciones de la presente ley son 


de orden público, 


CAPÍTULO | 


De los elementos de seguridad pasiva y activa para los vehículos 


Artículo 2.- Los vehículos cero kilómetro propulsados a motor de tres ruedas o 
menos que se nacionalicen en el país para las categorías que se establezcan en la 
reglamentación de la presente ley, deben contar con encendido automático de 
luces cortas o diumas, sistema de frenos ABS o CBS, según cilindrada o potencia, 


neumáticos y espejos retrovisores certificados incorporados al vehículo. 


Artículo 3.- Los vehículos cero kilómetro propulsados a motor de cuatro ruedas o 
más que se nacionalicen en el país para las categorías que se establezcan en la 
reglamentación de la presente ley, deben contar con control electrónico de 
estabilidad, dispositivo de alerta acústica y visual de colocación de cinturón de 
seguridad, encendido automático de luces cortas o diurnas, neumáticos y espejos 
retrovisores certificados incorporados al vehículo, limitador de velocidad, 
protección de los ocupantes en caso de impacto frontal y lateral, protección en los 
vehículos para atropello de peatones, sin perjuicio de otros elementos que disponga 


la reglamentación referida. 
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Artículo 4.- Los elementos de seguridad referidos en los artículos anteriores serán 


exigibles en cada caso a partir de la fecha que fije la reglamentación respectiva. 


Artículo 5.- Los elementos de seguridad exigidos en la presente ley, deben cumplir 
con las reglamentaciones armonizadas por Naciones Unidas u otra norma técnica 
internacional reconocida, cuando corresponda, de acuerdo a lo que fije la 


reglamentación respectiva. 


Artículo 6.- Toda máquina ferroviaria, tren, locomotora o vagón tendrá dispositivos 


lumínicos de conformidad con lo que fije la reglamentación respectiva. 


CAPÍTULO 11 


Seguridad en la circulación de los usuarios vulnerables 


Artículo 7.- Los peatones no podrán cruzar la calzada usando dispositivos 


electrónicos o de telefonía móvil, excepto aquéllos de funcionamiento no manual. 


Artículo 8.- Los ciclistas y motociclistas deben cumplir las normativas de tránsito 
vigentes que les sean aplicables y conducir con pleno dominio de sus facultades 
psicofísicas. 

Artículo 9.- Todo ciclista o motociclista tiene derecho al pleno uso de un carril, 


Podrán circular en grupos de a dos en fondo, dentro del mismo carril. 
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Artículo 10.- Los ciclistas y motociclistas deben circular por la calzada por el carril de 
la derecha, excepto que existan zonas en la calzada o en la acera debidamente 


señalizadas y habilitadas para el uso de ciclistas. 


Artículo 11.- Los ciclistas y motocidistas deben circular en línea recta dentro de su 
carril, excepto para adelantar algún obstáculo o vehículo, detenido o en marcha, 


respetando la distancia de seguridad y haciendo las señales correspondientes. 


Artículo 12.- Los conductores de bicicletas y los conductores y acompañantes de 
motocicletas: a) deben ir correctamente sentados en sus asientos con pleno 
dominio de los mecanismos de conducción; b) tienen prohibido asirse o sujetarse a 
otro vehículo que esté circulando; c) no pueden circular en zigzag o realizar 
maniobras de riesgo para sí y el resto de los usuarios del tránsito; d) no pueden 
remolcar o transportar carga en bicicletas o motocidetas que no estén diseñadas 
para ello, o cuyo peso o volumen comprometan las condiciones de seguridad y 
maniobrabilidad en vía pública; e) circular en grupos que obstruyan la circulación 
general, salvo autorización expresa de la autoridad competente; f) no pueden usar 


elementos que disminuyan o impidan la audición o la visión. 


Artículo 13.- La autoridad competente, bajo determinadas condiciones, podrá 
reservar un área específica de la calzada o de la acera, para la circulación de 
ciclistas. Dicha área deberá estar debidamente demarcada y no podrá ser invadida 
por otros vehículos o peatones. Los conductores de bicicletas tienen prohibido 


circular por los sitios destinados a peatones, salvo que esté autorizado. 


Artículo 14.- Los ciclistas deben utilizar las siguientes señales de advertencia en su 


circulación: a) para girar a la izquierda, brazo extendido horizontalmente; b) para 
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girar a la derecha, brazo en ángulo recto hacia arriba, o extendido; y c) en caso de 


disminución de velocidad o detención, brazo en ángulo recto hacia abajo. 


Artículo 15.- Los ciclistas deben utilizar chaleco o campera o en su defecto bandas u 
otra vestimenta con elementos de retro-reflexión que cumplan con las exigencias 
técnicas que fije la reglamentación respectiva. 

Artículo 16.- Los ciclistas que se encuentren entrenando o en competencias 
deportivas deben utilizar protección ocular, de acuerdo a lo que fije la 


reglamentación. 


Artículo 17.- Se prohíbe a los ciclistas el cruce de rutas nacionales montado en 
bicicleta. Para realizar dicho cruce debe descender y cruzar a pie junto a la bicicleta, 
con la debida precaución. 

Para girar a la izquierda debe realizar la maniobra en tres etapas: a) circular por el 
borde derecho de la calzada, b) al llegar al punto de giro, descender del rodado y c) 
cruzar la ruta a pie, caminando con la bicicleta a su lado. 

Los ciclistas en todos los casos en que deban detener su marcha, deben hacerlo en 


un lugar apartado de la senda de circulación. 


Artículo 18.- Los conductores de vehículos no pueden estacionar en las áreas 
afectadas para la circulación de ciclistas. Éstas serán demarcadas mediante 


señalización horizontal, vertical o ambas, de acuerdo a lo que fije la reglamentación. 


Artículo 19.- Los conductores de vehículos deben adoptar las máximas precauciones 


para cruzar las áreas afectadas y demarcadas para la circulación de ciclistas. 


Artículo 20.- Las definiciones y especificaciones para la realización de obras e 


infraestructura, señalización, información para los usuarios del tránsito y todos 
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aquellos aspectos que tiendan a establecer criterios mínimos a regir en todo el 
territorio nacional para la circulación de ciclistas, se fijará a través de la 


reglamentación respectiva. 


CAPÍTULO !lI 


De las infracciones, sanciones y aspectos administrativos 


Artículo 21.- Las infracciones se clasifican en leves, graves y gravísimas. Serán 
constatadas por los funcionarios públicos competentes en la materia, por los 
medios tecnológicos que se dispongan o por ambos, de acuerdo a lo que fije la 


reglamentación respectiva. 


Artículo 22.- Las sanciones previstas en esta ley se graduarán en atención a la 
gravedad del hecho por su incidencia en la siniestralidad vial, sus consecuencias en 
caso de siniestros de tránsito, los antecedentes del infractor y su condición o no de 
reincidente, de acuerdo con lo que fije la reglamentación. 

Cuando el conductor sancionado no pudiere ser identificado o individualizado por 
las autoridades, la multa se aplica a quien figure inscripto en el registro vehicular 
departamental. 

Las sanciones a que dieran lugar las infracciones de tránsito, serán aplicadas por la 
autoridad competente en cuya jurisdicción se hubieran producido, 


independientemente del departamento de origen del vehículo. 


Artículo 23.- Permiso por Puntos: Todo conductor habilitado, para conducir 
cualquier clase de vehículos, contará al momento de la renovación u otorgamiento 
del Permiso Único Nacional de Conducir, con una asignación inicial de puntos. 


Dichos puntos se reducirán por cada sanción firme que se le imponga por la 
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comisión de infracciones gravísimas, de acuerdo al tratamiento que disponga la 
reglamentación respectiva. Para la aplicación del Permiso por Puntos se deberá 


contar previamente con un registro de conductores, infracciones e infractores. 


Artículo 24.- El titular de un Permiso Único Nacional de Conducir, con riesgo de 
pérdida de vigencia del mismo, podrá recuperar puntos si aprueba el proceso de 
reinserción como conductor, de conformidad con los requisitos que fije la 
reglamentación. 

En los casos de pérdida de vigencia declarada por la autoridad judicial o 
administrativa derivada de la pérdida de puntos o no, el titular podrá recuperar su 
permiso único nacional de conducir cumpliendo con el proceso de reinserción de 


conformidad con lo que establezca la reglamentación para cada caso. 


Artículo 25.- Las sanciones administrativas aplicables por las infracciones de tránsito 
y seguridad vial previstas en las normas nacionales y departamentales son: 

a) Advertencia. 

b) Multa. 

c) Retiro de puntos. 

d) Suspensión del Permiso Único Nacional de Conducir e inhabilitación temporal del 
conductor, 

e) Cancelación del Permiso Único Nacional de Conducir con inhabilitación total del 
conductor, sin perjuicio del proceso de rehabilitación para conducir, de acuerdo a lo 
que fije la reglamentación. 

f) Retiro de placas de matricula del vehículo. 


8) Inmovilización o retiro del vehículo de la circulación. 


Artículo 26.- El Poder Ejecutivo reglamentará los valores de las sanciones de todas 


las infracciones de tránsito, adoptando la propuesta realizada a la Unidad Nacional 
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de Seguridad Vial por el Congreso de Intendentes. 


Artículo 27.- Cuando el infractor no acredite su residencia legal en el territorio 
nacional, deberá abonar las infracciones de tránsito cometidas antes de abandonar 


el país mediante el mecanismo que se fije en la reglamentación respectiva. 


Artículo 28.- Se considera reincidencia, al hecho de cometer nuevamente la misma 
infracción dentro del término de doce meses y debe ser sancionada con el doble de 


la multa establecida. 


Artículo 29.- Se le suspenderá la habilitación para conducir por el plazo de un año a 
todo conductor que en un período de cinco años sea objeto de sanción firme en vía 
administrativa, como autor de dos infracciones gravísimas que lleven aparejada la 
suspensión del Permiso Único Nacional de Conducir, sin perjuicio de la normativa 


vigente. 


Artículo 30.- El uso del Permiso Único Nacional de Conducir durante el tiempo de 
suspensión, llevará aparejada además una nueva suspensión por un plazo de 
dieciocho meses de cometerse la primera infracción, y de veinticuatro meses, si se 
produjese una segunda o sucesivas infracciones, sin perjuicio del delito que se 


pueda configurar. 


Artículo 31.- Las infracciones detectadas y formuladas por los funcionarios con 
competencia en el control del tránsito en vía pública, siempre que sea posible serán 
notificadas en el acto, haciendo constar los datos en el documento del que se expedirá 
una copia para el infractor. 

Cuando por alguna circunstancia no fuera posible notificar en el acto al infractor, la 


infracción deberá ser notificada por los medios que cada Gobierno Departamental 
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establezca en cumplimiento de la normativa vigente, al domicilio de la persona que 
figure como titular en el registro del Sistema Único de Cobro de Ingresos 
Vehiculares. 

El mismo procedimiento se aplicará cuanto la autoridad haya tenido conocimiento 
de los hechos a través de medios de captación y reproducción de imágenes que 


permitan la identificación del vehículo. 


Artículo 32.- Los titulares de permisos para conducir y los titulares o poseedores de 


vehículos están obligados a comunicar los cambios de domicilio. 


Artículo 33.- Las multas por infracciones de tránsito prescriben en el plazo de diez 
años. El cómputo del plazo se comenzará a contar a partir del momento en que se 
comete la infracción. La prescripción se interrumpe por cualquier actuación 
administrativa relativa a la infracción de la que tenga conocimiento el infractor o se 
practique en su domicilio a través de otras Administraciones, Instituciones u 
Organismos. 

El plazo de prescripción se reanudará si el procedimiento se suspende durante más 


de un mes por causa no imputable al denunciado. 


Artículo 34.- Las multas que no hayan sido abonadas luego de constatada la 
infracción y durante el procedimiento administrativo, deberán hacerse efectivas 
dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de que la sanción quede 
firme. 

Vencido el plazo establecido en el apartado anterior sin que se hubiese satisfecho la 
multa, la exigencia para la obtención de su pago, se llevará a cabo por el 


procedimiento legal correspondiente. 


Artículo 35.- Cuando corresponda el retiro del vehículo de la vía pública, los gastos 
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de traslado y depósito serán de cargo del habilitado en el registro vehicular 
departamental, siendo de aplicación el procedimiento establecido en la ley N'* 
18.791, de 11 de agosto de 2011, para los vehículos depositados que no sean 
retirados por dicho habilitado registral. 

Las sanciones serán aplicadas por el Gobierno Departamental en cuya jurisdicción se 
constate la infracción, independientemente del departamento de empadronamiento 


del vehículo. 


Artículo 36.- Las sanciones derivadas de las infracciones de tránsito no poseen 


efecto suspensivo. 


Artículo 37.- Cuando se desplace por estrictas razones de servicio, el conductor de 
un vehículo autorizado de emergencia, podrá hacer uso de las excepciones que fije 
la reglamentación respectiva, bajo su responsabilidad y sujeto a las condiciones que 


se establezcan en la misma. 


Artículo 38.- Los Gobiernos Departamentales realizarán el control y fiscalización en 
vía pública y las prácticas de manejo para la obtención del Permiso Único Nacional 
de Conducir, en la totalidad de su territorio departamental, ya sea en rutas 
nacionales o departamentales, sin perjuicio de las competencias vigentes de los 


organismos nacionales. 


CAPÍTULO IV 


De los conductores en relación con los vehículos 


Artículo 39.- Para circular por las vías públicas del territorio nacional con un 


vehículo automotor, se deberá contar con habilitación expedida por el Gobierno 


108-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


Departamental correspondiente al departamento donde se encuentre 
empadronado dicho vehículo, sin perjuicio del cumplimiento de las demás 
disposiciones nacionales y departamentales aplicables a los conductores y a los 
vehículos. Dicha habilitación se otorgará a quien se inscriba en el registro vehicular 
departamental acreditando poseer derechos sobre el vehículo respectivo. Los 
derechos admisibles para obtener la habilitación y la forma de acreditarlos se 
determinarán en forma unificada para todos los Gobiernos Departamentales por el 
Congreso de Intendentes en el plazo de 180 días luego de promulgada la presente 


ley. 


Artículo 40.- Cuando se detecte la infracción de circular con vehículos que 
mantengan deudas tributarias vencidas, sin perjuicio de la aplicación de la multa 
que corresponda, si dichos adeudos refieren a cinco años o más de ejercicios fiscales 
acumulados, los servicios inspectivos de los Gobiernos Departamentales en cuya 
jurisdicción se constate la infracción, independientemente del departamento de 
empadronamiento del vehículo, estarán facultados para retirar las placas de 
matrícula del vehículo, quedando en consecuencia el mismo inhabilitado para 
circular hasta tanto no se regularice su adeudo. El vehículo será retirado de la vía 
pública y depositado en el lugar destinado al efecto y solo podrá ser retirado del 
depósito por quien esté inscripto en el registro vehicular departamental, una vez 
regularizada su situación tributaria y previo pago de la multa y de los gastos 
ocasionados que serán de su cargo. En los casos de que los vehículos no sean 
retirados por el inscripto en el registro departamental se aplicará la ley N*. 18.791, 
de 11 de agosto de 2011, en lo pertinente. El procedimiento de retiro y depósito 


será fijado en la reglamentación respectiva. 


Artículo 41.- La reglamentación del presente capítulo será propuesta en un plazo 


180 días en forma unificada por todos los Gobiernos Departamentales a través del 
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Congreso de Intendentes al Poder Ejecutivo. 

Los Gobiernos Departamentales establecerán las multas por infracción al 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en este capítulo, sin perjuicio de las 
reglas generales establecidas en la ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007 y en 
la presente ley, constituyendo título ejecutivo el testimonio de la resolución firme 
que imponga la sanción, siendo de aplicación en lo pertinente lo dispuesto por los 


artículos 91 y 92 del Código Tributario. 
CAPÍTULO Y 


Modificaciones legales 


Articulo 42.- Se modifica el numeral 2 del artículo 5 de la Ley N” 18.191, de 14 de 
noviembre de 2007, el que quedará redactado de la siguiente manera: “2. Sólo 
podrá restringirse o impedirse definitiva o temporalmente la circulación o 
conducción de un vehículo en los casos previstos en la presente ley y en las normas 


concordantes de interés público”. 


Artículo 43.- Se sustituye la redacción dada por el artículo 30 de la Ley N” 18,191, de 
14 de noviembre de 2007, quedando redactado de la siguiente manera: “Es 
obligatorio para todo vehículo automotor que circule dentro del ámbito de 
aplicación de la presente ley (artículo 42), el uso de los proyectores de luz baja (luces 
cortas) encendidos en forma permanente. Los vehículos equipados en origen con el 
sistema de luces diurnas (DRL), podrán utilizarlas en vía pública para dicho fin en 


sustitución de las luces bajas (luces cortas)”. 


Artículo 44.- Se sustituye la redacción dada por el artículo 33 de la Ley N” 18.191, de 
14 de noviembre de 2007, quedando redactado de la siguiente manera: “Es 


obligatorio el uso de casco protector certificado, debidamente abrochado, para los 
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usuarios de motocidetas que circulen dentro del ámbito de aplicación de la 


presente ley”. 


Artículo 45.- Se sustituye la redacción dada por el artículo 36 literal E) de la Ley N* 
18.191, de 14 de noviembre de 2007, por la siguiente redacción: “Luz verde: 
permite adelantar, a quien la enfrenta, así como girar a la derecha. Si se circula por 
calle de un solo sentido de circulación, también permite girar a la izquierda. 

Se prohíbe girar a la izquierda en calles con semáforos de doble sentido de 
circulación, excepto autorización expresa mediante señalización correspondiente y 


resolución fundada por la autoridad competente.” 


Artículo 46.- Se sustituye el artículo 42 de la Ley N” 18.191, de 14 de noviembre de 
2007, por la siguiente redacción: “Artículo 42, Se define incidente de tránsito o 
incidente vial el hecho en el cual se produce daño a personas o bienes, en ocasión 
de la circulación en la vía pública. 

Se define siniestro de tránsito a la colisión u otro tipo de impacto con implicación de 
al menos un vehículo en movimiento, que tenga lugar en una vía pública o privada a 
la que la población tenga derecho de acceso, y que tenga como consecuencia al 


menos una persona lesionada.” 


Artículo 47.- Sustituyese en la Ley N” 18.191, de 14 de noviembre de 2007, todas las 
expresiones contenidas en la misma que refiere a “accidentes” por la expresión 
“incidente vial”, según el alcance dado por la definición establecida en la nueva 


redacción del artículo precedente. 


Artículo 43.- Sustituyese el artículo 53 de la Ley 18.191, de 14 de noviembre de 
2007, por la siguiente redacción: “Infracciones. Se considera infracción de tránsito el 


incumplimiento de cualquier disposición de la normativa vigente en materia de 
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tránsito que deriven de la Ley 18.191, de 14 de noviembre de 2007, sus 
modificativas y complementarias, así como de sus decretos reglamentarios, de las 
normas departamentales o nacionales, sin perjuicio de que puedan constituir 


además delitos o faltas tipificadas como tales en nuestro ordenamiento jurídico”. 


Artículo 49.- Se modifican las siguientes definiciones del Anexo único de la Ley N* 
18.191, de 14 de noviembre de 2007, que refiere a DEFINICIONES: 

“CONDUCTOR: Toda persona que conduce un vehículo por la vía pública.” 

“LICENCIA DE CONDUCIR: Se denomina PERMISO ÚNICO NACIONAL DE CONDUCIR, a 
la autorización o permiso que la autoridad competente otorga a una persona que 
cumplió con los requisitos reglamentarios exigidos para conducir vehículos en la vía 
pública, en las condiciones y para los tipos de vehículos establecidos en las normas 
respectivas. Dicho permiso es personal, intransferible, revocable y otorgado de 


acuerdo a las normas vigentes”. 


Artículo 50.- Sustituyese el artículo 8 de la Ley N” 18.791, de 11 de agosto de 2011, 
por la siguiente redacción: “Los vehículos retirados de la vía pública de acuerdo al 
procedimiento previsto, serán inspeccionados por un técnico del organismo 
actuante, quien determinará si por su estado material resultan recuperables y aptos 
para circular con seguridad. En caso que se determine que el vehículo es 
irrecuperable y no apto para circular, se podrá disponer su enajenación como 
chatarra y su destrucción una vez dictado el acto administrativo que la disponga. 
Cada día de permanencia del vehículo incautado en el depósito habilitado podrá 
generar costos hasta el día que se realice el acto administrativo correspondiente, de 
acuerdo a lo que fije la reglamentación respectiva. 

Una vez realizado el acto administrativo, se comunicará a las Intendencias la fecha 
de incautación del vehículo, por medio del Congreso de Intendentes. A partir de 


dicha fecha no se generará deuda de patente y se dispondrá la baja del padrón del 
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automotor por concepto de destrucción. 


Artículo 51.- Sustituyese la redacción dada por el artículo 14 de la Ley N* 19.061, de 
06 de enero de 2013, por la siguiente: “Se prohíbe el transporte de personas en la 


caja de cualquier tipo de vehículo que no haya sido diseñado para tal fin”. 


Artículo 52- Sustituyese la redacción dada por el artículo 47 de la Ley N” 19.355, de 
19 de diciembre de 2015, por la siguiente redacción: “Créase el Sistema del Permiso 
Único Nacional de Conducir con fines de información, análisis y evaluación bajo la 
coordinación del Congreso de Intendentes y la Unidad Nacional de Seguridad Vial, 
de acuerdo a los requisitos y con los alcances que fije la reglamentación, siendo de 
competencia de las Intendencias su gestión, otorgamiento, registro, contralor y 


decisión sancionatoria”. 


Artículo 53.- Para los vehículos cero kilómetro de fabricación extranjera se entiende 
por nacionalización la fecha de pago establecida en el documento único aduanero 
(DUA) tramitado para dicho vehículo. Para los vehículos cero kilómetro de 
fabricación nacional, se entiende por nacionalización la fecha de pago establecida 
en el documento único aduanero (DUA) tramitado para el kit de ensamble de dicho 
vehículo, de conformidad a las partidas NCM 8708.99.90.50 y 8708.99.90.60 para el 


ensamble parcial o completo, respectivamente. 


Artículo 54.- Las normas de tránsito vigentes en el territorio de cada departamento o 
en rutas nacionales, podrán contener disposiciones complementarias o no previstas 
en la presente ley, siempre que no sean contradictorias con ésta, de conformidad 


con nuestro ordenamiento jurídico en base a las normas constitucionales existentes. 


Artículo 55.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de ciento 
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ochenta días a partir de su promulgación, sin perjuicio de la reglamentación del 


Capítulo IV de la presente ley. 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 18.191, 
De 14 de noviembre de 2007 


DECLARACION DE ORDEN PÚBLICO 


Artículo 1? Las disposiciones de la presente ley son de orden público. El 
tránsito y la seguridad vial constituyen una actividad de trascendencia e interés 
público, en tanto involucran valores como la vida y la seguridad personal, que 
como tales merecen la protección de la ley. 


FINES DE LA LEY 
Artículo 2? Establécese que los fines de la presente ley son: 
1, Proteger la vida humana y la integridad psicofísica de las personas y contribuir 
a la preservación del orden y la seguridad públicos. 


2. Preservar la funcionalidad del tránsito, los valores patrimoniales públicos y 
privados vinculados al mismo y el medio ambiente circundante. 


OBJETO DE LA LEY 


Artículo 3* El objeto de la ley es regular el tránsito peatonal y vehicular 
así como la seguridad vial, en particular: 


A) Las normas generales de circulación. 
B) Las normas y criterios de señalización de las vías de tránsito o circulación. 


C) Los sistemas e instrumentos de seguridad activa y pasiva y las condiciones 
técnicas de los vehículos. 


D) El régimen de autorizaciones administrativas relacionadas con la circulación 
de vehículos. 


E) Establecer las infracciones así como las sanciones aplicables, relacionadas 
con tales fines. 


AMBITO ESPACIAL DE APLICACION 


Artículo 4% Todas las vías públicas del país ubicadas en zonas urbanas, 
suburbanas y rurales, incluidas las vías privadas libradas al uso público y las vías 
y espacios privados abiertos parcialmente al público. 


PRINCIPIOS RECTORES DEL TRANSITO 
Artículo 5* Principio de libertad de tránsito. 


1, El tránsito y la permanencia de personas y vehículos en el territorio nacional 
son libres, con las excepciones que establezca la ley por motivos de interés 
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general (Artículos 7* de la Constitución y 22 de la Convención Interamericana 
sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica). 


2. Sólo podrá restringirse la circulación o conducción de un vehículo en los casos 
previstos en la presente ley. 


3. Sólo la autoridad judicial o administrativa podrá retener o cancelar, por 
resolución fundada, la licencia de conducir. 


Artículo 6* Principio de responsabilidad por la seguridad vial. 


Cuando circulen por las vías libradas al uso público los usuarios deben actuar 
con sujeción al principio de "Abstenerse ante la duda" adaptando su 
comportamiento a los criterios de seguridad vial. 


Artículo 7* Principio de seguridad vial. 


Los usuarios de las vías de tránsito deben abstenerse de todo acto que pueda 
constituir un peligro o un obstáculo para la circulación, poner en peligro a 
personas o, causar daños a bienes públicos o privados. 


Artículo 8* Principio de cooperación. 


Implica comportarse conforme a las reglas y actuar en la vía armónicamente, de 
manera de coordinar las acciones propias con las de los otros usuarios para no 
provocar conflictos, perturbaciones, ni siniestros, y, en definitiva, companir la vía 
pública en forma pacífica y ordenada. 


TERMINOS Y CONCEPTOS UTILIZADOS 


Artículo 9* A los efectos de la ley y de las disposiciones complementarias 
que se dicten, los términos de la misma se entenderán utilizados en el sentido 
definido en el Anexo (*) al presente texto y, los términos no definidos, se 
entenderán en el sentido que se les atribuye conforme a las disciplinas técnicas, 
científicas y jurídicas referentes en la materia. 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 10 Las reglas de circulación que se incluyen en la presente ley 
constituyen una base normativa minima y uniforme que regulará el tránsito 
vehicular en todo el territorio nacional. 


Artículo 11 Cada Gobierno Departamental adoptará las medidas 
adecuadas para asegurar el cumplimiento en su territorio de las disposiciones de 
la presente ley. 


Artículo 12 Las normas de tránsito vigentes en el territorio de cada 
departamento, podrán contener disposiciones no previstas en la presente ley, 
siempre que no sean incompatibles con las establecidas en la misma. 
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Artículo 13 El conductor de un vehículo que circule en un departamento 
está obligado a cumplir las normas nacionales así como las vigentes en el 
mismo. 


REGLAS GENERALES DE CIRCULACION 
Artículo 14 De la circulación vehicular. 


1) En calzadas con tránsito en doble sentido, los vehículos deberán circular por 
la mitad derecha de las mismas, salvo en los siguientes casos: 


A) Cuando deban adelantar a otro vehículo que circule en el mismo sentido, 
durante el tiempo estrictamente necesario para ello, y volver con seguridad a su 
carril, dando preferencia a los usuarios que circulen en sentido contrario. 


B) Cuando exista un obstáculo que obligue a circular por el lado izquierdo de la 
calzada, dando preferencia de paso a los vehículos que circulen en sentido 
contrario. 


2) En todas las vías, los vehículos circularán dentro de un carril, salvo cuando 
realicen maniobras para adelantar o cambiar de dirección. 


3) En vías de cuatro carriles o más, con tránsito en doble sentido, ningún vehículo 
podrá utilizar los carriles que se destinan a la circulación en sentido contrario. 


4) Se prohíbe circular sobre marcas delimitadoras de carriles, ejes separadores 
o islas canalizadoras. 


5) La circulación alrededor de rotondas será por la derecha, dejando a la 
izquierda dicho obstáculo, salvo que existan dispositivos reguladores específicos 
que indiquen lo contrario. 


6) El conductor de un vehículo debe mantener una distancia suficiente con el que 
lo precede, teniendo en cuenta su velocidad, las condiciones meteorológicas, las 
características de la vía y de su propio vehículo, para evitar un accidente en el 
caso de una disminución brusca de la velocidad o de una detención súbita del 
vehículo que va delante. 


7) Los vehículos que circulan en caravana o convoy deberán mantener suficiente 
distancia entre ellos para que cualquier vehículo que les adelante pueda ocupar 
la vía sin peligro. Esta norma no se aplicará a los cortejos fúnebres, vehículos 
militares, policiales, y en caso de caravanas autorizadas. 


8) Los vehículos que transporten materiales peligrosos y circulen en caravana o 
convoy, deberán mantener una distancia suficiente entre ellos destinada a 
reducir los riesgos en caso de averías o accidentes. 

9) Se prohíbe seguir a vehículos de emergencia. 


Artículo 15 De las velocidades. 
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1) El conductor de un vehículo no podrá circular a una velocidad superior a la 
permitida. La velocidad de un vehículo deberá ser compatible con las 
circunstancias, en especial con las características del terreno, el estado de la vía 
y el vehículo, la carga a transportar, las condiciones meteorológicas y el volumen 
de tránsito. 


2) En una vía de dos o más carriles con tránsito en un mismo sentido, los 
vehículos pesados y los más lentos deben circular por los carriles situados más 
a la derecha, destinándose los demás a los que circulen con mayor velocidad. 


3) No se podrá conducir un vehículo a una velocidad tan baja que obstruya o 
impida la adecuada circulación del tránsito. 


Artículo 16 De los adelantamientos. 


1) Se prohibe a los conductores realizar en la vía pública, competiciones de 
velocidad no autorizadas. 


2) El conductor de un vehículo que sigue a otro en una vía de dos carriles con 
tránsito en doble sentido, podrá adelantar por la mitad izquierda de la misma, 
sujeto a las siguientes condiciones: 

A) Que otro vehículo detrás suyo, no inició igual maniobra. 


B) Que el vehículo delante suyo no haya indicado el propósito de adelantar a un 
tercero. 


C) Que el carril de tránsito que va a utilizar esté libre en una distancia suficiente, 
de modo tal que la maniobra no constituya peligro. 


D) Que efectúe las señales reglamentarias. 

3) El conductor de un vehículo que es alcanzado por otro que tiene la intención 
de adelantarle, se acercará a la derecha de la calzada y no aumentará su 
velocidad hasta que el otro haya finalizado la maniobra de adelantamiento. 

4) En caminos de ancho insuficiente, cuando un vehículo adelante a otro que 
circula en igual sentido, cada conductor está obligado a ceder la mitad del 
camino. 


5) El conductor de un vehículo, en una calzada con doble sentido de circulación, 
no podrá adelantar a otro vehículo cuando: 


A) La señalización así lo determine. 


B) Accedan a una intersección salvo en zonas rurales cuando el acceso sea por 
un camino vecinal. 


C) Se aproximen a un paso a nivel o lo atraviesen. 
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D) Circulen en puentes, viaductos o túneles. 
E) Se aproximen a un paso de peatones. 


6) En los caminos con tránsito en ambos sentidos de circulación, se prohibe el 
adelantamiento de vehículos en aquellos casos en que la visibilidad resulte 
insuficiente. 


7) En vías de tres carriles con tránsito en doble sentido, los vehículos podrán 
utilizar el carril central para adelantar a otro vehículo que circule en su mismo 
sentido, quedando prohibida la utilización del carril izquierdo que se reservará 
exclusivamente a vehículos que se desplacen en sentido contrario. 


8) No se adelantará invadiendo las bermas o banquinas u otras zonas no 
previstas especificamente para la circulación vehicular. 


9) En una calzada con dos o más carriles de circulación en el mismo sentido, un 
conductor podrá adelantar por la derecha cuando: 


A) El vehículo que lo precede ha indicado la intención de girar o detenerse a su 
izquierda. 


B) Los vehículos que ocupen el carril de la izquierda no avancen o lo hagan con 
lentitud. 


En ambos casos se cumplirá con las normas generales de adelantamiento. 
Artículo 17 De las preferencias de paso. 


1) Al aproximarse a un cruce de caminos, una bifurcación, un empalme de 
carreteras o paso a nivel, todo conductor deberá tomar precauciones especiales 
a fin de evitar cualquier accidente. 


2) Todo conductor de vehículo que circule por una vía no prioritaria, al 
aproximarse a una intersección, deberá hacerlo a una velocidad tal que permita 
detenerlo, si fuera necesario, a fin de ceder paso a los vehículos que tengan 
prioridad. 


3) Cuando dos vehículos se aproximan a una intersección no señalizada 
procedentes de vías diferentes, el conductor que observase a otro aproximarse 
por su derecha, cederá el paso. 


4) En aquellos cruces donde se hubiera determinado la preferencia de paso 
mediante los signos "PARE" y "CEDA EL PASO" no regirá la norma establecida 
en el numeral anterior. 


5) El conductor de un vehículo que ingrese a la vía pública, o salga de ella, dará 
preferencia de paso a los demás usuarios de la misma. 
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6) El conductor de un vehículo que cambia de dirección o de sentido de marcha, 
debe dar preferencia de paso a los demás. 


7) Todo conductor debe dar preferencia de paso a los peatones en los cruces o 
pasos reglamentarios destinados a ellos. 


8) Los vehículos darán preferencia de paso a los de emergencia cuando éstos 
emitan las señales audibles y visuales correspondientes. 


9) Está prohibido al conductor de un vehículo avanzar en una encrucijada, 
aunque algún dispositivo de control de tránsito lo permita, si existe la posibilidad 
de obstruir el área de cruzamiento. 


Artículo 18 De los giros. 


1) Los cambios de dirección, disminución de velocidad y demás maniobras que 
alteran la marcha de un vehículo, serán reglamentaria y anticipadamente 
advertidas. Sólo se efectuarán si no atentan contra la seguridad o la fluidez del 
tránsito. 


2) El conductor no deberá girar sobre la misma calzada en sentido opuesto, en 
las proximidades de curvas, puentes, túneles, estructuras elevadas, pasos a 
nivel, cimas de cuestas y cruces ferroviarios ni aun en los lugares permitidos 
cuando constituya un riesgo para la seguridad del tránsito y obstaculice la libre 
circulación. 


3) Para girar a la derecha, todo conductor debe previamente ubicarse en el carril 
de circulación de la derecha y poner las señales de giro obligatorias, ingresando 
a la nueva vía por el carril de la derecha. 


4) Para girar a la izquierda, todo conductor debe previamente ubicarse en el carril 
de circulación de más a la izquierda, y poner las señales de giro obligatorio. 
Ingresará a la nueva vía, por el lado correspondiente a la circulación, en el carril 
de más a la izquierda, en su sentido de marcha. 


5) Se podrán autorizar otras formas de giros diferentes a las descriptas en los 
artículos anteriores, siempre que estén debidamente señalizadas. 


6) Para girar o cambiar de carril se deben utilizar obligatoriamente luces 
direccionales intermitentes de la siguiente forma: 


A) Hacia la izquierda, luces del lado izquierdo, adelante y detrás y siempre que 
sea necesario, brazo y mano extendidos horizontalmente hacia fuera del 
vehículo. 


B) Hacia la derecha, luces del lado derecho, adelante y detrás y siempre que 
sea necesario, brazo y mano extendidos hacia fuera del vehículo y hacia arriba. 


120-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


7) Para disminuir considerablemente la velocidad, salvo el caso de frenado 
brusco por peligro inminente, y siempre que sea necesario, brazo y mano 
extendidos fuera del vehículo y hacia abajo. 


Artículo 19 Del estacionamiento. 


1) En zonas urbanas la detención de vehículos para el ascenso y descenso de 
pasajeros y su estacionamiento en la calzada, está permitido cuando no 
signifique peligro o trastorno a la circulación. Deberá efectuarse en el sentido 
que corresponde a la circulación, a no más de treinta centímetros del cordón de 
la acera o del borde del pavimento y paralelo a los mismos. 


2) Los vehículos no deben estacionarse ni detenerse en los lugares que puedan 
constituir un peligro u obstáculo a la circulación, especialmente en la intersección 
de carreteras, curvas, túneles, puentes, estructuras elevadas y pasos a nivel, o 
en las cercanías de tales puntos. En caso de desperfecto mecánico u otras 
causas, además de colocar los dispositivos correspondientes al estacionamiento 
de emergencia, el conductor tendrá que retirar el vehículo de la vía. 


3) Cuando sea necesario estacionar el vehículo en vías con pendientes 
pronunciadas, el mismo debe permanecer absolutamente inmovilizado, 
mediante su sistema de frenos u otros dispositivos adecuados a tal fin. 


4) Fuera de zonas urbanas, se prohíbe detener o estacionar un vehículo sobre 
la faja de circulación si hubiere banquina o berma. 


Artículo 20 De los cruces de vías férreas. 


Los conductores deberán detener sus vehículos antes de un cruce ferroviario a 
nivel y sólo podrán continuar después de comprobar que no existe riesgo de 
accidente. 


Artículo 21 Del transporte de cargas. 


1) La carga del vehículo estará acondicionada dentro de los límites de la 
carrocería, de la mejor forma posible y debidamente asegurada, de forma tal que 
no ponga en peligro a las personas o a las cosas. En particular se evitará que la 
carga se arrastre, fugue, caiga sobre el pavimento, comprometa la estabilidad y 
conducción del vehículo, oculte las luces o dispositivos retrorreflectivos y la 
matrícula de los mismos, como así también afecte la visibilidad del conductor. 


2) En el transporte de materiales peligrosos, además de observarse la respectiva 
normativa, deberá cumplirse estrictamente con lo siguiente: 


A) En la Carta de Porte o documentación pertinente, se consignará la 
identificación de los materiales, su correspondiente número de Naciones Unidas 
y la clase de riesgo a la que pertenezca. 


B) En la cabina del vehículo se deberá contar con instrucciones escritas para el 
caso de accidente. 
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C) El vehículo debe poseer la identificación reglamentaria respectiva. 
Artículo 22 De los peatones. 


1) Los peatones deberán circular por las aceras, sin utilizar la calzada ni provocar 
molestias o trastornos a los demás usuarios. 


2) Pueden cruzar la calzada en aquellos lugares señalizados o demarcados 
especialmente para ello. En las intersecciones sin cruces peatonales 
delimitados, desde una esquina hacia otra, paralelamente a una de las vías. 


3) En aquellas vías públicas donde no haya acera, deberán circular por las 
bermas (banquinas) o franjas laterales de la calzada, en sentido contrario a la 
circulación de los vehículos. 


4) Para cruzar la calzada en cualquiera de los casos descritos en los artículos 
anteriores, los peatones deberán hacerlo caminando lo más rápidamente 
posible, en forma perpendicular al eje y asegurándose de que no exista peligro. 


Artículo 23 De las perturbaciones del tránsito. 


1) Está prohibido arrojar, depositar o abandonar objetos o sustancias en la vía 
pública, o cualquier otro obstáculo que pueda dificultar la circulación o constituir 
un peligro para la seguridad en el tránsito. 


2) Cuando por razones de fuerza mayor no fuese posible evitar que el vehículo 
constituya un obstáculo o una situación de peligro para el tránsito, el conductor 
deberá inmediatamente señalizarlo para los demás usuarios de la vía, tratando 
de retirario tan pronto como le sea posible. 


3) La circulación en marcha atrás o retroceso, sólo podrá efectuarse en casos 
estrictamente justificados, en circunstancias que no perturben a los demás 
usuarios de la vía, y adoptándose las precauciones necesarias. 


4) La circulación de los vehículos que por sus características o la de sus cargas 
indivisibles, no pueden ajustarse a las exigencias legales o reglamentarias, 
deberá ser autorizada en cada caso, con carácter de excepción, por la autoridad 
competente. 


LOS CONDUCTORES 


Artículo 24 Se conducirá con prudencia y atención, con el objeto de evitar 
eventuales accidentes, conservando en todo momento el dominio efectivo del 
vehículo, teniendo en cuenta los riesgos propios de la circulación y demás 
circunstancias del tránsito. 


Artículo 25 El conductor de cualquier vehículo deberá abstenerse de toda 
conducta que pueda constituir un peligro para la circulación, las personas, o que 
pueda causar daños a la propiedad pública o privada. 
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Artículo 26 De las habilitaciones para conducir. 


1) Todo conductor de un vehículo automotor debe ser titular de una licencia 
habilitante que le será expedida por la autoridad de tránsito competente en cada 
departamento. Para transitar, el titular de la misma, deberá portarla y presentarla 
al requerimiento de las autoridades nacionales y departamentales competentes. 


2) La licencia habilita exclusivamente para la conducción de los tipos de 
vehículos correspondientes a la clase o categoría que se especifica en la misma 
y será expedida por la autoridad competente de acuerdo a las normas de la 
presente ley. 


3) Para obtener la habilitación para conducir, el aspirante deberá aprobar: 
A) Un examen médico sobre sus condiciones psicofísicas. 

B) Un examen teórico de las normas de tránsito. 

C) Un examen práctico de idoneidad para conducir. 


Los referidos exámenes y los criterios de evaluación de los mismos serán únicos 
en todo el pais. 


4) La licencia de conducir deberá contener como mínimo la identidad del titular, 
el plazo de validez y la categoría del vehículo que puede conducir. 


5) Podrá otorgarse licencia de conducir a aquellas personas con incapacidad 
física, siempre que: 


A) El defecto o deficiencia física no comprometa la seguridad del tránsito o sea 
compensado técnicamente, asegurando la conducción del vehículo sin riesgo. 


B) El vehículo sea debidamente adaptado para el defecto o deficiencia física del 
interesado. 


El documento de habilitación del conductor con incapacidad fisica indicará la 
necesidad del uso del elemento corrector del defecto o deficiencia o de la 
adaptación del vehículo. 


6) La licencia de conducir deberá ser renovada periódicamente para comprobar 
si el interesado aún reúne los requisitos necesarios para conducir un vehículo. 


7) Todas las autoridades competentes reconocerán la licencia nacional de 
conducir expedida en cualquiera de los departamentos y en las condiciones que 
establece la presente ley, la que tendrá el carácter de única y excluyente, a 
efectos de evitar su acumulación y que con ello se tornen inocuas las sanciones 
que se apliquen a los conductores por las diferentes autoridades competentes. 


Artículo 27 De la suspensión de las habilitaciones para conducir. 
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Las autoridades competentes en materia de tránsito establecerán y aplicarán un 
régimen único de inhabilitación temporal o definitiva de conductores, teniendo en 
cuenta la gravedad de las infracciones, el cual se gestionará a través del Registro 
Nacional Unico de Conductores, Vehículos, Infracciones e Infractores. 


LOS VEHICULOS 


Artículo 28 Las disposiciones que regirán para los vehículos serán las 
siguientes: 


1) Los vehículos automotores y sus remolques, deberán encontrarse en buen 
estado de funcionamiento y en condiciones de seguridad tales, que no 
constituyan peligro para su conductor y demás ocupantes del vehículo así como 
otros usuarios de la vía pública, ni causen daños a las propiedades públicas o 
privadas. 


2) Todo vehículo deberá estar registrado en el Registro Nacional Unico de 
Conductores, Vehículos, Infracciones e Infractores creado por la Ley N* 16.585, 
de 22 de setiembre de 1994. 


3) El certificado de registro deberá contener como mínimo la siguiente 
información: 


A) Número de registro o placa. 
B) Identificación del propietario. 


C) Marca, año, modelo, tipo de vehículo y los números de fábrica que lo 
identifiquen. 


4) Todo vehículo automotor deberá identificarse mediante dos placas, delantera 
y trasera, con el número de matrícula o patente. 


Los remolques y semirremolques se identificarán únicamente con la placa 
trasera. 


Las placas deberán colocarse y mantenerse en condiciones tales que sus 
caracteres sean fácilmente visibles y legibles. 


Artículo 29 De los diferentes elementos 


Todo vehículo automotor, para transitar por la vía pública, deberá poseer como 
mínimo el siguiente equipamiento obligatorio, en condiciones de uso y 
funcionamiento: 


A) Sistema de dirección que permita al conductor controlar con facilidad y 
seguridad la trayectoria del vehículo en cualquier circunstancia. 
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B) Sistema de suspensión que proporcione al vehículo una adecuada 
amortiguación de los efectos que producen las irregularidades de la calzada y 
contribuya a su adherencia y estabilidad. 


C) Dos sistemas de frenos de acción independiente, que permitan controlar el 
movimiento del vehículo, detenerlo y mantenerlo inmóvil, 


D) Sistemas y elementos de ¡iluminación y señalización que permitan buena 
visibilidad y seguridad en la circulación y estacionamiento de los vehículos. 


E) Elementos de seguridad, matafuego, balizas o dispositivos reflectantes 
independientes para casos de emergencia. 


F) Espejos retrovisores que permitan al conductor una amplia y permanente 
visión hacia atrás. 


G) Un aparato o dispositivo que permita mantener limpio el parabrisas 
asegurando buena visibilidad en cualquier circunstancia. 


H) Paragolpes delantero y trasero, cuyo diseño, construcción y montaje sean 
tales que disminuyan los efectos de impactos. 


1) Un parabrisas construido con material cuya transparencia sea inalterable a 
través del tiempo, que no deforme sensiblemente los objetos que son vistos a 
través de él y que en caso de rotura, quede reducido al mínimo el peligro de 
lesiones corporales. 


J) Una bocina cuyo sonido, sin ser estridente, pueda oírse en condiciones 
normales. 


K) Un dispositivo silenciador que reduzca sensiblemente los ruidos provocados 
por el funcionamiento del motor. 


L) Rodados neumáticos o de elasticidad equivalente que ofrezcan seguridad y 
adherencia aun en caso de pavimentos húmedos o mojados. 


M) Guardabarros, que reduzcan al mínimo posible la dispersión de líquidos, 
barro, piedras, etcétera. 


N) Los remolques y semirremolques deberán poseer el equipamiento indicado 
en los literales B), D), L) y M), además de un sistema de frenos y paragolpes 
trasero. 


2) En las combinaciones o trenes de vehículos deberán combinarse las 
siguientes normas: 


A) Los dispositivos y sistemas de frenos de cada uno de los vehículos que 
forman la combinación o tren, deberán ser compatibles entre sí. 
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B) La acción de los frenos de servicio, convenientemente sincronizada, se 
distribuirá de forma adecuada entre los vehículos que forman el conjunto. 


C) El freno de servicio deberá ser accionado desde el comando del vehículo 
tractor. 


D) El remolque deberá estar provisto de frenos, tendrá un dispositivo que actúe 
automática e inmediatamente sobre todas las ruedas del mismo, si en 
movimiento se desprende o desconecta del vehículo tractor, 


Las condiciones del buen uso y funcionamiento de los vehículos se acreditarán 
mediante un certificado a expedir por la autoridad competente o el concesionario 
de inspección técnica en quien ello se delegue, donde se establecerá la aptitud 
técnica del vehículo para circular. 


3) Las motocicletas y bicicletas deberán contar con un sistema de frenos que 
permita reducir su marcha y detenerlas de modo seguro. 


4) Los vehículos automotores no superarán los límites máximos reglamentarios 
de emisión de contaminantes que la autoridad fije a efectos de no molestar a la 
población o comprometer su salud y seguridad. 


5) Los accesorios tales como sogas, cordeles, cadenas, cubiertas de lona, que 
sirvan para acondicionar y proteger la carga de un vehículo, deberán instalarse 
de forma que no sobrepasen los límites de la carrocería y estarán debidamente 
asegurados. Todos los accesorios destinados a proteger la carga deberán reunir 
las condiciones previstas en el artículo 21. 


6) El uso de la bocina sólo estará permitido a fin de evitar accidentes. 


7) Queda prohibida la instalación de bocinas en los equipos de descarga de aire 
comprimido. 


8) Los vehículos habilitados para el transporte de carga en los que ésta 
sobresalga de la carrocería de los mismos, deberán ser debidamente 
autorizados a tal fin y señalizados, de acuerdo a la reglamentación vigente. 


Artículo 30 Es obligatorio para todo vehículo automotor que circule dentro 
del Ámbito de aplicación de la presente ley (artículo 4%), el uso de los proyectores 
de luz baja (luces cortas) encendidos en forma permanente. 


Es obligatorio el uso de cinturón de seguridad en la circulación 
en vías urbanas como en interurbanas: 


A) Por el conductor y los pasajeros de los asientos delanteros, así como por los 
pasajeros que ocupen los asientos traseros de autos y camionetas. 


B) Por el conductor y los pasajeros de los asientos delanteros de los vehículos 
destinados al transporte de carga. 
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C) Por el conductor y el eventual acompañante de cabina de vehículos de 
transporte de pasajeros. 


D) Por todos los ocupantes en caso de vehículos de transporte escolar. 


Los transportistas que tengan que adecuar sus vehículos, tendrán un plazo de 


hasta seis meses a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. 
Fuente: Decreto N* 206/010 de 05 de julio de 2010. 


Artículo 32 Es obligatorio el uso de señales luminosas o reflectivas, de 
acuerdo con lo que determine la reglamentación, en bicicletas y vehículos de 
tracción a sangre, y en sus conductores. 


Artículo 33 Es obligatorio el uso de casco protector para los usuarios de 
motocicletas que circulen dentro del Ámbito de aplicación de la presente ley 


SEÑALIZACION VIAL 
Artículo 34 La señalización vial se regirá por lo siguiente: 


1) El uso de las señales de tránsito estará de acuerdo a las siguientes reglas 
generales: 


A) El número de señales reglamentarias habrá de limitarse al mínimo necesario. 
No se colocarán señales sino en los sitios donde sean indispensables. 


B) Las señales permanentes de peligro habrán de colocarse a suficiente 
distancia de los objetos por ellas indicadas, para que el anuncio a los usuarios 
sea eficaz. 


C) Se prohibirá la colocación sobre una señal de tránsito, o en su soporte, de 
cualquier inscripción extraña al objeto de tal señal, que pueda disminuir la 
visibilidad, alterar su carácter o distraer la atención de conductores o peatones. 


D) Se prohibirá la colocación de todo tablero o inscripción que pueda prestarse 
a confusión con las señales reglamentarias o hacer más difícil su lectura. 


2) En las vías públicas, se dispondrán siempre que sea necesario, señales de 
tránsito destinadas a reglamentar la circulación, advertir y orientar a conductores 
y peatones. 


3) La señalización del tránsito se efectuará mediante señales verticales, 
demarcaciones horizontales, señales luminosas y ademanes. 


4) Las normas referentes a la señalización de tránsito serán las establecidas de 
conformidad con el Manual Interamericano de Dispositivos para el Control de 
Tránsito en Calles y Carreteras, adoptado por el Decreto Ley N* 15.223, de 10 
de diciembre de 1981. 
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5) Queda prohibido en las vías públicas la instalación de todo tipo de carteles, 
señales, símbolos y objetos, que no sean conformes a la norma referida en el 
numeral anterior. 


6) Toda señal de tránsito deberá ser colocada en una posición que resulte 
perfectamente visible y legible de día y de noche, a una distancia compatible con 
la seguridad. 


7) Las zonas de la calzada destinadas al cruce de peatones podrán señalizarse, 
con demarcación horizontal, señalización vertical o señalización luminosa. 


8) Los accesos a locales con entrada o salida de vehículos, contarán con las 
señales luminosas de advertencia, en los casos que determine la autoridad de 
tránsito competente. 


9) Cualquier obstáculo que genere peligro para la circulación, deberá estar 
señalizado según lo que establezca la reglamentación. 


10) Toda vía pública pavimentada deberá contar con una mínima señalización 
antes de ser habilitada. 


11) Las señales de tránsito, deberán ser protegidas contra cualquier obstáculo o 
luminosidad capaz de perturbar su identificación o visibilidad. 


Artículo 35 Las señales, de acuerdo a su función específica se clasifican 
en: 


A) De reglamentación. Las señales de reglamentación tienen por finalidad indicar 
a los usuarios de las condiciones, prohibiciones o restricciones en el uso de la 
vía pública cuyo cumplimiento es obligatorio. 


B) De advertencia. Las señales de advertencia tienen por finalidad prevenir a los 
usuarios de la existencia y naturaleza del peligro que se presenta en la vía 
pública. 


C) De información. Las señales de información tienen por finalidad guiar a los 
usuarios en el curso de sus desplazamientos, o facilitarle otras indicaciones que 
puedan serle de utilidad. 


Artículo 36 Las señales luminosas de regulación del flujo vehicular 
podrán constar de luces de hasta tres colores con el siguiente significado: 


A) Luz roja continua: indica detención a quien la enfrente. Obliga a detenerse en 
línea demarcada o antes de entrar a un cruce. 


B) Luz roja intermitente: los vehículos que la enfrenten deben detenerse 
inmediatamente antes de ella y el derecho a seguir queda sujeto a las normas 
que rigen después de haberse detenido en un signo de "PARE”. 
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C) Luz amarilla o Ámbar continua: advierte al conductor que deberá tomar las 
precauciones necesarias para detenerse a menos que se encuentre en una zona 
de cruce o a una distancia tal, que su detención coloque en riesgo la seguridad 
del tránsito. 


D) Luz amarilla o Ámbar intermitente: los conductores podrán continuar la 
marcha con las precauciones necesarias. 


E) Luz verde continua: permite el paso. Los vehículos podrán seguir de frente o 
girar a izquierda o derecha, salvo cuando existiera una señal prohibiendo tales 
maniobras. 


F) Luz roja y flecha verde: los vehículos que enfrenten esta señal podrán entrar 
cuidadosamente al cruce, solamente para proseguir en la dirección indicada. 


G) Las luces podrán estar dispuestas horizontal o verticalmente en el siguiente 
orden: roja, amarilla y verde, de izquierda a derecha o de arriba hacia abajo, 
según corresponda. 


Artículo 37 Los agentes encargados de dirigir el tránsito serán fácilmente 
reconocibles y visibles a la distancia, tanto de noche como de día. 


Artículo 38 Los usuarios de la vía pública están obligados a obedecer de 
inmediato cualquier orden de los agentes encargados de dirigir el tránsito. 


Artículo 39 Las indicaciones de los agentes que dirigen el tránsito 
prevalecen sobre las indicadas por las señales luminosas, y éstas sobre los 
demás elementos y reglas que regulan la circulación. 


Artículo 40 Las siguientes posiciones y ademanes ejecutados por los 
agentes de tránsito significan: 


A) Posición de frente o de espaldas con brazo o brazos en alto, obliga a 
detenerse a quien así lo enfrente. 


B) Posición de perfil con brazos bajos o con el brazo bajo de su lado, permite 
continuar la marcha. 


Artículo 41 La autoridad competente podrá establecer la preferencia de 
paso en las intersecciones, mediante señales de "PARE" o "CEDA EL PASO". 


El conductor que se enfrente a una señal de "PARE" deberá detener 
obligatoriamente su vehículo y permitir el paso a los demás usuarios. 


El conductor que se enfrente a una señal de "CEDA EL PASO” deberá reducir la 
velocidad, detenerse si es necesario y permitir el paso a los usuarios que se 
aproximen a la intersección por la otra vía. 
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ACCIDENTES Y SEGURO OBLIGATORIO 


Artículo 42 Se considera accidente de tránsito todo hecho que produzca 
lesiones en personas o daños en bienes como consecuencia de la circulación de 
vehículos. 


Artículo 43 Sin perjuicio de lo dispuesto en las respectivas 
reglamentaciones, todo conductor implicado en un accidente deberá: 


A) Detenerse en el acto, sin generar un nuevo peligro para la seguridad del 
tránsito, permaneciendo en el lugar hasta la llegada de las autoridades. 


B) En caso de accidentes con víctimas, procurar el inmediato socorro de las 
personas lesionadas. 


C) Señalizar adecuadamente el lugar, de modo de evitar riesgos a la seguridad 
de los demás usuarios. 


D) Evitar la modificación o desaparición de cualquier elemento útil a los fines de 
la investigación administrativa y judicial. 


E) Denunciar el accidente a la autoridad competente. 


Artículo 44 Todo vehículo automotor y los acoplados remolcados por el 
mismo que circulen por las vías de tránsito, deberán ser objeto de un contrato de 
seguro de responsabilidad civil por daños a terceros con la cobertura que 
determine la ley, que lo declarará obligatorio. 


MEDIDAS DE PREVENCION Y CONTROL 
PRUEBA DE ALCOHOL U OTRAS DROGAS EN SANGRE 


Artículo 45 Todo conductor estará inhabilitado para conducir vehículos 
de cualquier tipo que se desplacen por la vía pública, cuando la concentración 
de alcohol, al momento de conducir el vehículo, sea superior a la permitida. 


El Poder Ejecutivo reducirá en forma gradual y en un período no mayor de tres 
años, la concentración de alcohol en sangre permitida del 0,8 gramos (ocho 
decigramos) actual a 0,3 gramos (tres decigramos) de alcohol por litro de sangre 
o su equivalente en términos de espirometría. 


Artículo 46 A partir de la presente ley, los funcionarios del Ministerio del 
Interior, de la Dirección Nacional de Transporte del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y de las Intendencias Municipales, en el ámbito de sus 
competencias, especialmente habilitados y capacitados a tal fin, podrán controlar 
en cualquier persona que conduzca un vehículo en zonas urbanas, suburbanas 
o rurales del territorio nacional, la eventual presencia y concentración de alcohol 
u otras drogas psicotrópicas en su organismo, a través de procedimientos de 
espirometría u otros métodos expresamente establecidos por las autoridades 
competentes, los que podrán ser ratificados a través de exámenes de sangre, 
orina u otros análisis clínicos o paraclínicos. 
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Al conductor que se le compruebe que conducía contraviniendo los limites 
indicados en la presente ley, se le retendrá la licencia de conducir y se le 
aplicarán las siguientes sanciones: 


A) En caso de tratarse de una primera infracción, una suspensión de dicha 
habilitación para conducir de entre seis meses y un año. 


B) En caso de reincidencia, se extenderá dicha sanción hasta el término de dos 
años. 


C) En caso de nueva reincidencia, se podrá cancelar la licencia de conducir del 
infractor. 


La autoridad competente reglamentará el procedimiento de rehabilitación. 
Al conductor que se rehusare a los exámenes antes referidos: 
A) Se le retendrá la licencia de conducir. 


B) En virtud de su negativa, se le podrá aplicar una multa de hasta 100 UR (cien 
unidades reajustables). 


C) La negativa constituirá presunción de culpabilidad. 


D) La autoridad competente aplicará una sanción que implicará la inhabilitación 
para conducir entre seis meses y un año de cometida la primera infracción y, 
caso de reincidencia, la misma se extenderá hasta un máximo de dos años. 


La autoridad competente establecerá los protocolos de intervención médica para 
la extracción y conservación de muestras hemálicas, la realización de los análisis 
de orina o clínicos y la capacitación técnica del personal inspectivo, 
determinando también en dichos protocolos, los casos e que un conductor no 
pueda ser sometido al procedimiento de espirometria. 


La inobservancia de los requisitos establecidos determinará que la prueba sea 
nula. 


Lo dispuesto en los literales A), B), C) y D) del presente artículo es sin perjuicio 


de las acciones que acuerdan las leyes penales y civiles a los particulares. 
Fuente: Ley N* 18.793 de 12 de agosto de 2011 artículo 1”: Inciso 1) (incluye a Jos funcionarios de la 
Prefectura Nacional Naval). 


Artículo 47 DEROGADO 


Artículo 48 Cuando ocurran accidentes de tránsito con víctimas 
personales -lesionados o fallecidos- deberá someterse a los involucrados, 
peatones o conductores de vehículos, a los exámenes que permitan determinar 
el grado de eventual intoxicación alcohólica o de otras drogas, previa 
autorización del médico interviniente, Los funcionarios públicos intervinientes en 
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el caso incurrirán en falta grave en caso de omitir la realización de los exámenes 
antes referidos. 


Artículo 49 Cuando un conductor o peatón deba someterse, de 
conformidad con la disposición anterior, a un análisis de sangre para determinar 
la concentración de alcohol en su organismo, la correspondiente extracción sólo 
podrá realizarse por médico, enfermero u otro técnico habilitado y en condiciones 
sanitarias acordes con las pautas establecidas por la autoridad competente con 
el asesoramiento del Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 50 A solicitud del conductor de un vehículo que ha sido sometido 
a los exámenes aludidos en las disposiciones precedentes, el funcionario 
actuante deberá extenderle un recaudo en el cual deberá constar fecha, hora y 
lugar en que se realiza la prueba y sus resultados claramente consignados. 


Artículo 51 La persona que sea sometida a exámenes de espirometría, 
sangre u orina, en los términos establecidos precedentemente, podrá solicitar 
inmediatamente de las autoridades competentes del Ministerio de Salud Pública 
que uno de los técnicos habilitados a esos efectos realice otros exámenes que 
permitan ratificar o rectificar los resultados de aquellos. 


Artículo 52 La autoridad competente reglamentará todo lo referido al 
procedimiento de realización de pruebas o análisis previstos por los artículos 
precedentes, con el asesoramiento técnico del caso. 


INFRACCIONES Y SANCIONES DE TRÁNSITO 


Artículo 53 Se considera infracción de tránsito el incumplimiento de 
cualquier disposición de la normativa vigente. 


Artículo 54 La Unidad Nacional de Seguridad Vial (UNASEV) propondrá 
un sistema común de valores de sanciones para las infracciones a las 
disposiciones referentes al tránsito, de aplicación en todo el territorio nacional 
por los órganos y autoridades competentes dentro del Ámbito de sus respectivas 
jurisdicciones. 


Artículo 55 Las sanciones a que dieran lugar las infracciones de tránsito, 
serán aplicadas por la autoridad competente en cuya jurisdicción se hubieran 
producido, independientemente del departamento de origen del vehículo. 


Artículo 56 Los vehículos que no cumplan lo dispuesto en la presente ley 
y no ofrezcan la debida seguridad en el tránsito, podrán ser retirados de la 
circulación, sin perjuicio de que la autoridad competente podrá autorizar su 
desplazamiento precario estableciendo las condiciones en que ello deberá 
hacerse. 


Asimismo los plazos de detención de los vehículos en custodia de la autoridad 
de tránsito, se ajustarán a lo que establezca la reglamentación. 
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Artículo 57 (Derogaciones).- Deróganse el artículo 284 de la Ley N* 
17.296, de 21 de febrero de 2001, y el Título Vil de la Ley N* 16.585, de 22 de 
setiembre 
de 1994.- 
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ANEXO 
DEFINICIONES 


VIA: Carretera, camino o calle abierto a la circulación pública. 

CALZADA: Parte de la vía destinada a la circulación de vehículos. 

CARRIL: Parte de la calzada, destinada al tránsito de una fila de vehículos. 
CONDUCTOR: Toda persona habilitada para conducir un vehículo por una vía. 


LICENCIA DE CONDUCIR: Documento que la autoridad competente otoraa a 
una persona para conducir un vehículo. 


PEATON: Es la persona que circula caminando en la vía pública. 


VEHICULO: Artefacto de libre operación, que sirve para transportar personas o 
bienes por una vía. 


MATRICULA o PATENTE: Registro vigente del vehículo expedido por la 
autoridad competente. 


CARAVANA o CONVOY: Grupo de vehículos, que circulan en una fila por la 
calzada. 


BERMA o BANQUINA: Parte de la vía contigua a la calzada, destinada 
eventualmente a la detención de vehículos y circulación de peatones. 


INTERSECCION: Área común de calzadas que se cruzan o convergen. 


PASO A NIVEL: Área común de intersección entre una vía y una línea de 
ferrocarril. 


DEMARCACION: Símbolo, palabra o marca, de preferencia longitudinal o 
transversal, sobre la calzada, para guía de tránsito de vehículos y peatones. 


ADELANTAR: Maniobra mediante la cual un vehículo pasa a otro que circula 
en el mismo sentido. 


ESTACIONAR: Paralizar un vehículo en la vía pública, con o sin el conductor, 
por un período mayor que el necesario para dejar o recibir pasajeros o cosas. 


DETENERSE: Paralización breve de un vehículo para alzar o bajar pasajeros, 
o cosas, pero sólo mientras dure la maniobra. 


PREFERENCIA DE PASO: Prerrogativa de un peatón o conductor de un 
vehículo de proseguir su marcha. 


AUTORIDAD COMPETENTE: Órgano nacional o departamental facultado por 
la presente ley para realizar los actos y cumplir los cometidos previstos en la 
misma. 


134-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


LEY N* 18.791. 
de 11 de agosto de 2011 


VENTA EN SUBASTA PUBLICA DE DETERMINADOS 
VEHICULOS AUTOMOTORES Y DEROGASE EL DECRETO LEY 
15.086 


Articulo 1% El Ministerio del Interior, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y las Intendencias podrán proceder a la venta, en pública subasta, de 
los vehículos que retiren de su jurisdicción en los siguientes casos: 

A) Por carecer de seguro obligatorio de automotores. 

B) Por encontrarse abandonados. 

C) Cuando constituya peligro o cause perturbaciones a la circulación de 
vehículos o peatones o al funcionamiento de algún servicio público o deteriore el 
patrimonio público. 

D)  Enlas situaciones que lo habilite la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 
2007 y la normativa de tránsito de los Gobiernos Departamentales. 

E) Por haber sido retirados en un procedimiento policial que habiendo dado 
lugar a la intervención de la justicia, esta no resolviera para el bien un destino 
contrario al previsto en la presente ley. 


Artículo 2% Configurada alguna de las causales de los literales A), C) o 
D) del artículo 1”, el vehículo será trasladado al depósito que al efecto se habilite, 
labrándose acta donde conste su estado general, su identificación y demás 
detalles, dándose cuenta a la Seccional Policial correspondiente. 


Artículo 3% Luego de transcurridos treinta días desde el traslado del 
vehículo al depósito y en caso de que no se presente nadie a retirarlo, el 
organismo actuante emplazará a su propietario a que se presente dentro del 
término de treinta días a reclamar el mismo. Para ello se efectuarán tres 
publicaciones en dos diarios, uno de los cuales deberá ser el Diario Oficial, sin 
perjuicio de otros medios que se consideren convenientes para asegurar la 
publicidad. En dichas publicaciones se individualizarán las unidades en la forma 
más detallada posible a los efectos de ser reconocidas por aquellos que puedan 
tener derechos sobre esos bienes. 

Trascurridos treinta días desde la última publicación, sin que se haga efectivo el 
retiro del vehículo por quien acredite su propiedad y para el caso del literal A) del 
artículo 1”, se fijará día, hora y lugar para la almoneda. El remate será precedido 
por avisos que se publicarán en el Diario Oficial y en otro medio de prensa del 
lugar durante diez días, en los que se individualizarán las unidades y las 
condiciones del remate. 

Hasta el momento del mismo, el propietario podrá hacer valer sus derechos. 
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Artículo 4% Del producido de la venta de los vehículos subastados serán 
deducidos los gastos del remate, la comisión del rematador, deudas generadas 
por tributos municipales, gastos de custodia del vehículo, multas si las hubiere, 
Impuesto al Valor Agregado cuando corresponda y otros gastos. 


Artículo 5% _ En caso de existir embargo o prenda sobre el vehículo 
subastado y luego de satisfacer sus correspondientes pagos, el remanente será 
aplicado a lo dispuesto en el artículo 4*. En caso de existir remanente de precio, 
una vez realizadas las deducciones referidas, el mismo quedará a disposición de 
quienes puedan acreditar derecho a él por el término de tres años, contados 
desde el día del remate. El reclamante deberá probar fehacientemente el 
derecho que invoca. Vencido este plazo, los producidos no reclamados quedarán 
a beneficio del organismo actuante. 


Artículo 6* El organismo actuante, previo pago del precio total de compra, 
otorgará a los adquirentes de los vehículos subastados la documentación que 
regularice su situación como propietarios de los mismos. La inscripción en el 
Registro de Propiedad Mueble se realizará al amparo de lo establecido en el 
literal A) del artículo 25 de la Ley N* 16.871, de 28 de setiembre de 1997, en la 
redacción dada por el artículo 297 de la Ley N” 17.296, de 21 de febrero de 2001, 
sin necesidad de control del tracto sucesivo, de conformidad con lo establecido 
en la parte final del inciso primero del artículo 57 de la misma ley. 


Artículo 7* Serán considerados en situación de abandono, los vehículos 
estacionados en la vía pública cuando su permanencia exceda el tiempo 
establecido en la reglamentación correspondiente. En tal caso, los mismos serán 
transportados al depósito habilitado por el organismo actuante, previa intimación 
por 72 horas que realizará a través de telegrama colacionado a la persona o 
personas que figuren como propietarios en el Registro de Automotores 
correspondiente. Si ello no fuera posible, por carecer de identificación, se 
colocará aviso en el vehículo, en lugar visible, donde constará lugar, fecha y hora 
en que el mismo es detectado, con indicación que será retirado en el plazo de 
72 horas si permanece en esa situación. Una vez trasladado el vehículo al 
depósito, será aplicado el procedimiento establecido en el artículo 3” de la 
presente ley. 


Artículo 8? Los vehículos retirados de la vía pública de acuerdo al 
procedimiento previsto, serán inspeccionados por un técnico del organismo 
actuante, quien determinará si por su estado material resultan recuperables y 
aptos para circular con seguridad. En caso que se determine que el vehículo es 
irrecuperable se podrá disponer su enajenación como chatarra. 


Artículo 9% Los organismos mencionados en el artículo 1*, una vez 
promulgada la presente ley, podrán proceder al remate de los vehículos que ya 
se encontraren bajo su custodia, de acuerdo a los procedimientos establecidos 
en la misma. 


Artículo 10 Derógase el Decreto-Ley N* 15.086, de 9 de diciembre de 
1980. 
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Ley N” 19.061, 
de 6 de enero de 2013 


DISPOSICIONES RELATIVAS AL TRANSPORTE Y SUJECIÓN DE NIÑOS Y 
ADOLESCENTES EN LOS VEHICULOS 


Artículo 1* Los niños de O a 12 años de edad estarán obligados a viajar 
en los asientos traseros de conformidad a los sistemas de sujeción y categorías 
establecidas en la reglamentación que el Poder Ejecutivo establezca. Las 
mismas obligaciones del inciso anterior regirán para los adolescentes hasta los 
18 años de edad que midan menos de 1,50 metros de estatura. 


Artículo 2? Se prohíbe a los conductores de ciclomotores, motocicletas, 
motos y similares transportar niños o adolescentes de cualquier edad que no 
alcancen los posa pies de dichos vehículos, El Poder Ejecutivo reglamentará 
sistemas de posa pies alternativos. 

En los casos de motocicletas con sidecar y similares, se podrá transportar 
niños y adolescentes, de conformidad a los sistemas de sujeción y categorías 
establecidas en la reglamentación que el Poder Ejecutivo apruebe. 


Artículo 3* Las sillas y similares para el transporte de niños y 
adolescentes deberán cumplir con las normas que se adopten a tales efectos 
en el país, según la reglamentación que se dicte al respecto. 


CAPÍTULO Il 
DISPOSICIONES RELATIVAS AL USO DE CINTURÓN DE SEGURIDAD 


Artículo 4? Todos los vehículos del transporte colectivo de pasajeros en 
los servicios regulares de mediana y larga distancia u ocasionales, o todos 
aquellos que transiten en rutas nacionales, deberán poseer cinturón de 
seguridad y su uso será obligatorio. 

Los servicios regulares de mediana y larga distancia podrán transportar 
pasajeros de pie, de acuerdo a la capacidad técnica admitida. 

El Poder Ejecutivo, mediante la reglamentación respectiva, establecerá las 
condiciones y plazos que deberán verificarse y podrá establecer excepciones 
totales o parciales, teniendo en cuenta también las disposiciones referidas en 
los Capítulos | y II de la presente ley. 
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CAPÍTULO Ill 


DE LOS DISPOSITIVOS Y ELEMENTOS DE SEGURIDAD PASIVA PARA LOS 
VEHÍCULOS AUTOMOTORES 


Artículo 5* Todos los vehículos cero kilómetro propulsados a motor de 
cuatro o más ruedas que se comercialicen en el país deberán contar con 
sistema de frenos ABS, apoya cabeza en todos sus asientos o plazas, 
cinturones de seguridad y airbag frontales en las plazas delanteras como 
mínimo de aquellos vehículos que así lo admitan, de acuerdo con lo que fije la 
reglamentación respectiva. 


Artículo 6* Los requisitos establecidos en el artículo anterior serán 
exigibles a partir de los dieciocho meses de la promulgación de la presente ley, 
debiendo tales elementos ajustarse a las disposiciones y exigencias técnicas 
contenidas en las normas que se adopten a tales efectos por el país, según la 
reglamentación respectiva. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS DISPOSITIVOS Y ELEMENTOS DE SEGURIDAD PASIVA Y ACTIVA 
PARA CICLISTASY MOTOCICLISTAS 


Artículo 7* A partir de los ciento ochenta días de la promulgación de la 
presente ley, será obligatorio para los conductores y acompañantes de motos, 
ciclomotores, motocicletas, cuadriciclos o similares, el uso permanente durante 
su circulación en todas las vías públicas, de un chaleco o campera reflectivos 
o, en su defecto, bandas reflectivas que cumplan con las exigencias técnicas 
de reflexión de acuerdo con lo que fije la reglamentación. 


Artículo 8* En caso de que el vehículo posea algún elemento fijo o 
semi-fijo, que impida parcial o totalmente la visualización de la parte posterior 
del conductor o acompañante, el mismo deberá contar minimamente con una 
banda visible desde atrás de material reflectante, de conformidad con lo que fije 
la reglamentación. 


Artículo 9% Los conductores de bicicletas, a partir de los ciento ochenta 
días de la promulgación de la presente ley, deberán usar un casco protector de 
seguridad que cumpla con las exigencias de las normas que se adopten a tales 
efectos por el país, según fije la reglamentación respectiva, así como cumplir 
con todas las disposiciones del artículo 8” de la presente ley, según fije la 
reglamentación respectiva. 


Artículo 10% A partir de los ciento ochenta días de la promulgación de la 
presente ley, las bicicletas, motos, ciclomotores, motocicletas, cuadriciclos o 
similares de cualquier tipo o categoría destinadas a paseo o trabajo, deberán 
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contar para circular con un equipamiento obligatorio de seguridad constituido 
por: un sistema de freno delantero y trasero, espejos retrovisores, timbre o 
bocina y un sistema lumínico consistente en un faro de luz blanca un 
reflectante del mismo color ubicado conjuntamente con éste en la parte 
delantera y un faro de luz roja y un reflectante del mismo color, colocados en la 
parte posterior, ambos visibles a una distancia prudencial en condiciones 
atmosféricas normales. 

Todas las bicicletas que se comercialicen a partir de los ciento ochenta días de 
la promulgación de la presente ley deberán contener, además del equipamiento 
citado en el inciso precedente, al menos dos dispositivos retro reflectantes en 
cada una de sus ruedas para posibilitar su reflexión lateral y una banda de 
material retro reflectante en ambos frentes de cada uno de los pedales. 


Artículo 11 Las bicicletas destinadas a competencias deportivas estarán 
exentas del cumplimiento de estas disposiciones, cuando se encuentren 
participando en entrenamiento o en competencia. 


Artículo 12 A partir de los treinta días de promulgación de la presente 
ley, la venta de vehículos cero kilómetro, ciclomotores, motos, motocicletas, 
motonetas y similares, debe ser acompañada con un casco protector certificado 
como mínimo y su empadronamiento respectivo, de acuerdo a la normativa 
departamental. 


CAPÍTULO V 
DE LAS PROHIBICIONES AL CIRCULAR 


Artículo 13 Se prohíbe a los conductores de cualquier tipo o categoría 
de vehículos, cuando circulen, el uso de dispositivos de telefonía móvil o 
cualquier otro medio o sistema de comunicación, excepto cuando el desarrollo 
de la comunicación tenga lugar sin emplear cualquiera de las manos. 


CAPÍTULO VI 
PROHIBICIÓN DE TRANSPORTE DE PERSONAS 


Artículo 14 Se prohíbe el transporte de personas en la caja de los 
vehículos y acoplados, con las excepciones establecidas en el Reglamento 
Nacional de Circulación Vial, 

El Poder Ejecutivo reglamentará el transporte de personas en los casos de 
vehículos utilitarios. 


CAPÍTULO VII 
MALETÍN DE SEGURIDAD VIAL 
Artículo 15 Todos los vehículos automotores de cuatro o más ruedas, 


que circulen por la vía pública o por la vía privada librada al uso público, 
deberán contar con un maletín con elementos de primeros auxilios y seguridad 
vial, 

El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de ingreso de los vehículos al 
sistema, según sean cero kilómetro o vehículos usados y el contenido del 
maletín. 
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CAPÍTULO VIII 
SANCIONES 


Artículo 16 Las sanciones que deriven de la aplicación de la presente 
ley serán fijadas por el Poder Ejecutivo a propuesta de la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial y en consulta con el Congreso de Intendentes. 


CAPÍTULO IX 
DIFUSIÓN 


Artículo 17 El Poder Ejecutivo dará la más amplia difusión y 
promoverá la educación sobre los alcances de la presente ley, durante un 
período de ciento ochenta días contados a partir de la promulgación de la 
misma. 

Durante el plazo referido no serán aplicables las sanciones a las que se hace 
referencia en el artículo 16 de esta ley. 


Artículo 18 (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley 
en un plazo de ciento ochenta días a partir de su promulgación. 
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Ley N* 19.355, 
de 19 de diciembre de 2015 


SECCIÓN IV 


INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
INCISO 02 


PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 


Artículo 47 Créase el Sistema del Permiso Único Nacional de 
Conducir, dependiente de la UNASEV, de acuerdo a los requisitos y con 
los alcances que fije la reglamentación. 
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CÓDIGO TRIBUTARIO 


Artículo 91.- (Juicio ejecutivo).- La Administración tendrá acción ejecutiva 
para el cobro de los créditos fiscales que resulten a su favor según sus 
resoluciones firmes. A tal efecto, constituirán títulos ejecutivos los testimonios de 
las mismas y los documentos que de acuerdo con la legislación vigente tengan 
esa calidad siempre que correspondan a resoluciones firmes. 


Son resoluciones firmes las consentidas expresa o tácitamente por el obligado 
y las definitivas a que se refieren los artículos 309 y 319 de la Constitución de la 
República. 


En los juicios ejecutivos promovidos por cobro de obligaciones tributarias no 
serán necesarias la intimación de pago prevista en el inciso 6* del artículo 53% de 
la Ley N” 13.355, de 17 de agosto de 1965, ni la conciliación, y sólo serán 
notificados personalmente el auto que cita de excepciones y la sentencia de 
remate. 


Todas las demás actuaciones, incluso la planilla de tributos, se notificarán por 
nota, 


Sólo serán admisibles las excepciones de inhabilidad del título, falta de 
legitimación pasiva, nulidad del acto declarada en vía contencioso administrativa, 
extinción de la deuda, espera concedida con anterioridad al embargo, y las 
previstas en el artículo 246 del Código de Procedimiento Civil. 


Se podrá oponer la excepción de inhabilidad cuando el título no reúna los 
requisitos formales exigidos por la ley o existan discordancias entre el mismo y 
los antecedentes administrativos en que se fundamente, y la excepción de falta 
de legitimación pasiva, cuando la persona jurídica o física contra la cual se dictó 
la resolución que se ejecuta sea distinta del demandado en el juicio. 


El procedimiento se suspenderá a pedido de parte: 


A) Cuando al ser citado de excepciones el ejecutado acredite que se encuentra 
en trámite la acción de nulidad contra la resolución que se pretende ejecutar; 
ejecutoriada la sentencia pertinente se citará nuevamente de excepciones a 
pedido de parte. 


B) Cuando se acredite que la Administración ha concedido espera al 
ejecutado. 


El Juez fijará los honorarios pertenecientes a los curiales intervinientes por la 
Administración. Contra esa fijación habrá recurso de apelación. La sentencia de 
segunda instancia causará ejecutoria. 
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Artículo 92.- (Requisitos formales del título).- Para que el documento 
administrativo constituya título ejecutivo deberá reunir los siguientes requisitos: 


1%) Lugar y fecha de la emisión. 
2%) Nombre del obligado. 


3%) Indicación precisa del concepto e importe del crédito, con especificación, 
en su caso, del tributo y ejercicio fiscal que corresponda. 


49) Individualización del expediente administrativo respectivo. 


5) Nombre y firma del funcionario que emitió el documento, con la constancia 
del cargo que ejerce. 
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COMPARATIVO ENTRE EL PROYECTO DE LEY 


REMITIDO POR EL PODER EJECUTIVO Y EL 
PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA 
COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS 

PUBLICAS DE LA CAMARA DE SENADORES 


Proyecto de ley remitido | Proyecto de ley aprobado 
r el Poder Ejecutivo or la Comisión 


CAPÍTULO Ill CAPÍTULO II 
De las infracciones, De las infracciones, sanciones 
sanciones y aspectos y aspectos administrativos 


administrativos 


| 
Artículo _33- Las multas por 
infracciones de tránsito prescriben 
en_el plazo de diez años. El 
cómputo del plazo se comenzará a 
| contar a partir del momento en que 


Artículo 33.- Las sanciones por 
infracciones de tránsito prescriben a 
los 5 años contados desde el momento 
en que se cometió la infracción. 


se comete la infracción. 


Artículo 35. El término de 
prescripción de las infracciones se 
interrumpirá por, el otorgamiento de 
vista previa, la notificación de la 
resolución del organismo 
competente de la que resulte un 
crédito contra el sujeto pasivo; por 
el emplazamiento judicial y por 
todos los demás medios del 
derecho común. 


La prescripción se interrumpe por 
cualquier actuación administrativa 
relativa a la infracción de la que 
tenga conocimiento el infractor o se 
practique en su domicilio a través 


de otras Administraciones 
Instituciones u Organismos. 


Artículo 34. La interposición por el 
interesado de cualquier recurso 
administrativo o de acciones o 
recursos jurisdiccionales, 
suspenderá el curso de la 
prescripción hasta que se configure 
resolución definitiva  ficta; se 
notifique la resolución definitiva 
expresa, Oo hasta que quede 
ejecutoriada la sentencia, en su 
caso. 


El_ plazo de prescripción se 
reanudará si el procedimiento se 
suspende durante más de un mes 
por_ causa no imputable al 
denunciado, 


Artículo 34 - Las multas que no 
hayan sido abonadas luego de 
| constatada la infracción y durante el 
procedimiento administrativo, 
deberán hacerse efectivas dentro 
de los quince días hábiles 
siguientes a la fecha de que la 
sanción quede firme. 

Vencido el plazo establecido en el 
apartado anterior sin que se 
hubiese satisfecho la multa, la 
exigencia para la obtención de su 
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pago, se llevará a cabo por el 


procedimiento legal 
correspondiente. 
Artículo 35.- Cuando 


corresponda el retiro del vehículo de 
la vía pública, | 


y depósito serán de cargo del 
habilitado en el registro vehicular 
tal siendo de aplicació 


ley N* 18.791, de 11 de agosto de 
11 ra los vehículos 
depositados que no sean retirados 
por dicho habilitado registral. 
Las sanciones serán aplicadas por 
el Gobiemo Departamental en cuya 
jurisdicción _se  constate la 
infracción, independientemente del 
departamento de empadronamiento 


del vehículo. 
Artículo _38.- Los Gobiernos 
Departamentales realizarán el 


control y fiscalización en vía pública 
y las prácticas de manejo para la 


| obtención del Permiso Único 
Nacional de Conducir, en la 
totalidad de su territorio 


departamental, ya sea en rutas 
nacionales o departamentales, sin 


perjuicio de las competencias 
vigentes de los organismos 
nacionales. 


CAPÍTULO V 
Modificaciones legales 


Artículo _50.- Sustituyese el 
artículo 8 de la Ley N” 18.791, de 11 
de agosto de 2011, por la siguiente 
redacción: 


"Los vehículos retirados de la 
vía pública de acuerdo al 
procedimiento previsto, serán 
inspeccionados por un técnico del 
organismo actuante, quien 
determinará si su estado. 
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Artículo 38.- Los Gobiernos 


Departamentales, en el marco de 
operativos, 
control y fiscalización en vía pública 
en su territorio departamental, en 
rutas nacionales, como así también 
las prácticas de manejo para la 
obtención del 
Nacional de Conducir, sin perjuicio 
de las competencias vigentes de los 
organismos nacionales. 


podrán realizar el 


Permiso Unico 


CAPÍTULO V 
Modificaciones legales 


Sustituyese el 
artículo 8” de la Ley N” 18.791, de 
11 de agosto de 2011, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 8*.- Los vehículos 
retirados de la via pública de 
acuerdo al procedimiento 


previsto, serán inspeccionados 
por un técnico del organismo 
actuante, quien determinará si por 
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material resultan recuperables y 
aptos para circular con seguridad. 
En caso que se determine que el 
vehículo es irrecuperable y no apto 
para circular, se podrá disponer su 
enajenación como chatarra y su 
destrucción una vez dictado el acto 
administrativo que la disponga. 


Cada día de permanencia del 
vehículo incautado en el depósito 
habilitado podrá generar costos 
hasta el día que se realice el acto 
administrativo correspondiente, de 
acuerdo a lo que fije la 
reglamentación respectiva. 


Una vez realizado el acto 
administrativo, se comunicará a las 
Intendencias la fecha de 
incautación del vehículo, por medio 
del Congreso de Intendentes. A 

| partir de dicha fecha no se generará 
deuda de patente y se dispondrá 
la baja del padrón del automotor por 
concepto de destrucción. 
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su estado material resultan 
recuperables y aptos para circular 
con seguridad. En caso que se 
determine que el vehículo es 
irrecuperable o no apto para 
circular, se podrá disponer su 
destrucción o enajenación como 
chatarra, sin realizar subasta, 
una vez dictado el acto 
administrativo que la disponga. 


Cada día de permanencia del 
vehículo incautado en el depósito 
habilitado podrá generar costos 
hasta el día que se realice el acto 
administrativo correspondiente, de 
acuerdo a lo que fije la 
reglamentación respectiva. 


Una vez realizado el acto 
administrativo, se comunicará a 
las Intendencias Departamentales 
la fecha de incautación del 
vehículo, por medio del Congreso 
de Intendentes. A partir de dicha 
fecha no se generará deuda de 
patente y se dispondrá la baja del 
padrón del automotor por concepto 
de destrucción.” 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA .- Buenos días. 


Sabido es que por la Ley n.* 18113, de 2007, se crea la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial; a su vez, el artículo 
45 de la Ley n.* 19355, de diciembre de 2015, da una nueva 
redacción al artículo 6.* de la Ley n.” 18113, estableciendo 
entre sus competencias legales: «2) Promover a uniformi- 
zar y homogeneizar las normas generales de tránsito y se- 
guridad vial a regir en todo el país dentro del marco de la 
política nacional de seguridad vial». 


O también: «7) Proponer los reglamentos relativos al 
tránsito y la seguridad vial». 


El presente proyecto de ley, que está a consideración 
de esta cámara, fue concebido por un equipo de trabajo 
que, en ejercicio de sus competencias legales, elaboró un 
producto en un muy buen ámbito de trabajo, en equipo, 
con la participación de representantes del Congreso de 
Intendentes, del Ministerio del Interior, del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, y del Ministerio de Indus- 
tria, Energía, Minería y Turismo, quienes en grupos de 
intercambio analizaron y definieron, por consenso entre 
las instituciones responsables, las normas a incluir. En la 
propuesta participaron organismos técnicos, instituciones, 
unidades locales de seguridad vial de todo el territorio na- 
cional, fundaciones, colectivos, personas físicas, etcétera. 
También cabe expresar que en el seno del Congreso de 
Intendentes estuvieron representados todos los partidos 
políticos. 


La finalidad de este proyecto de ley es profundizar la 
política nacional de seguridad vial con una mirada de país 
—tal como lo viene haciendo desde hace mucho tiempo la 
Unasev—, junto con instituciones responsables en lo na- 
cional y en lo local, según las competencias legales y los 
procesos institucionales, y de acuerdo con algunos pará- 
metros que voy a enumerar. 


Esta iniciativa sustenta sus propuestas en las recomen- 
daciones realizadas por la Organización Mundial de la 
Salud, en base a evidencia científica. Se ha priorizado la 
salud y la seguridad de la población con una concepción 
integral, tan reclamada internacionalmente por la Orga- 
nización Mundial de la Salud. Así, pues, se contempla a 
los usuarios vulnerables, los avances en las exigencias 
vehiculares, la unificación del tratamiento administrativo 
de las consecuencias ante infracciones y las herramientas 
que agilicen la interconexión; todo esto se hace a fin de 
reducir la siniestralidad vial en nuestro país. 


Por otro lado, a través de este proyecto de ley se da un 
paso más en el sentido de unificar las normas de tránsito 
para aumentar la seguridad vial en el país, contribuir al 
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tratamiento único en materia de circulación y evitar asi 
inequidades en relación con el lugar geográfico en el que 
se encuentren circulando nuestros habitantes. 


Este proceso comenzó con la Ley n.” 18191, Ley de 
Tránsito y Seguridad Vial, que en noviembre de 2007 
fue la primera en establecer un marco mínimo para la 
circulación, así como el inicio del tratamiento de algunos 
factores de riesgo. Posteriormente, con la Ley n.* 19061, de 
6 de enero de 2013, se recogieron disposiciones que pro- 
fundizaron el tratamiento de los factores de riesgo; hoy 
nos toca seguir ahondando en las ausencias. 


Concibiéndolo como un proceso, decimos que es un 
paso más que profundiza el desarrollo y la unificación que 
se viene dando en el país a nivel de seguridad vial, ya que 
incluye por primera vez —ante la ausencia de legislación de 
alcance nacional— los usuarios vulnerables, como son los 
ciclistas y los motociclistas, así como los derechos y debe- 
res que tienen al momento de desplazarse por la vía públi- 
ca, que no habían sido contemplados en la Ley n.* 18191. 


En nuestro país, así como en la mayoría de los países 
con ingresos bajos y medianos, gran parte de los usuarios 
de las vías de tránsito son personas vulnerables: peatones, 
ciclistas y usuarios de vehículos de motor de dos o tres 
ruedas. Estos usuarios corren un riesgo mayor que aque- 
llos que utilizan otros vehículos. En ese sentido, teníamos 
un debate que el presente proyecto de ley aspira a concre- 
tar, aunque estamos seguros de que en un futuro tendre- 
mos que reformularlo nuevamente. 


Además de que se propone la incorporación de nuevos 
elementos de seguridad vial se busca profundizar el cami- 
no iniciado con la Ley n.* 19061 para adecuar la realidad 
de nuestro país a las exigencias de la región, atendiendo a 
los países del Mercosur y tomando en consideración las 
actualizaciones existentes a nivel de las Naciones Unidas. 
Para ello se han tomado en cuenta las recomendaciones 
del WP.29, que es el Foro Mundial para la Armonización 
de la Reglamentación sobre Vehículos, en cuya redacción 
participaron asociaciones, comerciantes e importadores, 
además de las instituciones responsables. 


Este proyecto de ley tiene carácter de orden público en 
atención al creciente fenómeno social de la movilidad y 
seguridad vial que protege el primero de los derechos fun- 
damentales, es decir, el derecho a la vida y a la integridad 
física de los usuarios de la vía pública. Su aprobación per- 
mitirá arraigar las normas sancionadas desde el año 2007 
y hará posible la concreción práctica y la aplicación real de 
muchas otras que se han aprobado y no pudieron llevarse 
adecuadamente a la práctica en los territorios. Asimismo, 
brinda herramientas que apoyan las tareas de control, la 
toma de exámenes y los tiempos de prescripción, así como 
la eficiencia en el funcionamiento administrativo de las in- 
tendencias. Las normas propuestas procuran dar respuesta 
a las ausencias y vacíos normativos que determinan dife- 


3 de setiembre de 2019 


rentes interpretaciones según el lugar donde se cometen 
las infracciones. 


El objetivo de brindar un marco jurídico único desde el 
punto de vista administrativo facilita la aplicación prácti- 
ca de las normas vigentes en materia de tránsito y seguri- 
dad vial. El sentido es conteste con la recomendación dada 
en el Informe sobre la situación mundial de la Seguridad 
Vial 2009, de la Organización Mundial de la Salud, cuan- 
do expresa: «Esta legislación debe asegurar que se eviten 
lagunas jurídicas que podrían eximir de su cumplimiento 
a determinados usuarios de las vías de tránsito [...]. Los 
esfuerzos para hacer cumplir la legislación deben ser muy 
visibles, difundirse bien, sostenerse y aplicarse por medio 
del uso de medidas y sanciones apropiadas en caso de in- 
fracción». 


Esta propuesta es el resultado del trabajo realizado 
desde la Unasev con los representantes del Congreso de 
Intendentes y del Ministerio del Interior, donde se pro- 
pone, entre otras normas, el respaldo a la incorporación 
de tecnología en el proceso de captación de infracciones, 
así como solucionar con una mirada nacional algunos as- 
pectos formales que derivan de la aplicación de la norma, 
establecer una clasificación de sanciones de carácter na- 
cional, posibilitar que se reglamenten los valores únicos 
de multas, corregir aspectos vinculados a la impunidad en 
la comisión de infracciones y unificar los tiempos de pres- 
cripción, entre otras medidas. 


Cabe una especial mención para la propuesta realizada 
por los representantes del Congreso de Intendentes, que 
solucionará aspectos vinculados a los operativos de trán- 
sito y a la toma de exámenes prácticos en jurisdicción na- 
cional dentro del departamento. 


Por otro lado, se pretende establecer un sistema que se 
ha dado en denominar permiso de conducir por puntos, 
que incide en las habilitaciones administrativas para con- 
ducir vehículos y combina, desde nuestro punto de vista, 
dos elementos esenciales. Por un lado, el carácter reedu- 
cador para modificar aquellos comportamientos que tipi- 
fican infracciones y que constituyen situaciones de riesgo 
para el conductor y para el resto de los usuarios del trán- 
sito, mediante la realización de cursos de sensibilización; 
y, por otro, la reeducación vial de los conductores reinci- 
dentes, que se suma al cumplimiento de otros requisitos y 
pruebas que permitirán la recuperación parcial o total de 
los puntos. Esos puntos reflejan el nivel de confianza que 
la sociedad otorga al conductor en un momento dado, y 
la pérdida o disminución de puntos indica, como efecto 
punitivo, el reproche que tales conductas merecen de parte 
de la sociedad. 


Proponen los representantes del Congreso de Inten- 
dentes a la mesa de trabajo normas que tienen por objeto 
brindar seguridad a la actuación administrativa, posibili- 
tando, a través de inscripciones en los registros departa- 
mentales, el seguimiento de quienes poseen derechos so- 
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bre los vehículos sin tener el título registral para facilitar 
el contralor desde cada Gobierno departamental. 


Por último, se propusieron en consenso las modifica- 
ciones de normas puntuales, destacándose la incorpora- 
ción de la definición del siniestro de tránsito, así como 
aspectos administrativos vinculados a la ley de subasta 
y transformación en chatarra; la corrección de normas 
vinculadas a la circulación vial; la exigencia legal en re- 
lación con el uso del casco abrochado, y la participación 
conjunta del Congreso de Intendentes y de la Unasev para 
fijar los requisitos y alcances del Permiso Único Nacional 
de Conducir, entre otras normas. 


El proyecto de ley consta de cinco capítulos: el capítulo 
L «De los elementos de seguridad pasiva y activa para los 
vehículos»; el capítulo Il, «Seguridad en la circulación de 
los usuarios vulnerables»; el capítulo III, «De las infrac- 
ciones, sanciones y aspectos administrativos»; el capítulo 
IV, «De los conductores en relación con los vehículos», y 
el capítulo V, «Modificaciones legales». 


En suma, la presente propuesta tiene por objeto pro- 
fundizar en las medidas y unificar el marco normativo 
en seguridad vial en todo el país, promoviendo aquellas 
normas que fortalezcan la prevención de los siniestros 
de tránsito en la vía pública, brindando, a su vez, mayor 
eficiencia y eficacia en la actuación de los involucrados 
institucionales y de los actores de tránsito, a los efectos de 
lograr la reducción de la siniestralidad vial en el país y, en 
definitiva, salvar vidas. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas sugiere a 
la Cámara de Senadores la aprobación de dicho proyecto 
de ley en su totalidad. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTE.- Gracias, señora senadora. 


Nos visitan los alumnos de 6.* año del Colegio Arnold 
Gesell. 


Sean bienvenidos. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señora presidenta. 


Me parece bueno que se apruebe un nuevo proyecto de 
ley. Cuando se crearon todas las instituciones para tratar 
de mejorar la pandemia de muertes en accidentes de trán- 
sito, de entrada hubo una mejora, pero en los últimos años, 
lamentablemente, hubo un retroceso. Entonces, es bueno 
seguir trabajando en ese tema. 
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Voy a plantear una duda y dos agregados. 


Mi duda —diría que es casi la única que tengo— es so- 
bre el artículo 39, cuya redacción, de repente, no es del 
todo clara y puede llevar a algo que no creo que sea lo 
que se quiere lograr. Dicho artículo establece que para 
circular por las vías públicas del territorio nacional con un 
vehículo automotor, es decir, para circular por las rutas, 
como lo hacen los legisladores del interior o como lo hace- 
mos todos, se debe tener una habilitación expedida por el 
Gobierno departamental. Hoy eso no existe; en realidad, 
si yo tengo mi libreta de conducir puedo manejar por to- 
das las rutas sin ningún problema. Ahora parece que para 
circular por las rutas nacionales necesitamos una habilita- 
ción especial del Gobierno departamental donde está em- 
padronado el vehículo, o sea que si alguien tiene la libreta 
expedida en Montevideo —porque allí hizo el trámite— y 
su vehículo está empadronado en Durazno, tiene que ir a 
Durazno a solicitar una habilitación del Gobierno departa- 
mental para poder circular por las rutas. Es una cosa rara, 
para empezar. 


La segunda parte del artículo 39 lo complica todavía 
más, porque dice: «Dicha habilitación se otorgará a quien 
se inscriba en el registro vehicular departamental acredi- 
tando poseer derechos sobre el vehículo respectivo». O sea 
que la habilitación para circular en el auto por las rutas 
nacionales solamente la va a poder tener el propietario del 
vehículo, lo cual parece una sinrazón. Por ejemplo, si el 
vehículo está a mi nombre y mi señora quiere ir en él —algo 
habitual—, no ya a Durazno, sino a la Ciudad de la Costa 
por una ruta, no lo podrá hacer porque no tiene la habilita- 
ción. Parecería haber un error. 


Trato de entender el espíritu del artículo y supongo 
que lo que se quiere no es habilitar a la persona, sino al 
vehículo. 


No sé si estoy siendo claro con respecto a la duda que 
me genera este artículo, pero me parece que es un proble- 
ma que puede meternos en un lío muy grande, porque es 
habitual que maneje un auto alguien que no es el titular. 
¡Ni que hablar de lo que eso significaría en el transporte 
carretero y en los fletes! ¡¿Cuántos choferes manejan un 
vehículo que es propiedad de la empresa?! Entonces, si la 
habilitación se da, según se dice en este artículo, a quien 
acredite «poseer derechos sobre el vehículo respectivo», 
me parece que se generará un problema muy serio, porque 
estamos limitando quién lo puede manejar, además de es- 
tar agregando un requisito para poder circular por las rutas 
nacionales. 


No sé si estoy siendo claro, reitero, pero no termino 
de comprender el espíritu de esta norma y me parece que 
no debiera incluirse o, por lo menos, no debiera aprobarse 
como está redactada. El artículo comienza diciendo: «Para 
circular por las vías públicas del territorio nacional con 
un vehículo automotor, se deberá contar con habilitación 
expedida por el gobierno departamental correspondiente 
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al departamento donde se encuentre empadronado dicho 
vehículo, ...»; y más adelante dice: «Dicha habilitación se 
otorgará a quien se inscriba en el registro vehicular depar- 
tamental acreditando poseer derechos sobre el vehículo 
respectivo». Es decir que la habilitación se va a dar a quien 
posee derechos sobre el vehículo respectivo, y eso me ge- 
nera dudas. 


SENOR CARRERA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Carrera. 


SENOR CARRERA.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. 


En primer lugar, quiero destacar que este proyecto de 
ley fue elaborado por la institucionalidad uruguaya que 
tiene competencia en materia de tránsito, es decir, la Una- 
sev, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y los 
Gobiernos departamentales. 


En segundo término, quiero decir que lo que busca esta 
propuesta es uniformizar la normativa a nivel nacional, 
y uniformizar el sistema infraccional. Este artículo, en 
particular, puede estar bien redactado o no —en lo perso- 
nal, me parece que está bien—, pero aclaro que después de 
votar esta ley, en las mesas de trabajo que existen en el 
ámbito del Congreso de Intendentes, de Presidencia de la 
República y del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
hay que seguir analizando lo relativo a su aplicación. La 
norma propuesta tiene por objeto brindar seguridad jurídi- 
ca en la actuación administrativa, posibilitando registros 
departamentales para que exista un seguimiento infrac- 
cional que esté relacionado con el tema registral. Esto fue 
solicitado —quiero que quede claro— por el Congreso de 
Intendentes y lo que busca es lo que señalé. 


Entendemos la preocupación del señor senador Borda- 
berry y estamos dispuestos a analizar textos sustitutivos y 
modificaciones, pero queremos que quede claro que esto 
tiene una lógica y que luego hay que seguir trabajando 
para la aplicación de la norma. Lo que se busca, reitero, 
es uniformizar, es decir, que si se dispone una infracción, 
esta pueda efectivizarse. Esa es la lógica. 


En la Comisión de Transporte y Obras Públicas acom- 
pañamos el proyecto de ley y lo votamos por unanimidad 
porque vino con el consenso de todas las partes, pero 
para seguir avanzando —como lo dijo la miembro infor- 
mante, señora senadora Ayala— hay que continuar pro- 
fundizando en el tema, porque se trata de un problema 
de salud y de seguridad y convivencia que tiene nuestro 
país. Entonces, es necesaria esta norma que, diría, es de 
tercera generación. 
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Reitero que estamos abiertos a analizar posibles modi- 
ficaciones o sustitutivos, pero esta norma tiene una lógica 
y por eso fue redactada de esa manera. 


Agradezco al señor senador Bordaberry por la inte- 
rrupción concedida. 


SENORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Bordaberry. 


SENOR OTHEGUY.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Otheguy. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señora presidenta: sobre la 
base de la aclaración que planteó el señor senador Ca- 
rrera, tiendo a interpretar que esta habilitación no es 
burocrática, sino técnica —como existe en algunos de- 
partamentos, como por ejemplo Montevideo—, y va en 
la dirección de lograr que los vehículos que circulen por 
el territorio nacional estén en condiciones de seguridad 
para hacerlo. 


Como este es un tema complejo que ha llevado mucha 
negociación y discusión, al final del artículo, de manera 
pertinente, se establece que quedará en la órbita del Con- 
greso de Intendentes encontrar la manera de instrumen- 
tarlo. Somos conscientes de que el tema se ha discutido 
mucho en el congreso —quienes han sido intendentes lo tie- 
nen muy claro— y creo que aquí hay una señal política muy 
fuerte en el sentido de dar pasos importantes en materia de 
seguridad vial. Considero que este artículo formula esto 
de manera programática y deja en el ámbito del Congreso 
de Intendentes su instrumentación. 


Me parece que el espíritu del artículo es ese y que esto 
es una señal y un avance importantes. Quizás se pueda 
mejorar su formulación, pero ese es el espíritu del artículo. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- No quiero entrar en po- 
lémicas —la verdad es que cada vez que lo hago me voy 
mal-, así que voy a tratar de hacer aportes. 


Dejando de lado el tema de si las leyes tienen que 
emitir mensajes —considero que deben disponer normas 
de cumplimiento y no emitir mensajes; legislar para 
emitir mensajes no es lo adecuado—, para no entrar en 
polémicas señalo que, si entiendo lo que se me ha dicho, 
la habilitación sería técnica, y no refiere a quien con- 
duce, sino al vehículo. Eso es lo que se nos ha dicho. Si 
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así fuera, creo que puede hacérsele una pequeña modifi- 
cación al artículo para que quede claro y nos evite pro- 
blemas. Esa modificación implicaría redactarlo de esta 
forma: «Para circular por las vías públicas del territorio 
nacional el vehículo automotor» —no «con un vehículo 
automotor»— «deberá contar con habilitación técnica ex- 
pedida por el Gobierno departamental correspondiente 
al departamento donde se encuentre empadronado dicho 
vehículo, sin perjuicio del cumplimiento de las demás 
disposiciones nacionales y departamentales aplicables 
a los conductores y a los vehículos». Eliminaría lo que 
viene después, es decir: «Dicha habilitación se otorgará 
a quien se inscriba en el registro vehicular departamen- 
tal acreditando poseer derechos sobre el vehículo res- 
pectivo», porque va de suyo que si uno es el propietario 
es quien puede pedir la habilitación sobre su vehículo. 
Después, dejaría igual lo que sigue, relativo a los dere- 
chos admisibles. 


Estoy seguro, señora presidenta, de que si pasamos 
a un cuarto intermedio de cinco o diez minutos, con los 
señores senadores Carrera y Otheguy nos vamos a poner 
de acuerdo en una redacción. Por lo tanto, concretamente 
propondría un cuarto intermedio de cinco minutos para 
hacerlo, si le parece bien. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se ha propuesto un cuar- 
to intermedio de cinco minutos para conversar sobre el 
artículo 39. 

Se va a votar. 

(Se vota). 

20 en 24. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 

(Así se hace. Son las 10:49). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 


(Son las 11:02). 


—Mientras se termina de redactar el artículo propongo 
seguir con la consideración del tema. 


Continúa en uso de la palabra el señor senador Borda- 
berry. 


SEÑOR BORDA BERRY.- Creo que hay acuerdo para 
redactar el artículo 39 de otra forma a fin de que quede 
más claro. 


Por otra parte, vamos a presentar dos aditivos que tie- 
nen que ver con proyectos de ley que hemos planteado en 
el pasado. 
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El primero de ellos trata de adelantarse a algunos 
problemas que siempre surgen, derivados del avance tec- 
nológico. Ya existe —ncluso se comercializa en algunos 
vehículos en plaza— lo que se denomina sistema de fre- 
nado automático, es decir, automatic emergency braking. 
¿Qué es esto? El propio vehículo se anticipa a una posible 
colisión y frena. Ya hay algunos vehículos que lo traen y 
que hoy en día se están vendiendo en nuestro mercado, y 
se estima que de aquí a dos o tres años todos los coches 
que se fabriquen en otros países van a tenerlo. Entonces, el 
aditivo que estamos proponiendo plantea que como requi- 
sito para la importación de vehículos se exija que cuenten 
con ese sistema de frenado, no hoy —porque obviamente 
sería ilógico pedirlo—, pero sí a partir del año 2022. Así, 
empezaríamos a anticiparnos a un adelanto tecnológico 
que nos parece importante, en lugar de aprobar una ley 
con esta exigencia el día de mañana, cuando la cosa ya sea 
un hecho. En esto me parece que es bueno anticiparse a los 
problemas. Fijar el año 2022 da tiempo a los importadores 
de vehículos para que vayan tomando sus previsiones e 
informen a las casas de las cuales importan que a partir 
de esa fecha Uruguay va a exigir este sistema de frenado 
automático, que considero un gran aporte a la seguridad 
en el tránsito. Si alguien se distrae y va a chocar, que el 
vehículo frene automáticamente me parece que es algo im- 
portante. Por ello vamos a presentar este aditivo. 


Vamos a proponer un segundo aditivo —que puede pa- 
recer un poco polémico—, contenido en otro proyecto de 
ley que en su momento presentáramos, que dispone que no 
solamente las motos tengan que llevar la matrícula, sino 
también quienes circulan en ellas —una o dos personas—, 
tanto en el casco como en el chaleco reflectivo. Ya que es 
obligatorio llevar ambos elementos, la idea es que estos 
tengan inscripto el número de matrícula de la moto como 
otro elemento de seguridad, porque todos sabemos que 
en los últimos tiempos, lamentablemente, ha habido una 
proliferación de actividades delictivas con motos. El señor 
senador Otheguy me ha señalado, con acierto, que se po- 
dría robar la moto y el casco, y que para despistar se usaría 
un casco robado para que apareciera en las cámaras de 
vigilancia, a fin de que se fuera a buscar a una persona que 
no tiene que ver con el hecho. Más allá de ironías, acepto 
la acotación del señor senador Otheguy como válida. De 
todas formas, me parece que si hay que llevar el número 
en el casco y en el chaleco, el hecho de no poseerlo habi- 
litaría a la policía a detener a la persona y exigírselo, o no 
permitir la circulación. Creo que ese es un elemento que 
puede ayudar a mejorar la situación de seguridad. 


Señora presidenta: ya me han alcanzado el artículo con 
la nueva redacción; luego de firmarlo voy a pasarlo para 
que lo firmen otros senadores y lo presentaremos para su 
aprobación. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR SARAVIA.- Los representantes del Partido 
Nacional que integramos la comisión trabajamos larga- 
mente en este proyecto. La señora senadora Ayala informó 
que el tema no solo lo discutimos los legisladores, sino que 
tiene un gran trabajo interinstitucional de los ministerios, 
el Congreso de Intendentes y la Unasev. De ahí surgió este 
proyecto de ley, que los legisladores después discutimos 
en la comisión, como corresponde, donde incluimos algu- 
nas modificaciones importantes planteadas por el Congre- 
so de Intendentes y por varios señores senadores. 


Al declarar este proyecto de ley que sus disposicio- 
nes son de orden público, se busca resaltar —como lo ha- 
cen las normas internacionales, sobre todo de Naciones 
Unidas— la importancia de la protección del ser humano 
y su integridad física. Esta es la base del artículo 1.* de 
la iniciativa, a partir de lo cual surgen las sucesivas nor- 
mas del proyecto de ley. Y esto es fundamental, porque 
quien conoce la actualización de normas referidas a acci- 
dentes y a la protección de la vida a nivel mundial, sabe 
que en varios países de América la circulación nada tiene 
que ver, muchas veces, con esas normas internacionales. 
Quien ha manejado en otros países sabe que en Uruguay la 
circulación es realmente irregular y que no se cumple con 
el proceso que marcan las normas internacionales. Acá, 
en avenidas de dos y tres vías van por la izquierda y no 
dejan pasar, o hacen que uno tenga que pasar por la dere- 
cha, mientras en otras partes del mundo uno claramente 
va siempre por la derecha, pasa por la izquierda y vuelve 
a la derecha. 


Uruguay ha tenido muchos problemas en esta temáti- 
ca, más allá de que se ha bajado el número de accidentes 
graves, así como la mortalidad en accidentes. Hay que en- 
tender que a nivel mundial hubo una eclosión de la po- 
blación global y que por eso se incrementó la mortalidad 
en los accidentes y los accidentes graves que causan inca- 
pacidades. Pero Uruguay es un país de poca población y 
tal vez esta característica es la que nos permitió bajar el 
número de accidentes, a pesar de no tener una circulación 
correcta y de que no se respetan las reglas de tránsito. De 
todos modos, no debemos olvidar cómo se han ido mejo- 
rando las normas en los últimos tiempos y cómo se han 
ido aplicando. 


Como mencionó la señora senadora Ayala, este pro- 
yecto de ley pretende unificar las normas de tránsito a 
nivel nacional. Justamente por eso el Congreso de Inten- 
dentes trabajó en la materia, a efectos de unificar toda la 
regulación que ya existe en materia de libretas y demás. 


Asimismo, se actualizan todas las normas de impor- 
tación. En este sentido, creo que el señor senador Borda- 
berry planteaba poner un plazo para que las empresas que 
importan autos se actualicen, ya que también puede enca- 
recer el costo que los vehículos tengan las características 
que esta norma exige. A veces se puede querer actualizar 
algunos precios que no corresponden a la importación de 
los vehículos. 
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Luego, están las normas —que también tienen que ver 
con la seguridad y la protección de la vida— referidas a la 
importación de las motos, a las características de segurl- 
dad que deben tener y a su circulación. Todos sabemos que 
las motos han generado una determinada cantidad de ac- 
cidentes de tránsito, muchos de ellos fatales. Quien circula 
por las rutas nacionales o por las vías departamentales, 
día a día se encuentra con graves accidentes de tránsito 
provocados por motos. Este es un tema clave a regular y a 
actualizar, y que también tiene que ver —como bien decía 
el señor senador Bordaberry-— con lo relativo a la seguri- 
dad porque, en definitiva, el uso de las motos —robadas o 
no— para la comisión de delitos se ha ido incrementando 
en el Uruguay. 


Creo que este proyecto de ley es muy bueno, entre otras 
cosas, porque fija determinados procesos y plazos para ir 
incorporando las normas —muchas de las cuales son inter- 
nacionales— mediante las que se pretende modernizar el 
actual ordenamiento, ya que muchas regiones del Uruguay 
todavía no están preparadas para aplicarlas. A raíz de ello, 
va a haber un proceso en el que van a intervenir el Con- 
greso de Intendentes, los correspondientes ministerios y la 
Unasev, a efectos de ir incorporando día a día las normas 
que estamos votando hoy. De esta forma, vamos a evitar 
que las normas se dejen de aplicar porque la realidad del 
Uruguay no lo permite. 


Nosotros vamos a acompañar este proyecto de ley, al 
igual que lo hicimos en comisión. 


Señalo que compartimos la preocupación respecto del 
artículo 39. Considero que con la redacción en la que se 
está trabajando va a quedar claro que la disposición tiene 
que ver con una inspección técnico-vehicular y no con que 
cada uno tenga una habilitación para circular, lo cual ge- 
neraría terribles dificultades en todo el territorio nacional, 
y más cuando muchos de esos vehículos son herramientas 
de trabajo, por lo que baja una persona y sube otra a tra- 
bajar. 


También señalo que compartimos las modificaciones 
que se plantearon. 


SEÑOR DRAPER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DRAPER.- Señora presidenta: quiero hacer 
uso de la palabra, fundamentalmente, porque entre los 
años 2007 y 2010 tuve el honor de integrar la primera di- 
rectiva de la Unidad Nacional de Seguridad Vial en repre- 
sentación del Congreso de Intendentes, y posteriormente, 
desde el 2015 hasta el 1. de julio de 2018, nuevamente 
integré la Unasev. Tengo muy buenos recuerdos y muchos 
sentimientos al respecto. 
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Estuvimos presentes en parte del proceso del proyecto 
de ley que hoy se está presentando acá para su considera- 
ción y lo vemos de muy buena forma. Tal vez, conscientes 
de la urgencia necesaria en estas cosas, hubiéramos que- 
rido que el proyecto de ley se aprobara antes, pero espera- 
mos que ello se concrete en el día de hoy. 


Quiero resaltar que hoy están presentes las autoridades 
de la Unasev —considero que es muy importante que así 
sea—, los representantes de su departamento jurídico, y el 
director de Tránsito de Canelones. 


Me interesa mencionar que se llega a este resultado 
gracias a la forma en que se trabajó; todos, sin excepción, 
lo hicieron en forma mancomunada y con el solo fin de 
aportar a la seguridad vial. Este trabajo en conjunto entre 
la Unasev y el Congreso de Intendentes ha sido funda- 
mental, como lo ha sido también la presencia de los direc- 
tores de tránsito, que son los que están en la cancha todos 
los días y tienen mucho para contribuir en la materia. Por 
lo tanto, saludo a mis excompañeros y amigos, a quienes 
digo que seguiremos adelante con esta norma. 


Antes del cuarto intermedio mencionábamos que to- 
dos los años tendremos que modificar esta ley porque así 
lo exigirá la tecnificación. Ya se está hablando de un auto 
que pueda funcionar sin conductor y que sea autónomo; 
han sido probados, son una realidad y, sin duda, en el fu- 
turo habrá más adelantos en ese sentido. 


Con respecto al articulado debo decir que la propues- 
ta del señor senador Bordaberry me parece buena, porque 
entiendo que el frenado automático de los vehículos es 
muy efectivo. Hace pocos días viajé en un vehículo con 
estas características y puedo asegurar que en la práctica es 
muy muy efectivo. 


En el ámbito de la Unasev también hablamos de la im- 
portancia de la presión de los neumáticos, tema que no se 
tuvo en cuenta en este proyecto de ley por la celeridad con 
la que se trabajó. Creo que sería bueno incluir este punto 
en algún artículo porque, si bien ya hay autos que cuen- 
tan con el correspondiente dispositivo, no hay duda de que 
muchas veces la falta de presión en los neumáticos puede 
ser la causa de un siniestro. 


Es bueno decir que en este proyecto de ley hay un 
artículo que tiene que ver con algo que, increíblemente, 
sucedió reiteradas veces durante el último período en que 
integré la Unasev. Me refiero a siniestros con trenes que, 
según los antecedentes, se registran en un número impor- 
tante. En ese sentido, recuerdo que trabajamos con Lere- 
té, entonces director de AFE, y que en la directiva de la 
Unasev también estuvo presente Joselo Hernández, edil de 
Canelones, quien aportó una iniciativa relativa a la señali- 
zación, luces, etcétera. En su momento no supimos cómo 
incorporarla, pero se llegó a una redacción acorde, que sin 
duda surtirá efecto luego con la reglamentación. La misma 
dice: «Toda máquina ferroviaria, tren, locomotora o vagón 
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tendrán dispositivos lumínicos de conformidad con lo que 
fije la reglamentación respectiva». Lo menciono porque no 
es un tema menor ya que, lamentablemente, han ocurrido 
muchos siniestros. 


La exposición de la señora senadora Ayala fue muy 
clara y tocó todos los puntos que objetivamente se habían 
tratado en este proyecto de ley. Sin embargo —y sin ánimo 
de entrar en pequeñeces que no son buenas para el país—, 
no puedo dejar de señalar algo para el crecimiento de to- 
dos los que tenemos esta responsabilidad. El mensaje del 
Poder Ejecutivo comienza diciendo: «Señora presidente de 
la Asamblea General: el Poder Ejecutivo, tiene el honor 
de poner a consideración de ese Cuerpo el adjunto pro- 
yecto de ley, el que tiene por objeto distintas iniciativas 
en materia de tránsito y seguridad vial». Luego, entre los 
antecedentes, se menciona la Ley n.* 18113, relativa a la 
creación de la Unasev. 


Como he dicho muchas veces —si no todos los días—, 
creo que debemos tener memoria. La memoria nos lleva, 
a veces, a no cometer errores, pero más que nada, a evitar 
que entre los pares creemos fricciones o lo que fuere por 
cosas que no van en el mismo sentido o no tienen el mis- 
mo norte que, según creo, tienen todos los uruguayos. Me 
refiero al tema de la seguridad vial y a nuestra pretensión 
de no perder más vidas por este gran flagelo que son los 
siniestros de tránsito. 


En 1991, el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento un 
proyecto de ley que representó un avance sustancial en la 
normativa que hasta ese momento regía en el Uruguay, 
fundamentalmente porque unificaba los criterios para 
todo el territorio nacional. La mencionada iniciativa se 
plasmó en la Ley n” 16585, de 7 de setiembre de 1994, 
antecedente de la actual Ley n.” 18113. Lógicamente, en 
ese momento se mantuvo el Reglamento Nacional de 
Circulación Vial. ¿Saben por qué digo esto? Porque fue 
un antecedente directo de estas leyes. Tuve la oportunidad 
de formar parte de una comisión que trabajó en el Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas, creada por la Ley 
n.? 16585. Su artículo 1.” dice: «Créase una Comisión Na- 
cional de Prevención y Control de Accidentes de Tránsito 
que será honoraria y que estará integrada por un delegado 
titular y un delegado alterno de los siguientes organismos 
públicos e instituciones privadas: Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas, que la presidirá, Ministerio de Salud 
Pública, Ministerio del Interior, Ministerio de Educación 
y Cultura, Intendencia Municipal de Montevideo, Con- 
greso Nacional de Intendentes, Bancos de Seguros del 
Estado, Cámara de Transporte del Uruguay y Federación 
Obrera del Transporte. 


El Poder Ejecutivo, asimismo, designará un delegado 
titular y su correspondiente alterno entre los candidatos 
propuestos por el Centro Automovilista del Uruguay, el 
Automóvil Club del Uruguay y el Centro Protección Cho- 
feres de Montevideo. 
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En caso de que cualquier votación de la precitada Co- 
misión Nacional resultare empatada, su Presidente tendrá 
doble voto...». Fíijense los señores senadores, ¡si será im- 
portante este artículo! —lo digo para sumar—, que hoy el 
presidente de la Unasev no tiene doble voto y de tres inte- 
grantes hay solamente dos. Me gustaría saber —porque lo 
viví cómo se resuelven las situaciones en las que las opi- 
niones están divididas. Creo que urge atender este asunto 
y así lo planteamos en la última reunión de la comisión 
directiva, cuando pedimos a las autoridades que por favor 
se nombrara un presidente —en este caso, a nuestro com- 
pañero en la directiva, escribano Fernando Longo- y le 
dieran doble voto. Afortunadamente, se lo designó y hoy 
es el actual presidente de la Unasev. 


Pensamos que hay que saber todas estas cosas y tener- 
las en cuenta. 


Fíjense, señores senadores, si será importante esta ley 
de 1994 —dictada durante el período de gobierno del Par- 
tido Nacional, en el que el doctor Luis Alberto Lacalle 
Herrera presidió nuestro país—, que si la comparamos con 
las leyes a las que se ha hecho referencia, encontraremos 
la base de las mismas. Voy a utilizar cinco minutos de mi 
tiempo para leer algunos artículos, a efectos de que quede 
bien claro cuál es la base de estas leyes. 


El artículo 2.” establece: «La Comisión Nacional que 
se crea por la presente Ley tendrá como finalidad preser- 
var la salud y seguridad públicas en las vías de tránsito de 
todo el territorio nacional». 


En el artículo 3.* se expresa: «Compete a la Comisión 
Nacional de Prevención y Control de Accidentes de Trán- 
sito: 


A) La vigilancia en la correcta aplicación de las dispo- 
siciones de la presente Ley. 


B) Lograr mayor seguridad y mejorar el ordenamiento 
del tránsito. 


C) Estudiar, proyectar y promover programas de ac- 
ción aconsejando al Poder Ejecutivo medidas necesarias 
para combatir la accidentabilidad en el tránsito. 


D) Educar y capacitar para el correcto uso de la vía 
pública. 


E) Supervisar y coordinar programas educativos con 
organismos oficiales y privados (educativos, sanitarios, 
profesionales, científicos, sindicales, empresariales, so- 
ciales, de investigación, u otros), a fin de obtener mayor 
eficacia. 


Dichas organizaciones deberán condicionar sus accio- 
nes a las pautas establecidas por la Comisión Nacional de 
Prevención y Control de Accidentes de Tránsito. 
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F) La creación y administración de un sistema nacional 
único de relevamiento de información e investigación de 
causas de accidentes de tránsito» —lamentablemente, aún 
hoy no tenemos las causas— «y demás aspectos referidos a 
éstos, su forma de procesamiento y su utilización, propi- 
ciando el intercambio con los organismos nacionales e in- 
ternacionales especializados en el tema y adiestramiento 
de los respectivos cuerpos técnicos. 


G) Evitar la contaminación del medio ambiente». ¡En 
aquel momento ya estábamos hablando de evitar la conta- 
minación del medio ambiente! 


El último literal establece: «H) La administración de 
los fondos adjudicados o que se le adjudicaren en el futuro 
con el fin de atender su desenvolvimiento». 


El artículo 4.” consagra: «La referida Comisión esta- 
rá facultada para requerir de los organismos públicos, así 
como de los privados, la información y la colaboración 
necesarias para el correcto cumplimiento de los cometidos 
que le asigna la presente ley». 


En el artículo 5.” se dice: «La Comisión Nacional de 
Prevención y Control de Accidentes de Tránsito» —según 
surge de la definición— «tendrá autonomía técnica para el 
cumplimiento de sus cometidos». Esto es lo que se dice en 
la normativa actual. 


El artículo 6. expresa: «Los integrantes de la Comi- 
sión Nacional de Prevención y Control de Accidentes de 
Tránsito serán designados por el Poder Ejecutivo a pro- 
puesta de los organismos correspondientes, pudiendo ser 
sustituidos por la misma vía». 


El título II de la Ley n.” 16585 refiere a las escuelas de 
conductores; el III, a la educación en el tránsito; el IV, a las 
habilitaciones para conducir y el V, a los registros. En este 
sentido, se establece: «Créase el Registro Nacional Único 
de Conductores, Vehículos, Infracciones e Infractores, el 
que estará a cargo del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas». Hoy estamos hablando de este registro, que ya 
estaba previsto en aquella norma, que también refiere a 
sanciones y demás. 


Lo que quiero decir con esto es que creo que no se gana 
nada. Vamos a tomarlo como si hubiese sido producto de 
una distracción y nos olvidamos de que ya existía esta ley. 
La casualidad es que justo fue aprobada durante el período 
en que el doctor Luis Alberto Lacalle Herrera era presi- 
dente. Pero ¡esa fue la norma madre y así debemos verlo! 


Después, sí, en 2007 aplaudimos la creación de la Una- 
sev que, lamentablemente, no tiene la apoyatura necesaria 
para gestionar de buena forma, por lo que señalé anterior- 
mente: cuenta con dos integrantes, el presidente no tiene 
doble voto, no tiene un presupuesto, no es una unidad eje- 
cutora y no tiene un cuerpo de fiscalización. Quiero saber, 
entonces, cómo hacen mis excompañeros para seguir ade- 
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lante trabajando y poder disminuir la siniestralidad. Dejo 
la pregunta hecha; creo que es responsabilidad de todos 
nosotros y que podemos resolverla. La finalidad es avan- 
zar en este tema y no hacerlo por sectores en función del 
Gobierno de turno. 


Permítame, señora presidenta, hacer un reconocimien- 
to a aquellos compañeros que durante muchos años tra- 
bajaron de una manera muy silenciosa y correcta en esta 
comisión, y que pasaron desapercibidos porque no eran 
amantes de los micrófonos, porque, sin duda, hoy conta- 
mos con ciertos avances que vienen de aquella época y de 
esa ley. Hoy, en el Senado, quiero agradecer lo que esas 
personas hicieron. Menciono, por ejemplo, a la represen- 
tante del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, inge- 
niera Adriana Varela; a los representantes del Ministerio 
de Salud Pública, doctora Vázquez y doctor Walter Re- 
yes, y al representante del Ministerio del Interior, concre- 
tamente de la entonces Policía caminera, que ahora fue 
sustituida por la Policía nacional. A mi juicio, esta sus- 
titución fue un disparate y ¡ojalá podamos revertir esta 
situación! porque, a las pruebas me remito, no ha dado 
resultado y mucha falta nos hace. Quiero mencionar tam- 
bién a la maestra Olga Pérez, representante del Ministerio 
de Educación y Cultura; a la psicóloga Gisella Moro, de la 
Intendencia de Montevideo; al señor Roberto Chuhurra, 
del Banco de Seguros del Estado; al señor Erramouspe, 
de la Cámara del Transporte del Uruguay; a los señores 
Alzugaray y González, de la UNOTT; al incansable tra- 
bajador Nelson Irazoqui, del Congreso de Intendentes, y 
al señor Javier Rodríguez, representante de los centros de 
protección de choferes. 


Una vez hecho este reconocimiento, reitero que no po- 
demos dejar de tener en cuenta ciertos hechos por no haber 
ocurrido en un período determinado. Sin lugar a dudas, la 
madre de la seguridad vial fue la Ley n.” 16585, promulga- 
da en 1994, durante la presidencia del doctor Luis Alberto 
Lacalle Herrera. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE. En el día de hoy nos visitan 
los alumnos de 6.” año del Colegio Sagrada Familia. 


Sean bienvenidos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota). 
27 en 28. Afirmativa. 
En discusión particular. 


Léase el artículo 1.*. 
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SEÑORA AYALA. Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AYALA.- Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura del articulado y se vote en blo- 
que, desglosando el artículo 39, para el cual se presentó 
una nueva redacción que está en poder de la Mesa. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—228 en 29. Afirmativa. 
En consideración el articulado. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los 
artículos 1. a 55, con excepción del artículo 39, 


(Se vota). 
29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 39 tal como vino de co- 

misión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—0 en 30. Negativa. 

Léase el artículo 39 sustitutivo. 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 39: Para circular por las vías públicas del te- 
rritorio nacional el vehículo automotor, deberá contar con 
habilitación técnica expedida por el gobierno departamen- 
tal correspondiente al departamento donde se encuentre 
empadronado dicho vehículo, sin perjuicio del cumpli- 
miento de las demás disposiciones nacionales y departa- 
mentales aplicables a los conductores y a los vehículos. 
Los derechos admisibles para obtener la habilitación y la 
forma de acreditarlos se determinará en forma unificada 
para todos los gobiernos departamentales por el Congreso 
de Intendentes en el plazo de ciento ochenta días luego de 
promulgada la ley». 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 
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30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde pasar a considerar los artículos aditivos 
propuestos. 


Léase el primer artículo aditivo presentado. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo .- Agrégase a la ley N” 19.061 de fecha 6 de 
enero de 2013, sobre “Normas Complementarias para el 
TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL EN EL TERRITO- 
RIO NACIONAL), el siguiente artículo: 


“Artículo .- Todos los vehículos cero kilómetro propul- 
sados a motor de cuatro o más ruedas que se comercialicen 
en el país deberán contar con sistema de frenado automá- 
tico "Automatic Emergency Braking (AEB)- de acuerdo 
con lo que fije la reglamentación respectiva. 


Los requisitos establecidos en el inciso anterior serán 
exigibles a partir del 1? de enero del año 2022, debiendo 
tales elementos ajustarse a las disposiciones y exigencias 
técnicas contenidas en las normas que se adopten a tales 
efectos por el país, según la reglamentación respectiva”». 


SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DA SILVA.- Como las leyes después quedan 
fijas y pueden llevar a algún tipo de error de interpreta- 
ción, me gustaría dejar constancia de que supongo que 
quedan excluidas a texto expreso las maquinarias agríco- 
las, como las cosechadoras, los tractores y otros vehículos 
que transitan por la vía pública. Tal como está redactado el 
artículo, las cosechadoras, que circulan por las rutas diez 
días al año y no van a tener ese sistema de frenado, van a 
estar comprendidas en esa obligación. 


Gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que es muy acertado 
lo que dice el señor senador Da Silva. 


Tal como comentábamos hoy con el señor senador 
Besozzi, en los últimos años se ha importado una gran 
cantidad de vehículos; creo que se llegó a incorporar 
50.000 por año. Obviamente, su valor ha bajado muchísimo 
en el mundo y, por ende, hoy hay vehículos cero kilómetro 
por USD 9000 o USD 10.000, y financiados. Esto provocó, 
a su vez, que se cambiaran vehículos, que entraran al 
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mercado autos usados así como otros vehículos usados. 
Hoy en día uno ve, en especial en los pueblos de campaña, 
que aquel que hace muchos años era casi imposible que 
tuviera un vehículo automotor hoy lo tiene. La realidad es 
que hoy tiene una camioneta o un autito por USD 2000 o 
USD 3000, y creo que es bueno que ello haya sucedido, 
porque eso va hacia abajo. 


Recuerdo que hace muchos años, cuando fue intenden- 
te de San José, el señor Chiruchi dispuso que los vehículos 
de más de tantos años no pagaran patente. Esto provocó 
un gran movimiento en los talleres mecánicos del depar- 
tamento. Con esa habilidad que tenía y tiene para generar 
trabajo, hizo que los mecánicos tuvieran que arreglar esos 
autos y se generara trabajo en los talleres. 


Cuando uno ve esta ley, piensa que está bien, que es de 
primer mundo, pero no sé si nosotros estamos prontos, en 
especial en los pueblos de campaña, para una ley de este 
tipo. Sin embargo, también está el tránsito y la seguridad 
vial, que son muy importantes y a los que hay que prestar 
atención; no hay duda de eso. El miedo es que uno sabe lo 
que pasa: el paisano circula por el camino vecinal, pega 
un saltito, cruza la ruta y se mete en el pueblo; no circula 
por la ruta. ¡No quiero saber lo que va a ser controlar esta 
ley en Semana Santa! ¡No sé si vamos a dar abasto en la 
Semana Santa! Porque todos sabemos lo que pasa: no que- 
da ni un auto en las casas; todo el mundo sale y a la vuelta 
se ven, al costado de la ruta, los vehículos en problemas. 


Vamos en la orientación adecuada. Me parece que por 
ahí tenemos que ir, y por suerte la tecnología va llegando. 


Ahora bien, respecto de la inquietud planteada, este 
proyecto dice que es a partir del año 2022, pero además 
solamente para los autos cero kilómetro. Esto se hizo pen- 
sando en ese paisano —y en todos los que hoy tienen un 
auto—, al que uno no le va a exigir que tenga este sistema. 


Lo que se propone es tender a eso. Si en el año 2022 
empezamos a importar autos con frenado automático, en 
el 2027 ya va a haber cinco años de autos con este sistema 
que van a ser comercializados como usados, que se van 
a incorporar en la cadena hacia abajo, adaptándose a la 
realidad de nuestro país. Sería de locos pedirlo a partir del 
2022 para todos los vehículos que circulen en Uruguay, 
porque obviamente se crearía un caos innecesario. 


En el mismo sentido, me parece que sería bueno que en 
algún momento se considerara otro proyecto de ley, señora 
presidenta. Me refiero al que prohíbe la importación de 
autos a combustión a partir de 2030, y estos autos a partir 
de 2035. Todos sabemos que la tendencia es ir a los autos 
eléctricos o a algún otro sistema que no sea a combustión. 
Ahora, ¿qué va a pasar? Un día nos vamos a desayunar con 
que en el mundo no hay más autos a combustión —a nafta o 
a gasoil, para hablar en criollo—, sino que son eléctricos, y 
que nosotros seguimos comercializando aquéllos. Y ¿qué 
hace el mundo desarrollado? ¿A dónde manda esos autos 
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que no va a usar más? Nos los va a mandar a nosotros. 
Entonces, nos vamos comiendo esos autos que ya no se 
usan ni producen más; nos los mandan a nosotros cuando 
el mundo tiende a lo eléctrico. 


Creo yo que de lo que nosotros siempre pecamos es de 
la falta de previsión; ya hay tractores eléctricos, camio- 
nes eléctricos, aviones solares. El mundo va hacia eso. 
¿Qué hizo Noruega? Prohibió, a partir del año treinta, la 
circulación de autos a combustión. Y ¿sabe, señora presi- 
denta, cuál es una de las principales producciones de No- 
ruega? El petróleo. Lo hizo Francia y otros países también. 
Lo que pasa es que nosotros siempre estamos trabajando 
de bomberos: esperamos a que llegue el incendio. 


También me dicen que lo que normalmente hace el 
mercado automotor uruguayo es esperar a ver qué hace 
Brasil e ir detrás, porque los vehículos por lo general vie- 
nen de esa zona. Pero acabamos de aprobar el tratado de 
libre comercio con la Unión Europea, en el que hay un 
capítulo sobre los vehículos automotores. ¡Vaya si no ten- 
dríamos que estar viendo a la Unión Europea para ver qué 
está pasando allá, porque le vamos a dar preferencias aran- 
celarias a cambio del ingreso de nuestros productos! 


Este es un pequeño paso en el sentido de anticiparnos 
a los problemas —espero haber argumentado a favor— y no 
esperar a que nos manden los autos sin ese sistema de fre- 
nado automático, que se estarán sacando de encima los 
países desarrollados. Es un paso en el sentido de evitar que 
solo ellos tengan frenados automáticos y menores acciden- 
tes en la circulación y nosotros tengamos los problemas 
que tenemos. 


No sé si con mi intervención evacué la consulta a que 
refirió el señor senador Da Silva. Estoy seguro de que, 
como en otras ocasiones, coincidimos en la visión de es- 
tas cosas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DA SILVA.- Yo coincido con el senador Bor- 
daberry en la descripción que ha hecho de la realidad de 
la campaña uruguaya, pero mi falta de experiencia hizo, 
quizás, que formulara mal la pregunta. 


Al escuchar la moción, me queda alguna duda respecto 
de si también se incluiría en ese sistema de frenado a las 
cosechadoras y a los tractores. De ser así, yo estaría vo- 
tando en contra, porque al día de hoy no conozco ninguna 
cosechadora que tenga ese sistema de frenado. Como son 
vehículos automotores que transitan por las rutas nacio- 
nales en determinado momento del año, podríamos llegar 
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a cometer la imprudencia de que, por mejorar —en lo que 
coincido plenamente—, mañana tengamos una situación 
que imagino que el Senado no quiere. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: en nom- 
bre de la bancada oficialista, quiero señalar que nosotros 
acompañamos el proyecto de ley tal cual vino del Poder 
Ejecutivo, de la Unasev y del Congreso de Intendentes. 
Creo que dimos un gran paso hoy. 


En cuanto a los aditivos que propuso el senador Bor- 
daberry, quiero adelantar que no vamos a acompañarlos. 
Creo que la política pública que estamos iniciando hoy con 
la sanción de esta tercera generación de la actualización 
de la ley nacional de tránsito va a habilitar que, llegado el 
momento, las preocupaciones que señala el senador Bor- 
daberry se aborden en los ámbitos correspondientes. 


Quería dejar esa constancia, a efectos de finiquitar la 
discusión. 


Muchas gracias. 
SEÑOR COUTINHO-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR COUTINHO.-- Señora presidenta: en el enfo- 
que de trabajo de este proyecto de ley se priorizaron, en 
todo su contexto, los aportes de la Unasev, del Congreso 
de Intendentes y hasta de la asociación de importadores 
de vehículos. 


La comisión recibió todas las inquietudes y luego las 
plasmó en un proyecto de ley que hoy representa un gran 
avance, y por eso cuenta con la unanimidad y el respaldo 
de todo el Cuerpo. No por ello dejaremos de tomar y de 
analizar todos los aportes que hagan los diferentes legis- 
ladores a fin de seguir trabajando en el proyecto. Hoy se 
da un paso, pero este tema preocupa y ocupa fuertemente 
a todo el país. 


En definitiva, quería destacar el espíritu de trabajo de 
la comisión y la unanimidad de conceptos. A su vez, quie- 
ro decir que es real lo que se ha mencionado aquí: la Una- 
sev necesita más potestades, más autonomía, más recursos 
y más respaldo; es un trabajo que tenemos que hacer entre 
todos. Las opiniones del Congreso de Intendentes sobre 
una ley que atañe a quienes deben controlar el tránsito de- 
ben tenerse en cuenta. Esto debe seguir por el camino ya 
emprendido, de una única patente, un único permiso, un 
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único país. Eso para nosotros es de vital importancia, por- 
que tener criterios distintos para dar los mismos permisos 
en un mismo Uruguay nos parece que va en otro sentido, 
no en el de ir todos juntos en las políticas de Estado, ya que 
los Gobiernos y los partidos irán cambiando. 


En este sentido, hemos puesto todo el espíritu para 
que esto hoy se vote por unanimidad, como creemos que 
se hará. Cuando uno habilita en Artigas la posibilidad de 
conducir, lo hace para todo el Uruguay, así como cuando 
uno la habilita en Montevideo, también lo hace para todo 
el país. Todo esto apunta hacia un tema que nos preocupa y 
nos ocupa: la cantidad de víctimas que tiene el Uruguay en 
el tránsito; al final del día ese es el principal objetivo. Las 
cifras en este sentido asustan: mueren más uruguayos en 
el tránsito que la cantidad de jóvenes argentinos que mu- 
rieron debido al triste episodio de la guerra de las Malvi- 
nas. Se trata de un número que nos preocupa y ocupa y se- 
guiremos trabajando en busca de las principales mejoras. 


Por eso, vamos a apoyar —y seguiremos apoyando-— los 
aditivos, los agregados y todo lo que vaya en este mismo 
sentido, así como votamos hoy este proyecto de ley aqui, 
en el Senado. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 
aditivo en consideración. 


(Se vota). 

-13 en 29. Negativa. 

Léase el segundo aditivo presentado. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 
difícase el artículo 7? de Ley N* 19.061, de 6 de enero de 
2013, sobre Tránsito y seguridad vial en el territorio na- 
cional que dispone normas complementarias a la Ley N* 
18.191, por el siguiente: 


“Artículo....- Será obligatorio para los conductores 
y acompañantes de motos, ciclomotores, motocicletas, 
cuadriciclos o similares, el uso permanente durante su 
circulación en todas las vías públicas, de un chaleco o 
campera, reflectivos y que lleven en su parte anterior y 
posterior, impresa o con un sticker el N* de la matrícula 
del rodado. Todo ello de acuerdo con las exigencias que 
fije la reglamentación”». 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 
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-13 en 29. Negativa. 
Léase otro aditivo presentado. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Agréguese a la Ley N” 19.061 de 6 de enero de 2013, so- 
bre Tránsito y seguridad vial en el territorio nacional que 
dispone normas complementarias a la Ley N” 18.191, el 
siguiente artículo: 


“Artículo 7 bis.- Es obligatorio que los conductores y 
acompañantes de motos, ciclomotores, motocicletas, cua- 
driciclos o similares, lleven en el exterior del casco pro- 
tector, un sticker donde conste el N* de la matrícula del 
rodado en el cual circulan, en un lugar visible, conforme 
lo establezca la reglamentación. 


Al conductor y/o acompañante que se le comprue- 
be que viaje contraviniendo la obligación prevista en los 
artículos 7 y/o 7 bis de esta ley, se le retendrá la licencia de 
conducir, no podrán continuar circulando y se le aplicará 
una sanción de 10 UR (diez unidades reajustables). 
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Los funcionarios del Ministerio del Interior, de la 
Dirección Nacional de Transporte del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y de las Intendencias Muni- 
cipales, en el ámbito de sus competencias, serán los en- 
cargados de controlar la presente disposición. El sticker 
a que refiere esta norma será confeccionado y entregado 
por la Intendencia Municipal donde esté matriculado el 
rodado. 


La presente norma se reglamentará en un plazo máxi- 
mo de sesenta días”». 


SEÑORA PRESIDENTE.-- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—14 en 30. Negativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


DECLARACIÓN DE ORDEN PÚBLICO 


Artículo 1%.- Declaración de orden público. Las disposiciones de la presente ley son 
de orden público. 


CAPÍTULO | 
DE LOS ELEMENTOS DE SEGURIDAD PASIVA Y ACTIVA PARA LOS VEHÍCULOS 


Artículo 2*.- Los vehículos cero kilómetro propulsados a motor de tres ruedas o 
menos que se nacionalicen en el país para las categorías que se establezcan en la 
reglamentación de la presente ley, deben contar con encendido automático de luces 
cortas o diumas, sistema de frenos ABS o CBS, según cilindrada o potencia, neumáticos 
y espejos retrovisores certificados incorporados al vehículo. 


Artículo 3%.- Los vehículos cero kilómetro propulsados a motor de cuatro ruedas o 
más que se nacionalicen en el país para las categorías que se establezcan en la 
reglamentación de la presente ley, deben contar con contro! electrónico de estabilidad, 
dispositivo de alerta acústica y visual de colocación de cinturón de seguridad, encendido 
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automático de luces cortas o diurnas, neumáticos y espejos retrovisores certificados 
incorporados al vehículo, limitador de velocidad, protección de los ocupantes en caso de 
impacto frontal y lateral, protección en los vehiculos para atropello de peatones, sin 
perjuicio de otros elementos que disponga la reglamentación referida, 


Artículo 4% - Los elementos de seguridad referidos en los artículos anteriores serán 
exigibles en cada caso a partir de la fecha que fije la reglamentación respectiva. 


Artículo 5%.- Los elementos de seguridad exigidos en la presente ley, deben cumplir 
con las reglamentaciones armonizadas por Naciones Unidas u otra norma técnica 
internacional reconocida, cuando corresponda, de acuerdo a lo que fije la reglamentación 
respectiva. 


Artículo 6%.- Toda máquina ferroviaria, tren, locomotora o vagón tendrá dispositivos 
lumínicos de conformidad con lo que fije la reglamentación respectiva. 


CAPÍTULO Il 
SEGURIDAD EN LA CIRCULACIÓN DE LOS USUARIOS VULNERABLES 


Artículo 7%.- Los peatones no podrán cruzar la calzada usando dispositivos 
electrónicos o de telefonía móvil, excepto aquellos de funcionamiento no manual. 


Artículo 8*.- Los ciclistas y motociclistas deben cumplir las normativas de tránsito 
vigentes que les sean aplicables y conducir con pleno dominio de sus facultades 
psicofísicas. 


Artículo 9*.- Todo ciclista o motociclista tiene derecho al pleno uso de un carril. 
Podrán circular en grupos de a dos en fondo, dentro del mismo carril. 


Artículo 10.- Los ciclistas y motociclistas deben circular por la calzada por el carril de 
la derecha, excepto que existan zonas en la calzada o en la acera debidamente 
señalizadas y habilitadas para el uso de ciclistas. 


Artículo 11.- Los ciclistas y motociclistas deben circular en línea recta dentro de su 
carril, excepto para adelantar algún obstáculo o vehículo, detenido o en marcha, 
respetando la distancia de seguridad y haciendo las señales correspondientes. 


160-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


Artículo 12.- Los conductores de bicicletas y los conductores y acompañantes de 
motocicletas: 


A) Deben ir correctamente sentados en sus asientos con pleno dominio de los 
mecanismos de conducción. 


B) Tienen prohibido asirse o sujetarse a otro vehículo que esté circulando. 


C) No pueden circular en zigzag o realizar maniobras de riesgo para sí y el resto 
de los usuarios del tránsito. 


D) No pueden remolcar o transportar carga en bicicletas o motocicletas que no 
estén diseñadas para ello, o cuyo peso o volumen comprometan las 
condiciones de seguridad y maniobrabilidad en vía pública. 


E) Circular en grupos que obstruyan la circulación general, salvo autorización 
expresa de la autoridad competente. 


F) No pueden usar elementos que disminuyan o impidan la audición o la visión. 


Artículo 13.- La autoridad competente, bajo determinadas condiciones, podrá 
reservar un área específica de la calzada o de la acera, para la circulación de ciclistas. 
Dicha área deberá' estar debidamente demarcada y no podrá ser invadida por otros 
vehículos o peatones. Los conductores de bicicletas tienen prohibido circular por los sitios 
destinados a peatones, salvo que esté autorizado. 


Artículo 14.- Los ciclistas deben utilizar las siguientes señales de advertencia en su 
circulación: 


A) Para girar a la izquierda, brazo extendido horizontalmente. 
B) Para girar a la derecha, brazo en ángulo recto hacia arriba, o extendido. 


C) En caso de disminución de velocidad o detención, brazo en ángulo recto hacia 
abajo. 


Artículo 15.- Los ciclistas deben utilizar chaleco o campera o en su defecto bandas u 
otra vestimenta con elementos de retro-reflexión que cumplan con las exigencias técnicas 
que fije la reglamentación respectiva. 
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Artículo _16.- Los ciclistas que se encuentren entrenando o en competencias 
deportivas deben utilizar protección ocular, de acuerdo a lo que fije la reglamentación. 


Artículo 17.- Se prohíbe a los ciclistas el cruce de rutas nacionales montado en 
bicicleta. Para realizar dicho cruce debe descender y cruzar a pie junto a la bicicleta, con 
la debida precaución. 


Para girar a la izquierda debe realizar la maniobra en tres etapas: 
A) Circular por el borde derecho de la calzada. 
B) Al llegar al punto de giro, descender del rodado. 
C) Cruzar la ruta a pie, caminando con la bicicleta a su lado. 


Los ciclistas en todos los casos en que deban detener su marcha, deben hacerlo en 
un lugar apartado de la senda de circulación. 


Artículo 18.- Los conductores de vehículos no pueden estacionar en las áreas 
afectadas para la circulación de ciclistas. Estas serán demarcadas mediante señalización 
horizontal, vertical o ambas, de acuerdo a lo que fije la reglamentación. 


Artículo 19.- Los conductores de vehículos deben adoptar las máximas precauciones 
para cruzar las áreas afectadas y demarcadas para la circulación de ciclistas. 


Artículo 20.- Las definiciones y especificaciones para la realización de obras e 
infraestructura, señalización, información para los usuarios del tránsito y todos aquellos 
aspectos que tiendan a establecer criterios mínimos a regir en todo el territorio nacional 
para la circulación de ciclistas, se fijará a través de la reglamentación respectiva. 


CAPÍTULO lll 


DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y ASPECTOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 21.- Las infracciones se clasifican en leves, graves y gravísimas. Serán 
constatadas por los funcionarios públicos competentes en la materia, por los medios 
tecnológicos que se dispongan o por ambos, de acuerdo a lo que fije la reglamentación 
respectiva. 
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Artículo 22.- Las sanciones previstas en esta ley se graduarán en atención a la 
gravedad del hecho por su incidencia en la siniestralidad vial, sus consecuencias en caso 
de siniestros de tránsito, los antecedentes del infractor y su condición o no de reincidente, 
de acuerdo con lo que fije la reglamentación. 


Cuando el conductor sancionado no pudiere ser identificado o individualizado por las 
autoridades, la multa se aplica a quien figure inscripto en el registro vehicular 
departamental. 


Las sanciones a que dieran lugar las infracciones de tránsito, serán aplicadas por la 
autoridad competente en cuya jurisdicción se hubieran producido, independientemente del 
departamento de origen del vehículo. 


Artículo 23.- Permiso por Puntos: todo conductor habilitado, para conducir cualquier 
clase de vehículos, contará al momento de la renovación'u otorgamiento del Permiso 
Único Nacional de Conducir, con una asignación inicial de puntos. Dichos puntos se 
reducirán por cada sanción firme que se le imponga por la comisión de infracciones 
gravísimas, de acuerdo al tratamiento que disponga la reglamentación respectiva. Para la 
aplicación del Permiso por Puntos se deberá contar previamente con un registro de 
conductores, infracciones e infractores. 


Artículo 24.- El titular de un Permiso Único Nacional de Conducir, con riesgo de 
pérdida de vigencia del mismo, podrá recuperar puntos si aprueba el proceso de 
reinserción como conductor, de conformidad con los requisitos que fije la reglamentación. 


En los casos de pérdida de vigencia declarada por la autoridad judicial o 
administrativa derivada de la pérdida de puntos o no, el titular podrá recuperar su Permiso 
Único Nacional de Conducir cumpliendo con el proceso de reinserción de conformidad 
con lo que establezca la reglamentación para cada caso. 


Artículo 25.- Las sanciones administrativas aplicables por las infracciones de tránsito 
y seguridad vial previstas en las normas nacionales y departamentales son: 


A) Advertencia. 
B) Multa. 


C) Retiro de puntos. 
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D) Suspensión del Permiso Único Nacional de Conducir e inhabilitación temporal 
del conductor. 


E) Cancelación del Permiso Único Nacional de Conducir con inhabilitación total del 
conductor, sin perjuicio del proceso de rehabilitación para conducir, de acuerdo 
a lo que fije la reglamentación. 


F) Retiro de placas de matrícula de! vehículo. 
G) Inmovilización o retiro del vehículo de la circulación. 


Artículo 26.- El Poder Ejecutivo reglamentará los valores de las sanciones de todas 
las infracciones de tránsito, adoptando la propuesta realizada a la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial por el Congreso de Intendentes. 


Artículo 27.- Cuando el infractor no acredite su residencia legal en el territorio 
nacional, deberá abonar las infracciones de tránsito cometidas antes de abandonar el país 
mediante el mecanismo que se fije en la reglamentación respectiva. 


Artículo 28.- Se considera reincidencia, al hecho de cometer nuevamente la misma 
infracción dentro del término de doce meses y debe ser sancionada con el doble de la 
multa establecida. 


Artículo 29.- Se le suspenderá la habilitación para conducir por el plazo de un año a 
todo conductor que en un periodo de cinco años sea objeto de sanción firme en vía 
administrativa, como autor de dos infracciones gravísimas que lleven aparejada la 
suspensión del Permiso Único Nacional de Conducir, sin perjuicio de la normativa vigente. 


Artículo 30.- El uso del Permiso Único Nacional de Conducir durante el tiempo de 
suspensión, llevará aparejada además una nueva suspensión por un plazo de dieciocho 
meses de cometerse la primera infracción, y de veinticuatro meses, si se produjese una 
segunda o sucesivas infracciones, sin perjuicio del delito que se pueda configurar. 


Artículo 31.- Las infracciones detectadas y formuladas por los funcionarios con 
competencia en el control del tránsito en vía pública, siempre que sea posible serán 
notificadas en el acto, haciendo constar los datos en el documento del que se expedirá 
una copia para el infractor. 


Cuando por alguna circunstancia no fuera posible notificar en el acto al infractor, la 
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infracción deberá ser notificada por los medios que cada gobierno departamental 
establezca en cumplimiento de la normativa vigente, al domicilio de la persona que figure 
como titular en el registro del Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares. 


El mismo procedimiento se aplicará cuando la autoridad haya tenido conocimiento 
de los hechos a través de medios de captación y reproducción de imágenes que permitan 
la identificación del vehículo. 


Artículo 32.- Los titulares de permisos para conducir y los titulares o poseedores de 
vehículos están obligados a comunicar los cambios de domicilio. 


Artículo 33.- Las sanciones por infracciones de tránsito prescriben a los cinco años 
contados desde el momento en que se cometió la infracción. 


Artículo 34.- La interposición por el interesado de cualquier recurso administrativo o 
de acciones o recursos jurisdiccionales, suspenderá el curso de la prescripción hasta que 
se configure resolución definitiva ficta; se notifique la resolución definitiva expresa, o hasta 
que quede ejecutoriada la sentencia, en su caso. 


Artículo 35.- El término de prescripción de las infracciones se interrumpirá por el 
otorgamiento de vista previa, la notificación de la resolución del organismo competente de 
la que resulte un crédito contra el sujeto pasivo; por el emplazamiento judicial y por todos 
los demás medios del derecho común. 


Artículo 36.- Las sanciones derivadas de las infracciones de tránsito no poseen 
efecto suspensivo. 


Artículo 37.- Cuando se desplace por estrictas razones de servicio, el conductor de 
un vehículo autorizado de emergencia, podrá hacer uso de las excepciones que fije la 
reglamentación respectiva, bajo su responsabilidad y sujeto a las condiciones que se 
establezcan en la misma. 


Artículo _38.- Los gobiernos departamentales, en el marco de operativos, podrán 
realizar el control y fiscalización en vía pública en su territorio departamental, en rutas 
nacionales, como así también las prácticas de manejo para la obtención del Permiso 
Único Nacional de Conducir, sin perjuicio de las competencias vigentes de los organismos 
nacionales. 
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CAPÍTULO IV 


DE LOS CONDUCTORES EN RELACIÓN CON LOS VEHÍCULOS 


Artículo 39.- Para circular por las vías públicas del territorio nacional el vehículo 
automotor deberá contar con habilitación técnica expedida por el gobierno departamental 
correspondiente al departamento donde se encuentre empadronado dicho vehículo, sin 
perjuicio del cumplimiento de las demás disposiciones nacionales y departamentales 
aplicables a los conductores y a los vehículos. Los derechos admisibles para obtener la 
habilitación y la forma de acreditarlos se determinará en forma unificada para todos los 
gobiemos departamentales por el Congreso de Intendentes en el plazo de ciento ochenta 
días luego de promulgada la ley. 


Artículo 40.- Cuando se detecte la infracción de circular con vehículos que 
mantengan deudas tributarias vencidas, sin perjuicio de la aplicación de la multa que 
corresponda, si dichos adeudos refieren a cinco años o más de ejercicios fiscales 
acumulados, los servicios inspectivos de los gobiernos departamentales en cuya 
jurisdicción se constate la infracción, independientemente del departamento de 
empadronamiento del vehículo, estarán facultados para retirar las placas de matrícula del 
vehículo, quedando en consecuencia el mismo inhabilitado para circular hasta tanto no se 
regularice su adeudo. El vehículo será retirado de la vía pública y depositado en el lugar 
destinado al efecto y solo podrá ser retirado del depósito por quien esté inscripto en el 
registro vehicular departamental, una vez regularizada su situación tributaria y previo pago 
de la multa y de los gastos ocasionados que serán de su cargo. En los casos de que los 
vehículos no sean retirados por el inscripto en el registro departamental se aplicará la Ley 
N* 18.791, de 11 de agosto de 2011, en lo pertinente. El procedimiento de retiro y depósito 
será fijado en la reglamentación respectiva. 


Articulo 41.- La reglamentación del presente capítulo será propuesta en un plazo de 
ciento ochenta días en forma unificada por todos los gobiernos departamentales a través 
del Congreso de Intendentes al Poder Ejecutivo. 


Los gobiernos departamentales establecerán las multas por infracción al 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en este capítulo, sin perjuicio de las 
reglas generales establecidas en la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007 y en la 
presente ley, constituyendo título ejecutivo el testimonio de la resolución firme que 
imponga la sanción, siendo de aplicación en lo pertinente lo dispuesto por los artículos 91 
y 92 del Código Tributario. 
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CAPÍTULO V 
MODIFICACIONES LEGALES 


Artículo 42.- Se modifica el numeral 2 del artículo 5* de la Ley N” 18.191, de 14 de 
noviembre de 2007, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"2. Solo podrá restringirse o impedirse definitiva o temporalmente la circulación 
o conducción de un vehículo en los casos previstos en la presente ley y en 
las normas concordantes de interés público”. 


Artículo 43.- Sustitúyese el artículo 30 de la Ley N” 18.191, de 14 de noviembre de 
2007, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 30.- Es obligatorio para todo vehículo automotor que circule dentro 
del ámbito de aplicación de la presente ley (artículo 4%), el uso de los 
proyectores de luz baja (luces cortas) encendidos en forma permanente. Los 
vehículos equipados en origen con el sistema de luces diurnas (DRL), podrán 
utilizarlas en vía pública para dicho fin en sustitución de las luces bajas (luces 
cortas)”. 


Artículo 44.- Sustitúyese el artículo 33 de la Ley N* 18,191, de 14 de noviembre de 
2007, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 33.- Es obligatorio el uso de casco protector certificado, 
debidamente abrochado, para los usuarios de motocicletas que circulen dentro 
del ámbito de aplicación de la presente ley”. 


Artículo 45.- Sustitúyese el literal E) del artículo 36 de la Ley N* 18.191, de 14 de 
noviembre de 2007, por el siguiente: 


“E) Luz verde: permite adelantar, a quien la enfrenta, así como girar a la 
derecha. Si se circula por calle de un solo sentido de circulación, también 
permite girar a la izquierda. 


Se prohibe girar a la izquierda en calles con semáforos de doble sentido 
de circulación, excepto autorización expresa mediante señalización 
correspondiente y resolución fundada por la autoridad competente”. 
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Artículo 46.- Sustitúyese el artículo 42 de la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 
2007, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 42. Se define incidente de tránsito o incidente vial el hecho en el 
cual se produce daño a personas o bienes, en ocasión de la circulación en la 
vía pública. 


Se define siniestro de tránsito a la colisión u otro tipo de impacto con 
implicación de al menos un vehículo en movimiento, que tenga lugar en una vía 
pública o privada a la que la población tenga derecho de acceso, y que tenga 
como consecuencia al menos una persona lesionada”. 


Artículo 47.- Sustitúyense en la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007, todas 
las expresiones contenidas en la misma que refiere a “accidentes” por la expresión 
“incidente vial", según el alcance dado por la definición establecida en la nueva redacción 
del artículo precedente. 


Artículo 48.- Sustitúyese el artículo 53 de la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 
2007, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 53.- Infracciones. Se considera infracción de tránsito el 
incumplimiento de cualquier disposición de la normativa vigente en materia de 
tránsito que deriven de la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007, sus 
modificativas y complementarias, así como de sus decretos reglamentarios, de 
las normas departamentales o nacionales, sin perjuicio de que puedan constituir 
además delitos o faltas tipificadas:como tales en nuestro ordenamiento jurídico”. 


Artículo 49.- Se modifican las siguientes definiciones del Anexo único de la Ley 
N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007, que refiere a DEFINICIONES: 


"CONDUCTOR: Toda persona que conduce un vehículo por la vía pública”. 


"LICENCIA DE CONDUCIR: Se denomina PERMISO ÚNICO NACIONAL DE 
CONDUCIR, a la autorización o permiso que la autoridad competente otorga a 
una persona que cumplió con los requisitos reglamentarios exigidos para 
conducir vehículos en la vía pública, en las condiciones y para los tipos de 
vehículos establecidos en las normas respectivas. Dicho permiso es personal, 
intransferible, revocable y otorgado de acuerdo a las normas vigentes”. 


Artículo 50.- Sustitúyese el artículo 8% de la Ley N* 18.791, de 11 de agosto de 
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2011, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 8”.- Los vehículos retirados de la vía pública de acuerdo al 
procedimiento previsto, serán inspeccionados por un técnico del organismo 
actuante, quien determinará si por su estado material resultan recuperables y 
aptos para circular con seguridad. En caso que se determine que el vehículo es 
irrecuperable o no apto para circular, se podrá disponer su destrucción o 
enajenación como chatarra, sin realizar subasta, una vez dictado el acto 
administrativo que la disponga. 


Cada día de permanencia del vehículo incautado en el depósito habilitado 
podrá generar costos hasta el día que se realice el acto administrativo 
correspondiente, de acuerdo a lo que fije la reglamentación respectiva. 


Una vez realizado el acto administrativo, se comunicará a las Intendencias 
Departamentales la fecha de incautación del vehículo, por medio del Congreso 
de Intendentes. A partir de dicha fecha no se generará deuda de patente y se 
dispondrá la baja del padrón del automotor por concepto de destrucción". 


Artículo 51.- Sustitúyese el articulo 14 de la Ley N* 19,061, de 6 de enero de 2013, 
por el siguiente: 


"ARTÍCULO 14.- Se prohíbe el transporte de personas en la caja de cualquier 
tipo de vehículo que no haya sido diseñado para tal fin”. 


Artículo 52- Sustitúyese el artículo 47 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 
2015, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 47.- Créase el Sistema del Permiso Único Nacional de Conducir 
con fines de información, análisis y evaluación bajo la coordinación del 
Congreso de Intendentes y la Unidad Nacional de Seguridad Vial, de acuerdo a 
los requisitos y con los alcances que fije la reglamentación, siendo de 
competencia de las Intendencias su gestión, otorgamiento, registro, contralor y 
decisión sancionatoria”. 


Artículo 53.- Para los vehículos cero kilómetro de fabricación extranjera se entiende 
por nacionalización la fecha de pago establecida en el documento único aduanero (DUA) 
tramitado para dicho vehículo. Para los vehículos cero kilómetro de fabricación nacional, 
se entiende por nacionalización la fecha de pago establecida en el documento único 
aduanero (DUA) tramitado para el kit de ensamble de dicho vehículo, de conformidad a 
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las partidas NCM 8708.99.90.50 y 8708.99.90.60 para el ensamble parcial o completo, 
respectivamente. 


Artículo 54.- Las normas de tránsito vigentes en el territorio de cada departamento o 
en rutas nacionales, podrán contener disposiciones complementarias o no previstas en la 
presente ley, siempre que no sean contradictorias con esta, de conformidad con nuestro 
ordenamiento jurídico en base a las normas constitucionales existentes. 


Artículo 55.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de ciento 
ochenta días a partir de su promulgación, sin perjuicio de la reglamentación del Capítulo 


IV de la presente ley. 
Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 3 de setiembre de 
2019. 
LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidente 
JOSÉ PEDRO MONTERO 


Secretario 
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16) LIBERTAD VIGILADA «Proyecto de ley por el que se establecen normas que 


SEÑORA PRESIDENTE. Se pasa a considerar el regulan la libertad vigilada. (Carp. n.* 1379/2019 - rep. 


asunto que figura en segundo término del orden del día: n.> 930/19 y anexo 1)». 
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Carp. n.* 1379/2019 - rep. n.? 930/19 
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COMISIÓN DE 


CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


PROYECTO DE LEY 


CAPÍTULO | 
AJUSTES A LA LEY N* 19.446, 
DE 28 DE OCTUBRE DE 2016 


?.- Las penas privativas de libertad podrán cumplirse en régimen de 
"libertad vigilada” en los casos y bajo las condiciones que se establecen en la 
presente ley. 


Artículo _2?- La libertad vigilada consiste en someter al penado al 
cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social 
en el ámbito personal, comunitario y laboral a través de una intervención 
individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales. La 
vigilancia y orientación permanentes de lo establecido en este artículo estará a 
cargo de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del 
Ministerio del Interior. 


Artículo 3?.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena 
privativa de libertad impuesta al condenado sea de prisión o no supere los tres 
años de penitenciaria. 


Artículo 4%.- No procede la libertad vigilada en casos de reincidencia, 
reiteración o habitualidad. 


Artículo 5*.- Sin perjuicio de lo anterior, tampoco podrá sustituirse la pena 
privativa de libertad por la libertad vigilada cuando se trate de alguno de los 
delitos que se enunciarán a continuación, sea éste tentado o consumado y 
cualquiera sea la forma de participación del penado: 


A) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


B) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del 
Código Penal). 


C) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
D) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 


E) Homicidio doloso y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código 
Penal). 


F) Delitos previstos en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley N* 14.294, de 
31 de octubre de 1974, y sus modificativas, cuando se de alguna de las 
circunstancias previstas en los artículos 35 Bis y 36 del citado cuerpo 
normativo. 
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G) Crímenes y delitos contenidos en la Ley N” 18,026, de 4 de octubre de 
2006. 


H) Delitos previstos por los artículos 77 a 81 de la Ley N* 18.250, de 6 de 
enero de 2008. 


1) Delito previsto en el artículo 8% de la Ley N* 19.247, de 15 de agosto de 
2014. 


Artículo 6%.- La libertad vigilada procederá en todos los casos a solicitud de 
parte y será impuesta por el tribunal al dictar la sentencia definitiva de condena. 
El tribunal fijará el plazo de intervención que será igual al que correspondería 
cumplir en régimen de privación de libertad. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en un plazo de 
veinte días desde que se le notifica la sentencia condenatoria por el tribunal, el 
plan de intervención correspondiente. 


Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades 
tendientes a la reinserción social y laboral del penado, indicando los objetivos 
perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados. 


Artículo 7%.- Al establecer la libertad vigilada el tribunal impondrá al 
condenado las siguientes condiciones: 


A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la supervisión 
por la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida 
Oficina. 


C) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial 
correspondiente al domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el 
literal A) de este artículo. 


Artículo 8*.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y de acuerdo 
con las circunstancias del caso, el tribunal dispondrá, además, una o más de 
las siguientes medidas: 


A) Si el penado presentara un consumo problemático de drogas o 
alcohol, se impondrá la obligación de asistir a programas de 
tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias. 


B) Prohibición de acudir a determinados lugares. 
C) Prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u otras 


personas que determine el tribunal o mantener algún tipo de 
comunicación con ellas. 
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D) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el tribunal 
determine. 


E) Obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de 
educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros 
similares. 


F) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio 
bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención. 


G) Prohibición de conducir vehículos. 
H) Otras de carácter análogo que resulten adecuadas. 


Artículo 9?.- El tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al 
régimen de libertad vigilada deba portar un dispositivo de monitoreo 
electrónico, en los términos establecidos en el artículo 82 de la-Ley N* 19.670, 
de 15 de octubre de 2018. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare 
de penado por violencia doméstica, violencia basada en género, violencia 
intrafamiliar o delitos sexuales. 


Si entendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte dicho 
dispositivo, para cuya colocación requerirá su consentimiento, 


Artículo 10.- En caso de incumplimiento de alguna de las medidas impuestas, 
la Fiscalía podrá, valorando las circunstancias del caso, solicitar al tribunal la 
revocación del beneficio, privando de la libertad al condenado por el saldo 
restante de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada deberá dar lugar a su 
revocación inmediata, sin necesidad de contar con la aquiescencia, vista previa 
o audiencia de la Fiscalía (artículo 287 del Código del Proceso Penal). Se 
considerará violación grave, entre otras, la existencia de una formalización 
posterior (artículo 266.6 in fine del Código del Proceso Penal). 


Artículo 11,- Deróganse los artículos 2? a 12 de la Ley N* 19.446, de 28 de 
octubre de 2016 y el artículo 9? de la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 


2003. 


Artículo 12,- Estas normas entrarán en vigencia en forma inmediata a su 
promulgación y se aplicarán a todas las causas en que se investiguen delitos 
cometidos con posterioridad a su vigencia. 


Las causas penales en trámite a la fecha de entrada en vigencia de esta ley 
y las que se inicien para el esclarecimiento de delitos cometidos con 
anterioridad, continuarán rigiéndose por las disposiciones a que refiere el 
artículo anterior. 
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CAPÍTULO Il 
AJUSTES AL CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


Artículo 13.- Sustitúyese el artículo 39 de la Ley N” 19,293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código de Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 39 (Incompetencia por razón de lugar o de turno).- La 
incompetencia por razón de lugar o de turno no causa nulidad y solo puede 
hacerse valer por las partes en su primera comparecencia. 


No habrá prevención ni incompetencia por razón de lugar o turno 
durante la investigación preliminar”. 


Articulo _14.- Sustitúyese el artículo 75 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código de Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 75 (Efectos de la ausencia del defensor).- La ausencia del 
defensor en cualquier actuación en que la ley exija expresamente su 
participación, acarreará su nulidad, salvo cuando constare fehacientemente 
que su ausencia fue voluntaria y deliberada, para provocar la nulidad”. 


- Sustitúyese el artículo 88 de la Ley N” 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código de Proceso Penal, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 88. (Método para instar).- La instancia se formulará ante el 
Ministerio Público verbalmente o por escrito. También podrá deducirse por 
escrito, ante las autoridades con funciones de policía”. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 89 de la Ley N” 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código de Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 89, (Firma de la instancia).- La instancia podrá formularse 
mediante escrito firmado por su autor. Si no sabe o no puede firmar, el 
escrito se refrendará con la impresión digito pulgar izquierda. A 
continuación se dejará constancia de que la persona conoce el texto del 
escrito y que ha estampado la impresión digital en su presencia y de 
conformidad.” 


Artículo 17.- Sustitúyese el artículo 90 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código de Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 90. (Confirmación de la voluntad de instar).- Al inicio de las 
actuaciones, el Ministerio Público explicará a quien formuló la instancia el 
alcance de la misma. Si el declarante confirma su voluntad de instar, se la 
tendrá por bien formulada. 


Si el que insta desiste, se le tendrá por renunciado a su derecho a instar 
y no podrá volver a hacerlo por los mismos hechos”. 
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Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 365 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código de Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 365 (Exclusiones).- No se aplicarán al proceso penal las 
disposiciones del Código General del Proceso sobre medidas 
provisionales, ejecución provisional de sentencias definitivas recurridas o 


condenas procesales. 


El recurso de apelación contra la admisión o el rechazo de la prisión 
preventiva, su sustitución o prórroga, contra el rechazo de la formalización 
de la investigación o del pedido de sobreseimiento instado por la defensa y 
contra las resoluciones sobre medios de prueba dictadas en audiencia, se 
interpondrá y sustanciará en la misma audiencia en la que se pronunció la 
recurrida. 


El recuso se admitirá sin efecto suspensivo y la pieza correspondiente 
se elevará en cuarenta y ocho horas al tribunal de apelaciones. Éste 
convocará a audiencia de segunda instancia -presencial o por sistema de 
videoconferencia del Poder Judicial- para dentro de diez días desde la 
recepción de la pieza o resolverá dentro de quince días a partir de la 
misma. 


No será nula la sentencia definitiva por haberse dictado estando 
pendiente la interlocutoria de segunda instancia que confirme la 
formalización o el rechazo del sobreseimiento”. 


Artículo 19.- Deróganse los artículos 140.3 y 362.3 del Código del Proceso 
Penal aprobado por Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014. 


Artículo _20,- Agrégase al artículo 106 de la Ley N” 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, el siguiente inciso: 


*(Del requerimiento de firma).- Aclárase que en los supuestos en los cuales 
la ley procesal penal requiera una firma manuscrita, esa exigencia también 
queda satisfecha por una firma electrónica (Ley 18.600, de 5 de noviembre 
de 2009). Este principio es aplicable a los casos en que la ley establece la 
obligación de firmar o prescribe consecuencias para su ausencia”, 


Sala de la Comisión, Montevideo 27 de agosto de 2019 


CHARLES CARRERA 
Miembro Informante 


PATRICIA AYALA A” 
LUIS ALBERTO HEBER (con salvedades) 
(con salvedades) 
PABLO MIERES 
RAFAEL MICHELINI 


RAFAEL PATERNAIN 
MIGUEL VASSALLO (con salvedades) 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 29 JUL 2019 
Señora idente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Alto Cuerpo a fin de 
remitir para su consideración, Proyecto de Ley sobre libertad vigilada que 
tiene por finalidad regular en qué casos y bajo qué condiciones procede 


dicho Instituto. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Luego del tiempo transcurrido desde la entrada en vigencia del nuevo 
Código del Proceso Penal (Ley 19.293 de fecha 19 de diciembre de 2014 y 


sus modificativas), se han detectado por parte de los operadores del sistema 


actuando en el marco de la “Comisión para el seguimiento de la 


implementación del Sistema Procesal Penal”, una serie de distorsiones que 
afectan el funcionamiento racional de la reforma. 


El artículo 18 de la Ley N* 19.653 de fecha 17 de agosto de 2018 dispuso: 
“Créase una Comisión para el seguimiento de la implementación del 
Sistema Procesal Penal, de carácter permanente y consultivo, que tendrá 
como cometido procurar el fortalecimiento y buen funcionamiento del 
sistema procesal penal, a través de proposiciones técnicas que faciliten su 
desarrollo, seguimiento y evaluación, así como la acción mancomunada de 
las instituciones en ella representadas. 

La Comisión estará integrada por el Ministro del Interior, el Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia que esta designe y el Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación. 

Corresponderá especialmente a esta Comisión: 

1) Realizar, por sí o a través de las instituciones integrantes de la misma, 
los estudios técnicos y formular las propuestas que faciliten y optimicen la 
puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal. 

2) Hacer el seguimiento y evaluación del proceso de implementación de la 
reforma procesal. 

3) Elevar a la Asamblea General un informe semestral, a través del cual se 
informará el proceso de implementación y se sugerirán posibles reformas 


legislativas relativas al sistema procesal penal”. 
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La citada Comisión ha consensuado y elaborado en el marco de sus 
competencias, el presente proyecto a fin de optimizar el sistema en lo 
relativo a las “libertades vigiladas” establecidas en la Ley 19.446 de fecha 
28 de octubre de 2016. 

Esto, en tanto respecto a la utilización de las mismas se ha venido dando en 
el marco de los pactos que permite el nuevo Código del Proceso Penal, 
pasándose a aplicar así las llamadas “penas mixtas” (parte con 
cumplimiento efectivo, parte con libertad vigilada), desajuste producido 
justamente por la aplicación de un régimen previsto para el sistema 
procesal anterior. 

Sobre el presente proyecto, cabe destacar que bloquea la utilización de las 
libertades vigiladas y las llamadas “penas mixtas” como herramientas de 
negociación para un elenco de delitos graves a partir de los cuales se 
detectó una aplicación inconveniente. 

Asimismo, reduce a tres años de penitenciaría la pena máxima impuesta al 
condenado en relación a la cual se puede conceder el beneficio, 
manteniéndose la prohibición para reincidentes, reiterantes y habituales. 
Por otra parte, en los supuestos en que resulte aplicable, dispone que la 
libertad vigilada procederá en todos los casos a solicitud de parte y será 
impuesta por el tribunal al dictar la sentencia definitiva de condena. El 
tribunal fijará el plazo de intervención que será igual al que correspondería 
cumplir en régimen de privación de libertad, así como las demás 
condiciones y medidas previstas en los artículos 7 y 8 del proyecto. 
Asimismo, prevé que la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida 
(OSLA) presentará en un plazo de veinte días desde que se le notifica la 
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sentencia condenatoria por el tribunal, el plan de intervención 
correspondiente. 

Correlativamente se agrega que, cuando el tribunal disponga o deba 
disponer que la persona penada sometida al régimen de libertad vigilada 
deba portar un dispositivo de monitoreo electrónico, la medida se adoptará 
en los términos establecidos en el artículo 82 de la Ley N* 19.670 de fecha 
15 de octubre de 2018. 

Cabe subrayar que el proyecto consigna que en caso de incumplimiento de 
alguna de las medidas impuestas, la Fiscalía podrá, valorando las 
circunstancias del caso, solicitar al tribunal la revocación del beneficio, 
privando de la libertad al condenado por el saldo restante de la pena. La 
revocación deberá ser dispuesta de inmediato por el tribunal, sin necesidad 
de contar con la aquiescencia, vista previa o audiencia de la Fiscalía, en 
supuestos de incumplimiento grave, como ser la existencia de una 
formalización posterior. 

Finalmente, se prevé que la norma entrará en vigencia en forma inmediata a 
su promulgación y que se aplicará a todas las causas en que se investiguen 
delitos cometidos con posterioridad a su vigencia. 

Las causas penales en trámite a la fecha de entrada en vigencia del proyecto 
y las que se inicien para el esclarecimiento de delitos cometidos con 
anterioridad, continuarán rigiéndose por los artículos 2 a 12 de la Ley N* 
19.446 citada y 9 de la Ley 17.726 de fecha 26 de diciembre de 2003, 
disposiciones que se derogan conforme lo establecido en el artículo 11 del 


proyecto. 


a 
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PROYECTO DE LEY SOBRE LIBERTAD VIGILADA 


Artículo 1 
Las penas privativas de libertad podrán cumplirse en régimen de “libertad 


vigilada” (artículo 292.1 del Código del Proceso Penal) en los casos y bajo 


las condiciones que se establecen en la presente Ley. 
Artículo 2 


La libertad vigilada consiste en someter al penado al cumplimiento de un 
programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito 
personal, comunitario y laboral a través de una intervención 
individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales. La 
vigilancia y orientación permanentes de lo establecido en este artículo 
estará a cargo de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, 
dependiente del Ministerio del Interior. 


Artículo 3 


La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena privativa de 
libertad impuesta al condenado sea de prisión o no supere los tres años de 


penitenciaria. 
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Artículo 4 


No procede la libertad vigilada en casos de reincidencia, reiteración o 
habitualidad. 


Artículo $ 


Sin perjuicio de lo anterior, tampoco podrá sustituirse la pena privativa de 
libertad por la libertad vigilada cuando se trate de alguno de los delitos que 
se enunciarán a continuación, sea éste tentado o consumado y cualquiera 


sea la forma de participación del penado: 
A) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


B) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del 
Código Penal). 


C) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
D) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 


E) Homicidio doloso y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código 
Penal). 


F) Delitos previstos en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley N* 14,294 de 
fecha 3 de octubre de 1974 (y sus modificativas) cuando se de alguna de las 
circunstancias previstas en los artículos 35 Bis y 36 del citado cuerpo 


normativo. 


G) Crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026 de fecha 4 de 
octubre de 2006. 


H) Delitos previstos por los artículos 77 a 91 de la Ley N* 18,250 de fecha 
6 de enero de 2008. 
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I) Delito previsto en el artículo 8 de la Ley N* 19.247 de fecha 15 de agosto 
de 2014. 


Artículo 6 


La libertad vigilada procederá en todos los casos a solicitud de parte y será 
impuesta por el tribunal al dictar la sentencia definitiva de condena. El 
tribunal fijará el plazo de intervención que será igual al que correspondería 


cumplir en régimen de privación de libertad. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en un plazo 
de veinte días desde que se le notifica la sentencia condenatoria por el 


tribunal, el plan de intervención correspondiente. 


Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades 
tendientes a la reinserción social y laboral del penado, indicando los 
objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados 


esperados. 
Artículo 7 


Al establecer la libertad vigilada el tribunal impondrá al condenado las 


siguientes condiciones: 
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A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la supervisión 
por la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida 
Oficina. 


C) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio 


bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención. 


D) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial 
correspondiente al domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el literal A) 


de este artículo. 
Artículo 8 


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y de acuerdo a las 
circunstancias del caso, el tribunal dispondrá además, una o más de las 


siguientes medidas: 


A) Si el penado presentara un consumo problemático de drogas o alcohol, 
se impondrá la obligación de asistir a programas de tratamiento de 


rehabilitación de dichas sustancias. 
B) Prohibición de acudir a determinados lugares. 


C) Prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u otras 
personas que determine el tribunal o mantener algún tipo de comunicación 


con ellas. 


D) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el tribunal 


determine por espacio de hasta ocho horas diarias continuas. 


E) Obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de 


educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. 
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Artículo 9 


El tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al régimen de 
libertad vigilada deba portar un dispositivo de monitoreo electrónico, en los 
términos establecidos en el artículo 82 de la Ley N” 19.670 de fecha 15 de 
octubre de 2018. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare de 
penado por violencia doméstica, violencia basada en género, violencia 


intrafamiliar o delitos sexuales. 


Si entendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte dicho 


dispositivo, para cuya colocación requerirá su consentimiento. 
Artículo 10 


En caso de incumplimiento de alguna de las medidas impuestas, la Fiscalía 
podrá, valorando las circunstancias del caso, solicitar al tribunal la 
revocación del beneficio, privando de la libertad al condenado por el saldo 


restante de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada deberá dar lugar a su 
revocación inmediata, sin necesidad de contar con la aquiescencia, vista 
previa o audiencia de la Fiscalía (artículo 287 del Código del Proceso 
Penal). Se considerará violación grave la existencia de una formalización 


posterior (artículo 266.6 in fine del Código del Proceso Penal). 
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Artículo 11 


Deróganse los artículos 2 a 12 de la Ley N” 19.446 de fecha 28 de octubre 
de 2016 y el artículo 9 de la Ley N* 17.726 de fecha 26 de diciembre de 
2003. 


Artículo 12 


Estas normas entrarán en vigencia en forma inmediata a su promulgación y 
se aplicarán a todas las causas en que se investiguen delitos cometidos con 


posterioridad a su vigencia. 


Las causas penales en trámite a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley 
y las que se inicien para el esclarecimiento de delitos cometidos con 


anterioridad, continuarán rigiéndose por las disposiciones a que refiere el 


artículo anterior. 
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Disposiciones citadas 


CÓDIGO PENAL 


Ley N* 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933 


TÍTULO XII 
DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y MORAL DEL HOMBRE 
CAPÍTULO ! 


Artículo 310.- (Homicidio).- El que, con intención de matar, diere muerte a alguna 
persona, será castigado con veinte meses de prisión a doce años de penitenciaria. 


Artículo 310-BIS.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, se 
considerará agravante especial del delito, la calidad ostensible de funcionario policial 
de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de 
sus funciones, o en razón de su calidad de tal. En este caso, el máximo de la pena se 
elevará en un tercio respecto de la prevista en el artículo anterior. 


Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 17. 


Artículo 311.- (Circunstancias agravantes especiales).- El hecho previsto en el 
artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro años de penitenciaria, en los 
siguientes casos: 


1”.- Cuando se cometiera en la persona del ascendiente o del descendiente 
legítimo o natural, del cónyuge, del concubino o concubina "more uxorio”, del 
hermano legítimo o natural, del padre o del hijo adoptivo. 


2”.- Con premeditación. 
3%.. Por medio de veneno. 


4%.- Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con 
circunstancias atenuantes. 
Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 12 


Artículo 312.- (Circunstancias agravantes muy especiales) 


Se aplicará la pena de penitenciaria de quince a treinta años, cuando el homicidio 
fuera cometido: 


1% Con impulso de brutal ferocidad, o con grave sevicia. 
2” Por precio o promesa remuneratoria. 


3% Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otros de los delitos previstos 
en el inciso 3% del artículo 47, 
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4% Para preparar, facilitar o consumar otro delito, aún cuando éste no se haya 
realizado. 


5* Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar el 
resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para ocultar el 
delito, para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse la impunidad o 
procurársela a alguno de los delincuentes. 


6” La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos casos, 
cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las circunstancias 
previstas en el numeral 4* del artículo precedente. 


7% Como acto de discriminación por la orientación sexual, identidad de género, 
raza u origen étnico, religión o discapacidad. 


g (Femicidio) Contra una mujer por motivos de odio, desprecio o menosprecio, 
por su condición de tal. 


Sin perjuicio de otras manifestaciones, se considerará que son indicios que 
hacen presumir la existencia del móvil de odio, desprecio o menosprecio, 
cuando: 


a) A la muerte le hubiera precedido algún incidente de violencia física, 
psicológica, sexual, económica o de otro tipo, cometido por el autor contra 
la mujer, independientemente de que el hecho haya sido denunciado o no 
por la víctima. 


b) La víctima se hubiera negado a establecer o reanudar con el autor una 
relación de pareja, enamoramiento, afectividad o intimidad. 

c) Previo a la muerte de la mujer el autor hubiera cometido contra ella 
cualquier conducta que atente contra su libertad sexual. 

En todos los casos, las presunciones admitirán prueba en contrario. 


Fuente: Ley N* 19.538, de 9 de octubre de 2017, artículo 3”. 


CAPITULO ll 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON VIOLENCIA EN LAS 
PERSONAS 


Artículo 344. (Rapiña).- El que, con violencias o amenazas, se apoderare de cosa 
mueble, sustrayéndola a su tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se aproveche 
de ella, será castigado con cuatro a dieciséis años de penitenciaria. 


La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, 
empleara violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un tercero, la posesión 
de la cosa sustraída, o para procurarse o procurarle a un tercero la impunidad. 


La pena será elevada en un tercio cuando concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables. 


Fuente: Ley N” 17.897, de 14/09/2005, articulo 15 
ícul BIS.- (Rapiña con privación de libertad. Copamiento).- El que, con 


violencias o amenazas, se apoderare de cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, 
para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, con privación de la libertad 
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de su o sus víctimas, cualquiera fuere el lugar en que ésta se consumare, será 
castigado con ocho a veinticuatro años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 20. 
Artículo 345. (Extorsión).- El que con violencias o amenazas, obligare a alguno a 
hacer, tolerar o dejar de hacer algo contra su propio derecho, para procurarse a sí 
mismo o para procurar a otro un provecho injusto, en daño del agredido o de un 
tercero, será castigado con cuatro a diez años de penitenciaria. 
Artículo 346. (Secuestro).- El que privare de su libertad a una persona para 
obtener de ella, o de un tercero, como precio de su liberación, un provecho injusto en 
beneficio propio o ajeno, consiguiera o no su objeto, será castigado con seis a doce 


años de penitenciaria. 
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Ley N* 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 
CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


Artículo 39. (Incompetencia por razón de lugar o de turno).- La incompetencia por 
razón de lugar o de turno no causa nulidad y solo puede hacerse valer por las partes 
en su primera comparecencia o por el tribunal de oficio al empezar su actuación, sin 
perjuicio de la competencia de urgencia. 


Artículo 75. (Efectos de la ausencia del defensor).- La ausencia del defensor en 
cualquier actuación en que la ley exija expresamente su participación, acarreará su 
nulidad. 


Artículo 88. (Método para instar).- La instancia se formulará ante el Ministerio 
Público verbalmente o por escrito, dejándose en todos los casos constancia en acta. 
También podrá deducirse, necesariamente por escrito, ante las autoridades con 
funciones de policia. 


Artículo 89. (Firma de la instancia).- La instancia que se formule por escrito será 
firmada por su autor, en presencia de la autoridad respectiva. Si no sabe o no puede 
firmar, el escrito se refrendará con la impresión dígito pulgar derecha del interesado o, 
en su defecto, la dígito pulgar izquierda, A continuación se dejará constancia de que la 
persona conoce el texto del escrito y que ha estampado la impresión digital en su 
presencia y de conformidad. 


Artículo 90. (Confirmación de la voluntad de instar).- Al inicio de las actuaciones 
judiciales, el Ministerio Público explicará a quien formuló la instancia el alcance de la 
misma. Si el declarante confirma su voluntad de instar, se la tendrá por bien formulada 
dejándose constancia en el acta respectiva. Si el que insta desiste, se le tendrá por 
renunciado a su derecho a instar y no podrá volver a hacerlo por los mismos hechos. 


Artículo 265. (Formalización de la investigación).- 


266.1 Cuando existan elementos objetivos suficientes que den cuenta de la comisión 
de un delito y de la identificación de sus presuntos responsables, el fiscal deberá 
formalizar la investigación solicitando al juez competente la convocatoria a audiencia 
de formalización. 


266.2 La solicitud se hará por escrito, salvo en el caso previsto en el artículo 266.4 de 
este Código y deberá contener en forma clara y precisa: 


a) la individualización del imputado y de su defensor, si este hubiera sido 
designado durante la investigación preliminar; 
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b) la relación circunstanciada de los hechos y la participación atribuida al 
imputado; 


c) las normas jurídicas aplicables al caso; 

d) los medios de prueba con que cuenta; 

e) las medidas cautelares que el fiscal entienda pertinentes; 

£) el petitorio; 

g) la firma del fiscal o de un representante autorizado por la Fiscalía, 


266.3 Presentada una solicitud de formalización de la investigación que no se 
ajuste a las disposiciones precedentes, el juez ordenará que se subsanen los 
defectos en el plazo que señale, bajo apercibimiento de tenerla por no presentada. 


266.4 Si el imputado se encontrare detenido por el hecho respecto del cual se 
decide formalizar la investigación, la solicitud de audiencia deberá formularse de 
inmediato a la detención, aun verbalmente y la audiencia deberá celebrarse dentro 
de las veinticuatro horas siguientes a dicha detención, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 16 de la Constitución de la República. 


266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de 
formalización, el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que 
deberá celebrarse en un plazo no mayor a veinte días. 


266.6 En la audiencia de formalización se escuchará a las partes y a la víctima que 
hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 


a) la legalidad de la detención si fuese el caso; 
b) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 


c) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima 
de acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del artículo 81.2 y en los 
artículos 216 y siguientes de este Código; 


d) toda otra petición que realicen las partes. 


La solicitud de medidas cautelares se resolverá atendiendo a la carpeta de 
investigación llevada por el Ministerio Público y siempre que hubiere sido controlada 
por la defensa. 


Si el juez, a solicitud de la defensa, lo considerare imprescindible, podrá 
producirse prueba en la propia audiencia, aun cuando no estuviere contenida en la 
carpeta de investigaciones, La prueba a diligenciarse deberá ceñirse estrictamente 
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a los requisitos para la adopción de la cautela. Tratándose de la prisión preventiva, 
los requisitos que deberán reunirse son los establecidos en el artículo 224 del 
presente Código. 


La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al 
proceso y dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la República). 
Cuando se produzca en causa en la que pueda recaer pena de penitenciaría, 
tendrá el efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la República. 


266.7 Ampliación del objeto de la investigación. Si se atribuyeren nuevos hechos al 
imputado cuya investigación preparatoria ya fue formalizada, o se ampliara a nuevos 
imputados, se convocará a una nueva audiencia. 


Fuente: Ley N* 19,549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 24 


Artículo 287. (Objeto).- La actividad procesal de ejecución comprende los actos 
destinados a promover el cumplimiento de las condenas penales y el trámite y decisión 
de las cuestiones sobrevinientes relativas a las penas y a las medidas de seguridad. 


Artículo 292. (Comunicación).- 


292.1 Cuando la pena deba ser cumplida en reclusión en todo o en pane, el tribunal 
comunicará dicha circunstancia a la autoridad penitenciaria, indicando la fecha de su 
finalización. 


292.2 Si el condenado se hallare en libertad y correspondiere su reclusión, el 
tribunal ordenará inmediatamente su detención. Una vez aprehendido y liquidada la 
pena, efectuará dicha comunicación. 


Artículo 365. (Exclusiones).- No se aplicarán al proceso penal las disposiciones del 
Código General del Proceso sobre medidas provisionales, ejecución provisional de 
sentencias definitivas recurridas o condenas procesales. 
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Decreto Ley 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 


CAPITULO IV 


Artículo _30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir dependencia 
psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 1* de la presente ley, 
precursores químicos y otros productos químicos, contenidos en las Tablas 1 y 2 de la 
presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según la facultad 
contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con pena de dos a diez 
años de penitenciaria. 


Si la sustancia referida en el inciso anterior fuera cannabis de efecto psicoactivo, 
la pena será de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria, en los términos 
establecidos por la Ley N* 19.172, de 20 de diciembre de 2013, 


Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana mediante la 
plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto psicoactivo en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 3? de la presente ley. El destino a que refiere el 
literal E) del artículo 3” de la presente ley será valorado, en su caso, por el juez 
competente y con arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso de que se superaren 
las cantidades allí referidas. 

Fuente: Ley N* 19.513, de 14 de julio de 2017, articulo 12. 


Artículo_31.- El que sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, fuere 
depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier modo 
alguna de las materias primas, sustancias, precursores químicos y otros productos 
químicos mencionados en el artículo 30 de la presente ley y de acuerdo con lo 
dispuesto en este, será castigado con pena de veinte meses de prisión a diez años de 
penitenciaria. 


Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere en su poder, fuere 
depositario, almacenare o poseyere una cantidad destinada a su consumo personal, lo 
que será valorado por el juez conforme a las reglas de la sana crítica. 


Sin perjuicio de ello, se entenderá como cantidad destinada al consumo personal 
hasta 40 gramos de marihuana. Asimismo, tampoco se verá alcanzado por lo 
dispuesto en el primer inciso del presente artículo el que en su hogar tuviere en su 
poder, fuere depositario, almacenare o poseyere la cosecha de hasta seis plantas de 
cannabis de efecto psicoactivo obtenidas de acuerdo con lo dispuesto en el literal E) 
del artículo 3” de la presente ley, o se tratare de la cosecha correspondiente a los 
integrantes de un club de membresía conforme con lo previsto por el literal F) del 
artículo 3” de la presente ley y la reglamentación respectiva. 


La pena será de dos a diez años de penitenciaria cuando las acciones descriptas en 
el inciso primero sean cometidas por un grupo delictivo organizado. 


Se entiende por grupo delictivo organizado un conjunto estructurado de tres o más 
personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el 
propósito de cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o indirectamente, un 
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beneficio económico u otro beneficio de orden material (artículo 414 de la Ley 
N” 18.362, de 6 de octubre de 2008). 


Fuente: Ley N* 19.513, de 14 de julio de 2017, artículo 13. 


Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades delictivas 
descriptas en la presente ley, aun cuando estas no se cumplieran en el territorio 
nacional, será castigado con pena de dos a dieciocho años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 19.513, de 14 de julio de 2017, articulo 14. 


Artículo _33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos tendientes a la 
introducción ilegal a países extranjeros de las sustancias mencionadas 


en la presente ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años de 
penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.16, de 22 de octubre de 1998, articulo 3". 


Artículo 34.- El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, suministrare, 
aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente ley, o promoviere, 
indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de veinte meses de prisión a 
ocho años de penitenciaría. 


Fuente: Ley N* 17,16, de 22 de octubre de 1998, articulo 3, 


Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en materia de 
importación, exportación, producción, elaboración, comercialización o suministro de las 
sustancias y preparados contenidos en las Listas (Il de la Convención Unica de Nueva 


York de 1961, así como las comprendidas en las Listas ll, lil y IV del Convenio de 
Viena, será castigado con pena de doce meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaria. 


Fuente: Ley N” 17.160, de 22 de octubre de 1998, artículo 3”. 


Artículo 35-B1S.- Cuando las actividades delictivas descritas en los artículos 30 a 34 
tengan por objeto material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base 
libre o fumable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de tres años de penitenciaria. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el artículo 35 tengan por objeto 
material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base libre o fumable, 
incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo de dos años de 
penitenciaria. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, el Juez de la causa, previa vista 
fiscal, podrá disponer excepcionalmente la aplicación de las medidas sustitutivas 
previstas por la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003, siempre y cuando se 
cumplan, en forma acumulativa, las siguientes condiciones: 


A) Que el imputado no tenga antecedentes penales por haber cometido delitos a 
título de dolo. 


B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada represente desde el punto de 
vista cuantitativo, una cantidad menor. 


C) Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia a menores de edad. 


Al dictar la sentencia de condena, previa realización de las evaluaciones 
correspondientes, tomando en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, el 
Juez de la causa podrá disponer la continuación de las medidas mencionadas en el 
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inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministerio de 
Desarrollo Social, al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y a la Oficina de 
Supervisión de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y su familia. 


Fuente: Ley N” 19.007, de 16 de noviembre de 2012, artículo 4”. 
Artículo 36.- Se aplicará pena de cuatro a quince años de penitenciaria, en los 
casos siguientes: 


1% Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las sustancias a 
que se refiere el artículo 1? se efectuaren a una persona menor de veintiún 
años o privada de discernimiento o voluntad. 


2%) Si a consecuencia del delito, el menor de edad o la persona privada de 
discernimiento o voluntad sufrieren una grave enfermedad. Si sobreviniere la 
muerte, se aplicará pena de cinco a veinte años de penitenciaria. 


3%) Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin consentimiento de la 
víctima. 


4%) Cuando el delito se cometiere mediante ejercicio abusivo o fraudulento de 
una profesión sanitaria, o de cualquier otra profesión sujeta a autorización o 
vigilancia en razón de salud pública. 


5% Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un 
establecimiento de enseñanza o sanitaria de hospitales, cárceles, sedes de 
asociaciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde se 
realicen espectáculos o reuniones de carácter público, cualquiera sea su 
finalidad. 
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Ley 17.726, 


de 26 de diciembre de 2003 


Artículo 9*.- (Penas sustitutivas).- Cuando la pena sea de prisión podrá sustituirse 
por alguna o algunas de las medidas previstas en el artículo 3". 
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Ley N* 18.026, 
de 4 de octubre de 2006 


PARTE | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1% (Crimenes y delitos).- Sustitúyese el artículo 2? del Código Penal por el 
siguiente: 


"ARTÍCULO 2”. (División de los delitos).- Los delitos, atendida su gravedad, se 
dividen en crímenes, delitos y faltas. Los crímenes son los ilícitos de competencia 
de la Corte Penal Internacional de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 
del Estatuto de Roma y además todos los que por su extrema gravedad se rijan por 
leyes especiales, por este Código y las normas de derecho internacional en cuanto 
le sean aplicables. Los delitos son todos los demás que no revistan la gravedad 
indicada en el párrafo anterior. Las faltas se ngen por lo dispuesto en el libro 111 del 
presente Código". 


Artículo 2”. (Derecho y deber de juzgar crimenes internacionales).- La República 
Oriental del Uruguay tiene el derecho y el deber de juzgar los hechos tipificados como 
delito según el derecho internacional. Especialmente tiene el derecho y el deber de 
juzgar, de conformidad con las disposiciones contenidas en esta ley, los crimenes 
reconocidos en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado por 
la Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


Artículo 3%. (Principios de derecho penal).- Serán aplicables a los crímenes y delitos 
tipificados por esta ley los principios generales de derecho penal consagrados en el 
derecho nacional y en los tratados y convenciones de los que Uruguay es parte y, en 
particular, cuando correspondiere, los enunciados en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional y los especialmente establecidos en esta ley. 


Artículo 4% (Ámbito de aplicación — Condiciones de extradición).- 
4.1. Los crímenes y delitos que se tipifican por esta ley se aplicarán en relación con: 


A) Los crímenes y delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territorio 
de la República o en espacios sometidos a su jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por nacionales uruguayos, sean 
o no funcionarios públicos, civiles o militares, siempre que el imputado no haya 
sido absuelto o condenado en el extranjero o, en este último caso, no haya 
cumplido la pena. 


4.2, Cuando se encontrare en territorio de la República o en lugares sometidos a su 
jurisdicción, una persona sospechada de haber cometido un crimen de los tipificados 
en los Títulos | a IV de la Parte || de la presente ley, el Estado uruguayo está obligado 
a tomar las medidas necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de dicho crimen o 
delito, si no recibiera solicitud de entrega a la Corte Penal Internacional o pedidos de 
extradición, debiendo proceder a su enjuiciamiento como si el crimen o delito se 
hubiese cometido en territorio de la República, independientemente del lugar de su 
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comisión, la nacionalidad del sospechado o de las víctimas. La sospecha referida en la 
primera parte de este párrafo debe estar basada en la existencia de la semiplena 
prueba. 


4.3. Verificada la situación prevista en el párrafo precedente: si se trata de un crimen 
o delito cuyo juzgamiento no sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional, se 
procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5%. 


4.4. La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 


A) Tratándose de crímenes o delitos cuyo juzgamiento sea jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional: 


1) Se solicite la entrega por la Corte Penal Internacional. 


2) Se solicite la extradición por parte del Estado competente al amparo de 
tratados o convenciones internacionales vigentes para la República. 


3) Se solicite la extradición por parte del Estado competente no existiendo 
tratados o convenciones vigentes con la República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás requerimientos legales, para conceder la extradición, 
el Estado requirente debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 5*. 


B) Si se reciben en forma concurrente solicitudes de entrega a la Corte Penal 
Internacional y de extradición por terceros Estados, se procederá de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 60. 


C) Se trate de crímenes o delitos que no se encuentran bajo la jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, cuando se conceda la extradición por parte del Estado 
competente. 


4.5. Los crimenes y delitos tipificados en esta ley no se considerarán delitos 
políticos, ni delitos comunes conexos con delitos políticos o cuya represión obedezca a 
fines políticos. 


Artículo 5*, (Actuación bajo jurisdicción nacional).- 


5.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2., encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona sobre 
la que mediare semiplena prueba de haber cometido un crimen o delito que no fuese 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, conocerá el Juez competente quien, si las 
circunstancias lo justifican y con noticia al Ministerio Público, dispondrá orden de 
prisión preventiva que se notificará inmediatamente al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido los crimenes o delitos, al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que 
habitualmente resida. Las comunicaciones serán realizadas por el Poder Ejecutivo por 
vía diplomática y contendrán información sobre el procedimiento que dispone la 
presente ley. 
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5.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, el Juez tomará 
audiencia al detenido en presencia del Ministerio Público, en la cual 


A) Le intimará la designación de defensor de su elección, bajo apercibimiento de 
tenérsele por designado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traducciones que sean necesarias para 
su defensa. 


C) Le informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen o delito 
tipificado en la presente ley y que se le presume inocente mientras no se pruebe 
su culpabilidad, 


D) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor. 


5.3. Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo quien lo notificará 
al Estado en cuyo territorio se presume que la persona ha cometido los crímenes o 
delitos, y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese 
apátrida, al Estado en que habitualmente resida. La persona detenida tendrá 
facilidades para comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente 
del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un 
apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida. 


5.4. Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de notificación a los Estados 
prevista en el párrafo 1 de este artículo no se hubiese recibido ningún pedido de 
extradición, dentro de los diez días corridos siguientes se dispondrá la libertad del 
indagado o, si hubiese mérito, se iniciará el procedimiento penal. 


Artículo 6*. (Improcedencia de asilo y refugio).- No corresponderá conceder asilo ni 
refugio cuando existan motivos fundados para considerar que la persona ha cometido 
un crimen o delito de los tipificados en la presente ley, aun cuando reuniera las demás 
condiciones para ser asilado o solicitar refugio. 


Artículo 7%. (Imprescriptibilidad).- Los crímenes y penas tipificados en los Títulos | a 
lil de la Parte |! de la presente ley son imprescriptibles. 


Artículo 8*. (Improcedencia de amnistía y similares).- Los crímenes y penas 
tipificados en los Titulos | a ll de la Parte Il de la presente ley, no podrán declararse 
extinguidos por indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro instituto de clemencia, 
soberana o similar, que en los hechos impida el juzgamiento de los sospechosos o el 
efectivo cumplimiento de la pena por los condenados. 


Artículo 9% (Obediencia debida y otros eximentes).- No podrá invocarse la orden de 
un superior, ni la existencia de circunstancias excepcionales (como, por ejemplo, 
amenaza o estado de guerra, inestabilidad política o cualquier otra emergencia pública 
real o presunta) como justificación de los crimenes tipificados en los Títulos | a III de la 
Parte 1! de la presente ley. 


Por consiguiente, ni haber actuado bajo órdenes superiores, ni la invocación de 
circunstancias excepcionales, eximirán de responsabilidad penal a quienes cometan, 
en cualquiera de sus modalidades, los crimenes o delitos referidos. 
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Artículo 10. (Responsabilidad jerárquica).- El superior jerárquico, funcionario civil o 
militar, cualquiera sea su cargo oficial o de gobierno, será penalmente responsable por 
los crímenes establecidos en los Títulos | a lll de la Parte ll de la presente ley que 
fuesen cometidos por quienes estén bajo su autoridad, mando o control efectivo, 
cuando en razón de su investidura, cargo o función, hubiere sabido que estaban 
participando de cualquier manera en la comisión de los crimenes o delitos referidos y 
no hubiere adoptado, estando posibilitado para ello, todas las medidas razonables y 
necesarias a su alcance para impedir, denunciar o reprimir la comisión de dichos 
crímenes o delitos. 


Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción especial).- Los crimenes y delitos tipificados en 
la presente ley no podrán considerarse como cometidos en el ejercicio de funciones 
militares, no serán considerados delitos militares y quedará excluida la jurisdicción 
militar para su juzgamiento. 


Artículo 12. (Inhabilitación absoluta).- 


12.1. A los ciudadanos uruguayos condenados por los crimenes previstos en 
los Títulos | a 11! de la Parte ll de la presente ley, se les impondrá pena accesoria de 
inhabilitación absoluta para ocupar cargos, oficios públicos y derechos políticos, por el 
tiempo de la condena. 


12.2. Si el condenado fuese un profesional o idóneo en oficios de la medicina 
condenado por crimenes previstos en los Títulos | a 11! de la Parte |! de la presente ley, 
se le impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión u 
oficio por el tiempo de la condena. 


12.3. Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal Internacional, regirán las 
inhabilitaciones previstas en los numerales precedentes. 


Artículo 13. (Intervención de la víctima).- 


13.1. En los casos de los crimenes previstos en los Títulos | a 11! de la Parte 1! de la 
presente ley, el denunciante, la víctima o sus familiares podrán acceder a la totalidad 
de las actuaciones, proponer pruebas, poner a su disposición las que tengan en su 
poder y participar de todas las diligencias judiciales. A dichos efectos, constituirán 
domicilio y serán notificadas de todas las resoluciones que se adopten. 


Asimismo, si se hubiese dispuesto el archivo de los antecedentes o si luego de 
transcurridos sesenta días desde la formulación de la denuncia aún continúa la etapa 
de instrucción o indagación preliminar, el denunciante, la víctima o sus familiares 
podrán formular ante el Juez competente petición fundada de reexamen del caso o 
solicitud de información sobre el estado del trámite, 


13.2. Si la petición de reexamen del caso se presenta por haberse dispuesto el 
archivo de los antecedentes, se dará intervención al Fiscal subrogante quien 
reexaminará las actuaciones en un plazo de veinte días. 


13.3. La resolución judicial será comunicada al peticionante, al Fiscal y al Fiscal de 
Corte. 


13.4. Durante el proceso, a solicitud del Fiscal o de oficio, el Juez adoptará cualquier 
medida que considere adecuada y necesaria para proteger la seguridad, el bienestar 
físico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos. A tal fin, 
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tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, 
así como las características del delito, en particular cuando éste entrañe violencia 
sexual, violencia en razón del género o violencia contra niñas, niños y adolescentes. 


En casos de violencia sexual no se requerirá la corroboración del testimonio de la 
víctima, no se admitirá ninguna evidencia relacionada con la conducta sexual anterior 
de la víctima o testigos, ni se aceptará utilizar como defensa el argumento del 
consentimiento, 


Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los testigos o el indagado, el 
Juez podrá disponer por resolución fundada la presentación de pruebas por medios 
electrónicos u otros medios técnicos especiales tendientes a prevenir la victimización 
secundaria. En particular, se aplicarán estas medidas en el caso de víctimas de 
agresión sexual y menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de aplicación en lo 
pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley N*” 17.514, de 2 de julio de 2002. 


Se procurarán todos los medios posibles para que el Fiscal cuente con asesores 
jurídicos especialistas en determinados temas, entre ellos violencia sexual, violencia 
por razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, se procurará que el 
tribunal cuente con personal especializado para atencer a las víctimas de traumas, 
incluidos los relacionados con la violencia sexual y de género. 


Artículo 14. (Reparación de las víctimas).- 


14.1. El Estado será responsable de la reparación de las víctimas de los crimenes 
tipificados en los Títulos | a 1Il de la Parte li de la presente ley que se cometan en 
territorio de la República o que se cometan en el extranjero por agentes del Estado o 
por quienes sin serlo hubiesen contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
agentes del Estado. 


14.2. La reparación de la víctima deberá ser integral comprensiva de indemnización, 
restitución y rehabilitación y se extenderá también a sus familiares, grupo o comunidad 
a la cual pertenezca. Se entenderá por "familiares", el conjunto de personas unidas por 
un lazo de matrimonio o parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 


. (Circunstancias agravantes).- Agravan especialmente los crímenes y 
delitos previstos en la presente ley, cuando no sean elementos constitutivos de los 
mismos y sin perjuicio de otras circunstancias agravantes que sean de aplicación, 
cuando el crimen o delito se cometa respecto de niños, adolescentes, mujeres 
embarazadas, personas con limitaciones en su salud física o mental a causa de su 
edad o enfermedad o de cualquier otra causa; o grupos familiares. Se entenderá por 
"grupos familiares" el conjunto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener una forma de vida en 
común. 
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PARTE Il 
CRÍMENES Y PENAS 
TÍTULO | 
CRIMEN DE GENOCIDIO 
Artículo 16. (Genocidio).- El que con la intención de destruir total o parcialmente a un 
grupo nacional, étnico, racial, religioso, político, sindical, o a un grupo con identidad 
propia fundada en razones de género, orientación sexual, culturales, sociales, edad, 


discapacidad o salud, perpetrare alguno de los actos mencionados a continuación, 
será castigado con quince a treinta años de penitenciaria: 


A) Homicidio intencional de una o más personas del grupo. 


B) Tortura, desaparición forzada, privación de libertad, agresión sexual, embarazo 
forzoso, sometimiento a tratos inhumanos o degradantes o lesiones graves contra 
la integridad física o mental de una o más personas del grupo. 


C) Sometimiento intencional de una o más personas del grupo, a privaciones de 
recursos indispensables para su supervivencia; a una perturbación grave de 
salud; a la expulsión sistemática de sus hogares o a condiciones de existencia 
que puedan impedir su género de vida o acarrear su destrucción fisica, total o 
parcial o del grupo. 


D) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo. 


E) Traslado por la fuerza o bajo amenazas de uno o más miembros del grupo a otro 
grupo, o el desplazamiento del grupo del lugar donde está asentado. 


Artículo 17. (Instigación al genocidio).- El que instigare públicamente a cometer 
crimen de genocidio, será castigado con dos a cuatro años de penitenciaria. 


TÍTULO 1 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 
CAPÍTULO 1 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ESTATUTO DE ROMA 
Artículo 18. (Crimen internacional de lesa humanidad).- El que cometiera cualquiera 
de los crimenes de lesa humanidad previstos en el artículo 7 del Estatuto de Roma de 


la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17,510, de 27 de junio de 2002, será 
castigado con quince a treinta años de penitenciaría. 
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CAPÍTULO 2 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ACTOS AISLADOS 


Artículo 19. (Extensión de principios generales).- Se consideran crimenes de lesa 
humanidad los delitos que se tipifican en el presente Capítulo 2 y será de aplicación lo 
dispuesto en la Parte | de esta ley. A los efectos de lo dispuesto en los artículos 
siguientes, se entenderá por "agente del Estado" a una persona que actúa en ejercicio 
de una función pública, revista o no la calidad de funcionario público. 


Artículo 20. (Homicidio político).- El que siendo agente del Estado, o sin serlo 
contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes del Estado, 
diere muerte a alguna persona en virtud de sus actividades u opiniones políticas, 
sindicales, religiosas, culturales, de género, reales o presuntas; o en razón de su real o 
presunta pertenencia a una colectividad política, sindical, religiosa o a un grupo con 
identidad propia fundada en motivos de sexo o a un sector social, será castigado con 
quince a treinta años de penitenciaria. 


Artículo 21. (Desaparición forzada de personas).- 


21.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o 
sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, seguido de la negativa a 
informar sobre la privación de libertad o el paradero o la suerte de la persona privada 
de libertad; o que omita y se niegue a brindar información sobre el hecho de la 
privación de libertad de una persona desaparecida, su paradero o suerte, será 
castigado con dos a veinticinco años de penitenciaria. 


21.2. El delito de desaparición forzada será considerado como delito permanente, 
mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 


21.3. El juez podrá considerar como atenuantes del delito de desaparición forzada 
de personas las siguientes circunstancias: a) Que la víctima sea puesta en libertad 
indemne en un plazo menor a diez días, b) que se informe o actúe para posibilitar o 
facilitar la aparición con vida del desaparecido. 


Artículo 22. (Tortura). - 


22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o 
sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una persona privada de libertad o 
bajo su custodia o control o a una persona que comparezca ante la autoridad en 
calidad de testigo, perito o similar, será castigado con veinte meses de prisión a ocho 
años de penitenciaría, 


22.2. Se entenderá por "tortura": 


A) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos graves, físicos, mentales o 
morales. 


B) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
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C) Todo acto tendiente a anular la personalidad o disminuir la capacidad física o 
mental aunque no cause dolor ni angustia física o cualquier acto de los previstos 
en el artículo 291 del Código Penal realizado con fines indagatorios, de castigo o 
intimidación. 


22.3. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas. 


Artículo 23. (Privación grave de la libertad).- El que cometiera el delito previsto en el 
artículo 281 del Código Penal siendo agente del Estado o que sin serio hubiera 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes del Estado, 
será castigado con seis a doce años de penitenciaria. 


Artículo 24. (Agresión sexual contra persona privada de libertad).- El que siendo 
agente del Estado o sin serio contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
uno o más agentes del Estado, cometiere cualquier acto de agresión sexual contra una 
persona privada de libertad o bajo su custodia o control o contra una persona que 
comparezca ante la autoridad en calidad de denunciante, testigo, perito o similar, será 
castigado con dos a quince años de penitenciaría. 


Artículo 25. (Asociación para cometer genocidio, crimenes de lesa humanidad o 
crímenes de guerra).- Los que se asociaren para cometer uno o más crímenes de los 
tipificados en la presente ley, serán castigados por el simple hecho de la asociación, 
con la pena de ocho meses de prisión a seis años de penitenciaria. 


TÍTULO 111 
CRÍMENES DE GUERRA 

Artículo 26. (Crimen de guerra).- 

26.1. El que en un conflicto armado de carácter internacional o interno, conforme los 
términos en que dichos conflictos son definidos por el derecho internacional, cometa 
cualquiera de los crimenes de guerra que se tipifican a continuación, en forma aislada 
o a gran escala, o como parte de un plan o política, será castigado con dos a treinta 
años de penitenciaria. 

26.2. A los efectos de los crimenes de querra que se tipifican en el presente, se 
considerarán personas y bienes protegidos, a quienes el derecho internacional ampara 
como tales en el marco de los conflictos armados internacionales o internos. 

26.3. Serán crímenes de guerra: 

1. El homicidio intencional. 


2. La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos. 


3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o atentar gravemente 
contra la integridad física o la salud. 


4. La destrucción y la apropiación de bienes no justificadas por necesidades militares 
o del conflicto armado, y efectuadas a gran escala, ¡lícita y arbitrariamente 
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5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un combatiente adversario 
detenido o a cualquier persona protegida a servir en las fuerzas de una potencia 
enemiga o del adversario. 


6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a un combatiente 
adversario detenido o a otra persona protegida de su derecho a ser juzgado legítima e 
imparcialmente; o someterlo a condenas o ejecuciones sin previo juicio ante un 
Tribunal regularmente constituido con todas las garantías judiciales generalmente 
reconocidas como indispensables. 


7. La deportación o el traslado, confinamiento o detención ilegales. 
8. La toma de rehenes. 


9. Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra 
personas civiles o protegidas que no participen directamente en las hostilidades. 


10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civiles o bienes protegidos, es 
decir, bienes que no son objetivos militares. 


11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, 
unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de 
asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre 
que tengan derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles o a personas o 
bienes protegidos, con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados. 


12. Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de prever que causará 
pérdidas de vidas, lesiones a civiles o personas protegidas o daños a bienes de 
carácter civil o protegidos o daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente 
natural que serían manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar 
concreta y directa de conjunto que se prevea. 


13. Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, viviendas o 
edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares. 


14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o combatiente adversario que haya 
depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido a 
discreción, o que se encuentra en poder de la parte adversaria por cualquier motivo. 


15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias 
militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas 
distintivos de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales y causar así la 
muerte o lesiones graves. 


16. El traslado, directa o indirectamente, por la potencia ocupante de parte de su 
población civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o 
parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio; u ordenar 
cualquier otro desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el 
conflicto armado, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por razones militares imperativas. 


17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la 
instrucción, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los 
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hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean 
objetivos militares. 


18. Someter a personas que estén en poder de otra parte en el conflicto, a 
mutilaciones fisicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no 
estén justificados en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven 
a cabo en su interés, y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su 
salud. 


19. Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación, al ejército enemigo 
o alos combatientes adversarios. 


20. Declarar que no se dará cuartel. 


21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del enemigo o del combatiente 
adversario, a menos que las necesidades del conflicto armado lo hagan imperativo. 


22. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y 
acciones de los nacionales de la parte enemiga o del combatiente adversario. 


23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas 
dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra. 


24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto. 
25. Emplear veneno o armas envenenadas. 


26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o 
dispositivo análogos. 


27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, 
como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga 
incisiones. 


28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia 
naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del derecho humanitario internacional de los conflictos 
armados. 


29. Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad personal, especialmente los 
tratos humillantes y degradantes; y las prácticas de apartheid y demás basadas en la 
discriminación racial, de género o por la pertenencia a un grupo con identidad propia. 


30. Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 
forzado, esterilización forzada comprendidos en el artículo 24 y referidos al artículo 7, 
literal g) del Estatuto de Roma y, cualquier otra forma de violencia sexual que 
constituya una infracción grave de los Convenios de Ginebra. 


31. Utilizar la presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner 
ciertos puntos, zonas o fuerzas militares o combatientes a cubierto de operaciones 
militares o de combate armado. 
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32. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios de 
transporte sanitarios, y contra personal que utilice los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales de conformidad con el derecho 
internacional, 


33. Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la población civil como método 
de hacer la guerra o de combate, privándola de los objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente los suministros de 
socorro, la acción humanitaria o el acceso a las víctimas, de conformidad con los 
Convenios de Ginebra y las normas del derecho internacional humanitario. 


34. Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las fuerzas armadas nacionales 
o grupos combatientes o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades. 


35. Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar a los prisioneros de guerra o 
a los combatientes enemigos detenidos o a la población civil internada una vez 
finalizadas las hostilidades. 


36. Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los bienes indispensables para la 
supervivencia o subsistencia de la población civil (víveres, ganado, reserva de agua 
potable, etc.). 


37. Infligir castigos colectivos o realizar actos o amenazas que tengan por objeto 
aterrorizar a la población civil. 


38. Lanzar un ataque empleando armas y métodos de combate que no permitan 
hacer distinción entre objetivos militares y no militares o entre combatientes y 
personas protegidas, como, por ejemplo, el bombardeo por zona en ciudades, los 
bombardeos masivos, el recurrir a un método o medio de lanzamiento que no pueda 
ser dirigido contra un objetivo militar determinado, el emplear armas o métodos de 
combate del que se pueda prever que cause fortuitamente lesiones o muerte a 
personas protegidas o daños a bienes protegidos. 


39. Dirigir intencionalmente ataques contra: a) bienes culturales protegidos por el 
derecho internacional o utilizar dichos bienes culturales o sus alrededores inmediatos 
en apoyo de acciones militares o cometer hurtos, daños u otros actos de vandalismo 
contra los mismos; b) patrimonio cultural de gran importancia para la humanidad, 
comprendido el patrimonio cultural vinculado a un sitio de patrimonio natural, esté o no 
incluido en las listas mantenidas por la UNESCO o de otra organización internacional. 


40. Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peligrosas 
a sabiendas de que ese ataque causará muertos o heridos entre la población civil o 
daños a bienes de carácter civil (presas hidroeléctricas, diques, centrales nucleares, 
etc.). 


41. Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas. 


42. Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar mediante fragmentos que no 
puedan localizarse por rayos X en el cuerpo humano. 


43. Emplear minas antipersonales entendiendo por tales toda munición colocada 
debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otro lugar, concebida para 
explosionar por la presencia, la proximidad o en contacto de una persona y que 
pudiera incapacitar, lesionar o matar a más de una persona. 
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44. Emplear minas, armas trampas y otros artefactos similares, contra la población 
civil o personas protegidas o bienes protegidos o en contravención de las 
disposiciones del derecho internacional, 


45. Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo por tales toda arma, 
munición o trampa concebida primordialmente para incendiar objetos o causar 
quemaduras a las personas mediante la acción de las llamas, del calor o de una 
combinación de ambos, producidos por reacciones químicas. 


46. Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas o toxínicas) u otras armas 
de destrucción masivas, cualquiera fuese su naturaleza. 


47. Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras permanentes. 


48. Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines militares, de combate u 
otros fines hostiles que tengan efectos vastos, duraderos o graves, entendiéndose por 
"técnicas de modificación ambiental" todas las técnicas que tienen por objeto alterar, 
mediante la manipulación deliberada de los procesos naturales, la dinámica, la 
composición o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su litósfera, su hidrósfera y 
su atmósfera o el espacio ultraterrestre. 


49. Omitir en forma intencional: a) señalizar, vallar y vigilar, durante la vigencia de un 
conflicto armado o luego de finalizado éste, las zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de impedir el ingreso de población civil en dichas 
zonas, b) la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra, 
inmediatamente de finalizado un conflicto armado, cuando sea posible la señalación o 
ubicación de dichos restos explosivos de guerra. Se entenderá por "restos explosivos 
de guerra" los definidos como tales por el derecho internacional. 


50. A los efectos de las conductas descriptas en los numerales precedentes, se 
entenderá por objetivos militares en lo que respecta a bienes, aquellos que por su 
naturaleza, ubicación, finalidad o utilización, contribuyan eficazmente a la acción militar 
y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las 
circunstancias del momento, una clara ventaja militar, con exclusión de los bienes 
protegidos y de bienes destinados a fines civiles. Se tendrá presente que en caso de 
duda de si un objeto que normalmente se destina a fines civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una acción militar, se presumirá que se utiliza para fines 
civiles. No se considerarán como un solo objetivo militar, diversos objetivos militares 
claramente separados e individualizados que se encuentren en una ciudad, pueblo, 
aldea u otra zona en que haya una concentración análoga de personas o bienes 
protegidos. 


TÍTULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
POR LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
Artículo 27. (Delitos contra la administración de justicia).- El que cometiera 
cualquiera de los delitos previstos en el articulo 70 del Estatuto de Roma de la Corte 


Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, será 
castigado con dos a diez años de penitenciaria. 
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TÍTULO V 
DELITOS ESPECIALES 


Artículo 28. (Lavado de activos y financiación de los crimenes de genocidio, de lesa 
humanidad y de guerra).- Sustitúyese el artículo 8% de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 8”.- Los delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del Decreto-Ley 
N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, -incorporados por el artículo 5% de la Ley 
N* 17.016, de 22 de octubre de 1998- se configurarán también cuando su objeto 
material sean los bienes, productos o instrumentos provenientes de delitos 
tipificados por nuestra legislación vinculados a las siguientes actividades: crimen de 
genocidio, crimenes de guerra, crímenes de lesa humanidad, terrorismo; 
contrabando superior a US$ 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América); tráfico ilícito de armas, explosivos, municiones o material destinado a su 
producción; tráfico ¡lícito de órganos, tejidos y medicamentos; tráfico ¡lícito de 
personas; extorsión; secuestro; proxenetismo; tráfico ilícito de sustancias nucleares; 
tráfico ¡lícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos; estafa, cuando es 
cometida por personas físicas o representantes o empleados de las personas 
jurídicas sujetas al control del Banco Central del Uruguay en el ejercicio de sus 
funciones; y todos los delitos comprendidos en la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre 
de 1998. 


En los casos previstos en el presente artículo serán aplicables las disposiciones 
contenidas en los artículos 58 a 67 y 71 a 80 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, incorporados por el artículo 5” de la Ley N* 17.016, de 22 de 
octubre de 1998. 


Las disposiciones del presente artículo regirán aun cuando el hecho antecedente 
origen de los bienes, productos o instrumentos, hubiera sido cometido en el 
extranjero, en tanto el mismo hubiera estado penado en el lugar de su comisión y en 
la República Oriental del Uruguay”. 


Artículo 29. (Apología de hechos pasados).- El que hiciere, públicamente, la apología 
de hechos anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, que hubieran 
calificado como crímenes o delitos de haber estado vigente la misma, será castigado 
con tres a veinticuatro meses de prisión. 


TÍTULO VI 
PREVENCIÓN - PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN 


Artículo 30. (Difusión y programas de formación).- El Estado se obliga a informar y 
difundir, de la forma más amplia posible, las normas de derecho interno e internacional 
que regulan los crímenes y delitos que se tipifican. Se implementarán programas de 
formación y capacitación continua en la materia destinados a los funcionarios públicos, 
especialmente, a todos los niveles del personal docente, judicial, policial, militar y de 
relaciones exteriores. Se diseñarán programas especiales de formación continua y 
completa en derecho internacional humanitario destinados especialmente al personal 
militar. 
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PARTE Ill 
COOPERACIÓN Y RELACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES SOBRE COOPERACIÓN 


Artículo 31. (Cooperación plena).- 


31.1. La República Oriental del Uruguay cooperará plenamente con la Corte Penal 
Internacional y cumplirá con las solicitudes de cooperación y asistencia que se le 
formulen, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, y el ordenamiento 
jurídico interno de la República. A los efectos de los artículos siguientes, toda 
referencia al "Estatuto de Roma" se entenderá realizada al Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


31.2. No podrá invocarse la inexistencia de procedimientos en el orden interno para 
denegar el cumplimiento de solicitudes de cooperación emanadas de la Corte Penal 
Internacional. 


31.3. No podrá discutirse acerca de la existencia de los hechos que la Corte Penal 
Internacional impute a una persona, ni sobre la culpabilidad del requerido. 


Artículo 32. (Órganos competentes).- 


32.1. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo la representación ante la Corte Penal 
Internacional, actuando a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, y será 
competente para entender en todos los asuntos que determina la presente ley. 


32.2. El Poder Judicial tendrá competencia a través de la Suprema Corte de Justicia 
y de los órganos jurisdiccionales que correspondan, según lo dispuesto por la presente 
ley para los asuntos que deban someterse a su jurisdicción. 


32.3. Las solicitudes de cooperación y asistencia recibidas de la Corte Penal 
Internacional se remitirán a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura, quien actuará como autoridad central. 


32.4. El Poder Ejecutivo designará quien lo represente en las instancias ante la 
Suprema Corte de Justicia. Sin perjuicio, cuando la Suprema Corte de Justicia deba 
efectuar comunicaciones o notificaciones al Poder Ejecutivo en procesos de asistencia 
o cooperación, lo hará a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura y al órgano del Poder Ejecutivo que hubiese 
comparecido en el proceso de asistencia o cooperación de que se trate. 


Artículo 33. (Comunicaciones con la Corte Penal Internacional).- 


33.1. Las comunicaciones desde y hacia la Corte Penal Internacional se realizarán 
por vía diplomática y estarán eximidas del requisito de legalización. 
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33.2. Las comunicaciones y documentos recibidos de la Corte Penal Intemacional o 
que se envían a ésta, lo serán en idioma español o en su caso, deberán ser 
acompañadas de la respectiva traducción al idioma español. 


Artículo 34. (Solicitud de cooperación a la Corte Penal Internacional).- El Poder 
Ejecutivo y el Poder Judicial podrán solicitar a la Corte Penal Internacional o a 
cualquiera de sus órganos, las solicitudes de cooperación que consideren necesarias 
para una investigación o proceso penal que se siga en nuestro pais, conforme a lo 
previsto en el artículo 93 párrafo 10 del Estatuto de Roma. 


Artículo 35. (Obligación de reserva y medidas de protección).- 


35.1. Las solicitudes de cooperación de la Corte Penal Internacional, los documentos 
que las fundamenten, las actuaciones que se realicen en función de dichas solicitudes 
de cooperación, incluidos los procedimientos ante la Suprema Corte de Justicia u otros 
órganos jurisdiccionales previstos en la presente ley y toda la información que se 
transmita, procese, comunique o custodie respecto a dichas solicitudes, actuaciones o 
procedimientos, tendrán carácter reservado, salvo que se disponga su dispensa por 
resolución judicial a pedido del Poder Ejecutivo. 


35.2. Sin perjuicio, se adoptarán especialmente medidas efectivas que aseguren la 
protección de la seguridad y bienestar físico y sicológico de los indagados, detenidos, 
víctimas, posibles testigos y sus familiares, debiendo estar a las especiales 
recomendaciones o medidas que al respecto hubiese expresamente solicitado o 
adoptado la Corte Penal Internacional, siempre que las mismas no estén prohibidas en 
el orden jurídico interno y sean de posible cumplimiento de acuerdo con los medios 
que se dispongan. 


. (Sesiones de la Corte Penal Internacional en el Uruguay).- Cuando se 
trate de la investigación o enjuiciamiento de crimenes cometidos en el Uruguay o 
cuando se encuentren en nuestro país las personas indagadas, testigos o víctimas de 
crímenes que fueron cometidos en otra jurisdicción, se autoriza sin restricciones, 
previa noticia a la Suprema Corte de Justicia, que la Corte Penal Internacional sesione 
en el Uruguay o establezca una oficina especial, facilitando que así lo haga también 
cuando ésta entienda que redundaría en interés de la justicia, 


Artículo 37. (Privilegios e inmunidades).- El personal de la Corte Penal Internacional 
gozará en el territorio del Estado de los privilegios e inmunidades que sean necesarios 
para cumplir con sus funciones, en los términos del artículo 48 del Estatuto de Roma. 


Artículo 38. (Autorización transitoria de víctimas o testigos).- En acuerdo con la Corte 
Penal Internacional y con noticia de la Suprema Conte de Justicia, el Poder Ejecutivo 
podrá autorizar la residencia transitoria en Uruguay de víctimas traumatizadas o 
amenazadas, testigos u otras personas que estén en peligro a causa del testimonio 
dado por otros testigos, siempre y cuando el costo de su manutención y protección sea 
de cargo de la Corte Penal Internacional. 


TÍTULO II 
PROCEDIMIENTOS GENERALES, OPOSICIONES E IMPUGNACIONES 


Artículo 39. (Intervención preceptiva de la Suprema Corte de Justicia).- La Suprema 
Corte de Justicia intervendrá preceptivamente, de la forma prevista en la presente ley, 
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en las solicitudes de asistencia y cooperación que se reciban de la Corte Penal 
Internacional o de cualquiera de sus órganos. 


En todos los casos funcionará de conformidad con el Capítulo V, Sección ll de la Ley 
N* 15.750, de 24 de junio de 1985, atento a lo previsto en el artículo 88 del Estatuto de 
Roma. 


Artículo 40. (Asuntos de competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia).- 
Será competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de otras que 
se determinan, resolver si se constatan o no las causales previstas en el Estatuto de 
Roma para: 


A) Solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia 
a favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma). 


B) Impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o impugnar la 
admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma). 


C) No dar curso a una solicitud de asistencia o cooperación recibida de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos por las causas previstas en el Estatuto de 
Roma si: 


1) Se tratare de divulgación de información o documentos que pudiera afectar 
intereses de la seguridad nacional (artículo 72 del Estatuto de Roma). 


2) Se contraviniera un principio jurídico fundamental de aplicación general 
(artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma). 


3) El cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia pudiera interferir con 
una investigación o enjuiciamiento distinto de aquel al que refiere la solicitud 
(artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma). 


4) Se configurare otra causa prevista en el Estatuto de Roma. 


Artículo 41. (Resolución previa de la Suprema Corte de Justicia para formular 
oposiciones, impugnaciones o denegar solicitudes de Cooperación).- 


41.1. Se requerirá resolución previa y favorable de la Suprema Corte de Justicia, 
para proceder frente a la Corte Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las 
situaciones previstas en el artículo anterior. 


41.2. La resolución podrá ser adoptada de oficio durante el trámite de cooperación 
(con excepción de la causal prevista en el artículo 40Oliteral c) numeral 1) o a pedido del 
Poder Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento establecido en 
el artículo 43. 


41.3. La Suprema Corte de Justicia solo podrá examinar y resolver el supuesto 
contemplado en el artículo 40 literal c) numeral! 1), cuando exista expresa y previa 
solicitud del Poder Ejecutivo en tal sentido. 
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41.4. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia adoptadas en los 
procedimientos previstos en la presente ley sólo serán susceptibles de recurso de 
reposición (artículos 245 a 247 del Código General del Proceso). 


Artículo 42. (Procedimiento general ante la Suprema Corte de Justicia).- 


42.1. Recibida de la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus órganos 
habilitados al efecto una solicitud de asistencia o cooperación, la misma será remitida 
a la Suprema Corte de Justicia dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 


42.2. El control de los requisitos formales de una solicitud de cooperación o 
asistencia corresponderá al Poder Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia. La 
resolución definitiva sobre los mismos será privativa de la Suprema Corte de Justicia. 


42.3, El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Dirección de Cooperación Jurídica 
Internacional del Ministerio de Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia 
o cooperación, podrán observar el incumplimiento de requisitos formales previstos por 
el Estatuto de Roma para la solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observaciones a la Suprema Corte de 
Justicia, realizarán las consultas con la Corte Penal Internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. 


42.4. Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Justicia, ésta examinará de 
inmediato o en los plazos establecidos en la presente ley para el tipo de solicitud o 
asistencia de que se trate: 


A) Si la orden de solicitud de cooperación o asistencia cumple con los requisitos 
formales previstos por el Estatuto de Roma y en su caso, si son procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo. 


B) Si se verifica cualquiera de los supuestos previstos en el artículo 40, a excepción 
del establecido en el literal C) numeral 1), para cuyo análisis requerirá expresa 
petición del Poder Ejecutivo de acuerdo con lo previsto en el artículo 41.3. 


42.5. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que la solicitud de cooperación o 
asistencia no reúne los requisitos formales, siendo procedentes las observaciones que 
al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber mediado dichas 
observaciones igualmente constata que la solicitud adolece de vicios formales, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguardar el 
resultado de las consultas que se formulen con la Corte Penal Internacional o sus 
órganos. 


42.6. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo sobre los requisitos formales de la solicitud, se 
estará a su resolución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, si ya hubiese formulado consultas al respecto, 


42.7. Si la solicitud de cooperación o asistencia reúne los requisitos formales, no se 
constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 que puedan ser 
resueltas de oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo al amparo de 
la facultad prevista en el artículo 43.1, la Suprema Corte de Justicia dispondrá lo 
pertinente para el cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación. 
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42.8. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se verifica alguna de las causales 
previstas en el artículo 40 que pueden ser resueltas de oficio, adoptará resolución 
expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al Poder Ejecutivo, quien en 
cumplimiento de dicha resolución procederá frente a la Corte Penal Internacional o a 
sus órganos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma y en la presente 
ley, de acuerdo con el caso de que se trate. 


42.9. La Suprema Corte de Justicia podrá requerir todos los informes que entienda 
pertinente a cualquier órgano del Estado. 


42.10. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de comparecer de acuerdo con 
lo previsto en el articulo 43.1, podrá en cualquier estado del trámite formular las 
observaciones o recomendaciones convenientes a su interés. 


Artículo 43. (Procedimiento ante la Suprema Corte de Justicia ante solicitud del 
Poder Ejecutivo).- 


43.1. Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo proceder frente a la Corte 
Penal Internacional o a cualquiera de sus órganos de acuerdo con las situaciones 
previstas en el artículo 40 literales A) a C), podrá solicitar, en cualquier momento, que 
la Suprema Corte de Justicia adopte resolución al respecto. A estos efectos, el Poder 
Ejecutivo solicitará audiencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se celebrará 
dentro de las veinticuatro horas siguientes y en la cual comparecerá verbalmente o por 
escrito, presentando toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. De lo actuado en la audiencia se labrará acta. 


43.2. La Suprema Corte de Justicia mantendrá en suspenso el trámite de 
cooperación o asistencia que estuviese en curso, si lo hubiere, hasta que adopte 
resolución, pudiendo mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o posteriormente, previo a dictar 
resolución, toda la información complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en la audiencia se labrará acta 
resumida. 


43.3. La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince días siguientes a la 
audiencia y previa vista al Fiscal de Corte, resolverá si surge suficientemente 
acreditada conforme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal invocada por 
el Poder Ejecutivo «o cualquier otra de las causales contenidas en 
el artículo 40 respecto de las cuales estuviese habilitada para resolver de oficio. 


43.4. La resolución y sus fundamentos se comunicarán en audiencia especialmente 
convocada al efecto y se dará por notificada en la misma. Si la resolución deniega la 
solicitud del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterarla invocando la existencia 
de hechos nuevos. 


Artículo 44. (Impugnación de admisibilidad o competencia).- 


44.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se verifican las causales para 
solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia a 
favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma) o para 
impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o la admisibilidad de la causa 
(artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma), el Poder Ejecutivo procederá de acuerdo con 
la resolución de la Suprema Corte de Justicia y a lo previsto en el Estatuto de 
Roma para el caso de que se trate, estando habilitado a deducir ante la Corte Penal 
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Internacional o sus órganos, las oposiciones, impugnaciones, apelaciones o recursos 
que correspondan. 


44.2. El Poder Ejecutivo suministrará a la Corte Penal Internacional o a sus órganos, 
toda la información relativa al estado de las actuaciones que se llevan a cabo en la 
República. 


44.3. El Poder Ejecutivo informará periódicamente a la Suprema Corte de Justicia, 
en los plazos y forma en que ésta solicite, sobre el estado de los procedimientos ante 
la Corte Penal Internacional o sus órganos. 


44.4, Mientras esté en trámite ante la Corte Penal Internacional una impugnación de 
admisibilidad o competencia, si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
alguno de sus órganos, solicitudes de información, cooperación o de asistencia para la 
investigación u obtención de pruebas que la Corte Penal Internacional estime 
importantes o presuma que existe un riesgo cierto de que las mismas no estarán 
disponibles ulteriormente (artículo 18 párrafo 6 del Estatuto de Roma) o se tratare de 
declaraciones de testigos o diligenciamiento de pruebas que estuviesen en trámite 
desde antes de la impugnación (artículo 19 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma) o 
de medidas tendientes a impedir que una persona respecto de la cual se hubiera 
pedido su detención eluda la acción de la justicia (artículo 19 párrafo 8 literal c) 
del Estatuto de Roma), la Suprema Corte de Justicia dará curso a su diligenciamiento, 
en cuanto dichas solicitudes de cooperación resulten ajustadas a derecho. 


44.5. Si la Corte Penal Internacional resuelve en definitiva que la causa es admisible 
o que es competente, se aceptará dicha competencia o admisibilidad y se procederá a 
dar trámite a los requerimientos de cooperación y asistencia. 


Artículo 45. (Afectación de intereses de seguridad nacional).- 


45.1. Si habiendo mediado solicitud expresa del Poder Ejecutivo y tramitado el 
procedimiento previsto en el artículo 43, la Suprema Corte de Justicia resuelve estar 
ante un caso en que la divulgación de información o de documentos pudiera afectar 
los intereses de la seguridad nacional, podrá autorizar, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
las medidas razonables y pertinentes que se sugerirá adoptar por medio de la 
cooperación con la Corte Penal Internacional para salvaguardar los intereses 
afectados. 


45.2. El Poder Ejecutivo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional la 
oposición del Estado a la divulgación de la información o de los documentos, 
procurando acordar con la Corte Penal Internacional o sus órganos, las medidas 
razonables sugeridas para el caso. 


45.3. Si la Corte Penal Internacional adoptara dichas medidas, se aceptarán y 
cumplirán las mismas cesando la oposición deducida Si, por el contrario, la Corte 
Penal Internacional no dispone las medidas sugeridas, el Estado mantendrá la 
oposición, comunicándolo de inmediato a la Corte Penal Internacional y a la Suprema 
Corte de Justicia. 


45.4. La adopción o propuesta de adopción por parte de la Corte Penal Internacional 
de cualquier otra nueva medida razonable alternativa, tendiente a contemplar los 
intereses que motivaron la oposición del Estado, diferente o complementaria de las 
sugeridas por la Suprema Corte de Justicia, podrá ser aceptada por el Poder Ejecutivo 
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en cuanto éste entienda que quedan salvaguardados los intereses de la seguridad 
nacional, en cuyo caso cesará la oposición deducida. 


45.5. Si la resolución de la Suprema Corte de Justicia entiende que de ningún modo 
se afecta la seguridad nacional, el Poder Ejecutivo no estará habilitado para oponerse 
a la divulgación de información o documentos invocando intereses de seguridad 
nacional y, si correspondiere por tratarse del supuesto previsto en el artículo 73 
del Estatuto de Roma, recabará el consentimiento del autor del documento o de la 
información. 


Artículo 46. (Contravención de un principio jurídico fundamental o violación de 
obligaciones internacionales del Estado).- 


46.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se contraviene un principio 
jurídico fundamental de aplicación general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma) 
o que se viola una obligación preexistente del Estado en virtud de Tratados 
Internacionales o la inmunidad de un Estado o de un bien de un Estado o la inmunidad 
diplomática de una persona (artículos 97 literal C) y 98 del Estatuto de Roma), se 
suspenderá el trámite de cooperación o asistencia y el Poder Ejecutivo lo comunicará 
y realizará las consultas pertinentes con la Corte Penal Internacional o sus órganos, 
quien resolverá de conformidad con el Estatuto de Roma. 


46.2. La Suprema Corte de Justicia podrá sugerir las condiciones especiales a las 
cuales podría adecuarse la solicitud de cooperación o asistencia para que su 
cumplimiento resulte conforme a derecho. 


El Poder Ejecutivo comunicará dichas condiciones en las consultas que realice a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos. Si se acordara con la Corte Penal 
Internacional el cumplimiento de la solicitud en las condiciones especiales que hubiera 
establecido la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, 
quien dispondrá lo pertinente para dar curso a la solicitud de cooperación de acuerdo 
con las condiciones establecidas. 


Artículo 47. (Aplazamiento de la solicitud de asistencia por existir una investigación o 
enjuiciamiento en curso).- 


47.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que el cumplimiento inmediato de la 
solicitud de asistencia puede interferir con una investigación o enjuiciamiento distinto 
de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma), deberá 
estimar el plazo razonable para concluir la investigación o la finalización del 
enjuiciamiento en curso y decidir si la medida de cooperación o asistencia solicitada 
por la Corte Penal Internacional o sus órganos, puede igualmente cumplirse sujeta a 
condiciones especiales de forma tal que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 


47.2. El Poder Ejecutivo comunicará inmediatamente la resolución a la Corte Penal 
Internacional y coordinará las condiciones especiales en las cuales se cumpliría la 
solicitud de asistencia o cooperación sin interferir con la investigación o enjuiciamiento 
en curso o, en su caso, acordará con la Corte Penal Internacional el aplazamiento en 
el cumplimiento de la medida, por un término que no será inferior al establecido por la 
Suprema Corte de Justicia. Todo sin perjuicio de lo previsto en el artículo 94 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 


3 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 217-C.S. 


47.3. Si se acordara con la Corte Penal Internacional el cumplimiento de la solicitud 
bajo las condiciones especiales que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, 
el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quien dispondrá lo pertinente para dar trámite 
a la solicitud de cooperación de acuerdo con las condiciones establecidas. 


TÍTULO 11 
MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
CAPÍTULO 1 
DETENCIÓN Y ENTREGA DE PERSONAS 
Artículo 48. (Solicitud de detención y entrega).- 


48.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención y entrega de una persona que ya estuviese bajo 
prisión preventiva, la Suprema Corte de Justicia resolverá expresamente sobre la 
admisibilidad de la solicitud dentro del plazo de diez días de su recepción, previa vista 
de cuarenta y ocho horas al Fiscal de Corte, de conformidad con el procedimiento 
previsto en el artículo 42, 


48.2. Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus defectos han sido 
subsanados y no se constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 o 
las mismas han sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la medida, la 
Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la orden de detención de la persona 
requerida. 


48.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto o de haberse resuelto 
procedente la medida si la persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 


C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención y los detalles de la 
solicitud de entrega. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido del procedimiento de entrega a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto del contenido de la solicitud 
de entrega, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor, 


G) Interrogará al detenido, previa consulta con su defensor, si desea prestar 
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conformidad a la entrega, informándole que de así hacerlo se pondrá fin al trámite 
judicial. El detenido podrá reservarse la respuesta para más adelante. 


48.4. Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada la audiencia o luego de 
resueltas las excepciones de cosa juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen 
interpuesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, quien, dentro de los 
cinco días siguientes, se pronunciará sobre la solicitud de entrega. Devuelto el 
expediente, dentro de los diez días siguientes la Suprema Corte de Justicia dictará 
sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión acerca de los puntos contenidos 
en el artículo 59 párrafo 2 del Estatuto de Roma. 


48.5. Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el proceso no se llevó a cabo 
conforme a derecho o que no se respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio 
de disponer de oficio las investigaciones o denuncias que correspondan, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo para que éste efectúe las consultas pertinentes con la 
Corte Penal Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará hasta conocer el 
resultado de las consultas con la Corte Penal Internacional. 


48.6. Si la Suprema Corte de Justicia dispusiera la entrega, lo notificará al detenido y 
al Poder Ejecutivo, quien comunicará dicha decisión a la Corte Penal Internacional y 
celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de la entrega, la 
que se efectuará lo antes posible. Cuando se efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exacto durante el cual la persona estuvo privada 
de libertad, 


48.7. La Conte Penal Internacional comunicará al Poder Ejecutivo y éste a la 
Suprema Corte de Justicia, la sentencia que hubiera recaído en el enjuiciamiento de 
toda persona que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacional por la 
República. 


Artículo 49. (Detención de persona sospechosa).- 


49.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2, encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona 
sospechosa de haber cometido un crimen o delito tipificado en el Estatuto de Roma: 


A) Se notificará inmediatamente a la Corte Penal Internacional, al Estado en cuyo 
territorio se sospecha que la persona ha cometido el crimen o delito, al Estado de 
su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en 
que habitualmente resida. 


B) Se dará cuenta inmediata a la Suprema Corte de Justicia quien dispondrá, si las 
circunstancias lo justifican, orden de prisión preventiva. 


49.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno, 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 
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C) Informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen de 
competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a tomarle 
declaración. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad y que no está obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido sobre el procedimiento que se tramita y lo establecido en 
el Estatuto de Roma. 


F) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor, 


49.3. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer que la 
persona continúe bajo prisión preventiva o adoptar otras medidas sustitutivas. Lo 
actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo, quien lo notificará a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos, al Estado en cuyo territorio se sospecha 
que la persona ha cometido los crímenes o delitos y al Estado de su nacionalidad que 
se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente resida, 
La persona detenida tendrá facilidades para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estedo de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del Estado en que 
habitualmente resida. 


49.4, Si dentro de un plazo de veinte días corridos desde la fecha de comunicación 
prevista en el párrafo 1 literal A), no se recibiera de la Corte Penal Internacional una 
solicitud de entrega u otra solicitud de asistencia, ni se recibieran pedidos de 
extradición de otros Estados, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de 
Corte, remitirá las actuaciones al Juzgado Letrado competente, quien dentro de los 
diez días corridos siguientes dispondrá la libertad del indagado o, si existiera mérito, la 
iniciación del procedimiento penal. 


49.5. Si la Corte Penal Internacional o sus órganos hubieran solicitado la entrega u 
otra medida de asistencia, se procederá de acuerdo con lo previsto en el artículo 42. Si 
se recibieran solicitudes de extradición de terceros Estados, se estará a lo dispuesto 
en los artículos 4.4 y 60 en cuanto sean aplicables. 


Artículo 50. (Solicitud de detención provisional).- 


50.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención provisional formulada por la Corte Penal 
Internacional de conformidad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y actuando de acuerdo con lo previsto 
en los artículos 48.1 y 48.2 de la presente ley, librará inmediatamente la orden de 
arresto solicitada. 


50.2. Si la solicitud de detención preventiva se realiza por vía de la Organización 
Internacional de Policía Criminal (INTERPOL) u otra organización regional 
competente, ella deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de Justicia 
para que se proceda de acuerdo con el párrafo precedente, 
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50.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 
C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido del procedimiento de detención provisional y entrega a la 
Corte Penal Internacional previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de preventiva, las 
que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


50.4. Si la solicitud de entrega y los documentos que la justifican no es recibida por 
el Poder Ejecutivo en el plazo de sesenta días contados desde la fecha de la 
detención provisional, se dispondrá la libertad de la persona detenida, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 92 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 51. (Excarcelamiento por error en la persona requerida).- 


51.1. La Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad de la persona detenida en 
cumplimiento de una solicitud de detención y entrega o de prisión preventiva, si se 
comprueba que el detenido no es la persona reclamada, lo que será notificado 
inmediatamente al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará y realizará las consultas 
pertinentes con la Corte Penal Internacional. 


51.2. La excarcelación se podrá disponer bajo caución u otras medidas sustitutivas a 
la prisión preventiva hasta tanto se reciba el resultado de las consultas que se 
celebren con la Corte Penal Internacional. 


51.3. La Suprema Corte de Justicia ordenará que se procure localizar a la persona 
requerida y comprobar si la misma se encuentra en territorio del Estado. El resultado 
de dichas investigaciones será informado por el Poder Ejecutivo a la Corte Penal 
Internacional. 


Artículo 52. (Secuestro de cosas).- 


52.1. La solicitud de detención y entrega y, en su caso, de prisión preventiva, podrá 
extenderse al secuestro de objetos o de documentos que estén en poder de la 
persona requerida y sean instrumentos probatorios del delito, instrumentos del delito o 
efectos provenientes de él, 
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52.2. La entrega de estos objetos a la Corte Penal Internacional será ordenada por la 
resolución que conceda la entrega de la persona, sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Artículo 53. (Impugnación de la solicitud de entrega por cosa juzgada o 
litispendencia).- 


53.1. La persona cuya entrega se solicita por la Corte Penal Internacional, tendrá 
derecho a impugnar la solicitud de entrega oponiendo ante la Suprema Corte de 
Justicia, únicamente, las excepciones de cosa juzgada o de litispendencia ante un 
tribunal nacional. 


53.2. Las excepciones podrán interponerse en cualquier momento del trámite, hasta 
las cuarenta y ocho horas siguientes de celebrada la audiencia prevista en 
el artículo 48.3. 


53.3. Deducida la oposición, la Suprema Corte de Justicia suspenderá el trámite de 
entrega y con noticia al Fiscal de Corte, comunicará de inmediato la impugnación al 
Poder Ejecutivo, quien celebrará consultas con la Corte Penal Internacional para 
determinar, conforme al artículo 89 párrafo 2 del Estatuto de Roma, si ha habido una 
decisión sobre la admisibilidad de la causa. 


53.4. Si la causa ha sido admitida, continuará el procedimiento de entrega, Si está 
pendiente la decisión sobre admisibilidad, se aplazará el trámite de la entrega hasta 
que la Corte Penal Internacional adopte una decisión definitiva. Las resoluciones 
respectivas serán notificadas al impugnante. 


Artículo 54. (Solicitud de libertad provisional).- 


54.1. El detenido tendrá derecho a pedir la libertad provisional. En caso de que así lo 
solicite, la Suprema Corte de Justicia dará vista al Fiscal de Conte y lo notificará de 
inmediato al Poder Ejecutivo, quien comunicará a la Corte Penal Internacional sobre la 
solicitud presentada. 


54.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sobre el pedido de libertad provisional 
considerando la gravedad de los presuntos crímenes, la existencia o no de 
circunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provisional y la 
existencia de garantías que aseguren el cumplimiento de la obligación de entregar la 
persona requerida a la Corte Penal Internacional. A estos efectos, tendrá en 
consideración las recomendaciones que formule la Corte Penal Internacional, incluidas 
las relativas a las medidas para impedir la evasión de la persona. 


54.3. La Suprema Corte de Justicia adoptará resolución sobre el pedido de libertad 
provisional, previa opinión del Fiscal de Corte, en el plazo de los diez días siguientes al 
día en que recibiera las recomendaciones de la Corte Penal Internacional y, para el 
caso en que accediera a conceder la excarcelación, adoptará todas las medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva indispensables para asegurar la entrega de la 
persona a la Corte Penal Internacional y remitirá a ésta los informes periódicos que 
requiera. 


Artículo 55. (Consentimiento de la persona detenida).- 
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55.1. En cualquier estado del trámite de una solicitud de detención y entrega o de 
prisión preventiva, la persona detenida podrá dar, en presencia de su defensor, su 
consentimiento libre y expreso para ser entregada a la Corte Penal Internacional, 


55.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sin más trámite y notificará a la 
persona detenida y al Poder Ejecutivo, quien comunicará la decisión a la Corte Penal 
Internacional y celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de 
la entrega. 


Artículo 56. (Plazo máximo de detención de persona requerida).- La persona 
requerida por la Corte Penal Internacional no podrá estar privada de libertad por un 
término superior a los ciento veinte días. 


Artículo 57. (Solicitud de entrega temporal). - 


57.1. Cuando la persona requerida por la Corte Penal Internacional esté detenida en 
territorio uruguayo, siendo enjuiciada o cumpliendo condena por un delito diferente por 
el cual pide su entrega la Corte Penal Internacional, ésta podrá solicitar el traslado 
provisional o temporal a su sede, con el fin de proceder a su identificación, declaración 
testimonial u otro tipo de asistencia. 


57.2. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una solicitud en tal sentido, la 
Suprema Corte de Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 y 
con noticia del Fiscal de Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor de la persona 
requerida, del Juez y del Fiscal del proceso que se tramita en territorio uruguayo, 
realizará una audiencia en la cual informará al detenido sobre la solicitud de entrega 
temporal y lo interrogará, en presencia de su defensor, si brinda o no el consentimiento 
para el traslado provisional a la Corte Penal Internacional. 


57.3. Si la persona brinda su consentimiento, la Suprema Corte de Justicia, previa 
vista al Fiscal de Corte, al Poder Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso que se 
tramita en territorio uruguayo, resolverá en un plazo de diez días sobre las condiciones 
a que estará sujeto el traslado temporal, notificándolo a los órganos mencionados y al 
detenido, 


57.4. El Poder Ejecutivo comunicará y acordará en consulta con la Corte Penal 
Internacional, las condiciones para el traslado temporal que hubiese resuelto la 
Suprema Corte de Justicia. 


57.5. Si la persona no brinda su consentimiento, no se procederá al traslado 
temporal. La Suprema Conte de Justicia lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo 
comunicará inmediatamente a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 58. (Solicitud de orden de comparecencia). - 


58.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una orden de comparecencia de 
una persona en los términos del artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de Roma, como 
alternativa a una solicitud de detención, la Suprema Corte de Justicia procederá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 42 de esta ley y con noticia al Fiscal de 
Corte: 


A) Adoptará de inmediato todas las medidas necesarias alternativas a la prisión 
preventiva para asegurar la ejecución de la orden de comparecencia a la Corte 
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Penal Internacional, como, por ejemplo: imponer la obligación de no abandonar el 
país realizando las comunicaciones pertinentes; la obligación de permanecer 
dentro de determinados límites territoriales; la obligación de presentarse 
periódicamente a una Seccional Policial o cualquier otra medida que se estime 
adecuada, sin perjuicio de las que recomiende la Corte Penal Internacional. No se 
adoptará ninguna medida alternativa a la prisión preventiva, cuando la orden de 
comparecencia a la Corte Penal Internacional disponga expresamente que éstas 
no serán necesarias. 


B) Citará a la persona a una audiencia que se celebrará dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes, indicando que deberá comparecer acompañada de 
defensor de su elección bajo apercibimiento de tenerlo por designado al defensor 
de oficio de turno. La citación se efectuará de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 66.2. y 66.3. 


C) Si la persona citada a la audiencia no compareciera o no hubiera podido ser 
ubicada, se librará orden de arresto con noticia al Fiscal de Corte. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional. Arrestada la 
persona, se procederá a tomarle audiencia dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


58.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 
A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 
B) Nombrar un intérprete, si la persona no se expresara en idioma español. 


C) Notificarie personalmente la orden de comparecencia a la Corte Penal 
Internacional y las medidas dispuestas si las hubiere. 


D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informar del procedimiento de comparecencia a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Se dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de 
comparecencia, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


58.3. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento de la notificación de la orden de comparecencia y las medidas 
adoptadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las recomendaciones y observaciones que entienda 
del caso, las cuales serán especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de 
Justicia. 
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Artículo 59. (Solicitud de dispensa del principio de especialidad).- 


59.1. Si la Corte Penal Internacional solicita la dispensa del principio de especialidad 
previsto en el artículo 101 párrafo 1 del Estatuto de Roma, por haber confirmado 
contra una persona que hubiese sido entregada por el Estado a la Corte Penal 
Internacional, la existencia de nuevos cargos por crimenes bajo su jurisdicción en 
función de hechos diferentes de los que fundamentaron la solicitud de entrega y 
anteriores a ésta, la Suprema Corte de Justicia resolverá de acuerdo con el 
procedimiento previsto en al artículo 42, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 


59.2. Si en relación con los hechos por los cuales se formulan nuevos cargos y se 
fundamenta la dispensa, existieran investigaciones o actuaciones judiciales en curso 
en la jurisdicción nacional u otras que pudieran ser interferidas, la Suprema Corte de 
Justicia informará de las mismas a la Corte Penal Internacional, poniéndolas a su 
disposición y remitiendo los antecedentes que se solicitaren, pero no podrá negar la 
dispensa al amparo de lo previsto en el artículo 40 literal c) numeral 3) (artículo 94 
del Estatuto de Roma). La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, quien la 
comunicará a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 60. (Solicitudes concurrentes).- 


60.1. Si se reciben solicitudes concurrentes de entrega a la Corte Penal Internacional 
y de extradición por terceros Estados, se notificará inmediatamente a la Corte Penal 
Internacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones a la Suprema Corte de 
Justicia, quien resolverá, en el plazo de quince días con noticia del Fiscal de Corte y 
del Poder Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando en consideración lo 
dispuesto en el artículo 90 del Estatuto de Roma. La resolución se notificará al Poder 
Ejecutivo, quien la comunicará a la Corte Penal Internacional y al Estado requirente. 


60.2. Si estuviese pendiente la resolución sobre admisibilidad de la causa ante la 
Corte Penal Internacional, el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución de la 
Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la causa. 


60.3. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene prioridad la extradición, con 
noticia del Fiscal de Corte y del Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al Juzgado 
competente para sustanciar el trámite de extradición. Si sustanciado el proceso de 
extradición la misma se hubiese denegado, la decisión se comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quedando el requerido a disposición de la Suprema Corte de Justicia y a 
la espera de la ratificación de la requisitoria por un plazo máximo de sesenta días 
(artículo 50.4.). 


Artículo 61. (Imposibilidad de localizar a la persona requerida).- Si la persona 
requerida no pudiese ser localizada pese a los intentos realizados o si en la 
investigación se hubiera determinado que la persona no es la indicada en la solicitud 
de la Corte Penal Internacional, la Suprema Corte de Justicia lo informará al Poder 
Ejecutivo, quien efectuará las consultas pertinentes con la Corte Penal Internacional. 


Artículo 62. (Autorización en tránsito de persona detenida).- 
62.1. El Poder Ejecutivo, con noticia a la Suprema Corte de Justicia, autorizará el 


tránsito por el territorio uruguayo de cualquier persona que se encuentre detenida a 
disposición de la Corte Penal Internacional, para ser transportada de un país a otro, 
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cuando reciba de la Corte Penal Internacional una solicitud de autorización de tránsito 
de conformidad con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62.2. Durante el tránsito se adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar 
los derechos de la persona transportada, a quien, si no se expresara en idioma 
español, se le asignará un intérprete. 


62.3. No será necesaria la solicitud de autorización y se permtirá el tránsito por el 
territorio uruguayo, cuando la persona sea transportada por vía aérea y no se prevea 
que deba aterrizar. Para el caso en que se produzca un aterrizaje imprevisto, la 
persona será detenida y se informará de inmediato de esta situación a la Suprema 
Corte de Justicia y a la Corte Penal Internacional, solicitándole a esta última la 
remisión de la solicitud de autorización de tránsito correspondiente, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62,4. La persona transportada permanecerá detenida hasta tanto se reciba la 
solicitud de autorización de tránsito. 


62.5. Si la solicitud de autorización de tránsito no se recibiera antes de las noventa y 
seis horas, la persona será puesta en libertad, lo cual se informará a la Suprema Corte 
de Justicia y a la Corte Penal Internacional. Ello no obstará a que se produzca un 
pedido de detención y entrega o un pedido de prisión preventiva ulterior. 


62.6. Si la solicitud de autorización de tránsito fuera recibida dentro de las noventa y 
seis horas, se prolongará la detención de la persona hasta tanto continúe su transporte 
sin demora de la forma dispuesta por la Corte Penal Internacional. 


CAPÍTULO 2 
OTRAS MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 


Artículo 63. (Otras solicitudes de cooperación).- 


63.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional cualquier otro tipo de solicitud de 
asistencia o cooperación al amparo de lo previsto en el artículo 93 párrafo 1 
del Estatuto de Roma, la Suprema Corte de Justicia procederá de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 42 de la presente ley. 


63.2. El diligenciamiento de las medidas requeridas se ajustará a los procedimientos 
del ordenamiento jurídico interno. 


Artículo 64. (Divulgación e información de documentos confidenciales 
proporcionados por terceros o en poder de otros Estados).- 


64.1. Si la medida de asistencia o cooperación solicitada por la Corte Penal 
Internacional implicara la divulgación de informaciones o documentos que le fueron 
divulgados al Uruguay por otro Estado, una organización intergubernamental o una 
organización internacional a título confidencial, se deberá recabar el consentimiento 
expreso del autor, Se considerará confidencial todo documento o información que 
hubiese sido calificado expresamente como tal por su autor al momento de entregarlo. 
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64.2. Si a pesar del consentimiento del autor o previo a recabar el mismo, el Poder 
Ejecutivo entendiera que la divulgación afectaría intereses de la seguridad nacional, 
podrá proceder de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 


64.3. El consentimiento al autor del documento se solicitará por el Poder Ejecutivo, y 
para el caso en que no se fuese otorgado en un plazo razonable, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, se comunicará este hecho a la Corte Penal Internacional 
de conformidad con lo previsto en el artículo 73 del Estatuto de Roma. 


64.4. Si se plantearan dudas sobre el carácter de confidencialidad, será competencia 
exclusiva de la Suprema Corte de Justicia resolverlo conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 42. 


Artículo 65. (Entrega de documentación o información confidencial para reunir 
nuevas pruebas).- El Poder Ejecutivo estará habilitado, con noticia a la Suprema Corte 
de Justicia, a entregar al Fiscal de la Corte Penal Internacional, documentos o 
información confidencial, con la condición de que mantengan su carácter confidencial y 
que únicamente puedan ser utilizados para reunir nuevas pruebas, de conformidad 
con lo previsto por el artículo 93 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma. 


Artículo 66. (Citaciones a testigos o peritos).- 


65.1. Cuando se recibiera un pedido de citación para que una persona comparezca a 
la Corte Penal Internacional en carácter de testigo o perito, se dispondrán todas las 
medidas de protección y salvaguarda al amparo de lo previsto en el artículo 35. 


665.2. Las notificaciones o citaciones deberán ser recibidas en forma personal por su 
destinatario, hecho del que se dejará constancia en el acto de la notificación, hubiera o 
no el destinatario procedido a acusar recibo de la misma. 


665.3. Las notificaciones serán efectuadas por cualquier medio idóneo que habilite la 
Suprema Corte de Justicia, quien, asimismo, podrá cometer su diligenciamiento al 
Órgano jurisdiccional que determine, en función del lugar donde se domicilie la persona 
que deba ser citada o notificada. 


66.4. Si la persona que deba ser notificada o citada no se expresara en idioma 
español, se le proporcionará un traductor en cuya presencia se practicará la diligencia. 


66.5. Se informará al destinatario de la notificación, en cuanto fuese citado como 
testigo o se presuma su calidad de víctima, de la existencia de la Dependencia 
Víctimas y Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona, con la Dependencia Victimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 


Artículo 67. (Solicitud para interrogar a persona sospechosa).- 


67.1. Cuando se recibiera un pedido de tomar declaración a una persona que se 
sospecha cometió un delito de la competencia de la Corte Penal Internacional, sin que 
hubiese mediado orden de comparecencia, detención o entrega, la Suprema Corte de 
Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 58.1. convocando a 
audiencia. 
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67.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 
A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 


B) Nombrar un intérprete y facilitarle las traducciones que sean necesarias para su 
defensa. 


C) Informar a la persona de que existen motivos para creer que ha cometido un 
crimen de competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a 
tomarle declaración. 


D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Interrogar a la persona en presencia de su defensor conforme lo hubiera dispuesto 
la Corte Penal Internacional o sus órganos. 


67.3. Finalizada la audiencia, la persona quedará en libertad, sin perjuicio de las 
medidas alternativas a la prisión preventiva que podrá adoptar la Suprema Corte de 
Justicia hasta por un plazo máximo de veinte días, estándose a lo que disponga la 
Corte Penal Internacional. 


67.4. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento del interrogatorio y las medidas adoptadas si las hubiere, El Poder 
Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal Internacional, quien podrá realizar las 
recomendaciones y observaciones que entienda del caso, las cuales serán 
especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de Justicia, 


Artículo 68. (Declaraciones testimoniales o interrogatorios en territorio del Estado).- 


68.1. Las declaraciones de testigos que por solicitud de la Corte Penal Internacional 
deban ser recabadas en territorio del Estado, se sujetarán a lo que hubiese dispuesto 
para el caso la Corte Penal Internacional y serán recibidas en audiencia ante la 
Suprema Corte de Justicia o ante el órgano jurisdiccional que ésta disponga. 


68.2. Los testigos tendrán derecho a declarar en presencia de su abogado, lo que se 
hará saber en la citación correspondiente. La Suprema Corte de Justicia autorizará a 
estar presentes y participar en el interrogatorio de testigos o de personas sospechosas 
(artículo 67) a la Fiscalía de la Corte Penal Internacional y al abogado defensor. 


68.3. Los dichos del testigo o de cualquier persona interrogada en audiencia serán 
consignados en acta escrita, la cual deberá recoger en forma textual la declaración 
efectuada. Sin perjuicio, la audiencia será integramente grabada en audio y video, 
quedando su custodia a resguardo de la Suprema Corte de Justicia y a disposición de 
la Corte Penal Internacional. 


68.4. Si la persona no hablara español se le asignará un traductor público y el acta 
consignará la traducción del intérprete, sin perjuicio del registro grabado de la 
declaración en su idioma original. 
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Artículo 69. (Autorización al Fiscal para realizar diligencias en territorio uruguayo).- 
La Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de proceder conforme a lo previsto en 
el artículo 42, autorizará al Fiscal de la Corte Penal Internacional a ejecutar 
directamente en territorio uruguayo y sin la presencia de autoridades competentes, 
una solicitud de asistencia que no requiera medidas coercitivas en los supuestos 
contemplados en el artículo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 70. (Presentación de testigos voluntarios).- 


70.1. Cualquier persona tendrá derecho a presentarse ante las oficinas de la 
Suprema Corte de Justicia y solicitar audiencia confidencial invocando la presente 
norma, si conviniera a su interés comparecer voluntariamente a la Corte Penal 
Internacional ofreciéndose en calidad de testigo en relación con hechos que estén 
siendo enjuiciados por ésta o investigados por la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional. 


70.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para atender a la 
persona por funcionario idóneo y de forma que se garantice reserva sobre sus dichos, 
identidad y domicilio, sin perjuicio de estar facultada a adoptar las medidas de 
salvaguarda que estime pertinentes al amparo de lo previsto en el artículo 35.2. 


70.3, Se le informará a la persona de la existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y a las Reglas de Procedimiento 
y Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona con la Dependencia Victimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 


70.4. Se interrogará a la persona si está dispuesta a comparecer voluntariamente 
ante la Sede de la Corte Penal Internacional y si tiene medios para hacerlo por su 
propia cuenta. 


70.5. Si por las circunstancias que la persona invoca, ésta quisiera adelantar su 
declaración y formularla en forma urgente ante la Suprema Corte de Justicia, se le 
informará que no se garantiza que sus dichos vayan a tener valor probatorio conforme 
al Estatuto de Roma, sin perjuicio de asegurarle que serán puestos en conocimiento 
de la Corte Penal Internacional o de sus órganos. La Suprema Corte de Justicia 
recibirá la declaración de conformidad con lo dispuesto en los artículos 68.3 y 68.4. 


70.6. La Suprema Corte de Justicia informará sobre la comparecencia voluntaria de 
la persona al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará inmediatamente a la Corte Penal 
Internacional. Si la persona hublese manifestado querer brindar testimonio o 
comparecer ante la Sede de la Corte Penal internacional y no tuviese medios para 
trasladarse, se informará esta circunstancia a la Corte Penal Internacional y se 
procurará, en consulta con ésta, que se le tome declaración en territorio del Estado o 
se faciliten los medios para su traslado. 


CAPÍTULO 3 
COOPERACIÓN EN EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 


Artículo 71. (Ejecución de penas de prisión adoptadas por la Corte Penal 
Internacional).- 
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71.1. El Estado uruguayo acepta, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 103 
párrafo 1 literal a) del Estatuto de Roma, tomar a su cargo la ejecución de una pena 
definitiva de privación de libertad de una persona condenada por la Corte Penal 
Internacional, siempre y cuando: 


A) Se trate de un ciudadano uruguayo. 


B) El tiempo de condena no exceda al máximo previsto de tiempo de condena por el 
orden jurídico nacional, 


71.2. La ejecución de las penas privativas de libertad será competencia del Poder 
Ejecutivo y se regirá por lo establecido en los artículos 103 a 111 del Estatuto de 
Roma y por las disposiciones del orden jurídico nacional en lo pertinente. 


Artículo 72. (Ejecución de otras penas adoptadas por la Corte Penal Internacional). - 


72.1. Si la Corte Penal Internacional dictara una sentencia o resolución, definitiva o 
cautelar, por la que se dispusiera una multa, decomiso o reparación, que debiera 
ejecutarse en territorio uruguayo, se dará cumplimiento a la misma sin modificar su 
alcance y sin procedimiento de exequátur. 


72.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá que la ejecución se tramite ante el 
órgano jurisdiccional competente que correspondiera. 


72.3. En ningún caso se afectarán los derechos de los terceros de buena fe. 
TÍTULO IV 
PROPOSICIÓN DE CANDIDATOS 


Artículo 73. (Ejercicio del derecho a proponer candidatos).- El Estado uruguayo 
podrá ejercer el derecho que le confiere el Estatuto de Romaa proponer candidatos, 
cuando la Asamblea de los Estados Partes fuese convocada para la elección de 
magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional. 


Artículo 74, (Requisitos para ser candidato) El candidato a la elección de 
magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía, deberá reunir las 
condiciones previstas en el artículo 235 de la Constitución de la República y en el 
artículo 36 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


Artículo 75. (Designación de candidatos).- 


75.1. Se designará un solo candidato para el cargo vacante de que se trate por la 
Asamblea General especialmente convocada al efecto, por mayoría simple de votos. 
Si resultara que más de un candidato propuesto superase la mayoría de votos exigida, 
se nominará como candidato aquel que hubiese obtenido mayor número. 


75.2. Podrán proponer candidatos a la Asamblea General: el Poder Ejecutivo, el 
Poder Judicial, la Cámara de Senadores, la Cámara de Representantes, las 
Universidades, el Colegio de Abogados del Uruguay y cualquier organización no 
gubernamental con personería jurídica cuyo objeto fuese la promoción, defensa y 
estudio de los derechos humanos. 
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TÍTULO V 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 


Artículo 76. (Comunicación a la Corte Penal Internacional).- El Poder Ejecutivo, 


dentro de los diez días de la entrada en vigencia de la presente ley, comunicará a la 
Corte Penal Internacional: 


A) La sanción de la presente ley. 


B) La aceptación por el Estado uruguayo, al amparo de lo previsto en el 
artículo 103.1 del Estatuto de Roma, de ejecutar penas privativas de libertad bajo 
las condiciones establecidas en el artículo 71 de la presente ley. 


. (Codificación de crimenes internacionales). El Poder Ejecutivo 
dispondrá, dentro de los ciento ochenta días de entrada en vigencia de la presente ley, 
la formación de una comisión de juristas que tendrá como cometido la elaboración de 
un proyecto de "Código de Crímenes y Delitos Internacionales". 
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Ley N* 18.250, 
de 6 de enero de 2008 


CAPÍTULO XV 
DE LOS DELITOS 
Sección | 
Tráfico de personas 


Artículo 77.- Quien promoviere, gestionare o facilitare de manera ¡legal el ingreso o 
egreso de personas al territorio nacional por los límites fronterizos de la República, con 
la finalidad de obtener un provecho para sí o para un tercero, será castigado con una 
pena de seis meses de prisión a tres años de penitenciaria. Con la misma pena será 
castigada toda persona que en las mismas condiciones favoreciera la permanencia 
irregular de migrantes dentro del territorio uruguayo. 


Sección Il 
Trata de personas 


Artículo 78.- Quien de cualquier manera o por cualquier medio participare en el 
reclutamiento, transporte, transferencia, acogida o el recibo de personas para el 
trabajo o servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares, la servidumbre, la 
explotación sexual, la remoción y extracción de órganos o cualquier otra actividad que 
menoscabe la dignidad humana, será castigado con una pena de cuatro a dieciséis 
años de penitenciaria. 


Artículo 79.- Quien, fuera de los casos previstos en el artículo 78 de la presente ley y 
con los mismos fines, favorezca o facilite la entrada, el tránsito interno o la salida de 
personas del país, será castigado con una pena de dos a ocho años de penitenciaria. 


Artículo 80.- Será de aplicación, en lo pertinente, en los casos de trata de personas 
lo dispuesto en los artículos 13 y 14 de la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006, 
en favor de los denunciantes, victimas, testigos y familiares. 


Sección 111 
Agravantes especiales 
.- Se consideran agravantes especiales de los delitos descritos en 


Artículo 81 
los artículos 77, 78 y 79 de la presente ley y se incrementarán de un tercio a la mitad 
las penas en ellos establecidos cuando medien las siguientes circunstancias: 


A) Cuando se hubiere puesto en peligro la salud o la integridad fisica de los 
migrantes. 


B) Cuando la victima se trate de un niño o un adolescente o el agente se haya 
prevalecido de la incapacidad fisica o intelectual de una persona mayor de 
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dieciocho años. 


C) Cuando el agente revista la calidad de funcionario policial o tenga a su cargo la 
seguridad, custodia o el control de las cuestiones relativas a la migración de 
personas. 


D) Cuando el tráfico o la trata de personas se efectuara con violencia, intimidación o 
engaño o abusando de la inexperiencia de la victima, 


E) Cuando el agente hiciere de las actividades mencionadas en los artículos 
77,78 y 79 de la presente ley su actividad habitual. 


CAPÍTULO XVI 
DISPOSICIONES FINALES 


.- Excepcionalmente, y por única vez, a las personas extranjeras que 
hayan ingresado al país y se mantengan en situación irregular al momento de la 
promulgación de la presente ley, podrá concedérseles la residencia legal en el país, 
siempre que cumplieren con los requisitos que establezca la reglamentación al efecto. 


Artículo 83.- Las disposiciones de la presente ley en lo que refiere a la admisión, 
ingreso y permanencia de las personas extranjeras al territorio nacional, deberán 
interpretarse y aplicarse de modo compatible con el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional 
de los Refugiados y especialmente con las disposiciones de la Ley N* 18,076, de 19 
de diciembre de 2006, sobre el Estatuto del Refugiado. 


Artículo 84.- Deróganse las Leyes N” 2,096, de 19 de junio de 1890, N* 8,868, de 19 
de julio de 1932, y sus modificativas, y N* 9.604, de 13 de octubre de 1936, y demás 
normas que se opongan a la presente ley. 
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Ley 19.247, 
de 15 de agosto de 2014 


Artículo _8*.- (Delito de tráfico internacional de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados).- El que importare, exportare, adquiriere, 
vendiere, entregare, distribuyere, trasladare o transfiriere armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados desde o a través del territorio nacional a 
otro Estado sin obtener previamente la autorización de todos los Estados concernidos, 
será castigado con doce meses de prisión a doce años de penitenciaria. Si el delito 


hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la pena será 
aumentada en un tercio. 
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Ley 19.446, 
de 28 de octubre de 2016 


Artículo 1*.- El beneficio de libertad provisional, condicional o anticipada no será de 
aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, indistintamente, en los 
siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a continuación: 


A) Violación (artículo 272 del Código Penal). 


B) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 
persona ofendida (numeral 1? del artículo 317 del Código Penal). 


C) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 


D) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del Código 
Penal). 


E) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 
F) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código Penal). 
G) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
H) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
1) Homicidio y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código Penal). 


J) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N” 14,294, de 31 de octubre de 1974, y 
sus modificativas. 


K) Los crimenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 
2006. 


CAPÍTULO Il 
DE LAS PENAS ALTERNATIVAS A LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 2? - El cumplimiento de las penas privativas de libertad podrá sustituirse por 
alguna de las siguientes penas: 


A) Libertad vigilada. 


B) Libertad vigilada intensiva. 
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Artículo 3".- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de 
libertad a prueba, tendiente a su reinserción social, a través de una intervención 
individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del Interior. 


Artículo 4% - La libertad vigilada intensiva consiste en someter al penado al 
cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el 
ámbito personal, comunitario y laboral a través de una intervención individualizada y 
bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales. La vigilancia y orientación 
permanentes de lo establecido en este artículo estará a cargo de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida. 


Artículo 5* - La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena privativa de 
libertad sea de prisión o no supere los tres años de penitenciaria. 


Artículo 6*.- La libertad vigilada intensiva podrá disponerse si la pena privativa de 
libertad fuere superior a tres años y menor a cinco años. 


Artículo 7*.- No podrá disponerse la libertad vigilada ni la libertad vigilada intensiva 
en casos de reincidencia, reteración o habitualidad. 


Artículo 8% - Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, 
según correspondiere, el tribunal fijará el plazo de intervención que será igual al que 
correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena que se sustituye. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en un plazo de 
cuarenta y cinco días, desde que se le notifica la sentencia condenatoria por el 
tribunal, el plan de intervención correspondiente. 


Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades tendientes 
a la reinserción social y laboral del penado, indicando los objetivos perseguidos con 
las actividades programadas y los resultados esperados. 


Artículo 9” - Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o libertad vigilada 
intensiva, el tribunal impondrá al condenado, por lo menos, las siguientes condiciones: 


A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la supervisión por la 
Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida Oficina. 


C) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio bajo las 
modalidades que se determinen en el plan de intervención. 


D) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial correspondiente al 
domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el literal A) de este artículo. 


E) Si el penado presentara un consumo problemático de drogas o alcohol, se 
impondrá la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de 
dichas sustancias. 
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Artículo 10.- Para el caso de la libertad vigilada intensiva, el tribunal dispondrá 
además, una o más de las siguientes medidas: 


A) Prohibición de acudir a determinados lugares. 


B) Prohibición de acercamiento a la victima, a sus familiares u otras personas que 
determine el tribunal o mantener algún tipo de comunicación con ellas. 


C) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el tribunal determine por 
espacio de hasta ocho horas diarias continuas. 


D) Obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de educación 
vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. 


Artículo 11.- El tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al régimen 
de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva deba portar un dispositivo de monitoreo 
electrónico. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare de penado por 
violencia doméstica, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 


Si entendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte dicho 
dispositivo, para cuya colocación requerirá su consentimiento. 


Artículo 12.- En caso de incumplimiento de alguna de las medidas impuestas, el 
tribunal podrá, valorando las circunstancias del caso, intensificar las condiciones de la 
pena sustitutiva. 


De persistir los incumplimientos a las condiciones o medidas impuestas el tribunal, 
previo informe de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, podrá revocar la 
libertad vigilada o vigilada intensiva, privando de la libertad al individuo por el saldo 
restante de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva 
deberá dar lugar a su revocación inmediata. Se considerará violación grave la 
existencia de un procesamiento posterior. 


CAPÍTULO l1l 
DE LA APLICACIÓN DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 


Artículo 13. (Presupuestos).- 


13.1 La libertad condicional es un beneficio que se otorga a petición de parte o por 
medio de su letrado patrocinante, a los penados que se hallaren en libertad al quedar 
ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo en cuenta su conducta, 
personalidad, forma y condiciones de vida pueda formularse un pronóstico favorable 
de reinserción social. En tal caso, la pena se cumplirá en libertad en la forma y 
condiciones previstas por la ley. 


13.2 El penado podrá solicitar la libertad condicional en un plazo perentorio de diez 
días hábiles posteriores a que haya quedado ejecutoriada la sentencia de condena, 
suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta tanto se resuelva si se le otorga dicho 
beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en los artículos siguientes. 
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13.3 El liberado condicional queda sujeto a vigilancia de la autoridad, en los términos 
dispuestos en el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la liquidación 
respectiva. 


Artículo 14. (Trámite).- 


14.1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto Técnico 
Forense dentro del plazo de tres días la planilla de antecedentes judiciales del penado, 
actualizada a no más de sesenta días de su emisión. 


14.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito y el 
solicitante acreditare hallarse en condiciones de vida que permitan formular un 
pronóstico favorable de reinserción social, el juez, previa vista al Ministerio Público, 
podrá conceder la libertad condicional. Se liquidará el saldo de pena a cumplir, 
computando el tiempo de vigllancia que refiere el artículo 102 del Código Penal, a 
partir del momento en que el penado fue puesto en libertad. Si conforme a la 
liquidación efectuada la pena estuviese cumplida, el juez declarará extinguida la pena, 
efectuando las comunicaciones pertinentes. 


14.3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a vigilancia de la 
autoridad y a su término el juez solicitará nueva planilla de antecedentes al Instituto 
Técnico Forense. Si no hubiere sido condenado por la comisión de nuevo delito, previa 
vista al Ministerio Público, se declarará extinguida la pena efectuándose las 
comunicaciones pertinentes, 


14.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional si, agregada la 
respectiva planilla de antecedentes, resulta que el condenado fue procesado por la 
comisión de nuevo delito durante el lapso en que estuvo en libertad provisional. 


Artículo 15. (Impugnación).- La sentencia que resuelva el pedido de libertad 
condicional podrá ser impugnada mediante los recursos de reposición y apelación. 
Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia 
que deniegue la libertad condicional, 


CAPÍTULO IV 
DE LA REITERACIÓN 


Artículo 16. (Reiteración).- Se entiende por tal, el acto de cometer un nuevo delito en 
el país o fuera de él, antes de obtener sentencia condenatoria por la comisión de un 
delito anterior, estando en uso del beneficio de cualquier régimen de libertad. 


Artículo 17. (Limitaciones a la reiteración).- No existe reiteración entre delitos 
dolosos y culpables, entre delitos comunes y militares, entre delitos comunes y 
políticos, entre delitos y faltas. 


CAPÍTULO V 
DEL CUMPLIMIENTO DE LA PENA POR PARTE DEL EXTRANJERO 


Artículo 18.- A los efectos de los procesados o condenados extranjeros residentes o 
no residentes en nuestro país, se establecen además de las normas generales, las 
siguientes disposiciones especiales: 
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18.1 En el caso de extranjeros no residentes, bastará la caución juratoria para el 
otorgamiento de la autorización para salir del país en forma definitiva, no siendo 
necesaria la presentación del inculpado a los efectos del cierre de la causa. 


18.2 La caución juratoria consistirá en la promesa del imputado de cumplir fielmente 
las condiciones impuestas por el juez y procederá cuando el procesado o penado sea 
un extranjero no residente. 


18.3 Podrá el excarcelado provisional, el liberado en forma condicional o anticipada, 
ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre que se cumplan 
los requisitos dispuestos por la ley procesal penal siempre que hayan constituido 
caución sea de carácter real, personal o juratoria. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIÓN GENERAL 


Artículo 19.- Estas normas son de aplicación inmediata a su promulgación y 
continuarán en vigencia en todo aquello que sea concordante y complementario a lo 
dispuesto por la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014 y sus modificativas. 
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Ley N* 19.653, 
de 17 de agosto de 2018 


Artículo 18.- Créase una Comisión para el seguimiento de la implementación del 
Sistema Procesal Penal, de carácter permanente y consultivo, que tendrá como 
cometido procurar el fortalecimiento y buen funcionamiento del sistema procesal penal, 
a través de proposiciones técnicas que faciliten su desarrollo, seguimiento y 
evaluación, así como la acción mancomunada de las instituciones en ella 
representadas. 


La Comisión estará integrada por el Ministro del Interior, el Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia que esta designe y el Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. 


Corresponderá especialmente a esta Comisión: 


1) Realizar, por sí o a través de las instituciones integrantes de la misma, los estudios 
técnicos y formular las propuestas que faciliten y optimicen la puesta en marcha del 
nuevo sistema procesal penal, 


2) Hacer el seguimiento y evaluación del proceso de implementación de la reforma 
procesal. 


3) Elevar a la Asamblea General un informe semestral, a través del cual se informará el 
proceso de implementación y se sugerirán posibles reformas legislativas relativas al 
sistema procesal penal. 
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Ley 19.670, 
de 15 de octubre de 2018 


Artículo 82.- Cualquier medida de utilización de dispositivo electrónico, deberá 
contar previamente con un informe técnico favorable respecto a su efectividad y 
viabilidad, debiendo a su vez recabarse el consentimiento expreso de la víctima para 
ser usuaria del programa de monitoreo electrónico. La instalación y la vigencia de la 
medida de vigilancia electrónica, en cualquier caso, estará sujeta al cumplimiento de 
obligaciones por parte de los usuarios, las cuales se determinarán en la 
reglamentación respectiva que dictará el Poder Ejecutivo en un plazo de ciento veinte 
días. En caso de constatarse el incumplimiento de las referidas obligaciones, la 
medida cesará y se comunicará en forma inmediata al Juez competente. 70 Lo 
dispuesto en este artículo entrará en vigencia a partir de la promulgación de la 
presente ley. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: estos días 
estuve estudiando y leyendo algo de historia, y quería feli- 
citar al Cuerpo, al Parlamento nacional y a esta legislatura 
que culmina en febrero de este año porque el 2017 fue la 
primera vez que se sancionó un Código del Proceso Penal 
en democracia. En nuestra historia, el primer código fue 
el Código de Instrucción Criminal, sancionado en 1878, 
durante la dictadura de Latorre, y luego el de 1980. Creo 
que hay que destacar, entonces, la tarea de estos señores 
legisladores. 


Ingresando al análisis del proyecto de ley en conside- 
ración, debemos decir que incluye dos aspectos funda- 
mentales que servirán para mejorar el sistema penal y el 
sistema procesal penal. 


Esta propuesta que tenemos a consideración tiene un 
primer capítulo que modifica el régimen de las libertades 
vigiladas y un segundo capítulo que modifica ciertos as- 
pectos de índole procesal, que serán incorporados al Có- 
digo del Proceso Penal. Los dos temas abordados por este 
proyecto de ley constituyen verdaderos avances, y acá hay 
que destacar el trabajo realizado por la Comisión para el 
Seguimiento de la Implementación del Sistema Procesal 
Penal, que creamos el año pasado. Podemos decir que esa 
comisión que creó el Parlamento nacional el año pasado 
nos remitió el primer insumo, que refiere al primer capítu- 
lo de este proyecto de ley que tenemos en consideración. 


Como figura en la exposición de motivos, esta comi- 
sión, cuya finalidad es el seguimiento de la implemen- 
tación del sistema procesal penal, tiene como cometido 
procurar el fortalecimiento y el buen funcionamiento del 
sistema procesal penal a través de proposiciones técnicas 
que faciliten su desarrollo, seguimiento y evaluación, así 
como la acción mancomunada de las instituciones en ella 
representadas. En este sentido, se pueden sugerir posibles 
reformas legislativas relativas al proceso penal. Esta co- 
misión, que está integrada por el Poder Ejecutivo, el Poder 
Judicial y la Fiscalía General de la Nación, se abocó a ela- 
borar una propuesta que implica una revisión al régimen 
de las libertades vigiladas creado por la Ley n.” 19446, en 
cuanto a una serie de anomalías que se generaron luego 
de la implementación del nuevo Código del Proceso Pe- 
nal. Debemos recordar que el sistema de la Ley n.* 19446, 
que hoy estamos modificando, fue creado cuando existía 
un proceso inquisitivo, y cuando los procesamientos con 
prisión eran la regla y operaban como un adelantamiento 
de la pena. 


En el régimen anterior, desde el día mismo de su proce- 
samiento, el imputado era privado de su libertad; muchos 
de ellos eran condenados cuando estaban en prisión y ahí 
podían ampararse al régimen de la Ley n.” 19446. En de- 


CÁMARA DE SENADORES 


253-C.S. 


finitiva, ese régimen servía como un contrapeso a un sis- 
tema procesal penal muy duro, en el que la privación de la 
libertad operaba como regla. Todo eso cambió luego de la 
aprobación del Código del Proceso Penal, en el año 2017, 
y allí es cuando empiezan a surgir algunas anomalías. En 
este sentido, surgen las llamadas penas mixtas —parte de 
cumplimiento efectivo y parte de cumplimiento en liber- 
tad vigilada—, que se utilizan además como un medio de 
negociación de los procesos abreviados. De esa manera, 
resulta necesario establecer una serie de limitaciones para 
evitar la aplicación del instituto de la libertad vigilada a 
ciertos delitos de suma gravedad. 


Cuando desarrollemos el contenido del proyecto de ley 
artículo por artículo, explicaremos cada uno de los cam- 
bios propuestos, pero ahora me quiero referir brevemente 
al capítulo II del Código del Proceso Penal, que fue un 
trabajo de la Comisión de Constitución y Legislación, 
donde propusimos una serie de modificaciones que eran 
impostergables. Estos cambios se enmarcan en los ajustes 
propios al sistema procesal penal, que el sistema político 
se comprometió a hacer en la medida en que fueran detec- 
tándose anomalías en el proceso. La práctica resulta más 
que adecuada para poder detectar errores o anomalías y, 
además, recordemos que el Código del Proceso Penal que 
hoy rige ha sido aprobado de manera paulatina, tras suce- 
sivas modificaciones y ajustes; de hecho, las estructuras 
procesales vigentes no son las previstas originalmente y 
eso también generó ciertos desajustes. 


Señora presidenta: por eso, realmente creemos que el 
capítulo II —que luego explicaré— es de suma importancia. 
En la aplicación práctica del nuevo Código del Proceso 
Penal se detectaron errores y, entonces, a través del tra- 
bajo del sistema político y del trabajo de los integrantes 
de la Comisión de Constitución y Legislación se hicieron 
aportes e incorporamos un capítulo Il, que fue aprobado 
por unanimidad. 


El capítulo 1 del proyecto de ley que tenemos a consi- 
deración consta de doce artículos que refieren al régimen 
de las libertades vigiladas. El artículo 1.* de esta iniciativa 
define el régimen aplicable; este artículo indica que las li- 
bertades vigiladas se regularán por la presente ley. Bási- 
camente, lo que establece es que las penas privativas de 
libertad podrán cumplirse en régimen de libertad vigilada 
en los casos y en las condiciones que fija esta ley. 


El artículo 2.” define el régimen de libertad vigilada. El 
proyecto de ley hace referencia a «un programa de activi- 
dades orientado a su reinserción social en el ámbito per- 
sonal, comunitario y laboral a través de una intervención 
individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones 
especiales». La ley n.” 19446, vigente, es más escueta y 
no menciona la reinserción social en el ámbito personal, 
comunitario y laboral. Asimismo, en este artículo que 
está en consideración se establece un nuevo carácter a la 
intervención de la Oficina de Supervisión de la Libertad 
Asistida. 
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En el artículo 3. se unifica el régimen de las liberta- 
des vigiladas y se determina que estas pueden disponerse, 
siempre que la pena privativa de libertad sea de prisión o 
no supere los tres años de penitenciaría. Este pasa a ser el 
único régimen vigente a partir de la sanción de la norma y 
de esta manera se reduce la cantidad de delitos en los que 
se puede aplicar el régimen, al dejar afuera aquellos que 
se consideran más graves. Básicamente, el artículo 3.” es- 
tablece que la libertad vigilada podrá disponerse, siempre 
que la pena privativa de libertad impuesta sea de prisión o 
no supere los tres años de penitenciaría. 


En el artículo 4. se mantiene el régimen actual por el 
cual: «No procede la libertad vigilada en casos de reinci- 
dencia, reiteración o habitualidad». Por lo tanto, aquí no 
existe ninguna innovación al respecto. 


El artículo 5.* del proyecto de ley restringe el régimen 
de libertad vigilada para una serie de delitos de manera 
preceptiva «sea este tentado o consumado y cualquiera 
sea la forma de participación del penado...». Estamos ha- 
blando de la rapiña; del copamiento; de la extorsión; del 
secuestro; del homicidio doloso y sus agravantes; de los 
delitos de narcotráfico; de crímenes de lesa humanidad; 
del tráfico y trata de personas, y del delito de tráfico inter- 
nacional de armas de fuego, municiones y otros materiales 
relacionados. Todos estos delitos son incluidos en listados, 
tomando en consideración su gravedad. 


El artículo 6.” reformula en aspectos operativos el 
artículo 8. de la Ley n.” 19446 y establece que la libertad 
vigilada procede siempre a solicitud de parte, o sea que 
se adapta la redacción al proceso acusatorio. Esto es muy 
Importante ya que hoy tenemos un proceso adversarial —es 
decir, un proceso de partes— y la solicitud para aplicar o 
no el régimen de libertad vigilada tiene que proceder de 
las partes, de un fiscal, y el juez no puede imponerla. Esto 
es respetar la esencia del proceso acusatorio y superar lo 
que nos estaba pasando hasta el momento, que era una ré- 
mora del proceso inquisitivo. Se establece que la libertad 
vigilada procede siempre a solicitud de parte, o sea que se 
adapta la redacción a lo que es hoy el proceso acusatorio 
y, para que proceda, debe ser solicitada por las partes. Por 
otra parte, se disminuye el plazo de intervención de la Ofi- 
cina de Seguimiento de la Libertad Asistida para presentar 
un plan de intervención; hoy es de cuarenta y cinco días, y 
lo pasamos a veinte días. 


Los artículos 7.” y 8.” establecen las condiciones para 
las libertades vigiladas; las obligaciones para el penado 
son las mismas previstas en el régimen vigente. El artículo 
72 dice: «Al establecer la libertad vigilada el tribunal im- 
pondrá al condenado las siguientes condiciones: A) Resi- 
dencia en un lugar determinado [...] B) Sujeción a la orien- 
tación y vigilancia permanentes de la referida Oficina. C) 
Presentación una vez por semana en la Seccional Poli- 
cial...». Y el artículo 8.” establece: «... el tribunal dispon- 
drá, además, una o más de las siguientes medidas: A) Si el 
penado presentara un consumo problemático de drogas o 
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alcohol, se impondrá la obligación de asistir a programas 
de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias. B) 
Prohibición de acudir a determinados lugares. C) Prohi- 
bición de acercamiento a la víctima, a sus familiares [...] 
D) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que 
el tribunal determine. E) Obligación de cumplir progra- 
mas formativos laborales, culturales, de educación vial, 
sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. F) 
Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria 
y comercio bajo las modalidades que se determinen en el 
plan de intervención...». 


El artículo 9.* establece la posibilidad de que el pena- 
do deba portar un dispositivo de monitoreo electrónico y 
mantiene que esta medida será de aplicación preceptiva en 
casos de penados por violencia doméstica, violencia in- 
trafamiliar o delitos sexuales. Es muy importante que se 
establezca a texto expreso esta obligación porque los con- 
sideramos delitos gravísimos y, además, de acuerdo con 
lo que nos señalaba el otro día el fiscal de corte en la co- 
misión, existe la convicción —por definición de la política 
criminal— de perseguir los delitos de violencia doméstica, 
violencia intrafamiliar y delitos sexuales. Por esto, es muy 
importante lo que se establece respecto a que el penado 
pueda portar un dispositivo de monitoreo electrónico. 


El artículo 10 establece, lisa y llanamente, que en caso 
de incumplimiento la fiscalía podrá solicitar el cese de la 
medida y el cumplimiento de la pena privativa de libertad 
por el saldo restante. Esto cambia el régimen actual ya que 
el vigente refiere al tribunal y acá es la fiscalía la que pue- 
de solicitarlo, adaptándose —como dije anteriormente— al 
sistema acusatorio. Además, en la Ley n.* 19446 se prevé 
que antes de llegar a tal extremo, el tribunal puede inten- 
sificar las condiciones de pena sustitutiva. En la propuesta 
se establece a texto expreso el cese de la medida, sin men- 
cionar lo que pasaba en el régimen anterior que intensifi- 
caba las condiciones de la pena sustitutiva. Finalmente —y 
similar a la Ley n.* 19446-—, en caso de violación grave la 
revocación es inmediata, sin necesidad de contar con la 
aquiescencia de la fiscalía. Se considerará una violación 
grave, entre otras, la existencia de una formalización pos- 
terior. Esto nos parece bien importante porque el régimen 
de las libertades vigiladas es un beneficio para el penado; 
si hay un incumplimiento, lo que se establece es que la fis- 
calía podrá solicitar la revocación inmediata del beneficio 
que se dispuso en su momento. 


En cuanto a los artículos 11 y 12, los integrantes de la 
Comisión de Constitución y Legislación ya presentamos 
un sustitutivo que firmó el señor senador Bordaberry, pero 
no sé si se pudo conseguir la firma de algún otro integran- 
te. Estos artículos tienen que ver con el tema de las dero- 
gaciones. Estuvimos discutiendo en comisión al respecto. 
Yo había quedado con el deber de traer una propuesta; hoy 
los integrantes de la comisión la acompañaron y la pre- 
sentamos a la Mesa como un sustitutivo que establece la 
entrada en vigencia: «Artículo 11.- Estas normas entrarán 
en vigencia en forma inmediata y se aplicarán a las cau- 
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sas por delitos cometidos con posterioridad a la misma. A 
las causas penales en trámite a la fecha de la entrada en 
vigencia de esta Ley y aquellas causas que se inicien con 
posterioridad por delitos cometidos con anterioridad a la 
misma, se aplicará lo dispuesto en los artículos 2 a 12 de 
la Ley 19.446, de 28 de octubre de 2016, y el artículo 9 de 
la Ley 17.726, de 26 de diciembre de 2003». 


Por su parte, el artículo 12 sustitutivo establece la de- 
rogación de las normas que se opongan a esta ley, que es, 
básicamente, la Ley n.* 19446. 


Ahora, señora presidenta, me voy a referir al capítulo 
II, que es un trabajo que hizo el sistema político a través 
de los integrantes de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación, porque esto fue votado por unanimidad, es decir, 
acompañado por todos los integrantes de la comisión. 


El capítulo II refiere a los ajustes al Código del Proceso 
Penal que nos sentimos en la obligación de hacer. Como 
estábamos tratando una norma que iba a tener impacto en 
el proceso penal y tomamos conocimiento de que existían 
situaciones que daban lugar a la mala aplicación de la nor- 
ma, lo que hicimos fue discutir entre nosotros, y coincidi- 
mos en que no podíamos dejar pasar la oportunidad histó- 
rica, quizá en uno de los últimos actos de esta legislatura, 
de aprobar estos ajustes al Código del Proceso Penal. Se 
escuchó a integrantes de la fiscalía y a los expertos, quie- 
nes dijeron que estas modificaciones eran bien oportunas. 


El artículo 13, que es el primero del capítulo II, «Ajus- 
tes al Código del Proceso Penal», le da una nueva redac- 
ción al artículo 39 del Código del Proceso Penal. Lo que 
se busca es facilitar las investigaciones estratégicas de he- 
chos que involucran a varias sedes e impedir que el juez 
releve incompetencias relativas; en otras palabras, se bus- 
ca que, cuando se plantea una cuestión de incompetencia 
por razón de lugar o de turno, no se genere una nulidad, es 
decir, que lo actuado por ese juez sea válido. Este artículo 
también determina que no habrá prevención ni incompe- 
tencia por razón de lugar o de turno durante la investiga- 
ción preliminar. Esta norma busca facilitar y lograr una 
investigación, y que esta no sea frustrada por cuestiones 
formales. 


Para decirlo de forma sencilla y que lo entiendan todos 
los integrantes del Cuerpo, lo que pretendemos es mejo- 
rar las investigaciones estratégicas. Hay oportunidades en 
que los fiscales investigan a una persona que ha cometido 
varios delitos en distintos departamentos del interior. En- 
tonces, se le atribuye competencia a ese fiscal para que 
pueda solicitar medidas de desarrollo de la investigación 
al juez del domicilio donde está asentada la fiscalía. Lo 
que se pretende lograr con este artículo es, sencillamente, 
eso. 


Con el nuevo Código del Proceso Penal, que votamos 
en el 2017, también se buscaba mejorar la investigación y 
la persecución criminal. Y creo que hoy, de acuerdo con 
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los datos de la fiscalía, podemos decir que el nuevo Código 
del Proceso Penal está dando resultados en ese sentido. 
La modificación del artículo 39 también apunta a esto, es 
decir, a mejorar las investigaciones estratégicas de hechos 
que involucran a varias sedes penales. Esto realmente es 
un cambio muy importante para el desarrollo de las inves- 
tigaciones. 


El artículo 14 modifica el artículo 75 del Código del 
Proceso Penal y lo he denominado —les pido disculpas 
por el nombre— «el artículo del abogado fugitivo». Este 
artículo pretende impedir el abuso de las vías procesales 
por parte de los abogados defensores. Lo explicaré con un 
caso concreto —entre varios sobre los que tengo conoci- 
miento— que ocurrió efectivamente y que demuestra una 
verdadera falta de ética en ciertos profesionales del dere- 
cho. Quiero decir claramente que sé que con esta modifi- 
cación del artículo 75 no estamos solucionando esto; ten- 
dríamos que avanzar en la colegislación obligatoria para 
que exista un conjunto de normas éticas, como las que tie- 
nen los médicos, que se apliquen a todos los profesionales 
del derecho. Eso no lo podemos hacer en esta legislatura, 
pero esperamos poder avanzar en la próxima. Sé que esto 
es algo de interés del Colegio de Abogados del Uruguay. 


La modificación al artículo 75 de la Ley n.* 19293 obe- 
dece, como dije, a que el Colegio de Abogados del Uru- 
guay pretende impedir el abuso de las vías procesales por 
parte de ciertos abogados defensores. Una norma como 
esta no tendría ningún sentido si no hubiera abogados que 
tuvieran ciertos comportamientos tan reñidos con la éti- 
ca. El caso que pondré como ejemplo es el de un defen- 
sor particular, obstinado en oponerse a la declaración de 
uno de los testigos que estaban bajo identidad reservada. 
Ese defensor —que estaba en contra de que se recibiera la 
declaración como prueba anticipada— compareció ante la 
audiencia, pero se retiró anunciando que lo hacía para in- 
validar la prueba en el juicio, porque la prueba en audien- 
cia requiere la presencia del defensor del imputado. O sea 
que, como estrategia, optó por ir a la audiencia y retirarse 
de esta para impedirla o invalidar la prueba. 


Por eso es que proponemos esta modificación al 
artículo 75, «Efectos de la ausencia del defensor», que es- 
tablece: «La ausencia del defensor en cualquier actuación 
en que la ley exija expresamente su participación, acarrea- 
rá su nulidad, salvo cuando constare fehacientemente que 
su ausencia fue voluntaria y deliberada, para provocar la 
nulidad». 


Hoy nosotros tenemos un nuevo Código del Proceso 
Penal que habilita que muchas pruebas en situaciones 
de delitos graves puedan ser recabadas a través del me- 
canismo de la prueba anticipada, por ejemplo, en delitos 
contra la persona o en delitos contra la libertad sexual de 
las personas. Lamentablemente, existe una estrategia de 
ciertos profesionales del derecho que es la de retirarse de 
la audiencia para invalidar el proceso, y eso no lo pode- 
mos admitir. Nosotros tenemos que defender el derecho 
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del Estado a poder ejercer el poder punitivo, es decir, el 
ius puniendi. 


Los artículos 15, 16 y 17 le dan una nueva redacción a 
los artículos 88, 89 y 90 del Código del Proceso Penal. En 
ciertos delitos, para que se pueda proseguir, es necesario 
lo que se llama la instancia del ofendido. Son delitos que 
tienen que ver, por ejemplo, con la libertad sexual de la 
persona o el delito de lesiones, lesiones leves o graves. 


La modificación al artículo 88 establece: «La instan- 
cia se formulará ante el Ministerio Público verbalmente o 
por escrito. También podrá deducirse por escrito, ante las 
autoridades con funciones de policía». Lo que se busca es 
que la víctima pueda decir claramente ante la fiscalía que 
quiere proseguir con la persecución penal y que, a par- 
tir de allí, esto sea reconocido. Lo mismo sucede con el 
artículo 89, «Firma de la instancia», que dice: «La ins- 
tancia podrá formularse mediante escrito firmado por su 
autor. Si no sabe o no puede firmar, el escrito se refrendará 
con la impresión dígito pulgar izquierda». 


Por último, el artículo 90 expresa: «Al inicio de las ac- 
tuaciones, el Ministerio Público explicará a quien formuló 
la instancia el alcance de la misma. Si el declarante confir- 
ma su voluntad de instar, se la tendrá por bien formulada». 


Estas modificaciones de los artículos 88, 89 y 90 del 
Código del Proceso Penal son muy importantes porque 
buscan proteger a la víctima, evitando situaciones de re- 
victimización, como bien señalaron las autoridades que 
nos visitaron la semana pasada. 


Con el artículo 18 se le da una nueva redacción al 
artículo 365 del código. Esto modifica el recurso de apela- 
ción, lo pone en sintonía con el Código del Proceso Penal, 
es decir que es un proceso oral. El recurso de apelación 
hoy no estaba en consonancia con el nuevo Código del 
Proceso Penal, sino con el Código General del Proceso, 
que en parte era escrito, y eso no tenía razón de ser. Enton- 
ces, como en muchas oportunidades las apelaciones llegan 
con el objeto ya agotado, esta modificación del artículo 
365 busca solucionar ese problema. Por ejemplo, fiscalía 
pide una prisión preventiva con un plazo determinado o 
una medida cautelar cualquiera que es denegada, y cuan- 
do llega al tribunal de apelaciones el plazo ya venció. Por 
lo tanto, se propone que la apelación se sustancie en la 
misma audiencia y si en ella no se desestima y se entiende 
que no es formalmente improcedente, se eleva al tribunal 
para que allí se decida en forma oral y con celeridad. Son 
temas que merecen ser resueltos con ese procedimiento 
para ajustarlos a la nueva lógica del proceso oral, evitando 
demoras perniciosas. 


En definitiva, con esta modificación se pretende trasla- 
dar la oralidad a la segunda instancia, lo que va a signifi- 
car una mejora del sistema para las partes y también de la 
calidad del proceso. Además, se elimina el efecto diferido 
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de la apelación, que no tiene razón de ser con el nuevo 
Código del Proceso Penal. 


En sí, el artículo 365 dice: «No se aplicarán al proceso 
penal las disposiciones del Código General del Proceso» 
—que es el código que siguen los procesos civiles— «sobre 
medidas provisionales, ejecución provisional de senten- 
cias definitivas recurridas o condenas procesales». Luego 
se establece cómo se seguirá el recurso de apelación en 
ciertas situaciones: por ejemplo, contra la admisión o el 
rechazo de la prisión preventiva, su sustitución o prórroga, 
contra el rechazo de la formalización de la investigación 
o del pedido de sobreseimiento, etcétera. En esos casos, el 
recurso se interpondrá y sustanciará en la misma audien- 
cia en que se pronunció la recurrida. El recurso se admitirá 
sin efecto suspensivo y la pieza correspondiente se elevará 
en cuarenta y ocho horas al tribunal de apelaciones. Este 
convocará a audiencia de segunda instancia para dentro de 
diez días desde la recepción de la pieza o resolverá dentro 
de los quince días. 


Por el artículo 19 se derogan los artículos 140.3 y 362.3 
del Código del Proceso Penal aprobado por Ley n.* 19293, 
Estas derogaciones están fundadas en la eliminación, 
como dije, del efecto diferido en la apelación del proce- 
so penal. 


Finalmente, el artículo 20 agrega un inciso al artículo 
106 del Código del Proceso Penal, que aclara que en los 
supuestos en los cuales la ley procesal penal requiera una 
firma manuscrita, esa exigencia también queda satisfecha 
por una firma electrónica. 


Señora presidenta: hemos expuesto de manera minu- 
ciosa este proyecto de ley, que tiene, en nuestra opinión, 
una importancia sustantiva en materia de seguridad y con- 
vivencia. Este proyecto seguramente será el último rela- 
tivo a la temática procesal penal que se apruebe en esta 
legislatura. Corresponde, entonces, reconocer no solo el 
trabajo hecho en este proyecto en concreto, sino también 
todos los avances que ha habido en los últimos años. Por 
eso, lo primero que señalé fue mi reconocimiento al tra- 
bajo de este Cuerpo. Y son muchos los avances que, como 
sociedad, hemos tenido en estos años. Desde la bienvenida 
al proceso acusatorio y la despedida al inquisitivo hasta 
hoy, hemos avanzado muchísimo. Hoy podemos sentir- 
nos orgullosos, señora presidenta, de que en nuestro país 
tenemos un proceso penal democrático, acorde al Estado 
de derecho y a nivel de los procesos más avanzados del 
mundo. Costó muchísimo, pero debo decir que el Poder 
Legislativo, el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y la Fis- 
calía General de la Nación tomaron el toro por las astas y 
dieron un paso que mucho se buscó en otras épocas y no 
se pudo lograr. 


Por lo tanto, como miembro informante, sugiero la vo- 
tación del proyecto de ley. 


Es todo cuanto tengo que informar. 
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SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Gracias, señora presidenta. 


En primer lugar, quiero decir que el Código del Pro- 
ceso Penal fue un gran avance en la administración de 
justicia en el Uruguay. Y lo fue por varias cosas: por el 
aumento de presos con sentencia, por la limitación, por 
consiguiente, a la prisión preventiva que constituía una 
violación flagrante a los derechos humanos en el Uruguay, 
pero también el CPP es bueno por todo lo que avanzó en 
las penas alternativas a la privación de libertad. 


En concreto, me voy a referir solo a tres artículos de 
este proyecto de ley, los artículos 3.%, 4.* y 5%, que suponen 
una restricción a las libertades vigiladas. 


Las libertades vigiladas son una pena, y aquí debemos 
recordar que la privación de libertad, como la única pena 
válida y socialmente legitimada, va en sentido contrario 
a los acuerdos internacionales firmados por nuestro país 
en esta materia. Recordemos la resolución de la Asamblea 
General de Naciones Unidas de fecha 17 de diciembre de 
2015 —las Reglas Nelson Mandela— que recomienda a los 
Estados miembros que continúen procurando limitar el 
hacinamiento en las cárceles y, cuando proceda, recurran 
a medidas no privativas de libertad como alternativa a la 
prisión preventiva, reforzando las medidas sustitutivas al 
encarcelamiento y apoyando los programas de rehabilita- 
ción y reinserción social, de conformidad con lo dispuesto 
en las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio). 


También corresponde decir que si no desarrollamos 
suficientemente los dispositivos para que su cumplimiento 
se haga efectivo, debemos trabajar en esto y no renunciar a 
la intención de generar medidas alternativas a la privación 
de libertad, considerando que la cárcel siempre es la últi- 
ma ratio y no la primera, que es lo que está en el espíritu 
del CPP. 


Por otra parte, señora presidenta, entendemos que hay 
tres datos que deberían estar en discusión en el proyecto 
de ley: el número y el perfil de personas en libertad vi- 
gilada o pena mixta; la tasa de reincidencia de las penas 
alternativas, y la inversión necesaria para la privación y la 
no privación de libertad. En el desconocimiento de estos 
números se debilita la justificación para una restricción de 
la libertad vigilada, porque ¿cómo sería el impacto en las 
tasas de delito si las personas que cumplieron penas alter- 
nativas a la privación de libertad hubieran tenido medida 
de prisión? 


En realidad, Ana Juanche, subdirectora técnica nacio- 
nal del INR, dijo a El Observador, el 30 de julio de 2018, 
que solo tres de cada diez personas que cumplen medidas 
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sustitutivas vuelven a delinquir, y eso está por debajo de 
la tasa de reincidencia promedio. Entonces, creemos que 
para justificar una restricción como la que estamos impo- 
niendo a las penas alternativas, deberíamos tener estadís- 
ticas que lo sustentaran firmemente, y no las tenemos. De 
hecho, insisto, la tasa de reincidencia promedio es inferior 
a la reincidencia promedio del total de delitos. 


Consideramos que las penas alternativas son para deli- 
tos contra la propiedad, rapiñas —y, obviamente, su reinci- 
dencia— y, sobre todo, para los vinculados a las drogas, en 
los que generalmente no hay víctimas, incluida la tenencia 
que no es para consumo, que es una modalidad que mu- 
chas veces se aplica a los consumidores que poseen más 
cantidad de droga de la que el juez entiende que es perti- 
nente para un usuario. 


Por lo tanto, en el caso del literal F) del artículo 5.” la 
mayor restricción va a recaer sobre todas aquellas formas 
de cocaína en su estado de base libre o fumable. Nos pa- 
rece que el Uruguay ha ido en un sentido de regulación 
y control, y esto contradice las recomendaciones de los 
organismos internacionales en términos de aplicación de 
medidas alternativas a la prisión para los delitos relaciona- 
dos con drogas, donde debería primar la proporcionalidad 
de las sanciones, evitando sanciones más duras a aquellas 
personas que cumplen un rol menor en la distribución de 
drogas. 


Finalmente, las penas alternativas sí permanecen para 
los delitos de cuello blanco y los delitos sexuales. En esos 
casos sí se mantienen las penas alternativas, pero no para 
los reincidentes, la rapiña y el copamiento. También hay 
otros delitos, pero el narcomenudeo, la rapiña y el copa- 
miento son los más importantes. 


Antes de terminar, quisiera decir que tenemos un alto 
porcentaje de personas privadas de libertad con problemas 
serios de salud física y mental; con discapacidad psicoso- 
cial, intelectual, mental; con uso problemático de drogas, 
que no deberían estar privadas de libertad, sino que de- 
berían estar sometidas a tratamientos de rehabilitación de 
otra naturaleza. 


Por estos motivos, señora presidenta, no vamos a votar 
en general el proyecto ni los artículos 3.%, 4. y 5.” pero sí 
el resto del articulado. 


SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY.- Muchas gracias, señora presidenta. 


El Partido Nacional ha trabajado en la misma sintonía 
que la comisión, que a través de todos sus integrantes lo ha 
hecho con una particular disposición en estos días, incluso 
realizando sesiones en régimen extraordinario —lo quiero 
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señalar como presidente de la comisión— y abordando te- 
mas muy importantes, como este proyecto que, como se 
señalaba, seguramente será la última modificación norma- 
tiva penal de este periodo del Parlamento. 


Nosotros vamos a acompañar este proyecto en gene- 
ral y también votaremos la mayoría de sus artículos, pero 
oportunamente vamos a solicitar el desglose del artículo 
14. Pese a que fue explicado claramente y en forma muy 
contundente por parte del señor senador Carrera cuál es 
el espíritu que se persigue con esta norma —que, por cier- 
to, compartimos—, y a que con igual claridad lo señaló el 
fiscal de corte, doctor Díaz, en oportunidad de su compa- 
recencia, vamos a votar en contra el artículo, y vamos a 
fundamentar, en el momento de hacerlo, las razones que 
nos inspiran. 


Por otro lado, en esta primera participación quere- 
mos hacer un comentario con relación al artículo 3.*. Esta 
disposición establece: «La libertad vigilada podrá dispo- 
nerse siempre que la pena privativa de libertad impuesta 
al condenado sea de prisión o no supere los tres años de 
penitenciaría». Es decir que se elimina la diferencia entre 
libertad vigilada y libertad vigilada intensiva. Queremos 
dejar sentado que vamos a acompañar este artículo en el 
entendido de que es mejor que lo que hoy está en vigencia. 
No obstante, es de nuestro interés dejar establecido que el 
Partido Nacional entiende que el límite ideal para la apli- 
cación del beneficio serían los delitos con pena de prisión, 
o sea, hasta veinticuatro meses. 


Con relación a los restantes artículos, los hemos acom- 
pañado en la comisión y, salvo que en el trámite del debate 
haya alguna incorporación que nos haga revisar o anali- 
zar eventuales cambios, vamos a volver a votarlos en esta 
oportunidad. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: en el 
mismo sentido, desde el Partido Colorado vamos a acom- 
pañar este proyecto de ley y queremos destacar la forma 
en que trabajó la comisión. 


¿Es este el proyecto de ley que quisiéramos? No. Nos 
parece que se queda por la mitad del camino. Pero quizás 
en el justo medio aristotélico —que parece que es a lo que 
ha llegado la bancada oficialista— a veces esté la verdad, 
por más que nosotros pensemos que está hacia uno de los 
costados. 


Cuando entró en vigencia el nuevo Código del Proce- 
so Penal, desde el Partido Colorado señalamos que quizás 
habría que haber esperado un poco más. Los señores se- 
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nadores recordarán que esto ocurrió en noviembre y no- 
sotros insistíamos en que no estábamos prontos para eso. 
También nos preguntábamos si los recursos para la fiscalía 
eran los suficientes, y cuando entró en vigencia el nue- 
vo código nos enteramos de que las incidencias delictivas 
eran mayores que aquellas que había informado el Minis- 
terio del Interior. 


Además, señalamos nuestra discrepancia con todo el 
capítulo sobre acuerdos, proceso abreviado, y hasta vota- 
mos negativamente parte de esas normas. Reconocemos 
que el proceso inquisitivo no era el mejor, y nos parece que 
el avance del nuevo Código del Proceso Penal en cuanto 
a intentar sumar la garantía de que no sea el propio juez 
el que instruya y resuelva es un paso hacia el objetivo de 
un mejor Estado de derecho; pero nos preguntamos si este 
sistema de acuerdos y procesos abreviados no ha sustitui- 
do aquel proceso inquisitivo —en el que el juez participaba 
en la instrucción y en la resolución— por algo que tampoco 
es bueno. Me refiero a esa suerte de transacción que evita 
que los fiscales tengan que enfrentar el proceso. En ese 
marco, se le dice al ciudadano que corre el riesgo de reci- 
bir una pena de determinados años en prisión, pero que si 
acepta su responsabilidad esa pena puede ser de algunos 
años menos. Eso tampoco es bueno, porque obviamente 
suena a veces a amenaza. Y creemos que se ha convertido 
en la regla. Lo ha dicho el propio fiscal de corte: son muy 
pocas las incidencias delictivas que llegan a proceso efec- 
tivo; casi todas se cierran con acuerdos y transacciones y 
procesos abreviados. 


Coincidimos en que este proyecto es un avance, como 
señaló el miembro informante. Es un avance porque de- 
jamos de ir en el camino de esas libertades y beneficios 
al delincuente y vamos a algo un poco más restrictivo y 
medido. Creo que es un ajuste necesario, oportuno, que 
además surge de los propios operadores, a quienes debe- 
ríamos escuchar siempre: a la propia Suprema Corte de 
Justicia, a la propia fiscalía, al propio Ministerio del In- 
terior. Como legisladores, escuchar a los operadores que 
están en la práctica parece algo necesario. 


Pero reiteramos, señora presidenta: ¿es lo que quería- 
mos? No. Si nos preguntan, me parece que todo este siste- 
ma debería reverse y, eventualmente, no digo terminar con 
él, pero más o menos. Todos estos enfoques de beneficios 
al que delinque no parecen ir en el camino adecuado. Y los 
que dicen que hay que seguir dándoles beneficios a los que 
delinquen, parecería ser que viven en otro país. 


Queremos, sí, agradecer la amplitud de la bancada 
oficialista al escuchar algunas observaciones que hicimos 
sobre el proyecto de ley, con respecto a algunos errores 
evidentes que contenía. Por ejemplo, el artículo 1. citaba, 
entre paréntesis, un artículo que no tenía nada que ver. 
Pero sobre todo creemos que son oportunos los cambios a 
los artículos 11 y 12. En el artículo 11 del proyecto inicial 
se derogaban normas, pero en el siguiente se decía que 
se aplicaban esas normas que se derogaban, lo cual era 
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una incongruencia evidente. Eso ha sido subsanado con la 
modificación que hoy se ha presentado. También se acep- 
tó alguna otra modificación que propusimos, como la de 
agregar «entre otras» al inciso segundo del artículo 10. O 
sea que se hicieron modificaciones que mejoraron el texto. 


Sí nos parece, sin perjuicio de que vamos a votarlo, que 
el artículo 5.” debería incluir más delitos. En esa norma 
se dejan fuera del beneficio de la libertad vigilada delitos 
como rapiña, rapiña con privación de libertad, extorsión, 
secuestro, homicidio doloso, tráfico de estupefacientes, 
delitos de lesa humanidad, trata de personas, tráfico in- 
ternacional de armas, municiones y explosivos. Pero no se 
incluyen dentro de los que quedan fuera de este beneficio 
todos los delitos económicos, como la estafa, por ejemplo, 
que son muy importantes. Cuando le preguntamos al fiscal 
de corte por qué no se incluían estos delitos entre los que 
no podían beneficiarse con la libertad vigilada, nos dijo 
que entendía que eso ayudaba a recuperar el dinero. En 
realidad, no parece lógico que el que tiene dinero pueda 
ampararse en una libertad vigilada y el que no, no pueda 
hacerlo. Creemos que el hecho de poder poner dinero arri- 
ba de la mesa no debería permitir el acceso a un beneficio 
de libertad vigilada, cuando quien no puede hacerlo no 
puede acceder a ese beneficio. Consideramos que en las 
exclusiones de la libertad vigilada deberíamos incluir todo 
lo que hace referencia a las estafas millonarias, al delito de 
lavado, a delitos económicos. Lamentamos que no sea así. 


Coincidimos con el Partido Nacional, con el señor se- 
nador Camy, cuando se refiere al artículo 14. Nos parece 
que se va a colocar a la fiscalía en una situación compli- 
cada cuando se le exija probar la ausencia voluntaria y 
deliberada del defensor para provocar la nulidad; ante tal 
ausencia, le estamos poniendo una carga complicada que 
no la va a ayudar. 


Si votamos en bloque el proyecto de ley, vamos a soli- 
citar el desglose del artículo 15 porque no nos alcanzó la 
explicación que nos dio el ministerio público para eliminar 
la exigencia de dejar constancia de la instancia en el acta. 
Se nos dijo que en realidad el suceso se graba y, por ende, 
queda la grabación; pero uno pensaría que siempre es bue- 
no que haya un acta firmada —incluso electrónicamente— 
de la instancia y que no alcance con que sea verbal, porque 
es una garantía para todos. Se nos ha mencionado que fue 
para tratar de solucionar hechos como el ocurrido en un 
proceso que ya está cerrado, pero la verdad es que no nos 
parece bueno. 


Reiteramos que este es un proyecto de ley que va en 
el sentido adecuado: es restrictivo de los beneficios al de- 
lincuente —que creo que se dieron en exceso—, y ahora el 
proceso está teniendo los ajustes necesarios. Estoy seguro 
de que tendrán que venir más ajustes, no solamente porque 
nos parece que es lo adecuado, sino por la razón del arti- 
llero: la realidad nos está diciendo que lo que se hizo no 
fue lo adecuado. Son los operadores judiciales —ellos, los 
que están trabajando— quienes nos dicen que es necesario 
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este ajuste, que ojalá hubiera ido un poco más profundo — 
nos hubiera gustado que fuera un poco más allá—, pero que 
acompañaremos porque está en la orientación adecuada. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE. Para finalizar, tiene la pala- 
bra el miembro informante. 


SEÑOR CARRERA.- Como ya señalé cuando presen- 
té mi informe, creo que estamos dando un paso muy im- 
portante con los dos capítulos que estamos votando hoy. 


Considero que todo el sistema político tiene el fuerte 
compromiso de seguir profundizando la reforma procesal 
penal y vamos a tener que seguir realizando ajustes en la 
próxima legislatura. 


Quiero dejar dos datos que me parece importante que 
el sistema político tenga. Hablamos de falta de recursos, 
y creo que sí, que quizás falten, pero quiero manifestar 
que Chile, con una población de 17:000.000 de personas, 
tiene 750 fiscales, mientras Uruguay, con 3:400.000 habi- 
tantes, cuenta con 340 fiscales. Considero que estos datos 
tienen que llamar a la reflexión al sistema político cuando 
hablamos de falta de recursos. Vamos a tener que debatir 
muchísimo en la próxima legislatura. 


Según información que tengo, hoy algunos juzgados 
del nuevo Código del Proceso Penal a veces trabajan solo 
una hora por semana. Entonces, cuando hablamos de falta 
de recursos debo decir que el sistema político va a tener 
que discutir y muchísimo, porque vamos a tener que tomar 
nuevas acciones —o algunas que nunca se tomaron— y po- 
ner foco donde realmente tenemos el problema. Esta infor- 
mación es para todos los señores senadores. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Le agradezco mucho, señora 
presidenta. 


Como se habrá visto, acompañamos la votación en ge- 
neral de este proyecto de ley porque, dada nuestra antigie- 
dad, seguimos empecinadas en reconocer y en respetar la 
unidad de acción de nuestra fuerza política, pero quiero 
decir que no lo votamos con ningún placer. No estamos 
convencidas de que este sea el real camino para abordar 
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un problema gravísimo, que tiene que ver con la política 
criminal de nuestro país en su conjunto. 


Otra cosa que me gustaría afirmar, en verdad, es que 
me molestan —discúlpenme que lo exprese así— algunas 
interpretaciones lineales, maniqueas y descalificatorias de 
pensamientos de algunos compañeros de mi fuerza polí- 
tica. Cuando tengo que formular observaciones a lo que 
inspiran estos cambios, que para mí significan un viraje 
no positivo, no es porque quiera defender a los delincuen- 
tes, ¡de ninguna manera!, sino porque entiendo una forma 
diferente de aplicar las medidas que pretenden una mejor 
convivencia en nuestro país. Entonces, ¡considero que de- 
bemos partir de un respeto mínimo en esta casa tan impor- 
tante!, y no adjudicar livianamente algunos motes que, en 
lo personal, no acepto. 


Creo que el gran cambio que produce este proyecto de 
ley es dejar la decisión de las medidas de la libertad vigila- 
da en el juez, demostrando una enorme desconfianza hacia 
los fiscales. ¿Que han cometido errores? Sí, como todas las 
personas que aplican instrumentos. Ha habido errores, sí, 
y errores graves; pero que nos equivoquemos al utilizar 
determinado instrumento, ¿califica al instrumento o a su 
aplicación? 


No quiero ser muy extensa, pero el propio fiscal reco- 
noce que esto significará un incremento de la población 
carcelaria —por demás abundante en nuestro país— y, como 
todos sabemos, aumentar la cantidad de presos no gene- 
ra un gran resultado para la paz de la ciudadanía. ¡A las 
pruebas me remito! ¿Cómo salen y qué es lo que pasa? Acá 
lo sabemos todos. 


Entonces, sí me parece que el Parlamento —en su mo- 
mento— deberá dar discusiones muy profundas acerca de 
evitar las tentaciones demagógicas y discutir en serio so- 
bre la política criminal. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 

—Permítame un minuto más y termino. 

Muchos países del mundo caminan en otro sentido, y 
les ha dado muy buen resultado. Revisen un poco la po- 
lítica criminal de Holanda —que también se puede llevar 
adelante acá, no solo en el primer mundo-, y vean que les 
ha dado un excelente resultado: ¡están cerrando cárceles! 

Gracias, señora presidenta. 

SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión particular. 


Léase el artículo 1.*. 


SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Formulo moción en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y se vote en 
bloque, con excepción de los artículos 3.9 4.9 5.% de los 
artículos 11 y 12 —para los que presentamos sustitutivos 
que tiene la Mesa—, y de los artículos 14 y 15. 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 

26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los 
artículos del 1.* al 20, con excepción de aquellos cuyo des- 
glose ha sido solicitado. 

(Se vota). 

—26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 

(Se vota). 

—24 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 

(Se vota). 

—24 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 

(Se vota). 

—24 en 26. Afirmativa. 


En consideración el artículo 11 tal como vino de co- 
misión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 
(Se vota). 


—0 en 26. Negativa. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va votar el artículo 
sustitutivo que ha sido repartido. 


(Se vota). 
—25 en 26. Afirmativa. 


En consideración el artículo 12 tal como vino de co- 
misión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 
(Se vota). 
—0 en 26. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar el artículo 
sustitutivo. 


(Se vota). 

25 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo 14. 

Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 

(Se vota). 

16 en 26. Afirmativa. 

SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY-- Señora presidenta: queremos funda- 
mentar nuestro voto negativo al artículo 14, que modifica 
el artículo 75 del Código del Proceso Penal, y brevemente 
dejar la siguiente constancia. 


En la Comisión de Constitución y Legislación del Se- 
nado fuimos receptivos a la casi totalidad de las modifi- 
caciones que se plantearon. Creemos que la mayoría son 
acertadas, como lo hemos expresado, y por eso las aproba- 
mos. En cambio, a nuestro juicio, no han sido satisfactorias 
las explicaciones dadas para modificar un tema tan delica- 
do como es la nulidad por indefensión. Está claro que el 
artículo 75 del Código del Proceso Penal establece como 
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principio general que todas las actuaciones en que por ley 
se requiera asistencia letrada deberán cumplirse de esta 
forma y que en caso de no hacerlo la consecuencia será la 
nulidad. La defensa en el proceso penal constituye uno de 
los pilares del sistema democrático y republicano. Debe 
existir un fiscal que persiga a los infractores, un juez que 
otorgue las garantías y un abogado defensor que contro- 
le las actuaciones. La defensa en juicio es tan importante 
que si no existiera abogado que representara al imputado 
no habría proceso y, por lo tanto, tampoco habría pena ni 
justicia. En el seno de la comisión se nos dio la explicación 
de que había mala práctica de algunos abogados, que de 
forma deliberada y a conciencia abandonaban a sus defen- 
didos para evitar que se cumplieran determinados actos 
procesales, y luego solicitaban la nulidad por este motivo. 
Estas malas prácticas deberían denunciarse en los ámbitos 
correspondientes. La actuación de escribanos y abogados 
está supervisada por la Suprema Corte de Justicia que tie- 
ne la potestad de inhabilitar o suspender el ejercicio de la 
función a los profesionales. 


A nuestro juicio, querer atenuar este derecho absoluto 
a la defensa validando procedimientos que por su esencia 
no lo son, no sería la solución más razonable. Coincidi- 
mos con el análisis del problema, con el diagnóstico y con 
que habría que dar a los fiscales la posibilidad de obte- 
ner judicialmente y de forma rápida la designación de un 
nuevo defensor para las comparecencias establecidas en 
el artículo 263 del CPP —me refiero, a las desarrolladas en 
el propio ámbito de la fiscalía—, pero consideramos que el 
camino planteado no es el mejor. 


Por lo tanto, queremos dejar constancia de que nos pa- 
rece conveniente mantener la redacción actual del artículo 
75 del Código del Proceso Penal. 


Es cuanto tengo para decir. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración el 
artículo 15. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—16 en 26. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


CAPÍTULO | 
AJUSTES A LA LEY N* 19.446, DE 28 DE OCTUBRE DE 2016 


Artículo 1*.- Las penas privativas de libertad podrán cumplirse en régimen de 
“libertad vigilada” en los casos y bajo las condiciones que se establecen en la 
presente ley. 


Artículo 2*.- La libertad vigilada consiste en someter al penado al cumplimiento 
de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito 
personal, comunitario y laboral a través de una intervención individualizada y bajo la 
aplicación de ciertas condiciones especiales. La vigilancia y orientación permanentes 
de lo establecido en este artículo estará a cargo de la Oficina de Seguimiento de la 
Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del Interior, 


Artículo 3*.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena privativa 
de libertad impuesta al condenado sea de prisión o no supere los tres años de 
penitenciaría. 


Artículo 4%.- No procede la libertad vigilada en casos de reincidencia, 
reiteración o habitualidad. 
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Artículo 5”.- Sin perjuicio de lo anterior, tampoco podrá sustituirse la pena 
privativa de libertad por la libertad vigilada cuando se trate de alguno de los delitos 
que se enunciarán a continuación, sea este tentado o consumado y cualquiera sea 
la forma de participación del penado: 


A) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


B) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código 
Penal). 


C) Extorsión (artículo 345'del Código Penal). 
D) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 


E) Homicidio doloso y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código 
Penal). 


F) Delitos previstos en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 
de octubre de 1974, y sus modificativas, cuando se dé alguna de las 
circunstancias previstas en los artículos 35 Bis y 36 del citado cuerpo 
normativo. 


G) Crímenes y delitos contenidos en la Ley N” 18.026, de 4 de octubre de 
2006. 


H) Delitos previstos por los artículos 77 a 81 de la Ley N* 18,250, de 6 de 
enero de 2008. 


Il) Delito previsto en el artículo 8” de la Ley N* 19.247, de 15 de agosto de 
2014. 


Artículo 6*.- La libertad vigilada procederá en todos los casos a solicitud de 
parte y será impuesta por el tribunal al dictar la sentencia definitiva de condena. El 
tibunal fijará el plazo de intervención que será igual al que correspondería cumplir 
en régimen de privación de libertad. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en un plazo de 
veinte días desde que se le notifica la sentencia condenatoria por el tribunal, el plan 
de intervención correspondiente. 
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Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades 
tendientes a la reinserción social y laboral del penado, indicando los objetivos 
perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados. 


Artículo 7*.- Al establecer la libertad vigilada el tribunal impondrá al condenado 
las siguientes condiciones: 


A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la supervisión por 
la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida Oficina. 


C) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial correspondiente 
al domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el literal A) de este artículo. 


Artículo 8*.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y de acuerdo 
con las circunstancias del caso, el tribunal dispondrá, además, una o más de las 
siguientes medidas: 


A) Si el penado presentara un consumo problemático de drogas o alcohol, se 
impondrá la obligación de asistir a programas de tratamiento de 
rehabilitación de dichas sustancias. 


B) Prohibición de acudir a determinados lugares. 


C) Prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u otras personas 
que determine el tribunal o mantener algún tipo de comunicación con ellas. 


D) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el tribunal determine. 


E) Obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de 
educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. 


F) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio bajo 
las modalidades que se determinen en el plan de intervención. 


G) Prohibición de conducir vehículos. 


H) Otras de carácter análogo que resulten adecuadas. 
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Artículo 9*.- El tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al 
régimen de libertad vigilada deba portar un dispositivo de monitoreo electrónico, en 
los términos establecidos en el artículo 82 de la Ley N* 19.670, de 15 de octubre de 
2018. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare de penado por violencia 
doméstica, violencia basada en género, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 


Si entendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte dicho 
dispositivo, para cuya colocación requerirá su consentimiento. 


Artículo 10.- En caso de incumplimiento de alguna de las medidas impuestas, 
la Fiscalía podrá, valorando las circunstancias del caso, solicitar al tribunal la 
revocación del beneficio, privando de la libertad al condenado por el saldo restante 
de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada deberá dar lugar a su 
revocación inmediata, sin necesidad de contar con la aquiescencia, vista previa o 
audiencia de la Fiscalía (artículo 287 del Código del Proceso Penal). Se considerará 
violación grave, entre otras, la existencia de una formalización posterior (articulo 
266.6 in fine del Código del Proceso Penal). 


Artículo 11.- Estas normas entrarán en vigencia en forma inmediata y se 
aplicarán a las causas por delitos cometidos con posterioridad a la misma. 


A las causas penales en trámite a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y 
aquellas causas que se inicien con posterioridad por delitos cometidos con 
anterioridad a la misma, se aplicará lo dispuesto en los artículos 2 a 12 de la Ley NO 
19.446, de 28 de octubre de 2016 y el artículo 9 de la Ley N* 17.726, de 26 de 
diciembre de 2003. 


Artículo 12.- Deróganse todas las disposiciones legales que se opongan a la 
presente ley. 
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CAPÍTULO Il 
AJUSTES AL CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


Artículo 13.- Sustitúyese el artículo 39 de la Ley N” 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014, Código del Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 39. (Incompetencia por razón de lugar o de tumo).- La 
incompetencia por razón de lugar o de turno no causa nulidad y solo 
puede hacerse valer por las partes en su primera comparecencia. 


No habrá prevención ni incompetencia por razón de lugar o turno durante 
la investigación preliminar”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 75 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014, Código del Proceso Penal, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 75. (Efectos de la ausencia del defensor).- La ausencia del 
defensor en cualquier actuación en que la ley exija expresamente su 
participación, —acarreará “su nulidad, salvo cuando  constare 
fehacientemente que su ausencia fue voluntaria y deliberada, para 
provocar la nulidad”. 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 88 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014, Código del Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 88. (Método para instar).- La instancia se formulará ante el 
Ministerio Público verbalmente o por escrito. También podrá deducirse por 
escrito, ante las autoridades con funciones de policía”. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 89 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014, Código del Proceso Penal, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 89. (Firma de la instancia).- La instancia podrá formularse 
mediante escrito firmado por su autor. Si no sabe o no puede firmar, el 
escrito se refrendará con la impresión dígito pulgar izquierda. A 
continuación se dejará constancia de que la persona conoce el texto del 
escrito y que ha estampado la impresión digital en su presencia y de 
conformidad”. 
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Artículo 17.- Sustitúyese el artículo 90 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014, Código del Proceso Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 90. (Confirmación de la voluntad de instar).- Al inicio de las 
actuaciones, el Ministerio Público explicará a quien formuló la instancia el 
alcance de la misma. Si el declarante confirma su voluntad de instar, se la 
tendrá por bien formulada. 


Si el que insta desiste, se le tendrá por renunciado a su derecho a instar 
y no podrá volver a hacerlo por los mismos hechos". 


Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 365 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 365. (Exclusiones).- No se aplicarán al proceso penal las 
disposiciones del Código General del Proceso sobre medidas 
provisionales, ejecución provisional de sentencias definitivas recurridas o 
condenas procesales. 


El recurso de apelación contra la admisión o el rechazo de la prisión 
preventiva, su sustitución o prórroga, contra el rechazo de la formalización 
de la investigación o del pedido de sobreseimiento instado por la defensa y 
contra las resoluciones sobre medios de prueba dictadas en audiencia, se 
interpondrá y sustanciará en la misma audiencia en la que se pronunció la 
recurrida. 


El recurso se admitirá sin efecto suspensivo y la pieza correspondiente 
se elevará en cuarenta y ocho horas al tribunal de apelaciones. Este 
convocará a audiencia de segunda instancia -presencial o por sistema de 
videoconferencia del Poder Judicial- para dentro de diez días desde la 
recepción de la pieza o resolverá dentro de quince días a partir de la 
misma. 


No será nula la sentencia definitiva por haberse dictado estando 
pendiente la interlocutoria de segunda instancia que confirme la 
formalización o el rechazo del sobreseimiento”. 


Artículo 19.- Deróganse los artículos 140.3 y 362.3 del Código del Proceso 
Penal aprobado por Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014. 
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Artículo 20.- Agrégase al artículo 106 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014, el siguiente inciso: 


“(Del requerimiento de firma).- Aclárase que en los supuestos en los 
cuales la ley procesal penal requiera una firma manuscrita, esa exigencia 
también queda satisfecha por una firma electrónica (Ley N” 18.600, de 5 
de noviembre de 2009). Este principio es aplicable a los casos en que la 


ley establece la obligación de firmar o prescribe consecuencias para su 
ausencia”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 3 de 
setiembre de 2019, 


LUCÍA TOPOLANSKY 


Presidente 
JOSÉ PEDRO MONTERO 


Secretario 


3 de setiembre de 2019 


17) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 3 de setiembre de 2019 


Sra. presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia el día 4 de setiembre, por motivos per- 
sonales. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Juan Castillo. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
25 en 26. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Eduardo Lorier, Doreen 
Ibarra y Óscar Andrade han presentado notas de desisti- 
miento, informando que por esta vez no aceptan la convo- 
catoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocada 
la señora Helena Vellozas, a quien ya se ha tomado la pro- 
mesa de estilo. 


18) FONDO DE FOMENTO DE LA GRANJA 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se modifica el apartado 1) del 
literal B) del artículo 8.” de la Ley n.* 17844, Regulación 
del Fondo de Reconstrucción y Fomento de la Granja 
(FRFG), de 21 de octubre de 2004. (Carp. n.* 1374/2019 - 
rep. n.* 921/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.” 1374/2019 - rep. n.* 921/19 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE GANADERÍA, 
AGRICULTURA Y PESCA 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Sustitúyese el literal B), apartado i¡), del artículo 8” de la 
Ley N* 17,844, de 21 de octubre de 2004, en la redacción dada por el artículo 2” 
de la Ley N” 18.827, de 21 de octubre de 2011, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"Hasta US$ 2:000.000 (dos millones de dólares de los Estados Unidos de 
América) para atender deudas que productores granjeros mantengan con 
el Banco de Previsión Social. 


En este caso se contemplarán solamente las deudas de aportes 
patronales a la seguridad social de productores familiares, originados 
antes del 30 de junio de 2002, hasta la cancelación total del generado 
hasta la fecha, se encuentre en actividad o no el productor. 


La cancelación o amortización referida en el inciso segundo deberá 
aplicarse también respecto de las deudas de productores granjeros que 
se encuentren cancelando la misma bajo otra modalidad. A tales efectos, 
la base de cálculo será el monto total adeudado más multas y recargos al 
momento de la cancelación. 


A efectos de regularizar los adeudos mencionados, autorizase al Inciso 
07 "Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca" y al Banco de Previsión 
Social, a celebrar un convenio para su ejecución. 
La reglamentación establecerá las condiciones operativas, así como los 
porcentajes de apoyo para el abatimiento de las deudas teniendo en 
cuenta el monto original y los adeudos a cancelar". 

Sala de la Comisión, a 15 de agosto de 2019. 


DANIEL GARÍN 
Miembro Informante 


CARLOS BARÁIBAR LEONARDO DE LEÓN 


ALEJANDRO DRAPER CECILIA EGUILUZ SANDRA LAZO 


DANIEL LÓPEZ VILLALBA MÓNICA XAVIER 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Difraoninta da EE Bepeitlboz 
Dioyerto de Leg 


Artículo_único.- Sustitúyese el literal B), apartado i), del artículo 8” de la Ley 
N* 17.844, de 21 de octubre de 2004, en la redacción dada por el artículo 2% de la Ley 
N* 18.827, de 21 de octubre de 2011, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"Hasta US$ 2:000.000 (dos millones de dólares de los Estados Unidos de 
América) para atender deudas que productores granjeros mantengan con el 
Banco de Previsión Social. 


En este caso se contemplarán solamente las deudas de aportes patronales a la 
seguridad social de productores familiares, originados antes del 30 de junio de 
2002, hasta la cancelación total del generado hasta la fecha, se encuentre en 
actividad o no el productor. 


A los efectos de la presente norma, se entenderán como aportes patronales, 
los aportes globales por hectárea con exclusión de los aportes del personal 
dependiente. 


La cancelación o amortización referida en el inciso segundo deberá aplicarse 
también respecto de las deudas de productores granjeros que se encuentren 
cancelando la misma bajo otra modalidad. A tales efectos, la base de cálculo será 
el monto total adeudado más multas y recargos al momento de la cancelación. 
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A efectos de regularizar los adeudos mencionados, autorizase al Inciso 07 
"Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca" y al Banco de Previsión Social, a 
celebrar un convenio para su ejecución. 


La reglamentación establecerá las condiciones operativas, así como los 
porcentajes de apoyo para el abatimiento de las deudas teniendo en cuenta el 
monto original y los adeudos a cancelar”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 17 de julio de 
2019. 


pe a la 


ter. Vicepresidenta 
IR ORTIZ 
cretaria 
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COMISIÓN DE GANADERÍA, 
AGRICULTURA Y PESCA 


INFORME 


Señores Representantes: 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca aconseja al 
Cuerpo votar afirmativamente el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, sobre la 
modificación de la Ley N* 18.827, de 21 de octubre de 2011 (Ley del Fondo de la Granja). 


En dicha ley, se destinan recursos del Fondo de Fomento de la 
Granja creado por el artículo 1% de la Ley N* 15.503, de 30 de mayo de 2002, a la 
cancelación o amortización de deudas que productores granjeros tenían pendientes al 30 
de junio del año 2002 con el Banco de Previsión Social. Dichas deudas debían ser 
generadas por la actividad de su giro, de acuerdo a lo establecido por el artículo 8” de la 
Ley N* 17,844, de 21 de octubre de 2004, 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, de acuerdo a lo 
establecido por la mencionada ley, realizó un llamado para los productores granjeros que 
mantenían deudas anteriores a 2002 con el BPS a fin de regularizar su situación. 


De acuerdo con el artículo 8% del Decreto Reglamentario 
N* 267/012, de 16 de agosto de 2012, serian beneficiados del mismo quienes cumplieran 
con las siguientes condiciones: 


1) Sean productores familiares granjeros de los subsectores, frutícola, hortifrutícola, 
hortícola, vitícola, viveros, floricultores, paperos, avícolas, suinícolas y apícolas. 


2) Que se encuentren en actividad al momento de recibir los beneficios. 


3) Que sus deudas hayan sido originadas por la explotación y actividades propias de 
su giro, entendiéndose como tal aquellas vinculadas a la producción primaria. 


4) Que el endeudamiento haya sido contraído con anterioridad al 30 de junio de 
2002. 


El sector granjero sufrió crisis en varios momentos de la historia. Cuando un 
productor granjero cuyos ingresos en general están muy acotados y apenas permite 
mantener a la familia y seguir produciendo, si por alguna razón se atrasa y no puede 
hacer frente a sus obligaciones con BPS (si sufre un quebranto de salud o una pérdida o 
eo cosecha) es muy difícil luego del atraso de algún cuatrimestre, volver a ponerse al 

a. 


Las crisis de 2002 y otras anteriores, provocaron deudas que si bien se generaron 
antes del 30 de junio de 2002, muchas de ellas se visualizaron con posterioridad a esa 
fecha, quedando gran parte de los productores sin posibilidad de acceder al beneficio que 
otorga la referida ley. Solamente fueron asistidos, quienes tenían deudas al 30 de junio de 
2002 y por el monto de endeudamiento anterior a esa fecha y no por lo generado con 
posterioridad. 


Por esta razón fueron muy pocos aquellos productores que pudieron acogerse al 
beneficio otorgado por la Ley del Fondo de Fomento. 
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Los productores granjeros, a través de sus Sociedades de Fomento Rural, de las 
Mesas de Desarrollo Rural creadas por el MGAP en el año 2007 y la REAF (Reunión 
Especializada de la Agricultura Familiar del MERCOSUR), hicieron llegar estas 
inquietudes al MGAP, 


Transcurridos varios años, y sin perjuicio del conjunto de medidas que se han 
resuelto a nivel Legislativo y del Poder Ejecutivo para el sector rural, analizado el 
endeudamiento de este grupo que se mantiene hasta el día de hoy con el BPS, y con el 
fin de contribuir a fortalecer un desarrollo sustentable de la producción granjera y el 
acceso a la jubilación de los productores o ex productores granjeros, es que se propone 
modificar el artículo 1? en su numeral 2, de la Ley N* 18.827, de 21 de octubre de 2011, 
que establece los requisitos para destinar recursos del Fondo de Fomento de la Granja, a 
la cancelación de adeudos por aportes patronales, con el instituto antes mencionado 
(BPS). 


Destacamos que las Leyes N* 17.963, de 19 de mayo de 2006 y N* 19.185, de 29 de 
setiembre de 2013, para facilidades de pagos de adeudos con BPS, permitieron la 
regularización de más de sesenta mil empresas y quinientos mil trabajadores. 


Es importante y necesario el subsidio de la sociedad a través de Rentas Generales 
al sector rural en prestaciones de seguridad a través de seguridad social y salud. 


El presente proyecto de ley, recoge entonces las inquietudes presentadas por los 
sectores granjeros, solucionando la situación a un grupo de aquellos que fueron o son 
productores y que hoy ven cercenadas sus posibilidades de acceso a la seguridad social y 
manejo de su patrimonio sin los referidos adeudos. 


De esta forma se podrán amortizar o cancelar deudas con el BPS hasta la fecha de 
hoy, de productores o ex productores granjeros, siempre que las mismas fueran 
originadas por la explotación y actividades de su giro (frutícola, hortifrutícola, hortícola, 
vitícola, viveros, floricultores, paperos, avícolas, suinicolas y apícolas). 


En consecuencia el Poder Ejecutivo a través del presente proyecto de ley, propone 
las siguientes modificaciones: 


1) Atender deudas de productores granjeros originadas con anterioridad al 30 de 
junio de 2002, que a la fecha de hoy sean o no productores granjeros. 


2) Abarcar la cancelación "total del generado incluidas multas y recargos hasta la 
fecha de promulgación de la presente ley, se encuentre en actividad o no el productor” 
incluyendo a los productores que si'bien generaron deudas antes del 30 de junio de 2002, 
las mismas fueron exigibles con posterioridad a dicha fecha. 


3) Incluir a los productores granjeros, que a la fecha se encuentren cancelando lo 
adeudado por convenios con el Banco de Previsión Social. 


De ser aprobado este proyecto de ley, permitirá a un sector de granjeros regularizar 
su situación con el BPS en lo referente a la seguridad social y además entre otras, la 
posibilidad de acceder a políticas públicas orientadas hacia ese sector de la producción, 
mayor acceso al crédito y disponer de sus bienes con mayor libertad. 


Sala de la Comisión, 16 de julio de 2019 


NELSON LARZÁBAL 
MIEMBRO INFORMANTE 
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CÁMARA DE SENADORES 


LUIS ALFREDO FRATTI 
SEBASTIÁN GONZÁLEZ 
DIEGO IRAZABAL 
JULIO NAUMOV 
ALEJO UMPIÉRREZ 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


Montevideo, 29 ABR 2019 


Sra. Presidenta de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, a fin de 
someter a su consideración, el adjunto proyecto modificativo de la Ley 
N* 18.827, de 21 de octubre de 2011, al amparo del Artículo 133 de la 
Constitución de la República Oriental del Uruguay. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Ley N* 18.827, de 21 de octubre de 2011, destina recursos del 
Fondo de Fomento de la Granja (FFG) creado por el Artículo 1? de la Ley 
N” 17.503, de 30 de mayo de 2002, a la cancelación o amortización de 
deudas que productores granjeros tenían pendientes al 30 de junio del año 
2002 con el Banco de Previsión Social. Dichas deudas debían ser generados 
por la actividad de su giro, de acuerdo a lo establecido por el Artículo 8% de 
la Ley N* 17,844, de 21 de octubre de 2004, 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, de acuerdo a lo 
establecido por la mencionada Ley, realizó un llamado para los productores 
granjeros que mantenían deudas anteriores al 2002 con el BPS a fin de 
regularizar su situación. 


De acuerdo con el Artículo 8” del Decreto Reglamentario N* 267/012, 
de 16 de agosto de 2012, serían beneficiarios del mismo quienes cumplieran 
con las siguientes condiciones: 

1) Sean productores familiares granjeros de los subsectores, frutícola, 
hortofrutícola, hortícola, viticola, viveros, floricultores, paperos, avícolas, 
suinícolas y apícolas. 
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2) Que se encuentren en actividad al momento de recibir los 
beneficios. 

3) Que sus deudas hayan sido originadas por la explotación y 
actividades propias de su giro, entendiéndose como tal aquellas 
vinculadas a la producción primaria. 

4) Que el endeudamiento haya sido contraído con anterioridad al 
30 de junio de 2002. 

La crisis referida, provoco deudas que si bien se generaron antes 
del 30 de junio de 2002 las mismas se visualizaron con posterioridad a 
esa fecha, quedando gran parte de los productores sin posibilidad de 
acceder al beneficio. Solamente fueron asistidos, quienes tenían deudas 
al 30/06/2002 y no con posterioridad, siendo en ambos casos el motivo 
de las mismas la crisis del 2002. 

Por lo cual fueron pocos aquellos productores que pudieron 
acogerse al beneficio otorgado por el Fondo. 


Transcurridos varios años, y sin perjuicio del conjunto de medidas 
que se han resuelto a nivel legislativo y del Poder Ejecutivo para el sector 
rural, analizando el endeudamiento de este grupo que se mantiene hasta 
el día de hoy con el BPS, y con el fin de contribuir a fortalecer un 
desarrollo sustentable de la producción granjera y el acceso a la jubilación 
de los productores o ex -productores granjeros, es que se propone 
modificar los requisitos para destinar recursos del Fondo de Fomento de 
la Granja, a la cancelación adeudos por aportes patronales, con el Banco 
antes mencionado. 


Destacamos que en las Leyes Nros. 17.963, de 19 de mayo de 
2006 y 19.185, de 29 de diciembre de 2013 para facilidades de pagos de 
adeudos con BPS, permitieron la regularización de más de 60 mil 
empresas y 500 mil trabajadores; es importante y necesario el subsidio de 
la sociedad a través de Rentas Generales al sector rural en prestaciones 
de seguridad social y salud y el significativo incremento de beneficiarios 
de jubilaciones (unos 11 mil más respecto a 2008, fundamentalmente a 
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partir de la ley general de flexibilización de acceso a pasividades N” 18.395, 
de 24 de octubre de 2008). 


El presente Proyecto de Ley pretende recoger las inquietudes 
presentadas por los sectores granjeros, solucionando la situación a un grupo 
de aquellos que fueron o son productores y que hoy ven cercenadas sus 
posibilidades de acceso a la seguridad social y manejo de su patrimonio sin 
los referidos adeudos. 


De esta forma se podrán amortizar o cancelar deudas con el BPS 
hasta la fecha de hoy, de productores o ex productores granjeros, siempre 
que la mismas fueran originadas por la explotación y actividades propias 
de su giro (frutícola, hortofruticola, horticola, viticola, viveros, floricultores, 
paperos, avícolas, suinícolas y apícolas). 


En consecuencia el Poder Ejecutivo a través del presente proyecto de 
ley, luego del tiempo transcurrido desde su aprobación y las inquietudes 
presentadas por el sector, propone las siguientes modificaciones: 


1.- atender deudas de productores granjeros originadas con 
anterioridad al 30/06/2002, que a la fecha de hoy sean o no productores 
granjeros. La ley actual solamente ampara a los productores granjeros en 
actividad. 


2.- abarcar la cancelación “total del generado incluidas multas y 
recargos hasta la fecha de promulgación de la presente ley, se encuentre en 
actividad o no el productor * incluyendo a los productores que si bien 
generaron deudas antes del 30/06/2002, las mismas fueron exigibles con 
posterioridad a dicha fecha; 


3.- incluir a los productores granjeros, que a la fecha se encuentran 
cancelando lo adeudado por convenios con el Banco de Previsión Social. 
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De ser aprobado este proyecto, permitirá a un sector de granjeros 
regularizar su situación con el BPS en lo referente a la seguridad social y 
además entre otras, la posibilidad de acceder a políticas públicas 
orientadas hacia sector de la producción, mayor acceso del crédito y 
con mayores beneficios, etc. 


. TABARÉ VÁZQUEZ 
residente de la Replica 
Peredo 2015 - 2020 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Sustitúyese el literal B, apartado ¡, del Artículo 8* de 
la Ley N* 17,844, de 21 de octubre de 2004, en la redacción dada por el 
Artículo 2% de la Ley N” 18,827, de 21 de octubre de 2011, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Hasta US$ 2:000.000 (dos millones de dólares de los Estados Unidos de 
América) para atender deudas que productores granjeros mantengan con el 
Banco de Previsión Social. 


En este caso se contemplaran solamente las deudas de aportes patronales a 
la seguridad social de productores familiares, originados antes del 30 de 
junio de 2002, hasta la cancelación total del generado hasta la fecha, se 
encuentre en actividad o no el productor, 


La cancelación o amortización referida en el inciso anterior deberá aplicarse 
también respecto de las deudas de productores granjeros que se encuentren 
cancelando la misma bajo otra modalidad. A tales efectos, la base de 
cálculo será el monto total adeudado más multas y recargos al momento de 
la cancelación. 


A efectos de regularizar los adeudos mencionados, autorízase al Inciso 07 
"Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca” y al Banco de Previsión 
Social, a celebrar un convenio para su ejecución. 


La reglamentación establecerá las condiciones operativas, así como los 
porcentajes de ¿poyo para el abatimiento de las deudas teniendo en cuenta 
el monto origí los adeudos a cancelar. * 
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Disposición citada 


Ley N* 17.844 
de 21 de octubre de 2004 


REGULACION DEL FONDO DE RECONSTRUCCION Y FOMENTO DE LA 


GRANJA (FRFG) 


Artículo 8*.- Los activos del Fondo serán destinados al cumplimiento de 


los siguientes objetivos: 


A) Para el cumplimiento del objetivo establecido en el numeral 1) del 
artículo 1” de la Ley N” 17.503, de 30 de mayo de 2002, se destinarán 
hasta US$ 800.000 (ochocientos mil dólares de los Estados Unidos de 
América) para saldar los eventuales montos de aquellos productores que 
habiéndose presentado en tiempo y forma a recibir los beneficios de la 
Ley N* 17.844, de 21 de octubre de 2004, acuerden con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay o fideicomisos del Banco una fórmula de 
pago. Los montos a asignar no podrán ser superiores a los determinados 
oportunamente a estos productores. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, el presente Fondo 
dará cumplimiento a los acuerdos establecidos con las mencionadas 
instituciones que fueron celebrados con anterioridad a la promulgación de 
la presente ley. 


B) Para el cumplimiento del objetivo establecido en el numeral 2 del 
artículo 1? de la Ley N* 17.503, de 30 de mayo de 2002, se destinará: 


i) Hasta US$ 2:000.000 (dos millones de dólares de los Estados 
Unidos de América) para atender deudas que productores 
granjeros mantengan con el Banco de Previsión Social. En este 
caso se contemplarán solamente deudas de aportes patronales a 
la seguridad social de productores familiares, originadas antes del 
30 de junio de 2002. La reglamentación establecerá los porcentajes 
de apoyo para el abatimiento de las deudas teniendo en cuenta el 
tamaño del productor y sus ingresos económicos. 


li) Hasta US$ 1:000.000 (un millón de dólares de los Estados Unidos 
de América) para atender deudas que productores granjeros 
mantengan con el Banco Hipotecario del Uruguay por concepto de 
préstamos rurales, originadas antes del 30 de junio de 2002. Serán 
beneficiarios aquellos productores que residan en el predio que 
genera la deuda con el BHU y siempre que se acredite el carácter 
productivo de la inversión. La reglamentación establecerá los 
porcentajes de apoyo para el abatimiento de las deudas teniendo en 
cuenta el tamaño del productor y sus ingresos económicos. 


C) Para el cumplimiento del objetivo establecido en el numeral 3) del 
artículo 1? de la Ley N” 17.503, de 30 de mayo de 2002, se destinará 
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hasta US$ 1:200.000 (un millón doscientos mil dólares de los Estados 
Unidos de América) para el abatimiento de las deudas de productores 
o cooperativas granjeras con FIDA generadas por la actividad de su 
giro y originadas antes del 30 de junio de 2002. Serán beneficiarios los 
productores o cooperativas granjeras que integren los subsectores 
frutícola, hortifrutícola, apícola, viticolas, hortícolas de primor, 
floricultores, paperos, avícolas y suinícolas, cuyo monto total de deuda 
al 30 de junio de 2002 fuera inferior a US$ 200.000 (doscientos mil 
dólares de los Estados Unidos de América), pero serán atendidas por 
un máximo de US$ 150.000 (ciento cincuenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América). Las cooperativas que excedan ese monto 
de endeudamiento solamente serán beneficiarias por hasta ese nivel 
de endeudamiento. Se considerarán en forma preferente a los 
productores más chicos y con menor nivel de endeudamiento. 


D) Para el cumplimiento del objetivo establecido en el numeral 4) del 
artículo 1” de la Ley N* 17.503, de 30 de mayo de 2002, se destinará 
hasta el 15% (quince por ciento) de la recaudación del Impuesto al 
Valor Agregado (IVA) a frutas, hortalizas y flores. 


E) Para el cumplimiento del objetivo establecido en el numeral 5) del 
artículo 1” de la Ley N* 17.503, de 30 de mayo de 2002, se destinará 
hasta el 10% (diez por ciento) de la recaudación del IVA a frutas, 
hortalizas y flores. 


F) Para el cumplimiento del objetivo establecido en el numeral 7) del 
artículo 1? de la Ley N” 17.503, de 30 de mayo de 2002, se destinará: 


i) El saldo disponible no comprometido al 31 de diciembre de 2006 de 
la recaudación del IVA a frutas, hortalizas y flores en el período 
comprendido entre el 1? de junio de 2002 al 30 de junio de 2005. 


li) Hasta el 30% (treinta por ciento) de la recaudación del IVA a frutas, 
hortalizas y flores. 


¡¡i) Los saldos disponibles no comprometidos de la recaudación del IVA 
a frutas, hortalizas y flores en el período de vigencia de la Ley N” 
17.844, de 21 de octubre de 2004, a la entrada en vigencia de la 
presente ley. 

iv) Las partidas presupuestales que se asignen. 

v) Herencias, legados y donaciones que reciba. 


vi) Los reembolsos de los apoyos retornables recibidos por parte de los 
productores afectados por la emergencia. 
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G) Para el cumplimiento de los objetivos establecidos en los numerales 6) 
y 8) del articulo 1? de la Ley N* 17.503, de 30 de mayo de 2002, se 
destinará: 


1) El saldo de la recaudación del IVA a frutas, hortalizas y flores. 


ii) Una parte o el total del saldo disponible no comprometido a la entrada 
en vigencia de la presente ley, en la recaudación del IVA a frutas, 
hortalizas y flores en el periodo de vigencia de la Ley N* 17.844, de 
21 de octubre de 2004. A los efectos del cumplimiento de las 
obligaciones del Fondo se actuará de acuerdo con lo establecido en 
la respectiva reglamentación, la que podrá reasignar partidas no 
utilizadas". 


Fuente: Ley N* 18.827, de 21 de octubre de 2011, artículo 2* 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor sena- 
dor Garín. 


SEÑOR GARÍN.- Señora presidenta: la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado aprobó por 
unanimidad la modificación del apartado 1) literal B) del 
artículo 8. de la Ley n.* 17844. Este apartado contribuye 
a solucionar los problemas de endeudamiento por aportes 
patronales de los productores granjeros familiares cuyas 
deudas fueran generadas antes del 30 de junio de 2002. 


Muy brevemente voy a referirme al marco general del 
proyecto de ley. 


En Uruguay, el 10 de marzo de 2002 hubo una gran 
tormenta, un tornado, que afectó buena parte del sur del 
país, y especialmente la zona granjera. Por ese motivo, en 
mayo de ese año la Ley n.” 17503 creó el Fondo de Recons- 
trucción y Fomento de la Granja, que fue el mecanismo 
utilizado para reparar los daños que se habían generado en 
ocasión de esa adversidad climática. 


Posteriormente, en el año 2004, la Ley n.” 17844 —con 
recursos que disponía ese fondo— estableció nuevas dis- 
posiciones que, entre otras cosas, permitieron que parte 
de los fondos fueran utilizados para solucionar diferentes 
tipos de endeudamiento que tenían los productores gran- 
jeros. 


Con el correr del tiempo se han realizado modifica- 
ciones, como la contenida en la Ley n.” 18827, de 2011, 
y finalmente, con la aprobación de este proyecto de ley 
estaremos adecuando el marco legal para cumplir con el 
objetivo de solucionar temas de endeudamiento por apor- 
tes patronales en la granja. 


En particular, voy a presentar lo sustantivo de la mo- 
dificación al proyecto de ley que tenemos sobre la mesa. 
El primero refiere al alcance de la disposición legal y el 
segundo —que voy a abordar rápidamente— a algunas mo- 
dificaciones que hicimos respecto a lo que en su momento 
fue aprobado en la Cámara de Representantes, pero vaya- 
mos al aspecto central, que refiere a la adecuación de las 
disposiciones legales. 


El proyecto de ley que estamos analizando, en gene- 
ral no innova en el destino de fondos de la granja ni en 
los montos, así como tampoco en que esos montos vayan 
a ser utilizados para solucionar deudas ante el Banco de 
Previsión Social generadas con anterioridad al 30 de ju- 
nio de 2002. Se mantiene que los recursos van a ser utili- 
zados para solucionar los problemas de aportes patronales 
de los productores granjeros familiares y que la ley tiene 
especificidad en los aportes patronales. Lo que sí innova 
—y está asociado al tiempo que ha transcurrido desde la 
aprobación de la ley- es en el alcance de este beneficio 
legal que se establece. Hasta el momento el beneficio al- 
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canzaba solo a los productores que estaban en actividad, 
pero en virtud de que ha pasado bastante tiempo y que al- 
gunos productores incluso han dejado la actividad aunque 
tienen deudas generadas en su labor previa en el sector 
granjero, la disposición que hoy estamos considerando 
innova en el sentido de que los fondos de la granja puedan 
ser utilizados para resolver esos aportes patronales, tan- 
to de productores activos como de aquellos que se hayan 
retirado, siempre y cuando se certifique que la deuda se 
ha generado por actividades primarias en la granja. Está 
claramente establecido cuáles son los rubros granjeros al- 
canzados por esta ley. 


El segundo aspecto refiere a resolver problemas de en- 
deudamiento de muchos productores que ya habían inicia- 
do procesos de cancelación de sus deudas. La modificación 
que se incorpora ahora es que el fondo se puede utilizar, 
incluso, para cancelar esos adeudos de productores que ya 
estén llevando adelante procesos de cancelación. 


El tercer aspecto en el que innova es el que establece 
que hay que hacer un convenio entre el Banco de Previsión 
Social y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a 
los efectos de implementar la acción que se plantea como 
beneficio. Vale la pena fundamentar que este convenio es 
importante porque el Banco de Previsión Social va a re- 
querir de la señal del Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca para poder hacer beneficiarios. Es muy sencillo 
normalmente para el caso de los productores que son ac- 
tivos, pero es más difícil para los que no son activos. La 
garantía de los beneficiados que no sean activos se tratará 
de cubrir con las investigaciones y la información que pro- 
porcione el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
a través de ese convenio. Además, el propio proyecto de 
ley establece que la reglamentación deberá determinar la 
forma de hacerlo operativo. 


De esta manera, señora presidenta, estamos funda- 
mentando lo sustantivo del mensaje que tiene incluido este 
proyecto de ley, que quedará firme en la medida en que lo 
aprobemos en el día de hoy. 


Por último, quiero agregar que en la Cámara de Repre- 
sentantes se incorporó un párrafo en el artículo único de 
este proyecto de ley donde se establecían los beneficios, 
cómo se debían calcular los aportes patronales, lo que era 
redundante con la situación general de la base de cálculo 
de los aportes patronales. 


El segundo aspecto que nos preocupó especialmente 
en la comisión —sobre el que intercambiamos muchos co- 
mentarios entre los integrantes— es que en su redacción 
dejaba establecido que se excluían las deudas de los apor- 
tes de los dependientes, con lo que en la ley estábamos 
incorporando que se excluía una actividad que en última 
instancia es delictiva, porque si alguien tiene deudas por 
los dependientes significa que hizo la retención y no la 
aportó en el momento que correspondía. En virtud de eso, 
quitamos ese tercer párrafo. Esa es la modificación sus- 
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tantiva que tiene respecto a lo aprobado en la Cámara de 
Representantes y, como consecuencia final, el texto volvió 
a estar en los mismos términos en que había venido del 
Poder Ejecutivo, que es lo que vamos a poner en conside- 
ración para que sea aprobado por este Cuerpo. 


Creemos que es un proyecto de ley que debe ser 
acompañado porque establece, a nuestro modo de ver —y 
así lo vio el conjunto de los integrantes de la comisión-, 
una situación de justicia por cuanto ya hay productores 
que en su momento lo detectaron y se acogieron a este 
beneficio en el marco de normas que tuvieron plazos pe- 
rentorios. Sin embargo, hubo otros productores que en 
los últimos tiempos han identificado que tenían estas 
deudas, pero el beneficio no estaba operativo. Por tanto, 
al aprobar hoy esta modificación se estaría estableciendo 
una situación de igualdad respecto a quienes en su mo- 
mento no advirtieron el beneficio. Ni que hablar, también 
estaría incorporando —con la innovación de que alcanza 
a cubrir los adeudos patronales de quien ya se retiró de 
la actividad— la innovación más importante, por cuanto 
hoy ya se han identificado situaciones concretas donde 
empieza a haber productores que están finalizando su 
actividad laboral y que al presentarse ante el Banco de 
Previsión Social sus adeudos no los dejan siquiera conse- 
guir la liquidación de una jubilación. O sea que, por esta 
situación de endeudamiento que no ha podido resolverse, 
hay algunas personas que casi están en el limbo preten- 
diendo jubilarse, pero no pueden hacerlo por los adeudos 
que tienen. 


En síntesis, nos parece que es un proyecto de ley que 
apunta a generar igualdad especialmente en el sector gran- 
jero, después de un largo trabajo conducido especialmente 
por el diputado Nelson Larzábal para identificar esas si- 
tuaciones. Como dato, informamos que en primera ins- 
tancia estaríamos hablando de menos de doscientos casos 
que estarían alcanzados por los beneficios que dotará esta 
modificación de la Ley n.* 17844, pero que estará restable- 
ciendo condiciones de igualdad para muchos productores 
que en su momento no fueron conscientes o no advirtieron 
la posibilidad de obtener este beneficio. Con la aprobación 
de este proyecto de ley se estaría enmendando esa situa- 
ción que se ha dado de manera fortuita y desventajosa para 
algunos productores. 


Esto es lo sustantivo del fundamento del proyecto de 
ley, señora presidenta, que tiene un artículo único y en su 
momento sugeriremos su aprobación en particular. 

Gracias. 


SEÑOR SARAVIA .-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Gracias, señora presidenta. 
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El Partido Nacional va a acompañar este proyecto de 
ley. Creo que es justo porque da solución a un problema 
que quedó pendiente, sobre todo por los aportes patronales 
de las empresas de una parte del sector agropecuario: el 
sector granjero. 


Hay antecedentes, pero antes las contribuciones al 
Fondo de Fomento de la Granja para cubrir deudas al 
Banco de Previsión Social se hacían, básicamente, con los 
aportes patronales de los activos. 


Por lógica, acá no está en juego el aporte al trabajador 
porque, en definitiva, quien no lo pague está cometiendo 
un delito penal. Por lo tanto, siempre hablamos de aportes 
patronales. 


Las empresas más grandes del sector granjero trata- 
ban de solucionar estos problemas inmediatamente porque 
quien liquida por IRAE tiene determinadas deducciones y, 
justamente, es necesario estar al día con los aportes patro- 
nales para presentar la documentación a efectos de generar 
los créditos fiscales. Acá estamos hablando de no más de 
doscientos productores —no sé si el señor senador Garín 
tiene los números—, que principalmente son pequeños pro- 
ductores que cesaron su actividad. Creo que la innovación 
como mencionaba el miembro informante— está en que 
se trata de gente que cesó su actividad como productor y 
que, en definitiva, quedó colgada de una deuda que le es 
imposible pagar. Si no, va a tener que recurrir a la venta de 
bienes y quien conoce el sector agropecuario, sobre todo 
la granja nacional, sabe que la mayoría de los productores 
granjeros que van quedando —creo que son cuatro mil- tie- 
nen dificultades económicas graves, muchas veces por su 
tamaño y por su escala, y acá justamente estamos hablan- 
do de los de pequeña escala. 


Así que con mucho gusto vamos a votar este proyecto 
de ley, que va a solucionar un tema que había quedado 
pendiente. Estamos de acuerdo con que sea a través de esta 
vía, la del fondo granjero —que ha dado tantas soluciones; 
las han dado los distintos fondos granjeros con el tema 
del endeudamiento agropecuario y de la reinversión—, que 
se dé una solución a quien quedó con deudas pendientes, 
sobre todo en el Banco de Previsión Social. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Léase el artículo único. 
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SEÑOR GARÍN.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARÍN.- Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura del artículo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo único. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota). 
25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que vuelve a la Cá- 
mara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


19) INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACIÓN 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en sexto término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se aprueban normas relacionadas 
con el domicilio legal del Instituto Nacional de Coloniza- 
ción. (Carp. n* 1066/2018 - rep. n.* 923/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.” 1086/2018 - rep. n.” 923/19 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1.- El Instituto Nacional de Colonización creado por la Ley N* 11.029, de 
12 de enero de 1948, tendrá su domicilio legal y principal asiento en cualquier punto 
del territorio nacional. 


Artículo 2*.- El directorio del ente autónomo por mayoría especial de cuatro votos 
determinará cual es la ubicación adecuada para su instalación, atendiendo 
primordialmente el criterio de mayor cercanía con las colonias y sus administrados. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 21 de agosto de 2019. 


CARLOS CAMY 
Miembro Informante 


PATRICIA AYALA CHARLES CARRERA 


CECILIA EGUILUZ ANTONIO GALLICCHIO 


CONSTANZA MOREIRA MIGUEL VASSALLO 
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Montevideo, 17 de abril, de 2018. 


Señora Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con lo dispuesto en el art. 157 del Reglamento de Cámara de 
Senadores, me dirijo a usted a efectos de presentar el Proyecto de Ley que se 
adjunta sobre el Instituto Nacional de Colonización (INC). 
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Artículo 1?,- El Instituto Nacional de Colonización creado por ley 
número 11.029 de fecha 5 de febrero de 1948, tendrá su domicilio legal y 
principal asiento en cualquier punto del territorio nacional. 


Artículo 2”.- El directorio del ente autónomo por mayoría especial de 4 
votos determinará cuál es la ubicación adecuada para su instalación, 
atendiendo primordialmente el criterio de mayor cercanía con las colonias y 


sus administrados. 


Montevideo, 16 de abril de 2018 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


De acuerdo a lo establecido en el artículo 2 de la ley 11.029, en el año 
1948 se crea el Instituto Nacional de Colonización con sede principal en la 
ciudad de Montevideo, dicho texto normativo fue la esperanza y solución a 
muchos productores y aspirantes a productores que por sus propios medios 
no tenían posibilidad de acceder al trabajo en la tierra, sin embargo, la misma 
ley adolece de graves problemas de técnica legislativa al punto que el mismo 
artículo que crea el Instituto Nacional de Colonización como ente autónomo 
determina que su sede principal será en Montevideo, atendiendo seguramente 
criterios de la época que permitían mayor coordinación con el resto de los 
organismos estatales, hoy absolutamente perimidos por la evolución del 
transporte y la tecnología. 
El LN.C tiene hoy en administración más de 554 mil hectáreas cn 
todo el país, distribuidas en 12 regionales, abarcando 18 departamentos, 
siendo Montevideo el único que no tiene tierras administradas y sin embargo 


aún continúa siendo su sede principal sin justificación alguna. 


Ninguno de los más de 5.200 colonos, de todos los tipos existentes, 


reside como tal en el departamento de Montevideo. 


La razón del proyecto de ley estriba en dar libertad de acción al 


directorio del Ente para que pueda definir la conveniencia o no de que sus 
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oficinas centrales se mantengan en Montevideo, contribuyendo de ésta 
manera a terminar con un cerco legislativo marcadamente centralista. 

Se optó por redactar un proyecto de ley independiente sin derogaciones 
expresas al artículo 2 de la ley 11.029 atendiendo a las dificultades que podría 
ocasionar modificar un artículo tan delicado como el que crea una figura 


jurídica como el ente autónomo. 


Pasando a criterios de conveniencia es necesario destacar que a lo largo 
de todo el mundo vemos que la tendencia centralista va cediendo el paso, 
dando lugar a desarrollos regionales y locales. La preeminencia de estos 
criterios están por encima de las comodidades que acarrea la cercanía con las 
grandes capitales. 

El proyecto de ley no pretende impulsar el inmediato traslado de la 
Sede principal del INC al interior de nuestro país sino permitir que como 
Institución pueda determinar libremente el asiento de sus oficinas principales 


removiendo el escollo principal. 


Montevideo, 16 de abril de ») 
/ 


E 


292-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


Disposición citada 


Ley N* 11.029, 
de 12 de enero de 1948 


| - Del concepto de colonización 


Artículo 1*%.- A los efectos de esta ley, por colonización se entiende el conjunto de 
medidas a adoptarse de acuerdo con ella para promover una racional subdivisión de la 
tierra y su adecuada explotación, procurando el aumento y mejora de la producción 
agropecuaria y la radicación y bienestar del trabajador rural. 


11 - De la creación, dirección y cometidos del Instituto 


Artículo 2*.- Créase el Instituto Nacional de Colonización sobre la base de la actual 
Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay. Dicho 
Instituto funcionará como ente autónomo, con personería jurídica capaz de todos los 
derechos y obligaciones que establecen la presente y demás leyes de la Nación. Su 
domicilio legal y principal asiento será la ciudad de Montevideo, sin perjuicio del de las 
agencias que se instalen. 


Artículo 3*.- El Instituto Nacional de Colonización será dirigido y administrado por un 
Directorio de cinco miembros, elegidos entre personas de reconocida capacidad en la 
materia. 

En la composición del Directorio se contemplará la representación técnica y de los 
productores de acuerdo con la ley que se dicte de conformidad con el apartado segundo 
del artículo 180 de la Constitución de la República. 

Artículo 4?.- Los Directores gozarán de una compensación equivalente a la que 
perciban el Presidente, Vicepresidente y cemás miembros del Directorio del Banco 
Hipotecario del Uruguay. 


Artículo 5”.- Las relaciones del Instituto con el Poder Ejecutivo se cumplirán por 
intermedio del Ministerio de Ganadería y Agricultura. 


La representación del Instituto en los contratos que realice será ejercida por el 
Presidente juntamente con el Gerente General. 


Artículo 6*.- El Instituto Nacional de Colonización tendrá por cometidos y funciones los 
que esta ley le atribuye, pudiendo realizar todos los actos y gestiones necesarios para 
el cumplimiento de la misma. 

1Il - De las distintas formas de colonización 


Artículo 7*.- La colonización será: 
1) Según sus fines: 


A) De explotación económica, cuando ella constituya el medio de vida del colono; 
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B) De complemento o subsidiaria, cuando se trate de una actividad agraria 
adicional de otra profesional o industrial; 


C) De subsistencia mínima, cuando la producción provea solamente al consumo 
de la familia. 


2) Según su destino: 


A) Agrícola intensiva, cuando se trate de cultivos hortícola, frutales, etc., o de 
terrenos ejidales o de regadio; 


B) Agrícola extensiva, cuando se trate de la siembra de cereales oleaginosos, 
plantas forrajeras o industriales, etc.; 


C) Agropecuaria, cuando se trate de explotaciones mixtas agrícolo-ganaderas; 


D) Ganadera, cuando se trate de establecimientos dedicados a la producción 
pecuaria o de explotaciones preliminares en campos adquiridos para colonias, 
o que hubieran sido objeto de obras públicas de desecación y saneamiento; 
o de terrenos de antiguas colonias que haya conveniencia agrológica en 
retrovertir a la ganadería; o de pastoreos anexos a las colonias; o de centros 
de habilitación o capacitación de la población rural; 


E) Agro-industrial, cuando la producción esté principalmente destinada a proveer 
de primeras materias a una industria establecida en la colonia o sus 
adyacencias; 


F) Forestal, cuando su trate de terrenos erosionados o muy propensos a este 
fenómeno, o en los cuales se señale la necesidad de la defensa hidrográfica, 
o que no consientan otra forma de explotación redituable. 


3) Según su régimen: 


A) Individual, cuando la explotación del predio se realice por el colono y su 
familia, utilizando o no personal permanente o adventicio; 


B) Cooperativa, cuando la explotación se realice con aplicación total o parcial de 
los principios de este sistema; 


C) Colectiva, cuando los colonos realicen los trabajos y se distribuyan los 
beneficios en común, sea en conducción unida o separada. 


4) Según la forma de tenencia de la tierra: 


A) En propiedad, con las limitaciones que esta ley establece; 
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B) En arrendamiento, con precio fijo movible o progresivo, con opción de compra 
o promesa de compraventa, o sin ellas; 


C) En aparcería, con cuota fija, variable o proporcional al producto de la 
explotación, con opción de compra o con promesa de compraventa, o sin 
ellas; 


D) En enfiteusis, cuando la tierra se conceda por un plazo que exceda al del 
arrendamiento, o en forma vitalicia, con cargo para el enfiteuta de cultivarla y 
mejorarla y de pagar un canon anual fijo o variable, en metálico o en especie; 


E) En disfrute precario, cuando la explotación se realice por un período de 
prueba. 


5) Según su extensión: 


A) Mínima, hasta veinticinco hectáreas (colonización agrícola intensiva, de 
subsistencia mínima, de regadío o ejidal); 


B) Pequeña, hasta ciento veinte hectáreas de superficie apta para la labranza 
(colonización agrícola extensiva); 


C) Mediana, hasta quinientas hectáreas (colonización agropecuaria); 
D) Máxima, hasta mil hectáreas (colonización ganadera o forestal). 


(Las superficies son las que pueden corresponder a cada adjudicatario. 
Tratándose de explotaciones cooperativas o colectivas, los límites serán los 
que resulten referidos a cada uno de los colonos participantes. Estos límites 
no rigen para las explotaciones realizadas directamente por el Instituto y 
deben entenderse sin perjuicio del derecho de los colonos a los pastoreos 
comunes). 


6) Según su densidad: 
A) Aislada, cuando se realice en un solo o en un escaso número de predios; 


B) Nucleares, cuando se realice en una agrupación de cierto número de predios 
que por sus características generales, tipos de explotación y régimen de 
tenencia, sean susceptibles de formar un todo orgánico. 


7) Según su duración: 


A) Permanente, cuando las condiciones ecológicas, económicas y de población 
justifiquen su estabilidad; 


B) Temporaria, en los casos en que haya conveniencia en su alternancia o 
reversión al pastoreo, o cuando la explotación por su género de producción o 
por razones de organización tenga un carácter transitorio o cuando se realicen 
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contratos con los propietarios de campos para su explotación por un periodo 
determinado con la obligación de dejar al final de éste, una pradera artificial o 
natural mejorada, 


8) Según la nacionalidad de los colonos: 


A) Autóctona, cuando se haga con elementos nativos o extranjeros con más de 
tres años de residencia en el país; 


B) Autóctona, cuando se realice con núcleos de colonos procedentes del exterior 
y especializados en alguna actividad agricola o agroindustrial; 


C) Mixta, cuando el número de inmigrantes no sobrepase al de los nativos o 
residentes que integren las colonias. 


9) Según la forma de actuar el Instituto: 


A) Directa, cuando se realice en tierras de propiedad del Instituto, o arrendadas 
o transferidas a éste por cualquier concepto; 


B) Por mediación, cuando se trate de inmuebles no comprendidos en el apartado 
anterior y el Instituto actúe como intermediario o concediendo créditos u otra 
clase de beneficios, para la compra de chacras aisladas o para la formación 
de colonias; 


C) Por administración, cuando el Instituto la realice por cuenta de otras personas 
públicas o privadas; 


D) Indirecta, cuando el Instituto colabore, sea con los Municipios en la formación 
o reconstitución de los tejidos o su mejor utilización, sea con otras 
reparticiones públicas en el establecimiento de colonias militares, educativas, 
profesionales, correccionales, etc.; sea con entidades privadas de carácter 
cooperativo o gremial, o sea con productores que integren núcleos agrícolas 
preexistentes y a los cuales el Instituto preste su asistencia en forma de 
orientación técnica, servicios mecánicos o de otra naturaleza. 


10) Según el grado de injerencia del Instituto en la dirección de las colonias: 


A) Libre, cuando el colono la realice en las condiciones inherentes a la propiedad 
privada, entendida ésta de conformidad con la presente ley; 


B) Orientada, cuando se haga atendiendo indicaciones técnicas de orden 
general sobre la forma de explotación y naturaleza de los cultivos; 


C) Condicionada, cuando se supedite la concesión de los créditos o el 
otorgamiento de otras facilidades al cumplimiento de estipulaciones respecto 
del destino de la tierra o una parte de ella, a su trabajo o sus frutos; 
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D) Dirigida, cuando esté sujeta a normas generales y particulares de orden 
administrativo y técnico sobre la clase de explotación y cultivo y los procesos 
productivos y de comercialización; 


E) Contratada, cuando la explotación se realice bajo convenio de compra de la 
producción, o de garantía de precios, o tomando el Instituto a su cargo ciertos 
riesgos o eventualidades; 


F) Remunerada, cuando por motivos relacionados con el carácter eventual, 
aleatorio o de rendimiento diferido de la explotación, o con la falta de 
capacitación del colono, el trabajo se realice bajo el régimen de pago de 
estipendios individuales o colectivos, con participación en los beneficios o sin 
ella. 


(Por regla general la injerencia del Instituto será proporcional a su aportación 
económica y a la aptitud demostrada por el colono o aspirante a tal). 


Artículo 8*.- Las diversas modalidades de colonización a que se refiere el artículo 
anterior, podrán ser objeto de traslación o combinación y constituirán fases de un 
proceso encaminado a asegurar la mayor independencia económica de! trabajador rural, 
dentro de un espíritu de cooperación del Estado con éste y de dichos trabajadores entre 
sí, y de acuerdo con las necesidades y posibilidades económicas y sociales del país y 
de cada zona. 


La apreciación de estas conveniencias generales y regionales, mientras no se creen 
el Consejo de Economía Nacional o el de Coordinación Agraria u otros organismos 
similares, corresponderá al Instituto Nacional de Colonización, previo dictamen de una 
Comisión integrada por delegados de los Poderes Públicos, de instituciones oficiales y 
privadas y asociaciones gremiales y de fomento. 


Esta consulta será hecha con carácter general después de promulgarse esta ley, y 
podrá ser requerida subsiguientemente toda vez que lo soliciten el Ministerio de 
Ganadería y Agricultura, el propio Instituto, o las asociaciones aludidas 
precedentemente en petición formulada por un número importante de ellas. 


Todas las circunstancias relativas a la aplicación del presente artículo, serán previstas 
en la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, la que podrá contemplar también la 
formación de Comisiones consultivas de carácter Departamental o Regional, 


Artículo 9*.- El Poder Ejecutivo, por su parte, promoverá la coordinación de las 
funciones de los órganos del Estado o Instituciones particulares cuyas actividades estén 
dirigidas o vinculadas al desarrollo y evolución racional de las industrias agrarias y 
derivadas, para la más pronta y completa obtención de los objetivos perseguidos por 
esta ley. 


IV - De otros aspectos de los planes colonizadores 


Artículo 10.- Derogado por: Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2011, artículo 14. 


Texto derogado: Tendrán prioridad para ser colonizadas las tierras públicas y aquéllas que los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados pongan a disposición del Instituto, siempre que por su ubicación, 
superficie y caracteristicas agrológicas resulten económicamente apropiadas para la formación de centros 
de . 
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Artículo 11.- Al organizar las colonias, el instituto implantará una de ellas cuando 
menos en cada Departamento del litoral e interior donde no existan, adaptando su 
estructura y objeto a las particularidades agrológicas, económicas y sociales de la 
región. 


Artículo 12.- El fraccionamiento de las tierras se hará en lotes cuya superficie será 
apreciada considerando por un lado los diversos factores que concurran a asegurar la 
conveniencia económica de las explotaciones a que vayan a ser dedicados, y teniendo 
en cuenta sus condiciones, topográficas y composición cel suelo a fin de conservar su 
potencial productivo, y por el otro la posibilidad de que el colono pueda realizar la mayor 
parte de la labor con su trabajo personal y el de su familia, con un rendimiento que les 
permita mejorar sus condicionas de vida y la eficiencia de la explotación. 


Podrá prescindirse de estas normas, en cuanto se refiere a la superficie de las 
parcelas, cuando se trate de colonizaciones complementarias, remunerada o de 
subsistencia mínima. 


Artículo 13.- En las proximidades de las colonias afectadas a la explotación cerealista 
extensiva, forrajera, lechera o agropecuaria, el Instituto podrá adquirir o arrendar 
campos para destinarlos a la cría de hacienda que luego haya de ser invernada en 
aquéllas, y/o al pastoreo de animales de trabajo, lecheras, etc., u otros usos colectivos. 


Igual destino podrá darse a los terrenos comprendidos dentro de las colonias que -por 
su inaptitud para el cultivo- no justifiquen su adjudicación en parcelas. 


La explotación de estos campos se hará en lo posible por los colonos organizados en 
cooperativas o, en su defecto, bajo la administración directa del Instituto. 


Artículo 14.- El Instituto procurará establecer colonias para la producción de torrajes 
en las zonas preponderantemente dedicadas a la explotación pecuaria extensiva, A este 
efecto, y además de las facilidades de orden general que esta ley le autoriza a acordar, 
podrá servir de intermediario entre los colonos y los ganaderos para la realización de 
contratos de provisión y/o proporcionar a los primeros los medios de adquirir animales 
para el engorde. 


Artículo 15.- Tratándose de colonias agro-industriales (lecheras, vinicolas, textiles, 
aceiteras, azucareras, etc.), y sin perjuicio de las otras medidas de fomento previstas en 
esta ley el Instituto, cuando exista una evidente conveniencia económica, podrá 
proceder a la instalación de las plantas de elaboración, por su cuenta o por cuenta los 
colonos, cobrando locación o fijando cuotas de amortización e intereses además de un 
margen razonable de previsión, según los casos. 


Igualmente y con la misma finalidad, podrá realizar convenios con personas públicas 
o privadas. 


Con referencia a las colonias lecheras, estos beneficios comprenderán también la 
organización de cursos de enseñanza y de servicios colectivos de sanidad, 
reproductores, recepción, clasificación, enfriado, transporte, etc. 


En el caso de que se trate de concentraciones importantes de producción, el Instituto 
gestionará la sanción de leyes y ordenanzas que con las garantías consiguientes, 
autoricen la higienización de la leche en el lugar de origen para ser destinada al consumo 
directo de las poblaciones. 
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Artículo 16.- El Instituto impulsará la explotación granjera para servir las zonas de 
turismo en sus necesidades de producciones hortícola, láctea, avícola, frutícola, etc., y 
sus derivados (manteca, dulces, miel, conservas, etc.). 


Artículo 17.- El Instituto procurará que los colonos realicen actividades anexas de 
huerta o granja y pequeñas industrias caseras para proveer a las necesidades de la 
familia o para la eventual venta de los productos. 


A este efecto organizará cursos prácticos de enseñanza, o requerirá la cooperación 
de la Universidad del Trabajo, y otros organismos públicos y acordará facilidades y 
estímulos, pudiendo establecer la obligatoriedad de estas explotaciones 
complementarias como condición de los contratos. 


Artículo 18.- En las adjudicaciones de predios aunque fuera en propiedad, el Instituto 
podrá establecer las siguientes obligaciones: 


A) De destinar, cuando se trate de explotaciones agropecuarias, hasta el 20% de la 
extensión de los predios al cultivo de plantas forrajeras, salvo que por la 
excepcionalidad de la pradera natural ello no sea necesario; 


B) De conservar, poblar o repoblar forestalmente las riberas de los cursos fluviales, 
cuando esta defensa sea necesaria a juicio del Instituto, el cual proporcionará los 
árboles que sean precisos, y que el propietario del bien deberá cuidar y explotar 
racionalmente; 


C) De no roturar los terrenos con pendiente pronunciada, con las excepciones que 
establezca la reglamentación. 


Asimismo, el Instituto, podrá establecer la obligación de destinar, siempre que las 
características de los terrenos lo consientan, hasta el 40% del área a las explotaciones 
que se consideren indispensables al consumo o al normal desarrollo de la actividad 
económica del país, o al abastecimiento de productos a las plantas de elaboración 
organizadas de acuerdo con el artículo 15. 


La necesidad de los cultivos a que se refiere el anterior apartado, será declarada por 
el Instituto con la aprobación del Poder Ejecutivo dada en Consejo de Ministros, 
estableciéndose en la misma resolución, condiciones de precios y colocación de los 
frutos que contemplen el interés de los productores. 


Artículo 19..- El Instituto estudiará la posibilidad de desarrollar planes de colonización 
intensiva en los ejidos de los centros poblados, con el asesoramiento y colaboración de 
los gobiernos departamentales. 


La financiación de estas obras podrá quedar a cargo de los Municipios o entidades 
locales particulares creadas al efecto (cooperativas, sociedades colectivas de acción 
social, etc.), a los cuales el mismo Instituto podrá hacer extensivos los beneficios de la 
presente ley. 


.- Aunque se trate de situaciones producidas fuera de sus colonias, el 
Instituto procurará, mediante permutas u otra clase de convenios, ubicar en nuevas 
tierras a los agricultores que no posean otras medios de vida que el trabajo de sus 
predios, cuando éstos sean ineptos o cuando, por una desmembración excesiva, 
carezcan de área suficiente para una explotación económica. A los mismos fines podrá 


3 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 299-C.S. 


concederles, para la adquisición de parcelas contiguas a las que actualmente cultivan, 
las facilidades máximas que acuerde a las otras formas de colonización. 


Si la inaptitud de la parcela recibida en cambio fuese debida a la naturaleza del suelo 
oa su destrucción por los agentes erosivos, el Instituto, antes de adjudicaria de nuevo, 
procederá a su rehabilitación o se asegurará de que el adjudicatario la realice. 


Si la degradación de los terrenos fuese tal que no hiciese económica su recuperación 
para la labranza o el pastoreo, aquellos se aplicarán a arborización u otros destinos. 


El Instituto tomará igualmente a su cargo la ejecución de estas labores en los terrenos 
que con tal fin, el Estado o los Municipios pongan a su disposición, o en los que el Ente 
adquiera con los recursos que al efecto le atribuyan las leyes. 


Artículo 21.- Cuando circunstancias muy especiales lo justifiquen, el Directorio podrá 
autorizar el arrendamiento de fracciones de un área mayor de mil hectáreas por un plazo 
no superior a un año. 


Artículo 22.- Los interesados en los beneficios que se otorguen para la adquisición de 
predios aislados, deberán someter previamente un plan detallado de las explotaciones 
que se proponen realizar, pudiendo contar para ello con el asesoramiento del Instituto, 
El crédito colonizador será denegado cuando el plan propuesto no reúna las condiciones 
mínimas de rentabilidad o no contemple los intereses generales del país, a juicio del 
Instituto. 


El agricultor estará obligado a ceñirse a lo dispuesto en el plan de explotación 
aprobado por el Ente, pudiendo éste practicar las inspecciones necesarias. Sólo se 
podrán modificar las disposiciones básicas del Plan, cuando mediara autorización 
expresa. 


Artículo 23 - En las operaciones a que alude el artículo anterior, el Banco Hipotecario 
podrá acordar préstamos en títulos hipotecarios del 50 al 75% del valor venal de la 
propiedad, estándose en cuanto a la fijación de valores a las reglas generales de su 
Carta Orgánica. Sobre estos préstamos, el Banco no podrá cobrar más del 1/2% de 
comisión. 


El Instituto Nacional de Colonización podrá completar hasta el 80% de dicho valor con 
un préstamo en efectivo con garantía de segunda hipoteca. En todos los casos el 
comprador aportará como mínimo el 20%, así como también la diferencia que pudiere 
resultar con relación al precio de compra. 


Las propiedades objeto de estos préstamos, deberán ser aptas para la labranza y 
dedicadas a ella, como mínimo en un 50% de su superficie, y su valor venal no podrá 
ser superior a treinta y cinco mil pesos. 


Los compradores deberán reunir las condiciones exigidas en esta ley y cumplir sus 
disposiciones so pena de que se les apliquen las sanciones que en ella se establecen. 


Artículo 24.- El Instituto colaborará con las reparticiones públicas pertinentes, dentro 
de las colonias, en la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones que establecen la 
obligatoriedad de la concurrencia de los niños a las escuelas, pudiendo en caso 
necesario organizar servicios especiales de locomoción. 
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Igualmente prestará esta colaboración en la aplicación de las leyes relativas a la 
higiene pública, a la Policía Sanitaria Animal o Vegetal, y a la Previsión y Asistencia 
Sociales, procurando que se aseguren buenas condiciones de vida y trabajo a los 
peones rurales y contemplando la posibilidad de convertirlos en productores 
independientes, teniendo en cuenta su buena conducta, laboriosidad y competencia. 


V - De las comunidades agrarias 


Artículo 25.- Aun tratándose de explotaciones privadas en cuya formación no haya 
intervenido, el Instituto podrá prestar su asistencia provisional en las actuales zonas 
agrícolas, cuyas tierras hayan perdido o disminuido notablemente su fertilidad, a fin de 
lograr su recuperación, 


A dicho efecto, los labradores de estas zonas podrán constituirse en comunidades 
agrarias (cuya forma de organización se establecerá en la reglamentación) y a las cuales 
el Instituto, con la colaboración de otras reparticiones del Estado, proporcionará los 
equipos de maquinarias para la regularización de terrenos y vertientes, saneamiento, 
remoción profunda del suelo, o trabajos culturales que los agricultores no puedan 
realizar por sus propios medios. 


La concesión de estos beneficios a las comunidades agrarias estará condicionada a 
la obligación de realizar ciertos trabajos en común; de ordenar las explotaciones con 
arreglo a un plan de rotaciones adecuado; de dedicar algunas parcelas a cultivos 
regeneradores o a la producción de abonos verdes, y de adoptar los procedimientos 
técnicos conducentes a conservar o a aumentar la fertilidad del suelo. 


El instituto podrá proveer, asimismo, de abonos o substancias destinadas a la 
enmienda de las tierras, y conceder créditos para otros destinos vinculados a la 
explotación. Para el pago de estos servicios, así como el de los equipos a que hace 
referencia el parágrafo segundo, se acordarán plazos razonables. 


VI - De la colonización con inmigrantes 


Artículo 26.- El Instituto atenderá la posibilidad racional de introducir colonos del 
exterior, recibiendo la información correspondiente, directamente o por intermedio de 
las Comisiones que se crearen de acuerdo con las leyes de inmigración, y del Ministerio 
respectivo, 


A los efectos previstos precedentemente, el Instituto podrá acordar los arreglos 
pertinentes con el Poder Ejecutivo, tendientes a facilitar el ingreso de colonos 
extranjeros que ofrecieren interés para el País. 


Artículo 27.- La elección de los colonos inmigrantes se hará de acuerdo a su 
especialización, relacionada con la evolución de nuestras actividades agrarias, en la 
forma que se reglamentará. El Instituto de Colonización, podrá incluir en las colonias 
que establezca familias o colonos inmigrantes, siempre que su número no sobrepase al 
de las familias o colonos uruguayos o residentes integrantes de aquéllas. 


No obstante, en casos especiales y por resolución tomada con acuerdo del Poder 
Ejecutivo, el Instituto podrá organizar colonias con inmigrantes seleccionados de una 
sola nacionalidad que constituyan núcleos especializados en determinadas actividades 
agrícolas o agro-industriales, dando preferencia a los elementos precedentes de 
aquellos países acerca de los cuales exista constancia y experiencia satisfactorias. 
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Estos colonos, además de reunir las condiciones exigidas por las leyes de inmigración, 
deberán ofrecer antecedentes que abonen la seguridad de que no habrán de ser 
factores de perturbación social o política. 


El Instituto prestará a estos colonos especial orientación y asistencia, procurando, sin 
perjuicio del respeto debido a sus hábitos y creencias, su adaptación al medio y su 
progresiva fusión étnica y social. 


VII - De la adquisición de tierras 


Artículo _28.- Antes de comprar, expropiar o tomar en arrendamiento o en 
administración la tierra a colonizarse, se procederá por parte de los servicios del Instituto 
Nacional de Colonización (INC) a la tasación del inmueble y al estudio de la posibilidad 
de una explotación económica regular de la misma que justifique la operación, teniendo 
en cuenta que el predio se encuentre situado en zonas donde los costos de producción 
y distribución sean económicamente viables, y que el plan de cultivos o crianzas 
responda a posibilidades de orden natural y técnico, y a una demanda normal o 
previsible de sus producciones en los mercados interno y externo. 


No será de aplicación el Decreto Ley N” 14.982, de 24 de diciembre de 1979, en las 
enajenaciones en que intervenga el INC como comprador o vendedor. 


Fuente: Ley N*” 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
artículo 15. 


Artículo 29.- En los casos de adjudicación de inmuebles rurales por falta de licitador, 
los Bancos y demás dependencias del Estado ejecutantes, deberán ofrecer los referidos 
bienes al Instituto, a los fines de la presente ley. Si el Ente no resolviere su adquisición 
dentro del plazo de sesenta días, los adjudicatarios podrán disponer de los mismos, 
según sus facultades. 


Artículo 30.- Asimismo, los inmuebles rurales que adquiera el Banco de Seguros del 
Estado como consecuencia de constitución de rentas vitalicias, deberán ser ofrecidos 
en las mismas condiciones que prescribe el artículo anterior, por el valor que hubiera 
servido de base a la operación. 


Artículo 31.- Los propietarios de tierras aptas para colonizar, podrán ceder éstas a 
perpetuidad o por un número determinado de años, mediante el pago de una pensión o 
en otra forma, con las garantías que se acuerden, con derecho de prórroga o no, o bien 
concediendo al Instituto una opción para la compra de dichos terrenos. 


Artículo 32. -El Estado podrá vender en subasta pública los terrenos de su pertenencia 
que estén baldíos u ocupados por particulares y que por su mala ubicación o extensión 
insuficiente, o por cualquier otra circunstancia, no le produzcan o no le puedan producir 
presumiblemente beneficios económicos o sociales, e invertirá su importe en la compra 
de nuevas tierras que constituirán su patrimonio inalienable. 


Las tierras que el Estado adquiera conforme a lo establecido en el apartado anterior, 
serán entregadas al Instituto y destinadas a la colonización bajo los regímenes de 
arrendamiento o enfiteusis, o a la organización de explotaciones modelos o de 
enseñanza, o bien serán afectadas a la repoblación forestal, con preferencia -en este 
último caso- en los terrenos denudados, médanos, bañados o pedregales. 
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Artículo 33.- El Ministerio de Hacienda por intermedio de la Dirección General de 
Catastro y Administración de Inmuebles Nacionales, procederá a la investigación de las 
tierras fiscales, haciendo conocer el inventario de las mismas al Instituto, al efecto de 
discriminar las que resultaren aptas a los fines de la presente ley. Los bienes de esta 
categoría que se resolviese colonizar serán transferidos al Instituto, el que procederá a 
su adjudicación en arrendamiento o enfíteusis. 


Artículo 34.- Derogado por Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, artículo 14. 


Texto derogado: El Instituto podrá acordar con los Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y 
organismos públicos en general, la administración de las tierras de propiedad de éstos que sean aptas para 


la arca DARRO, mediante convenios especiales o el pago de un tipo de interés equiva'ente al 
garantias inherentes a estas obligaciones del Estado. 


Artículo 35.- Todo propietario antes de enajenar un campo de una extensión igual o 
superior al equivalente a 500 (quinientas) hectáreas de Índice de productividad CONEAT 
100, está obligado a ofrecerlo, en primer término al Instituto Nacional de Colonización 
(INC), el que tendrá preferencia para la compra por igual valor y plazo de pago. 


Sin perjuicio de lo expresado, en los casos de campos ubicados en los 
departamentos de Colonia, Florida, Maldonado y San José, el ofrecimiento referido será 
obligatorio cuando la extensión sea igual o superior al equivalente a 200 (doscientas) 
hectáreas de índice de productividad CONEAT 100. Para los campos ubicados en el 
departamento de Canelones, dicho ofrecimiento será obligatorio cuando la extensión 
sea igual o superior al equivalente a 100 cien) hectáreas de indice de productividad 
CONEAT 100. Para estos predios el Instituto Nacional de Colonización promoverá en lo 
posible, actividades agropecuarias con explotación intensiva. 


Igual obligación de ofrecimiento al Instituto Nacional de Colonización regirá, en todo 
el territorio nacional, para las enajenaciones que se realicen de campos de superficie 
igual o superior al equivalente a 200 (doscientas) hectáreas CONEAT 100, cuando estos 
sean linderos a padrones afectados por la presente ley. 


La obligación preceptuada en los incisos primero a tercero regirá también en el caso 
de enajenaciones forzosas y en aquellas en las cuales la contraprestación del 
adquirente consista total o parcialmente en la entrega de acciones, valores u otros 
bienes, muebles o inmuebles. 


EL ofrecimiento no podrá condicionarse o ligarse a otras operaciones tales como la 
compra de semovientes, útiles, herramientas u otros bienes; y, en todos los casos, 
deberá consignarse el precio que se hubiere pactado o, en su caso, estimar en moneda 
nacional el valor que la parte vendedora asigna a la contraprestación del adquirente, 
estimación que no podrá superar el valor real fijado al inmueble por la Dirección Nacional 
de Catastro, y que representará la suma mediante la cual el INC podrá adquirirlo. 


No regirá con respecto al Ente, la necesidad de seña de especie alguna como 
garantía de ejecución del contrato que se hubiere podido pactar. 


Los ofrecimientos a que se refiere este artículo deberán presentarse en la Sede 
Central del Instituto Nacional de Colonización o en cualquiera de sus oficinas regionales 
y se ajustarán a los requisitos formales que establezca la reglamentación que se dicte 
en la materia. 
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El Instituto Nacional de Colonización dispondrá de un plazo máximo de 20 días 
hábiles para expedirse acerca de si acepta o no la oferta, transcurrido el cual sin que se 
expidiere, se entenderá que no hay aceptación. 


Aceptada la oferta, caducarán automáticamente las promesas de compraventa 
preexistentes respecto al o a los padrones objeto de la operación, procediendo los 
Registros Públicos a cancelar las inscripciones que de aquéllas existieren, a simple 
solicitud del Instituto Nacional de Colonización. 


La falta de cumplimiento de la parte enajenante de las obligaciones impuestas por 
este artículo, determinará la nulidad absoluta del negocio jurídico, la que operará de 
pleno derecho. 


Sin perjuicio de ello, el enajenante será responsable del pago de una multa 
equivalente al 25% (veinticinco por ciento) del valor real integro fijado por la Dirección 
General de Catastro, para el o cada uno de los predios comprendidos en la operación. 


Serán subsidiariamente responsables las partes del negocio jurídico, así como el 
escribano que otorgare la documentación que se va a inscribir en el respectivo registro. 


Dicha multa será exigible por el Instituto Nacional de Colonización y el importe de la 


misma ingresará al capital de éste. 
Fuente: Ley N* 19.577, de 22 de diciembre de 2017, 
artículo 1”. 


Artículo 36.- El Instituto podrá intervenir en el sentido de gestionar la compra directa o 
arrendamiento de tierras de propiedad de terceros, a solicitud formulada por 
agrupaciones de productores, integradas por personas que reúnan los requisitos 
exigidos para ser colonos. En tales casos, el Ente actuará como intermediario y aun 
podrá responsabilizarse por el cumplimiento de las obligaciones emergentes de los 
contratos, en las condiciones y con las garantías que se convengan. 


VIII - De la expropiación 


Artículo 37.- Declárase de utilidad pública la expropiación de tierras para formar o 
completar las colonias a que se refiere la presente ley, facultándose al Instituto para 
ejercer las acciones pertinentes, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la 
ley número 3.958, de 28 de marzo de 1912, y del decreto-ley número 10.247, de 15 de 
octubre de 1942. 


En cada caso, y antes de iniciar las acciones, el Instituto comunicará al Poder Ejecutivo 
la resolución adoptada y sus fundamentos. Si el Poder Ejecutivo no observara la 
resolución dentro de 20 días de la fecha de la comunicación, la resolución quedará firme 
y el Instituto podrá continuar los procedimientos. La observación significará suspensión 
de los procedimientos y reconsideración de lo resuelto por el Directorio del Instituto. 


Artículo 38.- La facultad de expropiar tierras para destinarias a colonización, sólo 
podrá ser ejercida por el Estado. 


Artículo 39 - Al efecto de la expropiación de tierras, luego de considerar en primer 
término su aptitud para los fines y formas particulares de colonización a que sean 
destinadas, se tendrán en cuenta preferentemente: 


304-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


A) Las tierras sin cultivo o deficientemente explotadas próximas a los centros 
poblados, vías de comunicación, estaciones, lugares de embarque O 
establecimientos industrializadores de la producción; 


B) Las propiedades de mayor extensión, apreciada está en relación a su 
emplazamiento, productividad del suelo y modo de explotación en la fecha en que 
la expropiación sea decretada; 


C) Las tierras, cualquiera sea su ubicación, que fueran económicamente 
susceptibles, de importantes transformaciones culturales; 


D) Las zonas que cuenten con obras de riego o puedan ser dotadas de ellas, o en las 
cuales se vayan a realizar importantes mejoras hidráulicas; 


E) Los terrenos excesivamente fraccionados, de área insuficiente para el sustento de 
una familia, siempre que exista posibilidad de obtener una reconstitución 
parcelaria que haga de cada predio una unidad económicamente eficaz. 


La expropiación de las tierras a que se refiere el inciso D) deberá realizarse - de ser 
ello posible- antes de que se produzca la valorización como consecuencia de la 
construcción de la obra pública. 


Artículo 40.- Contemplados en primer término los extremos establecidos en el artículo 
anterior, y en igualdad de condiciones, la preferencia para las expropiaciones se 
determinará considerando la situación de los propietarios de las tierras, como ser: que 
hayan sido declarados judicialmente ausentes o incapaces que residen habitualmente 
fuera del país, que posean más de una finca rural, que no exploten sus predios 
personalmente, que los hayan recibido por donación o legado o heredado fuera del 
primer grado de consanguinidad, que cobren precios abusivos por los arrendamientos, 
u otras circunstancias de carácter antisocial. 


Artículo 41.- No serán objeto de expropiación a los fines de esta ley, los inmuebles en 
los cuales existan establecimientos directamente explotados por sus dueños y que por 
su adelanto técnico e importancia económica, o por la entidad de las mejoras 
incorporadas al suelo, puedan considerarse ejemplares. 


Sin embargo, en casos excepcionales, cuando en razón de la ubicación del predio 
convenga al interés general proceder a la expropiación, ésta podrá ser decretada previa 
ratificación del Poder Ejecutivo, prestada en Consejo de Ministros. 


Artículo 42.- En los juicios de expropiación de inmuebles para colonizar, los peritos 
procederán a la tasación de los correspondientes valores, del modo siguiente: 


A) El valor de la tierra se establecerá en base a la capitalización de la renta neta del 
bien, calculada en promedio en el periodo de tiempo inmediatamente anterior a la 
fecha de expropiación y no pudiendo ser dicho periodo menor de cinco años ni 
mayor de diez, y a la capitalización de la renta media de los campos de la zona - 
de análoga calidad- determinada en función de los precios de los arrendamientos, 
y el precio medio obtenido en las ventas realizadas en los últimos años por predios 
de condiciones similares; 
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B) Establecerá por separado el valor de las mejoras no comprendidas en la 
estimación practicada con arreglo al inciso anterior, precisando el que corresponda 
a cada una de ellas. El Juez podrá apartarse de la tasación de los peritos siempre 
que considerare que de la misma deriva una situación de injusticia, pero -en tales 
casos- deberán expresarse con toda detención los fundamentos que motiven la 
resolución. La sentencia del Juez tendrá también en cuenta los perjuicios que el 
expropiado hubiere probado ser consecuencia forzosa de la expropiación, 
excluyéndose -en todos los casos- los valores especulativos y afectivos y el de las 
ganancias y daños hipotéticos. 


Artículo 43.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado final del artículo 39, la tasación 
de las tierras se hará con prescindencia de la valorización que pudiera operarse en las 
mismas, como resultado de la realización de obras públicas durante el período 
comprendido entre el año anterior y el año subsiguiente a su ejecución. 


No obstante se tomarán en cuenta, para la estimación del precio, las sumas pagadas 
por concepto de contribución vecinal, impuesto de zona de influencia u otros tributos o 
aportes hechos por el propietario con destino a la ejecución de las mejoras públicas de 
que se trata. 


Artículo 44.- El dueño de la propiedad comprada o expropiada, tendrá preferencia para 
la adquisición de una de las fracciones que resulten, la que le será adjudicada al precio 
de compra o expropiación. 


Igual preferencia tendrá el arrendatario existente en la finca, en el momento de su 
adquisición, En ambos casos los beneficiarios deberán reunir las condiciones y cumplir 
con las obligaciones que determina la presente ley. 


.- El propietario de un predio rural designado para ser objeto de 
expropiación podrá detener los procedimientos respectivos comprometiéndose a 
realizar por sí la colonización, ajustada a la reglamentación respectiva. En tal caso 
deberá presentar al Instituto el correspondiente plan dentro del término de 60 días. 
Aprobado dicho plan, se fijará el plazo para su ejecución. La falta de cumplimiento por 
parte del propietario será sancionada con una multa equivalente al doble de la 
Contribución Inmobiliaria del predio, sin perjuicio de la prosecución inmediata de los 
trámites de la expropiación. 


Artículo 46.- Tanto en el caso de compra directa como en la designación de las 
propiedades que vayan a ser objeto de expropiación y sin perjuicio de las informaciones 
y valuaciones técnicas cada uno de los Directores del Instituto que intervengan en la 
resolución deberá fundar circunstanciadamente su voto, por lo menos en cuanto se 
refiere a las conveniencias generales de la operación, al precio del bien -cuando este 
precio haya de fijarse o convenirse- y a la aptitud del predio para los fines a que se 
destine. 


Artículo 47.- Los funcionarios del Instituto o del Banco Hipotecario que deban estudiar, 
analizar o levantar planos de tierras cuya colonización se encare, o practicar 
inspecciones en las ya colonizadas y que fueran obstaculizados en el cumplimiento de 
su cometido por los propietarios u ocupantes de dichas tierras, podrán requerir el auxilio 
del Juez de Paz de la localidad respectiva, que deberá serle prestado sin más trámite. 


IX - De las Cooperativas, fábricas, etc., y servicios de interés general 
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Artículo 48.- Al proyectarse las colonias, se preverán los espacios necesarios para la 
instalación de los servicios de Interés colectivo: escuelas, cooperativas, plantas 
industriales, local para espectáculos públicos y reuniones, plazas de deportes, oficinas 
públicas, servicios sanitarios, viveros, silos, servicios de reproductores, parque forestal, 
etc. 


Artículo 49.- Cuando las colonias no contaren con escuelas de enseñanza primaria en 
un radio conveniente, el Instituto gestionará del Consejo de Enseñanza Primaria y 
Normal la construcción y habilitación de las que se reputaren necesarias. 


Cada núcleo dispondrá, por lo menos, de un pozo semisurgente cuando sea 
necesario, y contará con un local para policlínica, la que será atendida, según la 
densidad de la población, en forma estable o periódica o por unidades sanitarias 
móviles, por el Ministerio de Salud Pública. 


Asimismo, el Instituto prestará su atención a la cultura, de la mujer y a su preparación 
para el hogar; a la fundación de clubes de niños y jóvenes, bibliotecas, etc., procurando 
ofrecer a los colonos medios de superación espiritual y sanos esparcimientos. 


Artículo 50.- La dirección técnica de cada colonia estará a cargo de una persona con 
experiencia en la materia, quien integrará el Directorio de las Cooperativas que en ella 
se formen, mientras éstas utilizaren capitales suministrados por el Instituto, para su 
instalación y giro. 


Artículo 51.- En cada colonia se deberá organizar, en cuanto sea posible, una o varias 
Cooperativas de Consumo, compras, ventas o servicios, procurando la implantación de 
sus industrias propias, según la amplitud y necesidad de aquéllas, 


Esta disposición se hace extensiva a las colonias existentes, creadas de conformidad 
con cualquiera de las leyes de colonización. 


Artículo 52.- El Instituto estudiará la posibilidad de instalar en sus colonias cremerías, 
queserías, molinos o plantas industriales con organización cooperativa, a cuyo efecto 
podrá concederles a las sociedades que con estos fines se organicen, créditos 
especiales, o darles su garantía subsidiaria para la compra de máquinas y la obtención 
de capitales de instalación o giro. Estas plantas, mientras utilicen aportes del Instituto, 
contarán con un Gerente designado con acuerdo de éste y cuya remuneración será 
debitada a la cuenta de la Cooperativa hasta tanto sus entradas permitan satisfacerla. 


El Instituto podrá instalar dichas fábricas por su cuenta, tratando en sus operaciones 
de aplicar progresivamente algunos de los principios cooperativistas. Estos 
establecimientos podrán ser transferidos por su costo más los intereses a las 
cooperativas, una vez que éstas se organicen. 


.- Para favorecer la concentración de la producción y la formación de 
Cooperativas y plantas industriales, podrá determinarse un tipo básico de explotación 
en las colonias que, por su ubicación y posibilidades económicas, así lo permitieren. 


Artículo 54.- El Instituto prestará su ayuda a los productores que se organicen en forma 
cooperativa, sindical o de simple agrupación, con el objeto de comercializar sus 
cosechas. Dichas asociaciones podrán concertarse o federarse con otras de igual 
finalidad que funcionen en otras colonias. En defecto de estas organizaciones, el 
Instituto podrá establecer plantas de recepción y clasificación de los productos, 
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gestionar la colocación de éstos y prestar información y asesoramiento a los colonos a 
fin de que puedan realizar las ventas en las condiciones más ventajosas. 


También en defecto de organizaciones suficientes, el Instituto podrá asimismo tomar 
a su cargo la comercialización de los frutos, sea directamente o por cuenta de los 
colonos, a cuyo efecto podrá arrendar o construir las instalaciones necesarias para la 
limpieza, desecación, clasificación, almacenamiento y transporte de las cosechas. 


Artículo 55.- El Instituto podrá importar -libre de derecho, y adicionales- máquinas, 
útiles, reproductores, material para alambrados y demás elementos necesarios para el 
abastecimiento de las colonias, siempre que no haya existencia en el país o que de la 
importación resulte una economía apreciable. 


Podrá el Instituto, igualmente, organizar la producción de fertilizantes, instalando 
fábricas o por medio de equipos volantes para la transformación de huesos y otras 
substancias en harinas, superfosfatos, etc. 


Artículo _56.- Mientras no se organicen cooperativamente, y sin perjuicio de lo 
dispuesto en los antículos 25,51 y 93 el Instituto podrá establecer servicios de 
maquinaria agrícola en aquellos núcleos que por su área y género de producción lo 
justifiquen. Estos servicios serán prestados, sea por administración, mediante el cobro 
de una tasa que cubra los gastos directos, intereses, reparaciones y amortizaciones o 
bien organizándolos bajo su cuidado y controlar en forma colectiva, de modo que el 
costo del equipo y sus labores se divida y cargue en partes proporcionales entre los 
colonos. 


Artículo 57.- Cuando el Instituto lo considere de interés y sin perjuicio de lo dispuesto 
precedentemente, facilitará la instalación por particulares de industrias en las colonias 
para la conservación o elaboración de sus productos. A tal efecto estará facultado para 
vender o arrendar a los interesados las tierras necesarias para asiento de las fábricas y 
sus dependencias. Los compradores no podrán enajenar los bienes referidos ni alterar 
su destino, sin autorización expresa del Instituto. 


Comprobada la violación de lo dispuesto, el Instituto podrá proceder a expropiar los 
inmuebles en cuestión, debiendo además el infractor, pagar una multa equivalente al 
valor por el cual hubiera sido adjudicada la propiedad y, en caso de arrendamiento, a la 
rescisión del contrato con la indemnización que en el mismo se establezca. 


Artículo _58.- En ausencia de formas de cooperación organizada, O 
complementándolas, el Instituto promoverá la ayuda mutua entre los colonos para la 
construcción, reparación o conservación de las obras de interés colectivo, para la 
extinción de las plagas agrícolas y para la ejecución de trabajos rurales que requieran 
concurso extraordinario de brazos. 


X - De las condiciones que deben reunir los colonos 


Artículo 59.- Los aspirantes a colonos deben reunir las siguientes condiciones: 


A) Tener 18 años cumplidos, para lo cual y a los efectos de esta ley se les declara en 
mayoría de edad; 
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B) Poseer conocimientos y aptitudes suficientes para el género de explotación a que 
vayan a dedicarse; 


C) Poseer condiciones personales y hábitos de vida que el Instituto considere 
satisfactorios. 


.- Se dará preferencia, dentro de las condiciones señaladas en el artículo 
anterior, a los aspirantes a colonos: 


A) Que posean mejores aptitudes y condiciones personales; 
B) Que se organicen en Cooperativas o Sindicatos; 
C) Que hayan acreditado mejores aptitudes en los núcleos de capacitación; 


D) Que sean agricultores desalojados o estén pendientes de desalojo, o que se 
encuentren en las condiciones previstas en el artículo 20; 


E) Que posean familia, de preferencia si ella es apta para colaborar en el trabajo del 
predio; 


F) Que sean hijos de colonos; 


G) Que sean uruguayos, o extranjeros con residencia mayor de tres años o menor de 
ese tiempo en el caso de que posean condiciones especiales a juicio del Instituto; 


H) Que sean inmigrantes que hubieran cumplido las condiciones establecidas en 
el Capítulo VI. 


Si un lote fuera solicitado por varios aspirantes que reúnan idénticas condiciones, se 
adjudicará al que lo hubiera solicitado con mayor anterioridad, o en igualdad de 
condiciones por sorteo, aplicándose tal procedimiento siempre que haya dudas. 


Con el fin de aplicar las normas de los artículos anteriores, y sin perjuicio de lo 
dispuesto en el 142, el Instituto, deberá llevar un registro público de los aspirantes a 
colonos con la información y antecedentes que acrediten los extremos exigidos. Ninguna 
otra preferencia podrá acordarse fuera de las establecidas. 


Artículo 61.- Serán obligaciones principales de los colonos: 


A) Hacer efectivos los pagos dentro de los plazos fijados en dinero o en especie 
según se hubiera convenido; 


B) Trabajar directamente el predio y habilitarlo con su familia, salvo, en este último 
caso, que la colonia esté organizada o se organice bajo el sistema de viviendas 
agrupadas en poblados; 
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C) Ajustar la explotación del predio a las normas generales que establezca el Instituto 
cuando se trate de colonización orientada (apartado B) del inciso 10) del artículo 
79 


D) Cumplir los destinos para los cuales se le acuerden los créditos, cuando se trate 
de colonización condicionada (apartado C) del inciso 10) del artículo 7"), 


E) Cumplir las indicaciones de orden general y particular que se le formulen sobre la 
conducción de la explotación y destino de sus frutos, cuando se trate de 
colonización dirigida (apartado D) del inciso 10) del artículo 7”); 


F) Asegurar sus cultivos e instalaciones, para lo cual el Instituto convendrá con el 
Banco de Seguros del Estado, una póliza en condiciones especiales; 


G) Aceptar y cumplir, aun cuando se trate de colonización libre, las normas generales 
que establezca el Instituto sobre conservación del suelo, erradicación de malezas 
y destrucción de todo agente nocivo para la producción. 


XI - De la adjudicación de tierra 


Artículo 62.- El Instituto realizará la subdivisión de los predios a colonizar, teniendo en 
cuenta la unidad económica y social del núcleo de producción a formarse y sus 
necesidades. A tal efecto, reservará o cederá las áreas adecuadas para la construcción 
de caminos y demás obras de interés general. 


Artículo 63.- El Instituto acondicionará las fracciones para su explotación conveniente. 


Con el fin de proceder al saneamiento y mejora de los terrenos y preparar condiciones 
más favorables para el desenvolvimiento normal de las colonias, el Instituto podrá 
explotar directamente, las propiedades que adquiera antes de proceder a su 
parcelación. 


La adjudicación de las tierras a los colonos podrá hacerse en cualquiera de las formas 
de colonización previstas en el Capítulo Il|, teniéndose en cuenta -de conformidad con 
el apartado 1? del artículo 8* el progresivo pasaje de los regímenes de tutela a los de 
libre administración. 


Artículo 64.- La venta de las chacras se hará al contado o a plazo hasta de 30 años, 
que podrá elevarse a 45 años, con garantía hipotecaria de las mismas. 


Artículo 65.- La determinación del valor de cada fracción a adjudicar se hará en base 
a su capacidad productividad y posibilidades de explotación, sin perjuicio de los 
aumentos que correspondan en concepto de mejoras. 


También se aplicará dicho criterio en la fijación del precio de los arrendamientos, el 
canon de la enfiteusis y el porcentaje estimado de la aparcerla. 


En los casos en que el precio fijado resultara menor que el que pudiera corresponder 
de acuerdo con el precio de adquisición por el Instituto, éste tomará a su cargo las 
diferencias. 
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Artículo 66.- Las sumas invertidas por los colonos en mejoras de carácter estable, 
útiles a la explotación a juicio del Directorio, se computarán a los efectos del pago al 
contado de la cantidad mínima exigible para la adquisición de la chacra. 


Tratándose de simple arrendamiento y aparcería, dichas sumas podrán ser 
acreditadas por el Instituto a favor del colono, en cuenta de sus obligaciones 
contractuales respectivas. 


Se computará, asimismo, para el pago por el colono del precio de compra o 
arrendamiento, el valor de los servicios que aquél aporte - según las normas que se 
establezcan- en obras y trabajos que organice el Instituto. 


Artículo 67.- No se podrá adjudicar en propiedad más que una parcela a cada colono, 
pero éste podrá adquirir una más por cada dos hijos que vivan y trabajen con él. 


Los ingenieros agrónomos, veterinarios, capataces rurales y los alumnos de las 
escuelas agrarias que hubieran terminado sus cursos con buena calificación, podrán 
adquirir hasta dos lotes para su explotación directa. En casos de excepción y mediante 
resolución fundada del Directorio, podrán extenderse a otras personas los beneficios a 
que se refiere este apartado. 


Artículo 68.- Aunque el cumplimiento regular de las obligaciones por parte de los 
colonos constituye una medida de seguridad general que hará posible el afianzamiento 
y la extensión de los planes colonizadores, el Instituto podrá diferir las fechas para el 
pago de aquéllas, o acumularlas a amortizaciones posteriores, prorrogarlas, alterar sus 
periodos, o acordar rebajas prudenciales en los servicios, contemplando las situaciones 
personales de los colonos o las anormalidades no imputables a éstos, con carácter 
excepcional y siempre que no existiere saldo en el fondo de previsión. Esta disposición 
debe entenderse sin penuicio de las obligaciones del Instituto para con el Banco 
Hipotecario. 


Artículo 69.- El Instituto estará facultado para establecer, en circunstancias especiales, 
una gradación progresiva de las cuotas y para empezar el cobro de las obligaciones 
después del cuarto año, cuando el predio fuera destinado preferentemente a cultivos de 
producción a largo plazo, previamente aprobados por dicho Instituto y siempre que las 
plantaciones se efectúen y mantengan en las condiciones que se establezcan. 


Articulo 70.- La propiedad, uso o goce de las parcelas que formen las colonias 
estarán afectados a los fines de interés colectivo que por esta ley se promueven. 


Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en cualquier forma de disfrute, 
debe hacerse con la autorización previa del Instituto Nacional de Colonización (INC) aún 
en el caso en que el colono haya satisfecho integramente sus obligaciones. 


El INC se opondrá a cualesquiera de estas operaciones cuando entienda que 
contrarian el principio establecido en el inciso primero de este artículo, siendo nulos de 
pleno derecho toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en cualquier forma 
de disfrute relativa al predio, voluntaria o forzosa, que se realice sin el consentimiento 
de aquél. 


Los Registros respectivos no inscribirán negocio alguno que no cuente con la 
constancia de haberse otorgado por parte del INC, la autorización respectiva. 


El Directorio del INC podrá acceder a estas operaciones aunque ellas no se ajusten al 
principio enunciado, en casos excepcionales y por resolución fundada, adoptada por un 
mínimo de cuatro votos conformes. Asimismo, podrá exigir al colono la realización de 
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un llamado público a interesados, previo a la enajenación o a la cesión en cualquier 
forma de disfrute del predio afectado a los fines de interés colectivo promovidos por esta 
ley. 


Decláranse válidos los contratos realizados relativos a las parcelas adquiridas a la 
Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay, bajo la 
vigencia de leyes de fomento rural, así como al Instituto Nacional de Colonización, 
inscriptos en los Registros públicos hasta la entrada en vigencia de la presente ley. (*) 


Facúltase al Instituto Nacional de Colonización a exigir a los propietarios de las tierras 
afectadas el registro de sus títulos en la institución, en la forma y condiciones que 
establecerá la reglamentación que a tales efectos dicte el Poder Ejecutivo. El 
incumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior habilitará al Instituto Nacional de 
Colonización a aplicar una multa a los titulares del predio por el equivalente de hasta el 
25% (veinticinco por ciento) del valor del inmueble fijado por la Dirección Nacional de 
Catastro. 


Fuente: Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
artículo 15. 

Ley N* 18.756, de 26 de mayo de 2011, 

artículo 4. 


Artículo 71.- La adjudicación de tierras en propiedad que el Instituto Nacional de 
Colonización realice, se hará en el bien entendido de que podrán ser expropiadas en 
cualquier tiempo y contra cualquier propietario, cuando la tierra subdividida se concentre 
de nuevo o se subdivida en forma excesiva, o se deje de explotar o se explote en forma 
que desvirtúe el objeto de la colonización. 


Fuento: Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
artículo 15. 


Xi! - De la colonización en tierras de regadío 


Artículo 72.- Tratándose de tierras puestas bajo régimen de regadío por obras 
construidas por la Administración Pública, se estará a lo que disponga la legislación 
vigente o a dictarse en cuanto a los índices de riego y canon a aplicarse, parcelamiento, 
sistemas de embalse, canales, financiación, dirección técnica y administrativa de las 
obras, etc. 


En los contratos de compraventa, arrendamiento o cualquier otra forma de disfrute de 
estos terrenos, se establecerá necesariamente lo siguiente: 


A) Que deberán mantenerse en explotación adecuada; 


B) Que estarán sujetos a las servidumbres gratuitas de agua o de regadío que 
integren el sistema; 


C) Que sus propietarios o tenedores utilizarán el régimen de irrigación de acuerdo 
con las reglamentaciones; 


D) Que se construirán o mantendrán en buen estado los causes para el riego y 
desagúes. 
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Las condiciones establecidas en los incisos anteriores afectan el bien, y el propietario 
que dejase de cumplir cualquiera de ellas dará mérito a que le sea expropiado por el 
valor que hubiera pagado por la tierra, más el importe de las mejoras autorizadas, sin 
otra indemnización. 


Si los terrenos fuesen ocupados en arrendamiento u otra forma de disfrute temporal, 
el desalojo se operará en los términos dispuestos por el apartado 2”. del artículo 101. 


Xill - De la habilitación de las colonias 


Artículo 73.- El Instituto podrá declarar salidas de su administración y aún del régimen 
instituido por esta ley, total o parcialmente, las colonias establecidas o que se 
establezcan, cuando se presenten o concurran algunas de las siguientes circunstancias: 


A) Que los colonos en su gran mayoría hayan cancelado sus obligaciones; 


B) Que el valor de las mejoras o del suelo imposibilite prácticamente la concentración 
de la propiedad; 


C) Cuando la densidad de la población o del crecimiento urbano o industrial, o 
posibilidades de otro género de producción, señalen su conveniencia económica 
y social. 


XIV - De las relaciones de! Instituto con el Banco Hipotecario del Uruguay 


Artículo 74.- El Banco Hipotecario del Uruguay, otorgará al Instituto de Colonización, 
préstamos hipotecarios de hasta el 85% del valor de sus inmuebles rurales, estándose, 
en cuanto a la fijación de este valor, a las reglas establecidas en la ley Orgánica del 
primero. 


Sobre las operaciones enunciadas en este artículo, el Banco Hipotecario sólo percibirá 
el 1/2% de comisión. 


Artículo 75.- Los préstamos que el Banco Hipotecario acuerde no excederán del 15% 
del monto total de cada serie de títulos hipotecarios que emita el Banco, excluidas las 
especiales, e incluyéndose en el porcentaje máximo indicado, tanto las operaciones de 
ese género que realice el Instituto, como aquéllas de que se ocupa el artículo 23, 


Cuando el saldo de los préstamos acordados después de la promulgación de la 
presente ley y fuera de las condiciones de los préstamos ordinarios, sobrepase, en 
conjunto, el 10% del monto total de los títulos en circulación - excluidas las series 
especiales -, el Banco Hipotecario y el Instituto de Colonización, por intermedio del 
Poder Ejecutivo darán cuenta a la Asamblea General, a los fines de obtener autorización 
legislativa para la ampliación del límite señalado. 


Artículo 76.- En los préstamos a que se refiere esta ley, el Banco Hipotecario queda 
autorizado para prescindir de las reglas prescriptas por los artículos 53, 54 y 58 y demás 
disposiciones de su Carta Orgánica, que se opongan a la presente ley. 


Las propiedades gravadas de acuerdo con esta ley, responderán preferentemente al 
capital y servicio de la deuda hipotecaria. 
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Artículo 77.- Previamente a la enajenación de lotes a los colonos, el Instituto obtendrá, 
en caso de existir o constituirse gravamen a favor del Banco Hipotecario la división del 
mismo en proporción al valor de tasación de cada predio deslindacdo, aunque las 
obligaciones emergentes del gravamen total quedaran a cargo del Instituto, 


Artículo 78.- El Instituto, al vender propiedades gravadas en el Banco Hipotecario del 
Uruguay, sin que se efectúe la sustitución de deudor, continuará sirviendo el gravamen 
existente, subrogándose a su favor los derechos del Banco frente al comprador. Para 
realizar la novación de la hipoteca se requerirá también la conformidad del Instituto. 


Para integrar el precio de compra, podrá el Instituto con la base de dicha deuda, 
conceder préstamos en segunda hipoteca hasta el 85% del precio de venta, pudiendo 
completar en casos especiales, la totalidad de dicho valor. 


El comprador deberá abonar al Instituto, además del servicio del préstamo concedido 
por éste, los que correspondan a la deuda pendiente con el Banco Hipotecario. La falta 
de pago por parte del colono de ambos servicios o de uno de ellos, vencidos los noventa 
días del plazo estipulado para hacerlos efectivos, dará lugar por parte del Instituto, a la 
aplicación de las medidas que correspondan, sin perjuicio de las que puede adoptar el 
Banco Hipotecario en defensa de su crédito. 


El Instituto deberá entregar al Banco Hipotecario los importes de las ventas y 
amortizaciones o pagos adelantados que efectúen los compradores o promitentes 
compradores hasta la cancelación del préstamo respectivo. 


Artículo 79.- Los préstamos que se hubieran acordado para la adquisición de predios 
aislados, al amparo de cualquiera de las leyes de colonización que por ésta se derogan, 
se regirán por la ley según la cual hubieran sido contratados hasta su total cancelación. 


Artículo _80.- Mientras el Instituto no organice sus servicios propios, las tierras 
adquiridas por él y las adjudicadas de acuerdo con esta ley serán escrituradas 
gratuitamente por los escribanos del Banco Hipotecario del Uruguay. Las escrituras 
estarán libres de toda clase de impuestos y derechos. Los colonos gozarán durante los 
diez primeros años, a contar de la fecha de la escritura de adjudicación, de la 
exoneración del pago de Contribución Inmobiliaria y adicionales que se liquiden y 
perciban conjuntamente con ésta. 


Artículo 81.- Las colonias transferidas por el Banco Hipotecario al Instituto, en virtud 
de esta ley, continuarán rigiéndose, en lo que proceda y con respecto a las operaciones 
ya concluidas y a los contratos en vigencia, por las disposiciones legales bajo cuyo 
imperio hubieran sido implantadas. 


No obstante el Instituto procurará, dentro de sus facultades, o por medio de acuerdos 
con los colonos o con el Banco Hipotecario, irlas adaptando a las normas instituidas por 
el presente estatuto legal. 


Artículo 82.- Sin perjuicio de las garantías que se establecen precedentemente y de 
las que adopte de conformidad con su Carta Orgánica, el Banco Hipotecario del 
Uruguay, prestará su apoyo y colaboración a la gestión del Instituto y al cumplimiento 
de las finalidades que determinan su creación. 
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XV - Del fondo de previsión 


Artículo 83.- Los colonos, cualquiera sea la condición en que ocupen la tierra, excepto 
las formas remunerada y de disfrute precario, aportarán anualmente al Instituto las 
cantidades en efectivo o su equivalente en productos que éste determine de acuerdo 
con el resultado de la explotación, y que no excederán del 4% del precio fijado al lote 
respectivo. 


Con estas cantidades se formará en la cuenta de cada colono un fondo de previsión 
obligatorio que no superará el 20% de dicho precio, 


Los porcentajes establecidos precedentemente podrán ser mayores cuando así lo 
acuerde el colono con el Instituto. 


Si el rendimiento de la explotación, contempladas las necesidades del sustento del 
colono y su familia, no lo permitiesen, el Instituto podrá transferir el pago para los años 
subsiguientes. 


Artículo 84.- El fondo de previsión, que gozará de un interés del 5%, se destinará a 
cumplir subsidiariamente las obligaciones relativas al servicio de la deuda hipotecaria, 
de los préstamos, del canon de la enfiteusis o del arrendamiento, cuando el colono 
justifique no poder satisfacerlas con el producto de su trabajo o por causas de fuerza 


mayor. 


Una vez que el fondo sobrepase el 10% del precio atribuido al lote, el colono podrá 
destinar el excedente a amortizaciones extraordinarias de los préstamos, fundiario o de 
otra especie, a la realización de mejoras, a la formación de la entrega inicial si tuviese 
opción de compra, a la integración del capital de Sociedades Cooperativas o a otras 
inversiones útiles a la explotación a juicio del Directorio. 


Artículo 85.- Si el colono abandonara la chacra, voluntariamente o no, su capital de 
previsión se empleará en primer término, en el pago de sus deudas pendientes con el 
Instituto de Colonización; y el saldo -si lo hubiere- quedará a su disposición. En el 
importe de las deudas se incluirán las bonificaciones que pudieran habérsele acordado 
en el precio del bien, o de su tenencia, y las rebajas y exoneraciones que se le hubieran 
concedido por concepto de servicios hipotecarios, impuestos y derechos notariales. 


Si las causas que determinaran el alejamiento del colono fueran justificadas a juicio 
del Instituto, éste podrá dejar sin efecto lo dispuesto en el apartado anterior. 


XVI - De la capacitación de los colonos 


Artículo 86.- El Instituto dedicará preferentemente atención a la capacitación de los 
aspirantes a colonos, que no llenen las condiciones exigidas por el inciso B) del artículo 
59 mediante una adecuada instrucción y correspondiente práctica, con la finalidad de 
prepararlos en el conocimiento de las tareas rurales e irlos habilitando para la libre 
administración de la empresa agraria. 


Estas funciones se cumplirán: 
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A) Organizando núcleos o prácticas especiales con ese objeto, de preferencia dentro 
de las colonias, y bajo dirección experimentada, o utilizando los servicios públicos 
existentes (Facultad de Agronomía, Universidad del Trabajo, etc.); 


B) En establecimientos rurales privados, de acuerdo con los reglamentos que se 
dicten; 


C) Facilitándoles la tierra en disfrute precario (apartado E) del inciso 3* del artículo 
7%) o 


D) Bajo las formas previstas para la colonización remunerada sea ésta agricola, 
ganadera o forestal (apartado E) del inciso 10* del artículo 7), 


Í .- El Instituto procurará de modo especial atraer a estos núcleos y 
actividades a los pobladores de la campaña que carezcan de medios permanentes de 
vida, preferentemente a los jóvenes, pudiendo adoptar para estos casos providencias 
complementarias, dirigidas a tutelarlos y prepararlos para un trabajo útil y una buena 
administración del hogar. 


Artículo 88.- Los aspirantes a que se refieren los artículos anteriores podrán pasar a 
los otros regímenes ce colonización una vez que hayan adquirido, a juicio del Instituto, 
la idoneidad y condiciones adecuadas. 


Artículo 89.- Sin perjuicio de poderlo hacer directamente, el Instituto de Colonización 
colaborará con los Ministerios y organismos competentes en la implantación, dentro de 
las colonias o zonas adyacentes, de escuelas o cursos destinados a la enseñanza 
agraria, general o especializada, y en la preparación de los colonos o sus hijos para los 
trabajos y oficios necesarios para el desarrollo normal de las actividades. 


Con los mismos fines, podrá gestionar de la Universidad del Trabajo, y aun conceder 
becas para estudiar en las Escuelas Industriales de especialización, debiendo asimismo 
facilitar a los hijos de los colonos las oportunidades de ampliar su cultura respetando su 
vocación y aptitudes. 


El Instituto podrá también establecer un sistema de becas y bolsas de viaje para el 
perfeccionamiento de los colonos y de los funcionarios técnicos y administrativos en los 
centros de enseñanza y de trabajo del extranjero. 


Esas becas serán discernidas anualmente, previo llamado a aspiraciones y con el 
dictamen de tribunales especializados que tendrán en cuenta las aptitudes, 
antecedentes y méritos de los aspirantes, así como las conveniencias de incorporar al 
Instituto las experiencias más útiles de otros países. 


Artículo 90.- Al efecto de propiciar la concurrencia a los centros de enseñanza agraria, 
el Instituto acordará un tratamiento especial a sus egresados, de acuerdo con la 
reglamentación que al respecto dicte. Cada año, podrá donar un predio, dentro de sus 
colonias o grupos colónicos, entre los postulantes egresados de dichos centros, a los 
que mejor calificación hayan obtenido. 


Este beneficio podrá hacerse extensivo a los que hubieran demostrado mayores 
aptitudes en cualquiera de las formas de capacitación a que se refiere el artículo 86, 
como asimismo a los colonos cuyas explotaciones puedan considerarse ejemplares. 
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XVII - De los créditos 


Artículo 91.- Además del fundiario, el Instituto podrá conceder préstamos para la 
compra de útiles de labranza, máquinas, animales, semillas, gastos de alimentación, de 
siembra, recolección y comercialización de las cosechas, etc., con el fin de capacitar 
económicamente a los colonos, de acuerdo con las necesidades de la explotación a que 
se dediquen. 


Asimismo y con el fin de promover una explotación ganadera, sea ésta principal o 
complementaria de la agricola, el Instituto acordará préstamos para la adquisición de 
semovientes - sea que éstos constituyan un renglón permanente de producción, o se 
destinen temporariamente a su preparación en cultivos de cereales forrajeros o 
rastrojos- y para la construcción de silos para el almacenamiento y reserva de henos y 
granos, preferentemente bajo régimen cooperativo. 


Estos préstamos - de habilitación agrícola, ganadera y granjera- se acordarán 
teniendo en cuenta fundamentalmente la conveniencia de sus finalidades -a cuya 
aplicación correcta, que será debidamente contraloreada, estarán condicionados- y la 
capacidad moral, de trabajo y administración de los solicitantes. 


Artículo 92.- Los interesados deberán presentar, con la correspondiente solicitud, el 
plan de explotación que se proponen realizar, con indicación de las cifras aproximadas 
de producción y gastos. El beneficiario del crédito está obligado a darle a éste la 
aplicación para la cual la operación hubiera sido convenida. En caso de presentarse 
para ello dificultades insalvables, deberá hacerlas conocer de inmediato al Organismo 
a los efectos que correspondan. 


Además de la facultad de practicar inspecciones y exigir documentos para comprobar 
la inversión de los fondos, el Instituto tendrá la de disponer las medidas que considere 
convenientes, en caso de abandono o descuido por parte del prestatario de los efectos, 
cultivos o explotaciones que hayan sido objeto del préstamo, pudiendo realizar los 
trabajos necesarios a su continuidad y preservación, cargando su costo en la cuenta del 
omiso. 


Los préstamos se harán en dinero o en especie, escalonándose en cuotas que se irán 
entregando a medida que se vayan cumpliendo las distintas labores. 


Artículo 93.- Tratándose de maquinaria agrícola, de elementos de transporte y, en 
general, de dotaciones que exijan una considerable inversión, se procurará que las 
adquisiciones se realicen en común cuando aquéllas sean susceptibles de ser utilizadas 
por varios colonos, 


Artículo 94.- El Instituto promoverá la constitución en cada colonia de una sociedad de 
fomento que servirá de órgano intermediario de sus pobladores en sus necesidades de 
crédito - si este crédito no pudiese organizarse en forma mutua o cooperativa- de 
servicios o mejoras. 


La dirección o administración de las colonias y el Directorio del Instituto, prestarán 
preferente atención a las cuestiones que las sociedades promuevan respecto de la 
situación, defensa y progreso del núcleo en general y de los colonos en particular. 


Artículo 95.- El Instituto estudiará tipos económicos de vivienda rural, concediendo 
préstamos hasta del 25% del valor de cada predio, para poblaciones y mejoras útiles. 
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Aplicará, para estos préstamos, una amortización correlativa a la naturaleza de la 
población o mejora. 


Cuando ese porcentaje fuere considerado insuficiente, podrá ampliarse en las 
condiciones que se reglamentará. 


Artículo 96.- El Instituto podrá igualmente acordar con los colonos hacerse cargo de 
la construcción, o bien sustituir los préstamos en efectivo, construyendo en los lotes de 
tierras, la vivienda, alambrados y otras mejoras que considere necesarias para la 
explotación, en las condiciones que establece el artículo anterior, Tratándose de 
arrendatarios, enfiteutas o aparceros que se acojan a esta última fórmula, la 
amontización e intereses que proporcionalmente correspondan a las mejoras, se 
incluirán en el precio de la renta o del canon, o en la porción estimada de la cosecha. 


Artículo 97.- Además de los establecidos precedentemente, el Instituto podrá acordar 
créditos individuales o colectivos para la ejecución de obras de desecación o 
forestación, servicios de interés común e instalaciones de aprovechamiento de las 
aguas para el riego o la producción de energía. 


Artículo 98.- El objeto del crédito otorgado o los productos derivados de su inversión, 
según sea su destino, respectivamente, capital mobiliario o capital circulante, quedarán 
sometidos automáticamente al régimen de prenda agraria en favor del Instituto. 


Artículo 99.- El Instituto podrá recibir, en pago de las obligaciones del colono, los 
productos de la tierra materia del contrato a los precios oficiales - si hubieran sido fijados- 
o corrientes para aquellos. 


Artículo 100.- El Banco de la República otorgará al Instituto un crédito en cuenta 
corriente, con la garantía subsidiaria del Estado, a un interés inferior al menor fijado para 
sus colocaciones, por el monto que se acuerde entre la primera institución nombrada, el 
Poder Ejecutivo y el Instituto de Colonización. Con dichos fondos, más los que la ley le 
atribuye, el Instituto satisfará las necesidades del crédito dentro de las colonias o 
explotaciones que organice o atienda. 


XVIII - De las rescisiones 


Artículo _101.- El Instituto Nacional de Colonización (INC) podrá rescindir 
unilateralmente los compromisos contraídos cuando el colono arrendatario, aparcero o 
promitente comprador incurriere en una de las siguientes situaciones: 


A) Dejare de pagar dos anualidades vencidas. 

B) No se ajustare a las normas de la explotación dispuesta, según se trate de 
colonización orientada, condicionada, dirigida o similares. 

C) Fuere causa de perturbaciones o desórdenes en la colonia. 

D) Se dedicare a explotar otro u otros predios no adjudicados por el INC o se 
dedicare a cualquier actividad en menoscabo de la explotación del que le haya 
sido adjudicado. 

E) No cumpliere con cualquiera de las condiciones que estipulan la presente ley 
y sus respectivas reglamentaciones. 


Declarada la rescisión por el INC y notificada administrativa o judicialmente, previa 
inspección y evaluación de las mejoras autorizadas incorporadas, el colono deberá 
efectuar la entrega inmediata del predio, sin perjuicio de la deducción de los recursos 
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administrativos previstos en el artículo 317 de la Constitución de la República y la ulterior 
acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


En caso de no desocupar voluntariamente el inmueble, el INC podrá demandar 
judicialmente su libre disponibilidad deduciendo la acción de entrega de la cosa prevista 
en el artículo 364 del Código General del Proceso, según el procedimiento monitorio 
previsto por los artículos 354 a 


350 del mismo; debiendo el magistrado actuante rechazar 'in limine' toda excepción 
que no sea la excepción de pago. El proceso de entrega de la cosa se aplicará 
igualmente para desocupar los inmuebles en los casos de rescisiones dispuestas por el 
INC respecto de los contratos de disfrute precario celebrados de conformidad con el 
artículo 136 de la presente ley. Serán competentes para entender en los respectivos 
juicios, según la cuantía del asunto, los Jueces de Paz o los Jueces Letrados de Primera 
Instancia de! lugar en que esté ubicado el inmueble, a que se hace referencia en la Ley 
N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


Siempre que el colono entregue voluntariamente la fracción que ocupa -se haya 
declarado o no la rescisión del contrato de arrendamiento- el INC procederá por medio 
de sus servicios a la tasación de las mejoras incorporadas notificando al colono del 
monto establecido como valor de aquéllas. Este monto será reliquidado al momento en 
que el INC esté en posesión del predio. 


Fuente: Ley N” 18.187, de 2 de noviembre de 2007, 
artículo 15. 


Ley N* 18.756, de 26 de mayo de 2011, 
artículo 7”, 


Artículo 102.- A los colonos propietarios con gravamen pendiente, que incurriesen en 
cualquiera de las situaciones a que alude el artículo anterior, se les podrá reducir el 
préstamo hipotecario al 50%, debiendo pagar la amortización extraordinaria 
correspondiente, so pena de ejecución, y sin perjuicio de las devoluciones que 
correspondan, de acuerdo con la disposición citada en la parte final del artículo que 
antecede. Igual procedimiento se adoptará en el caso de las colonizaciones aisladas a 
que se refiere el artículo. 


Artículo _103.- Cuando falleciere el colono arrendatario o aparcero promitente 
comprador, el Instituto podrá transferir, por simple vía administrativa, los compromisos 
que hubieren quedado pendientes, a la viuda o a uno de sus hijos -si fuera solicitada y 
no hubiera oposición de los demás herederos- siempre que se comprobara la idoneidad 
y capacidad de trabajo de alguno de los nombrados. 


Cuando no se hiciere la transferencia, el Instituto recuperará la disponibilidad de la 
tierra - por igual procedimiento- pudiendo hacerse cargo de ella sin más trámite. En tal 
caso, devolverá a la sucesión del colono, el correspondiente fondo de previsión, 
abonando -además- las indemnizaciones correspondientes a las poblaciones y otras 
mejoras útiles que aquél hubiere introducido en el predio con consentimiento del 
Instituto. Previamente a la liquidación de la suma respectiva, se descontará el importe 
de otras deudas que el colono hubiere dejado pendientes con el Instituto de 
Colonización. 


Artículo 104.- Si se produjese el fallecimiento del colono propietario, podrán sus 
sucesores continuar con la explotación del predio, siempre que estuvieran de acuerdo y 
cumplieran con las obligaciones que preceptúa la presente ley. Si no hubiera acuerdo, 
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el lote deberá ser subastado con admisión de postores extraños que reúnan los 
requisitos que la ley exige para ser colonos, teniendo preferencia en la adjudicación en 
igualdad de condiciones, el cónyuge supérstite, los hijos, padres o hermanos del colono 
fallecido. 


A falta de interesados, el Instituto podrá adquirir la parcela por el precio pagado por 
ella por el comprador, más el importe actualizado de las mejoras. 


Igual procedimiento se seguirá en lo que sea aplicable, en caso de fallecimiento de la 
mujer del colono. 


Artículo 105.- Tratándose de colonos enfiteutas, arrendatarios o aparceros, se estará 
-en lo que corresponde- a lo dispuesto por los artículos anteriores. 


Artículo 106.- Será compensado el valor de las mejoras realizadas con aprobación del 
Instituto, por los colonos arrendatarios o aparceros, cuando éstos deban abandonar el 
predio, por conclusión del contrato, salvo convención en contrario. 


En todos los casos a que se refiere este capítulo, por valor de las mejoras se entiende 
el que éstas posean en el momento de recibir su posesión el Instituto, y el justiprecio de 
ellas y su indemnización serán fijados por el Directorio de este Organismo, previo 
asesoramiento de la Sociedad de Fomento local y citación para audiencia del 
interesado, 


Artículo 107,- Serán irrevocables las resoluciones que declaren rescindido un contrato 
o fijado el monto de la indemnización por mejoras, cuando fueran adoptadas por 
unanimidad. En caso contrario, podrán ser apeladas ante un Tribunal constituido por un 
representante de cada una de las partes y el Juez de Paz seccional, y que actuará de 
acuerdo con los procedimientos que establezca la reglamentación. 


XIX - Del capital y recursos financieros 


Artículo 108.- El capital del Instituto Nacional de Colonización lo constituirán: 


A) Los bienes que actualmente integran el patrimonio de la Sección Fomento Rural y 
Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay - inmuebles, muebles, títulos, 
efectivo, créditos, acciones, cauciones, etc.; 


B) La emisión de veinte millones de pesos (pesos 20:000.000.00) nominales de 
Títulos de Fomento Rural y Colonización. 


El interés, amortización y demás condiciones que regirán para la emisión de los 
títulos, serán iguales a los que rigen para los Títulos que están actualmente en 
circulación. 


El Poder Ejecutivo podrá emitir uno o varios bonos mientras no se impriman los 
títulos correspondientes. 


El Instituto Nacional de Colonización queda facultado para vender o caucionar 
parte o la totalidad de la deuda o de los bonos en el Banco de la República, Caja 
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Nacional de Ahorro Postal, Banco Hipotecario o Banco de Seguros -los que 
quedan autorizados para este efecto o en otras instituciones de crédito; 


C) El aporte de un millón de pesos tomados del fondo de Diferencias de Cambio; 
D) Los beneficios liquidos que destine a capitalización; 

E) El importe de las multas que se apliquen de acuerdo con la presente ley; 

F) Las donaciones y legados que reciba. 


El Instituto de Colonización dispondrá de este capital, así como de los demás recursos 
que le otorga la presente ley, para el cumplimiento de los cometidos que la misma le 
asigna. 


Artículo 109.- El servicio de la deuda emitida de acuerdo con el artículo precedente y 
la ley de 31 de diciembre de 1945, se atenderá con los recursos especiales que se 
establecen a continuación: 


A) El producto de los impuestos en vigor, creados por la ley mencionada en el 
parágrafo anterior; 


B) El producto de los impuestos que se establecen en el capítulo XX; 


C) Los ingresos que se perciban en concepto de regularización de la situación de la 
propiedad raíz que no acredite salida del dominio fiscal, de conformidad con las 
leyes que se dicten; 


D) Las contribuciones de $ 50.000.00 cada una, a cargo de los Bancos de la 
República y Seguros y de la ANCAP, las que serán imputadas por los 
contribuyentes a sus gastos de gestión. Esta contribución se elevará hasta el 10% 
de las utilidades líquidas de cada uno de los referidos Entes Autónomos, una vez 
que éstos se encuentren liberados, en esa o mayor proporción, de sus aportes a 
Rentas Generales; 


Si hubiera déficit, éste se imputará a Rentas Generales. 


Artículo _110.- Del excedente de entradas, una vez cubiertos los presupuestos y 
obligaciones y hechas las provisiones que correspondan, y del producto de la deuda 
emitida, el Instituto aplicará hasta el 15% a la formación de una reserva de tierra de su 
propiedad, que no podrá enajenar ni transferir a ningún título, destinándola a la 
colonización en cualquiera de las formas instituidas de disfrute temporal o a la 
explotación propia, a la repoblación forestal o a los otros fines previstos en esta ley. 


XX - De los impuestos 


Artículo 111.- Todo propietario que cede a terceros el uso o goce de un predio rural, 
obteniendo en compensación un lucro, pagará un impuesto progresivo anual que se 
calculará sobre el aforo para el pago de la contribución inmobiliaria, de acuerdo a la 
siguiente escala: 
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Artículo 112.- Tratándose de propietarios, que cedan el uso de más de un predio rural 
o fracción, la determinación del grado de la escala que corresponda aplicar se hará 
acumulando los aforos de todos los predios o fracciones. 


Artículo 113.- A los efectos del artículo anterior, se considerarán como pertenecientes 
a un mismo propietario los inmuebles de pertenencia del cónyuge y de los hijos bajo 
patria potestad, legalmente administrados o usufructuados por los padres. 


Artículo 114.- Cuando el valor de las mejoras complementarias incorporadas por el 
propietario a un predio lo justifique por su importancia y utilidad, la Dirección de 
Impuestos Directos a solicitud del interesado, propondrá al Poder Ejecutivo la rebaja de 
hasta el 50% del impuesto, pudiendo llegarse a la exoneración total cuando las mejoras 
determinen un aumento apreciable de la capacidad productiva del campo y aseguren 
buenas condiciones de habitación a sus pobladores. 


Artículo 115.- El impuesto se percibirá por la Dirección General de Impuestos Directos 
en la Capital, y por las respectivas Administraciones de Rentas en los Departamentos 
del interior de la República, al mismo tiempo que la Contribución Inmobiliaria y se 
abonará por años completos, cualquiera sea el tiempo de formalización de los contratos 
respectivos y su vencimiento. 


Artículo 116.- En caso de que el locatario, aparcero o cesionario hiciera uso del plazo 
legal para el desalojo, la iniciación del juicio respectivo por la otra parte quedará 
condicionada al pago anticipado del impuesto correspondiente a dicho periodo, 


Artículo 117.- Al efecto de la correcta percepción de este impuesto, se organizará un 
registro permanente de propietarios de tierras, con especificación de aquellos que no 
las exploten directamente. 


Artículo 118.- Los locatarios, aparceros o cesionarios que deseen ceder el contrato, 
subarrendar el predio o cederlo a terceros en aparcerías o a cualquier otro titulo, sufrirán 
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un impuesto anual de uno por mil aplicado al aforo para el pago de la contribución 
territorial, cualquiera sea su valor. 


ículo 119.- El impuesto creado por el artículo anterior se percibirá por la Dirección 
General de Impuestos Directos en la Capital, y las respectivas Agencias de Rentas en 
los Departamentos del interior de la República. 


Artículo 120.- El obligado deberá consignar de una sola vez el que corresponda al 
tiempo de duración del contrato con las excepciones que determinará la reglamentación 
de esta ley, 


Artículo __121.- Quedan exceptuados de este impuesto las cesiones y 
subarrendamientos realizados por causas de inhabilitación fisica del arrendatario o 
aparcero originario, sobrevenida con posterioridad al contrato, o por muerte de los 
mismos, cuando la familia no contara con un miembro con capacidad para sustituirlo en 
la explotación del predio. 


Artículo 122.- La falta de pago del impuesto establecido por este capítulo, será penada 
en la forma establecida en el artículo 20 de la ley N* 9.189, de 4 de enero de 1934, y los 
juicios para el pago de las deudas así originadas, se substanciarán en la forma indicada 
en la misma ley. 


XX! - De la inembargabilidad 


Artículo 123.- Los adelantos que para la compra de tierras al Ente pudieran hacer los 
colonos, como asimismo el fondo de previsión que por el capitulo XV se organiza, serán 
inembargables por terceros. Lo serán también los predios adquiridos de conformidad a 
la presente ley, las mejoras, máquinas, útiles y animales de trabajo y las cosechas, hasta 
tanto el colono no haya abonado el 50% de su deuda con el Banco Hipotecario y con el 
Instituto, salvo por aquellas obligaciones que provengan -precisamente- de las 
hipotecas constituidas y de las operaciones realizadas para la construcción de aquellas 
mejoras, para la adquisición de las referidas máquinas, útiles y animales de trabajo, o la 
preparación y recolección de las cosechas, y que se hubieren contraído con el Instituto 
o con su expresa autorización. 


Lo dispuesto en el apartado anterior no rige para los casos de obligaciones 
provenientes de impuestos, de pensiones alimenticias decretadas judicialmente y de 
condenaciones penales y debe entenderse sin perjuicio de otros privilegios de 
inembargabilidad que acuerdan las leyes en vigor. 


XXil - De la colonización privada. 


Artículo 124.- El Ministerio de Ganadería y Agricultura estimulará la colonización 
agrícola privada, orientándola hacia los fines de la colonización oficial, y, sin perjuicio de 
su competencia, podrá encomendar al Instituto la vigilancia del cumplimiento de las 
condiciones que en este Capítulo se establecen. 


Artículo _125.- Toda subdivisión de fondos de la extensión que determine la 
reglamentación efectuada con el objeto de ser colonizados por los particulares, para 
ampararse a los beneficios que acuerda el artículo siguiente, deberá ajustarse a las 
condiciones que a continuación se expresan: 
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A) Adecuación de la tierra al tipo de colonización elegido; 


B) Proximidad de los mercados o puertos de embarque, o disponibilidad de vías de 
comunicación, según el género de explotación que se realice; 


C) Fraccionamiento apropiado que consulte las condiciones de los terrenos en los 
sentidos topográfico, agrológico, de provisión de agua, etc.; 


D) Cesión sin compensación de los espacios libres eventualmente necesarios para la 
construcción de caminos, escuelas, locales para cooperativas, graneros, servicios 
policiales y sanitarios, etc.; 


E) Autorización del Ministerio de Ganadería y Agricultura con conocimiento del 
respectivo plan de colonización y sus características, previo informe del Instituto 
Nacional de Colonización. 


Artículo 126.- Los propietarios que destinen inmuebles a la colonización, de 
conformidad con lo que establece el artículo anterior, quedarán eximidos, en la 
extensión colonizada o cedida con arreglo al inciso D) de la disposición citada, del pago 
de la Contribución Inmobiliaria y sus adicionales, por el término de 10 años. En estos 
casos, tratándose de colonización por el sistema de venta o promesa de venta, la 
operación respectiva estará exenta de todo impuesto sobre transacciones de inmuebles. 


El Banco Hipotecario del Uruguay, previo informe del Instituto, podrá acordar a los 
colonizadores particulares préstamos sobre tierras hasta el 80% de la tasación que 
practique, pudiendo exigir la constitución de un fondo especial que garantice el pago 
puntual de las cuotas hipotecarias. 


En casos especiales, con acuerdo del Poder Ejecutivo, el Instituto podrá otorgar 
préstamos complementarios para colonización privada con preferencia cuando ésta se 
realice con productores agremiados. 


La concesión de estos beneficios queda subordinada a la fijación de precios de venta 
o arrendamiento y condiciones de trabajo razonables para los colonos. 


XXI! - Disposiciones generales y transitorias 


Artículo 127.- No podrán ampararse a los beneficios de esta ley, en cuanto acuerda a 
los colonos rebajas o facilidades de orden especial, las personas que a juicio del Instituto 
por su situación económica estén en condiciones de realizar las explotaciones con sus 
propios recursos 


No obstante, el Instituto podrá operar con ellas en condiciones corrientes para los 
negocios de que se trate, cuando lo considere de conveniencia o no existan otros 
interesados, y prestarles asistencia técnica. 


Artículo 128.- El Estado garantiza las operaciones que realice el Instituto Nacional de 
Colonización. 


Artículo 129.- Las tierras y edificios de propiedad del Instituto y sus bienes en general, 
como asimismo las operaciones que efectúe, estarán exentas de Contribución 
Inmobiliaria y adicionales, sellos, timbres e impuestos en general. 
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Estará exento también el Instituto, de sellados y cualquier clase de derechos e 
impuestos, en las actuaciones o gestiones en que intervenga, por sí o en representación 
de terceros ante los Tribunales y Juzgados de la República, o ante cualquier otra 
autoridad pública, y gozará de franquicias postal y telegráfica. 


Artículo 130.- El primer Directorio del Instituto estará compuesto por cinco miembros, 
tres de los cuales, entre ellos el Presidente, serán designados por el Poder Ejecutivo, 
debiendo, dos por lo menos, ser técnicos o personas de reconocida capacidad en la 
materia, y los dos restantes de acuerdo con lo que se determina a continuación. 


Cada una de las federaciones u organizaciones de fomento rural que tengan carácter 
nacional, cuente con personería jurídica y más de dos años de funcionamiento, 
propondrá dos candidatos que deberán reunir las condiciones establecidas 
precedentemente. 


El Poder Ejecutivo elegirá dos titulares y dos suplentes dentro del conjunto de 
personas propuestas, 


Si por cualquier circunstancia no se hubiese hecho la proposición más arriba aludida 
dentro de los quince días siguientes a la convocatoria que al efecto hará el Poder 
Ejecutivo, éste procederá a hacer la designación directamente. 


La especificación de las organizaciones o federaciones llamadas a intervenir, como 
asimismo el procedimiento para la elección, serán establecidos en la reglamentación de 
esta ley. 


Artículo 131.- El Instituto podrá convenir con el Servicio Oceanográfico y de Pesca la 
instalación de colonias mixtas, pesqueras y agrarias. 


Artículo 132.- El Ministerio de Ganadería y Agricultura, por intermedio de sus oficinas 
técnicas, procederá - una vez que le fueren asignados los recursos necesarios- a la 
realización de estudios agrológicos y agroeconómicos del país, los que serán puestos a 
disposición del Instituto de Colonización a sus efectos. En base a sus conclusiones, 
tanto la colonización pública como la privada, deberán seguir las líneas de máxima 
posibilidad económica para el éxito de la misma. 


Artículo _133.- El Poder Ejecutivo, con la colaboración y asesoramiento de los 
organismos especializados, estudiará y propondrá a la Asamblea General un plan 
relativo a las siguientes cuestiones: 


A) Establecimiento de un seguro obligatorio que cubra los riesgos agrícolas, 
encarando la creación de un fondo de previsión de formación colectiva; 


B) Régimen de desecación, saneamiento y colonización de los terrenos anegadizos 
del Este de la República. 


Artículo 134.- En aquellas zonas donde las operaciones de préstamos agrarios sean 
primordialmente atendidas por el Instituto, el Poder Ejecutivo, con el acuerdo del Banco 
de la República, podrá transferirle la administración, tanto del Crédito Agrícola de 
Habilitación, instituido por la ley de 25 de febrero de 1933, como de los graneros 
oficiales. 
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Asimismo el Instituto podrá constituir las instalaciones necesarias para el almacenaje, 
clasificación y tráfico de los frutos y organizar con carácter de servicio público, todo lo 
relativo a su funcionamiento. 


Artículo 135.- Cométese al Instituto Nacional de Colonización la aplicación de la ley 
de 16 de octubre de 1944, relativa a los inmuebles rurales en los cuales se encuentren 
rancherios o núcleos de población y cuyos ocupantes lo sean a título precario. A este 
respecto investigará las caracteristicas individuales y sociales de la población de esos 
rancheríos y sus posibilidades de mejoramiento, en relación con la actividad agraria, 
como asimismo las condiciones de vida y trabajo de la población campesina en general, 
especialmente en cuanto tenga que ver con las finalidades de esta ley. 


.- La adjudicación de tierras en disfrute precario a que se refiere el 
apartado E) del inciso 4* del artículo 7”, no podrá exceder del término de dos años, no 
rigiendo en este caso ni en el previsto en el artículo 21, los plazos para el desalojo ni las 
opciones que respecto de la duración mínima de los contratos de arrendamiento, 
establecen las leyes de 16 de diciembre de 1927 y complementarias. 


No regirán tampoco a los efectos de esta ley, las disposiciones del Código Rural, en 
cuanto aplican a la aparcería las reglas establecidas en el Código Civil para el contrato 
de sociedad, estándose a lo que dispone el artículo 30 de la ley mencionada en el 
parágrafo anterior. 


Tampoco regirán para las operaciones a que se refiere el presente estatuto legal, las 
disposiciones de la ley de 17 de junio de 1931, sobre enajenación de inmuebles a 
plazos. 


Artículo 137.- Los préstamos pendientes en estado de cumplimiento normal, que el 
Banco de la República haya concedido a particulares integrantes de las colonias 
constituidas por el Banco Hipotecario, pasarán a cargo del Instituto Nacional de 
Colonización, previa conformidad de su Directorio. 


Para la ejecución de las operaciones de crédito, cobros o pagos a hacerse a la orden 
O por cuenta del Instituto, en las localidades donde éste no tenga agencias habilitadas 
para tales fines, se convendrá con los Bancos del Estado la utilización de los servicios 
de sus sucursales, los que, de no ser gratuitos, serán compensados en forma que no 
represente más que el costo de la prestación. 


Artículo 138.- Dentro del plazo de tres meses, el Poder Ejecutivo constituirá una 
Comisión Honoraria integrada por un representante del Ministerio de Ganadería y 
Agricultura, uno de la Universidad del Trabajo, uno de la Facultad de Agronomía, uno 
de la Facultad de Veterinaria y otro del Instituto Nacional de Colonización, la cual en el 
plazo de seis meses a partir de su constitución deberá someter al Poder Ejecutivo un 
plan para la coordinación y ajuste de los servicios de enseñanza agraria oficiales, en 
forma de evitar la dispersión o repetición de gastos y servicios destinados a fines 
análogos. 


Artículo 139.- Los colonos, sea cual fuere la condición de su tenencia del predio, no 
podrán establecer en éste, sin consentimiento expreso del Instituto, comercios extraños 
a las actividades del núcleo económico que integran. 


Artículo 140.- A fin de coordinar la defensa de los intereses agrarios regulando las 
relaciones económicas de la transformación rural en su orden nacional, y racionalizando 
la producción, comercialización e importación de los productos agrícolas y pecuarios, el 
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Instituto participará por medio de delegados en los organismos que se designen con el 
objeto de planear la industrialización del país. 


Artículo 141.- A los fines de lo previsto en los artículos 48 y 49 se declaran desde ya 
ampliadas las autorizaciones de gastos que acuerdan las leyes especiales de 
presupuesto, relativas a edificación escolar o dotación de servicios públicos, cuando las 
partidas asignadas resultaren insuficientes, en las cantidades indispensables para el 
cumplimiento de las disposiciones referidas. 


Artículo _142.- Sin perjuicio de las providencias que el Instituto adopte en el mismo 
sentido, la Dirección de Agronomía mantendrá abierto permanentemente un registro de 
aspirantes a colonos y de actuales y posibles desalojados, colaborando asimismo en la 
difusión de los planes de colonización 


Artículo _143.- El personal que presta servicios en la Sección Fomento Rural y 
Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay en el momento de sancionarse esta 
ley, se incorporará al Instituto Nacional de Colonización con asignaciones no inferiores 
a las que goce en aquella institución. 


No obstante, los funcionarios que han ingresado por concurso al Banco Hipotecario 
tendrán derecho a optar por su permanencia en él; en estos casos, ambos organismos 
podrán convenir, por un término prudencial el pase en comisión de estos funcionarios al 
Instituto. 


El Directorio del Banco Hipotecario podrá resolver las situaciones que puedan 
plantearse con respecto al traslado o permanencia del personal a que se refiere la parte 
primera de este artículo. 


En oportunidad se llenarán las formalidades constitucionales y legales, respecto de la 
modificación de las planillas presupuestales. 


El personal del Instituto queda amparado a los beneficios de la Caja de Jubilaciones 
y Pensiones Civiles, pero los empleados técnicos y administrativos de la Sección 
Fomento Rural y Colonización, que pasen a prestar servicios al Instituto, podrán optar, 
dentro de los sesenta días de la publicación de esta ley por su afiliación a la Caja Civil 
o continuar en la Caja de Jubilaciones Bancarias. 


Se extienden al personal del Instituto los beneficios acordados por el artículo 5* de la 
ley de 19 de noviembre de 1943, sobre afiliación a la Cooperativa Bancaria de 
Consumos, a los efectos de retenciones sobre sus sueldos o pasividades y pensiones. 


Artículo 144.- Con excepción de aquellos que procedan de la Sección Fomento Rural 
y Colonización del Banco Hipotecario, los empleados técnicos y administrativos que el 
Instituto designe -de acuerdo con los procedimientos que los reglamentos establezcan- 
, lo serán en carácter provisorio. La ratificación de los nombramientos podrá hacerse 
una vez transcurridos dos años desde su ingreso, siempre que el Directorio entienda 
que los funcionarios han demostrado en su actuación capacidad, corrección y diligencia. 


Artículo 145.- El Directorio del Instituto podrá convenir con el Banco Hipotecario la 
utilización de los servicios de este último organismo, ya sea en carácter transitorio o 
permanente, así como el destino del fondo de previsión para empleados, la situación de 
los actuales deudores y cualquier otra cuestión relativa a la transferencia de la Sección 
Fomento Rural y Colonización. 
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Artículo 146.- Las resoluciones del Directorio serán adoptados por simple mayoría de 
votos, salvo los siguientes casos: 


1” Se requerirán cuatro votos conformes: 


A) Para proceder a la instalación de plantas de elaboración en las colonias agro- 
industriales (artículo 15); 


B) Para realizar adquisiciones de tierras por compra directa (artículo 28); 


C) Para adjudicar más de una parcela en propiedad a las personas no 
especificadas (artículo 67); 


D) Para consentir la desafectación de las parcelas de los fines de la ley (artículo 
70); 


E) Para otorgar préstamos complementarios que cubran la totalidad del valor del 
predio (artículo 78): 


F) Para conceder préstamos para poblaciones y mejoras que excedan del 25% 
del valor del terreno (artículo 95); 


G) Para acordar préstamos de habilitación superiores a dos mil pesos (Capítulo 
XVII): 


H) Para reducir el préstamo hipotecario o declarar rescindido un contrato siempre 
que no sea por falta de pago (Capítulo XVIII). 


2” Se requerirá unanimidad de votos: 


A) Para arrendar o renovar contratos de arrendamiento por superficies mayores 
de mil hectáreas (artículo 21); 


B) Para declarar a las colonias salidas de la administración del Instituto (artículo 
73); 


C) Para dar carácter irrevocable a las resoluciones que declaren rescindido un 
contrato o fijen el monto de la indemnización por mejoras (artículo 107). 


Artículo 147.-Para toda cuestión referente al funcionamiento, organización y 
ejecución de los servicios que se le confieren al ente que se crea, que no esté prevista 
en esta ley, regirán, en lo que sea aplicable las disposiciones de la Carta Orgánica del 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


Artículo 148.- Mientras no entre en funciones el Instituto, el Banco Hipotecario y su 
Sección Fomento Rural y Colonización continuarán actuando con arreglo a las leyes 
anteriores. 


327-C.S. 


328-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de setiembre de 2019 


Artículo 149.- Los funcionarios y demás personas que se consideren lesionados por 
resoluciones del Directorio, podrán deducir el recurso de reposición o reforma, dentro 
de los veinte días de su notificación en Montevideo, y de treinta en los demás 
Departamentos. 


interpuesto el recurso, si no fuera resuelto dentro de los treinta días, la omisión se 
reputará revocatoria de la decisión recurrida. 


Artículo _150.- Los miembros del Directorio serán personal y solidariamente 
responsables por las resoluciones votadas en oposición a las leyes o a los reglamentos. 


Quedan dispensados de esta responsabilidad: 


A) Los ausentes de la sesión en que se adoptó la resolución; 


B) Los que hubieran hecho constar en el acta respectiva su disentimiento y el 
fundamento consiguiente. Cuando ese pedido de constancia se produzca, el 
Secretario del Directorio estará obligado, dentro de las veinticuatro horas, a dar 
cuenta del hecho al Poder Ejecutivo, remitiéndole testimonio del acta respectiva, 
a los efectos del artículo 187 de la Constitución. 


Artículo 151.- Agotada la vía administrativa, los funcionarios y demás personas que se 
consideren lesionados en sus derechos por las decisiones del Directorio, podrán 
entablar la acción por ¡legalidad prevista en los artículos 270 y siguientes de la 
Constitución. 


Mientras no se organice el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, dicha acción se 
entablará ante los Jueces Letrados de Primera Instancia en campaña, y ante los Jueces 
Letrados de Hacienda y de lo Contencioso Administrativo en la Capital. 


La acción se dirigirá a obtener la revocación de la resolución impugnada o a la 
reparación civil pertinente, o a ambos fines, a opción de interesado. Se interpondrá 
dentro del término perentorio de veinte días de notificada aquella resolución, y se 
seguirá, en su tramitación, el procedimiento de los juicios ordinarios de menor cuantía. 


El Juez de la causa podrá resolver en cualquier momento, la suspensión de la 
resolución reclamada, cuando su cumplimiento pudiera producir perjuicios irreparables. 


Contra las sentencias de primera instancia habrá el recurso de apelación libre para 
ante el Tribunal de Apelaciones cuyo fallo hará cosa juzgada. 


- En caso de condenación del Directorio, el Juez o Tribunal hará 
declaración expresa sobre si hubo falta grave que sea imputable a sus miembros. Estos 
serán pasibles ante el Estado, de la responsabilidad civil consiguiente, sin perjuicio de 
las sanciones administrativas que correspondan. 


- Salvo lo establecido en el articulo 148 y con excepción del apartado 
primero del artículo 5* de la ley número 7.615 y de los artículos 8”, 10, 11 y 12 de la ley 
número 10.694, se derogan las leyes de 22 de enero de 1913, 20 de junio de 1921, 10 
de setiembre de 1923, 10 de mayo de 1929, 13 de enero de 1932, 20 de junio de 
1933, 20 de diciembre de 1939, 19 de setiembre de 1941 y 31 de diciembre de 1945, 
como asimismo los artículos 4%, 5%, 6? y 7% de la ley de 18 de abril de 1947. 


3 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 329-C.S. 


Artículo 154.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor sena- 
dor Camy. 


SEÑOR CAMY.- Gracias, señora presidenta. 


En primer término, quiero agradecer a la Comisión de 
Constitución y Legislación porque me honró al designar- 
me miembro informante de este proyecto de ley, que es 
de mi autoría. Es un proyecto muy breve, conciso y, a mi 
entender, tiene una importancia y un valor filosófico muy 
trascendentes. 


El proyecto de ley consta de dos artículos. 


El artículo 1.” establece que el Instituto Nacional de 
Colonización, creado por la Ley n.? 11029, de 12 de enero 
de 1948, tendrá su domicilio legal y principal asiento en 
cualquier punto del territorio nacional. Y el artículo 2.* 
confiere al directorio del ente autónomo la potestad, por 
mayoría especial de cuatro votos en cinco integrantes, de 
determinar «la ubicación adecuada para su instalación, 
atendiendo primordialmente» —así lo establece— «el cri- 
terio de mayor cercanía con las colonias y sus adminis- 
trados». 


De acuerdo con lo que establece el artículo 2.” de la 
Ley n” 11029, que creó el Instituto Nacional de Coloni- 
zación en 1948, la sede principal debe estar en Monte- 
video. Dicho texto normativo —el de creación de este or- 
ganismo— fue, sin duda, esperanza y solución para miles 
de productores y de aspirantes a productores que por sus 
propios medios no tenían la posibilidad de acceder al tra- 
bajo en la tierra. Sin embargo, la misma ley adolece de 
graves problemas de técnica legislativa, a tal punto que el 
mismo artículo que crea el instituto como ente autónomo 
determina el lugar de su sede, que será en Montevideo, 
atendiendo seguramente —no tengo dudas— criterios de 
la época que permitían mayor coordinación con el resto 
de los organismos estatales. Ese argumento hoy quedaría 
perimido, ya que la evolución del transporte y de la tecno- 
logía hace suya la posibilidad del vínculo desde cualquier 
punto del territorio nacional. 


Hoy el Instituto Nacional de Colonización administra 
más de 554.000 hectáreas en todo el país, distribuidas en 
doce regionales que abarcan dieciocho departamentos, 
siendo Montevideo el único que no tiene tierras adminis- 
tradas y, por supuesto, tampoco colonos, y, sin embargo, 
aún continúa siendo su sede principal de manera precep- 
tiva. Ninguno de los 5200 colonos de todos los tipos exis- 
tentes reside como tal en el departamento de Montevideo. 


La razón del proyecto estriba en dar libertad de ac- 
ción al directorio del ente para que pueda definir la conve- 
niencia o no de que sus sedes centrales se mantengan en 
Montevideo, contribuyendo de esta manera a terminar con 
un cerco legislativo marcadamente centralista. Se optó por 
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redactar un proyecto de ley independiente, sin derogacio- 
nes expresas al artículo 2.” de la Ley n.” 11029, atendiendo 
a las dificultades que podría ocasionar la modificación de 
un artículo tan delicado, que crea una figura jurídica como 
es un ente autónomo. 


Pasando a criterios de conveniencia, es necesario des- 
tacar que en todo el mundo hay una tendencia a la descen- 
tralización y a la promoción de desarrollos regionales y 
locales. Entiendo que en los últimos años Uruguay lo ha 
acompañado —así lo entiendo y me interesa destacarlo—, 
por ejemplo, en el proceso que ha tenido la propia Univer- 
sidad de la República y fundamentalmente la creación de 
la UTEC, que con ese afincamiento en el interior del país, 
con la cercanía y con la posibilidad de prestar utilidad en 
sus servicios, ha generado una mejora indudable. 


También quiero señalar que en los últimos años la sede 
actual del Instituto Nacional de Colonización ha tenido 
mejoras edilicias importantes. Ha habido una inversión 
notoria —algunos senadores aquí presentes, como el señor 
senador Vassallo, en los últimos tiempos ha estado en esa 
comisión— y creo que ha mejorado enormemente la como- 
didad. 


Por tanto, el proyecto de ley no pretende impulsar el 
inmediato traslado de la sede principal del Instituto Nacio- 
nal de Colonización al interior de nuestro país, sino per- 
mitir, como institución, que pueda determinar libremente 
el asiento de sus oficinas principales, removiendo para eso 
el escollo principal. Ese fue el propósito del proyecto y 
también el de la comisión, así como el espíritu de sus inte- 
grantes de aprobarlo unánimemente con ese sentido. 


Creo haber interpretado cabalmente lo que acompañó 
la comisión a través de todos sus miembros. Por tanto, pro- 
ponemos al Cuerpo la aprobación del proyecto de ley. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1.* del proyecto de ley. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 1%.- El Instituto Nacional de Colonización crea- 
do por la Ley N” 11.029, de 12 de enero de 1948, tendrá su 


domicilio legal y principal asiento en cualquier punto del 
territorio nacional». 


3 de setiembre de 2019 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2.” 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Artículo 
22.- El directorio del ente autónomo por mayoría especial de 
cuatro votos determinará cual es la ubicación adecuada para 
su instalación, atendiendo primordialmente el criterio de 
mayor cercanía con las colonias y sus administrados». 

SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 


—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 
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20) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA MOREIRA.-- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA MOREIRA - Formulo moción en el sentido 
de que se levante la sesión y que los ocho puntos que toda- 
vía no han sido considerados sean incluidos en el orden del 
día de la sesión de mañana. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 
En consecuencia, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 13:15, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Aristimuño, Aviaga, Ayala, Baráibar, Besozzi, Camp, 
Cardoso, Carrera, Castillo, Da Silva, Draper, Gallicchio, 
García (Graciela), Garín, Lazo, López Villalba, Moreira, 
Otheguy, Passada, Saravia, Tourné, Vassallo y Xavier). 
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